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•iN1'R<:)I)ucc10}f: DERECHósocri\L/.DEREóHo LABORAL···· 
· ·· · C(~ , ·~ ·: C.>: : · Y•.PROCESO;• :> '... • ·:'.i ··~ .. 

·· ...... ;~·Tu~~~ffl~~~f~~~ii~~fff€iJii~r2~~J~f~~1i~~%1i~~fi~~~····· 
..•. · .. o··:'Récon:o.c~ri]ie.nto:~(Je.'los:derechos·.individuales:~Reéonocimiento .. ·delos ·derechos 
;, ::.;sociálfs~.:;.De~Ccho/social;:_..R.éalización de Jos derechos.· sociales.,..;.;.Derecho < 

·· ... · c(jlii'fti~~()(delltrabafo.~Extensión de. losprineipios•· del·• derecho substantivo, de[ 
trabajo, aJadjetiiJo;¿..Derecho procesa'/ Social.~Definición de Proceso La~ 

•:;. fí•• Laboral,,..;.;.Autonomíci. ·. · .·.. · 
' :- ,·'-~,;_,,~>:t.'::·-~"._ . 

. · •.l.. §:i.AslJ:l1ó.c1óN DEL. DERECHO;, Las primeras manifestaciones dogma~ 
· i:icas s'obre el deresho, clasificaron é.ste en dos grandes ramas: lus Publicum 
y Jus Privatum .. 1 En la primera se co1nprendía. el derecho de gentesy etqué · 
regulaba)as relaciones internas . en que par!isipaba el Estado, mientras qtte en 

·el . o.tr() grupo se ·ir1c:luian las relaciones'enti:e particulares. Por influencia na;; 
poleóniea";·se'lia vei1ido reglamentando. elordénamiento del traba jo en el campo 
civil: . . .. .· . . . · /: . . .... · .. ·.·• .... · ..... · 

· Esta división clásica del derecho, siempre tan ·discutida ~ ·se .. transforma · 
con la aparición de un grupo de normas.que no encajan ni. en el séctor público 

. ni en el privado. Es una nuevarama que .guía la regulación deJas. relaciones 
.en que toma parte un sector de individuos cuyaJuerza es inferior a la de otro. 
Trátase de una mayoría integrada ·por débiles, los más débiles dentro ,de la 
sociedad, y a los que ésta debe proteger, en cuanto establecen nex.o.s sk tra:' 
bajo. Esa nueva rama abarca, por lo men()S, el derecho agrado, el asistencial 
y eldel trabajo. . .. · · · · · . . .. . ..... ·.·... .. . ;, ,· 

2. DENOMINACIONES DEL DERECHO LABORAL. El conjunto de i;ippnas . 
que establecen las garantías del trabajo, ha. ¡:ecibido.diferentes denominado'." 
nes, a la-sque pasaremos revista. Así: a)' Legislación industrial. usada en tiell1~ 
pos pasados en Italia,ª y que no aceptamos, tanto. porque parece circúnscribir 
la disciplina a su enfoque positivista, con prescindencia de cualquier consi~ 
deración doctrinal o dogmática, como porque se presta a éonfudir su verdadero 
sentido con las disposiciones relativas a la industria en cüanto, actividad de 
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···.~r~J~1ccl~1i. o\c~~1 eJ.•.·rég i men. de·· propiedéld ••. f ~·d.u~t}i~J¡"',- ci!r···f)~frécho•···Ohl~éro, 
colllopropugna Castorena. y otros autores: '' esta dériominadón;.fomada al pie 
de 151 .letra: da Ia impresión de contraerse a los obreros• u operariOs y dejar 
fue1·a·~,Jos demás trabajadores; e) Dereé/zo Social, ségím Je llaman todavía 

.algunos. autores,. entre ellos Menéndez Pidal,11 mediante t1na caracterización, 
(l primera vista exacta, pero que en el fondo entraña confundir la parte con 
el todo. El derecho, en general, es social, porque regula Ja conducta del hom­
bl'.é en sociedad; y si bien la impregnación social se manifiesta con más inten-
sida~ en unas ramas que en otras, no puede el derecho del trabajo apropiarse 
este títúlo, que sólo le pertenece en parte. Además, derecho social tiene otras 

. acepcicmes, como afirma Castán Tobeñas,7 y esos significados varían según 
·• _ q~1e obedezcan a concepciones teóricas puras, de tipo funcional o político te­

)~ol~gico. C:::onforme a estas últimas, es decir, contemplado como política social, 
se trpcluce en un derecho de los económicamente débiles; d) Derec/zo del Tra-
q~fo o. Derecho Laboral: son las denominaciones más apropiadas y las más . 
u~a.d.a~ en la actualidad. Puestos a escoger entre ambas, quizás convenga más 

. c!esignarlo como laboral.8 - . • ·. 

. . ·... 3 .. DERECHO LABORAL. COMO PRODUCTO DEI. DERECHO SOCIAL'. Entél.l~ 
:elido él derecho del trabajo como rama o expresión del derecho social,cóns~ · 
tituye una nueva disciplina jurídica, cuyos rasgos e institucionesle imprit111!n 
cüracteres especiales; producto, a la vez, de la raíz quela éngelidra, es decfr, 
de los problemas sociales laborales, que en ocasiones se res_olvieron de cÍ.tal­
quier manera, pero siempre en ¡)erjuiciodel obrero, del trabajador; dé eses'ujeto 
que dedica parte de su vida a In producción, que arriesga salud por dinero, 
por el sustento, y que, en conclusión, es el que lleva la cruz con peso de miseria, 
ignorancia, desigualdad y amargura. Una situación que no puede continuar, 
qüe no debemos· permiti1· que se perpetúe, a la hora en que el hombre se ha 
lanzado ya n la conquista y dominio del espacio, los cuales debían presuponer 
la plena solución de los problenrns de "casa", así como que la vida se mo­
viera en aires impregnados de igualdad y de justicia. Por desgracia, esos 
ideales tropiezan a menudo con la naturaleza misma del ser humano, y se 
obstaculiza el trato igualitario de clases, idea quizá utópica, pero nobilísima. 
En todo caso, la realidad, que no puede encubrirse o esconderse, es la dife .. 
rencia actual de clases que se marca agudamente, en contra del deber social 
tendiente a que el margen entre ellas sea cada vez más estrecho. 

4. LA" PROTECCIÓN DE LOS DÉBILES POR EL DERECHO. Josserand, e11 un 
hermoso artículo denominado La Protección de los Débiles por el Dcrccho,11 

puntuali:m cuál fue la situación en que los mismos han sido considerados por 
el derecho: 1) Las mujeres (primer grupo citado) tenían negado el dere• 

··· · dici :de rnpacidad, o mejor dicho: ésta no se les reconocía igual que a los 
hombres. Conel paso del tiempo y las luchas que le han acompañado, las legis· 
ladones nacionales fueron reconociéndosela, hasta lograr, en la mayoría de 
ellas; la igualdad del hombre y la mujer. "La mujer ha cesado o cesará pró­
ximamente de figurar en la catef¡oria de los débiles, de los oprimidos, de los 
doiúinados. el derecho privado. al emanciparla. le ha retirado al mismo tiempo 
la protección con la cual la rodeaba antes" .-dice textualmente.-. 2) Los me· 
nores: por circunstancias lógicas, no pueden adquirir plena capacidad, pero 
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<tlenuado su incapacidad, 
pné:idad y·'ª de plern1 capacidad, una semi~capacidad que no ex~ 
cluye dcrln pr:otccción por el derecho. 3) pródigos, a quienes se sancionó 
con una incupacidad total. Hoy en día, algunas legislaciones, como la fran~ 
cesa, sólo vinilan sus actos: y cuando éstos se refieren a negocios de cierta 
importnncin ( cn;ijenación de bienes. por ejemplo), por medio de una mttori~ 
zncitin quedan habilitados para realizarlos. 4) Personas morales: son quizfÍ 
bs que han alcnnzndo mús, porque de no tener nadn, han visto desarrollar 
su peL"sona liclac.I paralela n la ele las personas individuales. En mayor o menor 
medida, estos grupos de débiles han salido de esa situación de inferioridad y 
!tan cambindo su cntegorin jurídica y social. Pero en su lugar o junto a ellos 
hnn surgido nuevas clnses de débiles que nspiran a la protección juríclica.H• 

5. Nmwos crwr>os DE DÚB!LES. Eslos nuevos grupos se ven atacados 
por un¡¡ debilidad, no inliet·ente a su ser, sino profesional, contractual o fun~ 
cionnl. Entre ellos, menciona el autol': 1) Los trnbajadorcs, que individual~ 
mente. se presentan n una potente empresa, que puede imponerles su propia 
ley. y sus propias condiciones. ( Prohnblemcntc, el panorama variaría si se 
enfrentase a los trabajadores integrados en unn asociación ..-sindicato, fccle~ 
rnción o confederación- con fuerza no sólo económica, sino también política.) 
El nvnnce inclustrinl ha creado, sin duda, un ei;tnclo ele inseguridad para el 
trnbnjaclor. conl:rn el cual debe ser prolegido. 2) Las mismas empresas: pueden 
i;er ntacaclns por m·ganiznciones mús fuertes (sin el icatos, trust s. cmtels) que 
nmenacen con <1bi;orhcrlns y requiernn la prntección jmíclirn; 3) Los clientes 
ele lns grnncles compniiíns, 11 y 4) Los peatones se encuentran también entre 
los clébiles. 1 ~ 

Los menrionados factores provocnn la urgente necesiclncl de dictar me~ 
didasprcventivas, que eviten o restrinjnn los nbusos. En las conclusiones que' 
hace Jossernnd él su nrtkulo expresa: "Así, en tocios los países, se han tomado 
mccliclns pnrn venir en ayucln ele los nuevos débiles, de quienes sufren la opre~ 
sión de las fuerzas económicns y socinles del mundo contemporfmeo; así se 
renueva, en sus fundamentos como en su L"ealiznción, "la protección de los cié~ 
biles por el derecho" lll El derecho viene n ser el medio que equilibra los de~ 
rechos, creando un;i responsabilidad mós amplia; ésta y la protección n los 
clébilci> se complican día n din por In 111ultiplicarión de los riesgos. Por ello, debe 
nc11dirsc él la solución de los mismos, rcmedinndo In diferencin económica y 
socinl mecliitnte privilegios y vcntnjas, y refrennnclo la fuerza. Curiosamente, 
dice Jé)ssernncl, el lcgisl<1dor elche hacer "homeopn!·ia jurídica y combatir el mal 
por el mal: a rirnncles male~>. rirandes remc.clios". 11 

Ln prot:eccióil de los débiles por el derecho. la hnn proyectado inclusive, 
alf!UllO!:l penalistns haci;i los delincuentes, como acontece con Dorado Mon­
tern )' !:lU parnclójirn fórmub del derecho protector de los criminales (no, dicho 
se cs!·ú, del crimen), mediante la que quiere expresar la función curativa asig­
nable ni tr:i!:nmicn!o pe11¡1J 1•· con 13cttiol, cuando ni contraponer derecho penal 
y clcl'ccho prcminl. concibe el segundo como "una ley ele protección al delin­
cuente" 111 o con el mismo Carnelutli. ni sulm1yar la finalidad purificadora 
de la pena. 11 
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' • 6 •. ; LA ·~UCI-IA POR LAº JÚSTICJA SOCIAL. <Lo~ esfuerzos l1Umanos van com• 
. batie.ndq los óbstáculos, a fin de lograr la justicia social. Ensiglos pasados, 

las .gfopdes mejoras conseguidas se valieron de armas impulsadas ala acción 
por motores ideales: poco a poco, la serenidad se ha ido imponienflo, per() no 
to.da.yía ·la conformidad, y a ello obedece que continúe la lucha, en' nombr~ 

· noy~;de una minoría, sino de una mayoría, dentro de la que destacan algunos. 
~()?i.er.no.s; De ese modo, gobierno y pueblo juntos podrán vencer la injústicia 
en)a medida de lo posible. Más tarde deberá intentarse y lograrse la dismi:-
11u~ión,si es que no puede alcanzarse la desaparición, de los agudós cOhtfa.sies 
s9dales; ·todavía subsistentes, pese a los esfuerzos para eliminarlos.•Que .et 

••..• rico}tei.1ga menos y el pobre más: que disminuya el peso que. l'ecae. séÍbre la . 
· dase~huinilde, la trabajadora, y entonces quizá logremos la supi'.e~ÍÓn:de: 

la·.pobreza. . . . . < • -• • >+\•/< . 
;/•'\7;T RECONOCIMIENTO DE LOS DERECHOS INDIVIDUALES; La. ;idá hun1an~·· 

···se ha désenvitelto a lo largo de siglos a través de luchas y proble1nas que per-
tenecen a la historia y que .en ocasiones llenan hojas de gloria, ·mientras que. 
en otras, por desgracia, cubren páginas de vergüenza e iildigpidad. No corre~­
ponde a nuestra tesis estudiar la cuestión desde el pünto qe vista del pensa­
miento político ·o histórico, pero sí subrayar que losderechós fueron recono­
cidos y defendidos durante los siglos xv1 a x1x, por crisis religiosas, como la 
Reforma protestante; por diversas escuelas, cual la del derecho natural; pe>r 
movimientos políticos, como la Revolución francesa,. la inglesa, la norteame~ 
ricana y otras más que se sucedieron en el .resto del mundoco1110 ªRºYº a[_ .. 
liberalismo democrático.18 Esta etapa fue só!O~elpa~~o nacia otra en que apa.,. 
reció el derecho social. una forma de justicia, que no se habría logrado con el 
reconocimiento únicamente de los derechos individuales. Mario de la Cueva 
apunta como uno de los mi1s gmndés. errores del individualismo "la búsqueda 
del hombre en estado de naturaleza''.; que debería permitir a cada individuo 
buscar su posición en la escala>social. Se inició así una libertad económica 
civil, sin otro límite que la libertad de los demás individuos. 111 "Cuando se 
parte de la individualidad coilcreta de cada individuo se deseinboca necesa:.. 
riamentc en la negación del orden jurídico. en el anarquismo. Todo orden 
jurídico tiene que partir necesariamente de una imagen general, de un tipo 
medio de hombre".~º · · · ·· 

8. RECONOCIMIENTO DE LOS DERECHOS SOCIALES. El individualismo.fija 
ese tipo medio de hombre en uno que es egoísta, en uno que se halla desvincu:. 
lado de la sociedad y que es considerado igual a los demás, pero en sentido 

· abstracto. El derecho lo protege, le garantiza sus libertades y envuelve todo 
ello en una palabra: persona, calidad atribuible a todo individuo a quien se 
reconoce el disfrute de sus derechos. La realidad fue otra, porque la libertad 
da margen a que en el ámbito del socialmente poderoso, lo mismo se amplíe, 
coartando o limitando las libertades del socialmente débil.~ 1 

Esa falsa imagen del hombre individual hizo surgir nuevas ideas al am­
paro de una nueva representación: la del hombre que uiuc en· sociedad. Se 
prepara una segunda etapa -que Mario de la Cueva llama personalismo.­
para el recoi10cimiento y proclamación de una nueva categoría de derecho, los 
derechos sociales, corriente que comienza a levantarse durante el siglo XIX, y 
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que adquiere madurez al inicio del actual. Como ejemplos deeHoEestán,la 
Constitución mexicana de 1917, la de Weimar de 1919, la española de t 931 
y todas aquellas que se han elaborado a partir de 1945.22 Eú ésta eniirÍieraéióri ·. 
puede apreciarse que corresponde a nuestro país la primera declélración'de Jos 
derechos sociales, y ello constituye la más grande aportación de MéxÍco,·junto 
con el amparo, al mundo jurídico.2ª · · ·. · ·· · · '.· .... 

9. DERECHO SocJAL. 21 No se basa en la igualdad de las personas, sino 
en ln nivelación de las desigualdades existentes entre los hombres. La idea de 
este nuevo tipo de derecho descélnsa.en que "Ja sociedad está obligadaa aal'a .. ·· ... 
cada hombre, la oportunidad de vivir, pero no una vida animal, sinouna<yiéli( • ..... . 
coriforme a lu dignidad de la persona humana". "En la lucha enfre el c'élpitah· · 
y el trabajo, el derecho debe estar del lado del trabajo, porque éste es elfaéfor 
humano, aquél. en cambio, es "las cosas". "Las cosas deben estar al setvici6'· 
del hombre".2

" Así se inició el nuevo derecho social. cuya base es servir·á;~fo> 
persona !1Untélna, proporcionándole una existencia digna, élCOrde eón su natu­
ralezu; Forma ul1a nueva categoría, que supera la discutida dasifieación· del 
derecho en público y privado. y determina la aparición de un tercer sector; 
debido a que en las relaciones jurídicas privadas existe siempre un tercero 
interesado en ellas, o sea, la colectividad. El derecho social, auspicia, pues, 
la fogerencia del derecho público en las normas del privado, como una pro­
·tccción. Las normas sociales vienen a limitar y condicionar el campo ele acción 
del· derecho privado en la esfera del público e imprimen a los derechos subje-
tivos un contenido social de deber, convirtiéndolos cada vez en mús jurídicos.211 

' 10. REALIZACIÓN DE LOS DERECHOS SOCIALES. Los derechos sociales, que 
se'unen a los individuales. versan sobre condiciones justas de trabajo, protec­
éión contra el desempleo, seguridad social en general, y se traduce en bienes 
ecciriómicos: salarios, pago ele vacaciones, indemnizaciones, etc.; beneficios 
culturales. como la educación, y beneficios sociales, cual la asistencia médica, 
el seguro de vejez, etc.~ 7 Estos derechos se logran sólo en las sociedades que 
llegaú a una etapa de madurez, cuya or¡:¡anización prevea el mejoramiento de 
todos y cada uno ele sus habitantes. Sin embargo, en su realización efectiva se 
tropieza con serias dificultades, que entorpecen su finalidad. Al respecto con-

. viene transcribir unos párrafos del doctor Recaséns Siches. 
"Las dificultades y obstáculos que no son el producto de un propósito 

determiqado, sino que. por el contrario, son desajustes, efectos de una cierta 
organización colectiva o resultado de una dinámica espontánea de varios fac­
tores sociales en combinación con los elementos y las condiciones de la natu­
raleza, como, por ejemplo, cmestía o escasez que determinan hambres colec­
tivas. miserié1, folta de oportunidades de trabajo, desvalimiento (infancia 
huérfana, enfermedad, accidente. vejez. etc.), corto número de oportunidades 
educativas. y tantos y tantos hechos parecidos. Puede haber casos en que al­
¡:¡unas de esas situaciones sean debiclns a pereza o a vicios de quienes las su­
fran, pero hay muchísimos otros casos, la mayor parte de ellos, que son el re­
sultado nutomútico de factores socinles que la voluntad del individuo no puede 
controlar. o que son el efecto de factores naturales en combinación con causas 
y 'condiciones colectivas." La responsabilidad es inmensa ante tales circuns­
t<1ncias, por lo que es al Estado n quien compete buscar el alivio posible de !ns 
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h~méÍnas. El cumplimiento de la · mayol'Ía de l~s:·def~chos sociales 
se/ei,ecúta sólo ·ª través de órganos e instituciones sCidald,implantados por 

·.· el'.gobferilo/8 Quizá la garantía de algunos de. ellqs fo consutl.lyá la implan-
ci~~1 ~de juridiscciones especiales. 211 

·. · .. · ·.·.· • . . . . · 

·.· .. :Jl:·:,QERECI·IO COLECTIVO DEL TRABAJO. La manifestación por excelencia 
del 'del'echo s?cial. la ha constituido principalmente el derecho del trabajo, y 
c!entro.cle éste alcanza mayor relieve el derecho colectivo. Esta rama jurídica 
sitúa <s1t:·centro de atención, no en el individuo aislado, sino socializado, y 

.éo1ifor.lne a ún ·enfoque concreto. El derecho colectivo ha sido calificado o 
>d~scritq·por De !él Cueva como "la envoltura del derecho individual del tra­
<bajg,·del derecho protector de las mujeres Y.menores y de laprevisión social; 

-- -.'-.es~er_can~_il19 para la creación de estos estatutos y para vigilar su cúli1plimientó; es 
~tm clerecl10 instrumental, medio para alcanzar un fin, y tiene su apoyo en 
lo.S derechos individuales de libertad e igualdad." :w Coincide con la .fórmula 
del derecho natural, que deriva de la existencia humana; pertenece, pues, a la 

. filosofía ele la existencia, como un derecho del hombre y para el hombre. No 
depende de doctrinas políticas o sociales, ni de concepciones marxistas, ni ca­
tólicas, sino exclusivamente de la existencia misma del trabajo.31 El derecho 
del trabajo surge como una fuerza en contra de la impotencia social y provoca 
una igualdad entre la empresa y los obreros, considerados ambos como perJ 
sonas. Busca la democratización de la empresa, la muerte del empresariado.~2 

..... 12. EXTENSIÓN DE LOS PRINCIPIOS DEL DERECHO SUBSTANTIVO DEL TRA­
BAJO, AL .ADJETIVO. De estos grupos de normas substantivas, caracterizadas 

. porciertas especialidades, que en conjunto lo erigen en rama separada del 
troncojurídic() común, surge la necesidad de revestir el proceso puesto a su 
scrykioc co¡r los ·iúismos principios, a fin de continuar sus postulados.ªª Por 
tanto laimpregnación social peculiar del derecho substantivo del trabajo, debe 
extenderse también a su contenido adjetivo, como acertadamente indica Fix 
Zamüdio.:i.i La razón la constituye la índole misma del proceso mediante el 
que se. reemplaza la acción directa contra el adversario, propio de la autoJ 
tutéla, por la accióii jurídica dirigida al Estado/15 Esa finalidad se acentúa 
acaso un poco más en el enjuicinmieinto del trabajo. y dentro de él. todavía 
mús a propósito del proceso colectivo que del indiviclual.ªu 

Cierto que ese reemplazo de la acción directa por la jurídica 110 se ha 
operado cabalmente en el derecho colectivo, donde aún subsisten manifestaJ 
cienes de aquélla, como la huelga. el lock~out. el boycott. el sabotaje, el "trabajo 
au rallenti" o "a reglamento" (como se le llama en Argentina en el cuadro 
de los conflictos burocráticos). la cláusula de exclusión, el veto patronal a 
obreros sindicalizados, etc.; pero cabe esperar que en el futuro esos medios 
de lucha sean sustituidos por auténticas soluciones jurisdiccionales, que hagan 
valer la fuerza del derecho, mediante decisiones imparciales.ª7 en lugar de que 
domine el derecho de la fuerza que cada parte quiera imponer a la contraria. 

13. DERECHO PnocES1\L Soc!AL. Fix Zanwdio señala que el Derecho 
Procesal Social es el conjunto de normas destinadas "a la actuación de los 
preceptos materiales que tutelan los intereses de los grupos o clases sociales. 
desde el punto de vista de su situación económica, y los cuales han venido 
incrementando su importancia en los últimos tiempos. en tal forma, que su 
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• :páriiJipélciónen lá vkla política del Estado contemporáneo es cada vez más 
relevanfo/.determinando, a su vez, la intervención estatal en las actiVidades 

•procluctOras".::s Esta rama jurídica abarcaría tres sectores: ~ 0 a) Derecho Pro~ 
ce5alLabora/; b) Derecho Procesal Agrario !/ c) Derecho Procesé1l Asisten~ 
ciél/; aun cuando dado el objeto de nuestra tesis, de ahora en adelante nos 
ocuparemos únicamente del primero. 

14. DEFINICIÓN. Caracterizndo el proceso laboral como social, antes de 
pasar a su exposición conforme al ordenamiento mexicano abordaremos toda;.. 
v~a. ~os extremos dentro de la introducción, a saber: el relativo a su defi~ 
mcwn y el concerniente a su autonomía. En cuanto al primero, estimamos 
innecesario la copia de una larga lista de definiciones, facilísima de formar 
con sólo un poco de paciencia, y nos contentaremos con recoger, por encon~ 
trarla satisfactoria, la de De Littala, para quien el proceso laboral es "aquélla 
rama de las ciencias jurídicas que dicta las normas instrumentales parada 
actuación (léase realización) del Derecho del Traba jo, y que regula la aC::ti:.. 
vidad del juez y de las partes, en todos los procedimientos concernientes a la.<·­
materia del trabajo":111 Para que esta definición se acomode alderechonacio,;. 
nal, debe sufrir una ligera modificación, en virtud de la cual digaqüc rCgula 
la realización de las normas laborales y la actiuidad de las autorid'.8.des del·tra;;, 
bajo. de sus órganos jurisdiccionales y de las partes en todo.~ los'.pioce<il~ 
mientas !J asuntos en materia de trabajo. . · ·· ·. .· . . .····. ~ .. ······. ·. - .· 

15 .. l-\uTONOMÍ1\. En cuanto a. la a11to110111ia de esta rama jurídica, la < 

ha ido adquiriendo a causa de la importancia que .asume en l~ ¡:iróctica ll1º~ · 
cierna, si bien es punto todavía muy discutido, y mientrns unos .autores Ja 
liiegan, 11 otros la afirman categóricamente, 11.! y un tercer grupo adopta una 
posición intermedia, como De Littala, Hinojosa Fer.ter, Ramírei Gfailda y 
Coutme, a los cuales se adhiere Fix Zamudio. 1ª Este grupo de autores. consk 
dcra que "la autonomía y sustantividad actual del proceso laboral se debe a 
estm· conformado por directivas específicas de ~arácter social yJut~lélr, pero 
Cjüe principalmente en los conflictos individuales del trabajo no difiere esen~ 
cialmente del proceso civil. el cual tiende a evolucionar pára acercarse a los 
lineamientos del laboral":11 Esta observación no la consideramos, sin embar~ 
go, tan firme: conformes con que el proceso laboral individual no difiere esen~ 
cialmentc del civil. estimamos que sí discrepan en cuanto a los respectivos 
principios rectores o, por lo menos, en cuanto a la intensidad con que operan 
en cada uno. En definitiva, y .a manera de conclusión referente a la autono~ 
mía del enjuiciamiento procesal laboral, diremos que si bien aceptamos la 
concepción unitaria del Derecho Procesal, creemos que dentro de ella se ma~ 

. nifiestan sectores autónomos, los cuales, como entiende Fix Zamudio, "sin 
. romper sus vínculos con el núcleo central, forman zonas o territorios autóno~ 
mos en los que imperan reglas particulares que la doctrina ha denominado 
principios formativos" o'" Y precisamente esa autonomía e importancia de Ja 
materia tuvo por efecto la .creación de una jurisdicción especial, como lo es 
en mi estro derecho positivo la ejercida poi· las Juntas de Conciliación Y 
Arbitraje. 
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1 Ortolú~, l: Histoire -e/e la Législátion Rornaine. T. fr. J2ao eét, fla~i~. '.'E; Pkin, Noúi'rit 
et Oc;¡ Imprlmeurs-Editeurs" 1884. pp .. 21-22; · · .·.· ·.·.• .· _• ·.·•···· .· > -< ·;< < ..... . 

~ Cfr. por ejemplo, los trabajos .de José Pércz Leñero y Alvaro D'Ors: El prlmeró llega\ 
n In conclusión de que In actual división del derecho en público y .privado,.só!O._ana-< 
lógicmncntc puede decirse que sea de origen romano, ya que únicamente tle,nen ,.de:_ fo~. ··. 
mún la terminología (cfr. su articulo sobre La distinción romana entre' "ius•(públicum :: : 
!I ius privnt11m", en "Información Jurídica", Madrid, junio de 1949, pp. 877~~13 }~\Erí < · 
cunnto al segundo, tras los pasos de Ebrlich, estima que ius.publicum equivale,~ lo· .. qüe. 
lioy se llamn derecho objetivo (p. 35), incluso si versa sobre materias. de derecho prl~ 
vado, o, en otras palabras, y siguiendo ahora a Ulpiano, mientras el derecho: ;p.úbllé:o 
contempla el mundo jurídico como sistema de situaciones, elderechci -priváM fo''c()iJ;; ·> .. 

sidera como sistema de relaciones (cfr. pp. 40 y sigs. de su articulo De la "p_r~iJatn_.2(,{; 
·/ex" al clerec/10 prit1ado 11 al derecho civil. en "Boletím da Faculdade 'Cle~Direifo' Cla 
Universidáde de Coimbra", 1949, fase. I, pp. 29-46). . -> ···'\ 

11 Cfr., vgr .. Alcalá-Znmora, Francisco Camelutti (en el T. L de la traducción . de sü' 
.:· Sistema ele Derecho Procesal Civil. Bs. As., 1944, pp. VII a XIX) p. VIL · · ., ., .. ·. 

•1 Es_ decir, con el que en Alemania. se denomina Patentrec/it; Véase, por cjemplo,:al~res~C 
pecto, Giorgio Oppo, Creazione ed exclusiva ne/ dirittó industrialé, eri .''Rivisfo- di 
di Diritto Commercialc", mayo-junio de .1964, pp. 187-203. . · ... · \ ..••.... -··_ .. ·. 

r. Castorcna, Jesús: Tratado de Derecho Obrero. México, "Edit. Jaris", la. ed., 1946, p. 10. 
6 Menéndez Pida!, Juan: Derecho Social EspariOl. Madrid, "Editorial Revista· de Ocre. -

cho Privado", vol. I, 1952, pp. 27-28. ·· -·. ·-. .. ; : .. 
7 Castán Tobeiias, José, El Derecho Social: En torno n los diversos criterios di(définición 

!! v11loración ele esta n11evn categoría jurídica. "Revista General de Legislación' yJuris­
prudencia", ;iílo 1941, p. 38; reseñndo por Alcalá-Zamora en "Jurisprudenclá Argcntiriri" 
de 10 de julio de 1912. . .•.- . > 

N Cabanellas, Guillermo: Ln denominación de Dercc/10 del Trabajo,, en ''Gitceta del Tra­
bujo", aiio I, No. Vl de 1916, en relación con la reseña dedicada por.:Alcalá-Zamora 
a su libro El Derecho del Trabajo y sus Contratos. (Bs. As., 1944) en '.'.J_grlsprudencia __ 
Argentina" cle25 ele agosto_de 1915.- --- · --_- ···'.°· ~-/~T.<• , 

- ~- Josserand, luis: Ln protección de los débiles por. el derecho, e1f "Rcyisia· de .])erecho, 
Jurisprudencia y Administración", año XLV, diciembre de 1945,. M()riteyideo<P· 316. 

111 ldcm. pp. 316-318. . · . .. . ;·· ~ <<' ;: 
11 Victimas con frecuencia de _los llamados contratos de adhesión, en '.~iue~¡;;poderosás cm- . 

prcsns, que a menudo detentan monopolios de derecho o de pei:hó;:iTpónen a su ·c11en- · 
tela cláusulas seriamente desfavorables a los· intereses de ésta• y''hasta-' fráncaínénte leo-. 
ni nas. · · _- .. ·.· .. , _ · '... ·. . >.,/~. . '.· 'iJ >. . '. 

1:! Cfr. Josscrand, op. cit .. pp. 118-120. A los casos mencionados por}'ósserand podrían 
agregarse otros: pobres en sentido pr()Cesal, · .. ausentes, .• arrendatario~.- inclusive .. conde­
nados a muerte, en el sentido de humanizar la ejecución .dé';'la pemi .. capital: (cfr. 
Alcalú~Zamora: Ca11sns y Efectos Sociales ele/ Prcxe.so (Civil· y Penal)\ en ''Estudios 
sociológicos (Sociología del Derecho), Congreso de 9urango~ l 95T', • T ;···rt ··México, -
1959; pp. 171-94, pp. 177-92. - . ·: '. < ·····,·········. { .<. ·.·.·; ,··. _· > 

Un ejemplo muy elocuente de protección del débil frente aL fúer_te, -tal!lpot:o .,mencio-
nado por Josscrnnd, lo constituye el que la Ley·· de 'Derechos Cle - Autor . mexicana,. 
de 4 de noviembre de 1963, brindan los autores dc,obr¡¡s··freñ.tc·-a·los'editores: · --

rn Josscrand, op. cit.. enero de 1946, p. 5. . . 
H Idem. enero de 1946, p. 5. . .. . .. :>'. •· . 
. 1n Cfr. su ensayo, El Derecho protector ele los criminales (lineas geríeralcs de 1mti' C:ons~ 

trucción penal), escrito en 1911 y reimpreso a la cabeza de su libró;. al que . dá.i riom- .. 
bre, El derecho protector e/e los criminales. dos tomos (Madrid, 1915): yérise''.f, l. pp. 
7-184, passini, cspccinln1cntc pp. 56-7, 67-9, 131 ... S y_ 1?3~81. ____ .·- . ___ ;_~--:- .": __ ··,~~-:~"~··'.:'._':':_·~:~-:~-<·_ .. ~:_ 

111 De/ diritto pcnafe ni cliritto premia/e, en "Rivista ltrilial1íl di Dirltto<}¡'.prOcedura:.pe• '.. 
nnlc", julio .. scpticmbrc de 1960 (p. 701-13): cfr~ p .. ?08. . . ." .. :-___ :~ :,,:·,::,, .. -<'.~~--·<·:·'····.: 

1; Curnclutti, La lofta ele! diritto. contro il 1nn/c, prql.usi~~ ·_q~e_. ·¡:~iciff·:~ ~:u~:'·~-C~i?'n·t~:.su/ 
proccsso pcr1c1le (Vol. f, Roma, 1946, pp. 5-21; asi corno las pp.}5~55•.cjcl'vol,<J, en 
la traducción castellana. Bs. As., 1950). Su sentido se condensa ~n la,· faja que envuel-
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v{JÓs volúmenes 
cctto dd proceso 
1·Icostrulto come reclcn.zicme 
Recnséns Siches, Lui~: 
México, 1961, pp. 602. . .. 

tu De la Cueva, Mario: Dcrcclio 
196-t, pp. 215-16. •. 

:!ll Radhruch, Gu~tavo: lnfrod11cció11 
nómicn", 1951, p. 157. 

'.!I Idc111.. p. 160. 
~~ Rccaséns Sichcr., Luis, op. cit.. p. 603. . . . ·.·. . .· ... ·<·.. . ,. • . ·•···· ... ··· e · . . ·· 

~a De In Cueva. Mario: l.os derechos sociales c11 ·11uc.strn Co11stitucióil de 1917. Confe:l 
rcncin dictacb el 31 de nu11·w de 1967, e!1 .la EScuela de Ciencias Politicas y Sociales 
de la U.N.A.M. 

~-1 Cfr. Gonzúlcz Diaz Lonibardo: Conf~nid~ y 
vr.rsnrlo. Gener;ición de Abogados 1948~1953. 

:.m De· la Cueva. Mario. op. cit.,. p.· ·216.- -
:rn Rndbrnch, Gustavo, op. cit .. p. 162. 
:!7 Rcca:;éns Siches, Luis, op. cit., p. 600. .. 
:!S Idcm, p. 604. · · · . < · ; .. •·· . . . ; ·. . . 
~n Fix Znmudio, Héctor: Linew11ic11to.~ cleL Dcrec/10.~ Procesal Agrifrfo'. 

Fnc11ltnd de Derecho de México~·; T.XI; núliís .. 41-42. p. 180~ 
. :w De h1 Cueva, Mario: Derecho del Trnblijo; Cit:, p;· 217. 

:n De la Cueva, Mario: Los clc'l'echos soc1'11his;. etc:; . cit. .. .. 
a:! Idem. . .. :·· ·:· ··•:,·• >·',· . , ·:. · . . . ·• · · .•. ' 

.a:J Podetti, I<amiro, scíiala la necesidad de tina influencia en el proceso laboral,. ejercida 
por el derecho sustancial. Tn1fodo c/eLProceso .laboral. Buenos Aires, "Ediar; .-S. A.. 
Editores", T. I. 1949, p. 19: Cfr:• Coutmc E; Algunas nocio11es f11nclame11tales ilcl De~ 
rccho Procesal ele/ Tmbaio en ''Tribunales del Trabajo, Derecho Procesal .del Trabajo". 
Santn Fe, Arg., 1941. · · · .. · .·.· . . ..... ··. · ·.· ..... · · 

:1-1 Fix Z;inrndio, Héctor: El /uicio de Ar11paro. "Edit. Porrúa, S. A." 1964, pp; 23-.4; . · ... ·. 
an Akulft .. ZClnlorn: Proceso, AutocornpqSici'ón u Autodcfc11sC1. 11 In1pr~nta JJniv.ersltárü1~-~>;-o-='--': ·:__~~-"-_-c-··-

Méxlco, 19·17, p. 46. · · •. _ · ·. 
:111 Cfr. Alcalá-Zarnorn: Proceso'.. . . ctc;';:cit:; Ji.· 206-9. >: / · ... · 

Coutm·c, E.: Af,c¡111ms nociones ... cit.; pp. 111~27'. . . . . ; ::> y,· 
a; Alcnlá-Znmorn: Proceso. . . etc., cit.. por Gonzf1lcz Oiuz, Gonzalo, Bl derecho d~ 

ga frente ni conflicto colectivo ccor1ó111ico. Tesis .. México, J919;;p. ?5. · ;,: ' · 
as Fix Zanmclio, Héctor: El Juicio .. :· Cit., p. 23. .· ·., <;C/<é'. . , ·,.,~ E:;> 
:111 Idcm, p. 24. . . · . O . . . . . .... \ ... : : :' : ' 
.u1 De Litnla: Derecho Proccw/ ele/ Tn1bajó; .Trnd ... de .. Se1itís . Mclcndo.: 

Aires, 1949, p. 20. ·. . < ' .... ··•··· ··.•· .. < .. · é( . . .. . ' 
"t Poi· ejemplo, Podetti ufit·ma, no sólo_ la no autonomía de lá disciplinái . si~o . que . en~. 

cucntra un acercamiento estrecho entre el proceso labornl• y ·el somún.· A su ,entender, 
el proceso común influye en el laboral, no sólo como)ey supletoria; 'sino tambiéÍ\. en. ' 
orden a las reformas procesales a introdudr en el scgúnd9., Pp. :cit.. ·pp.~·20 y· ~lgs; · · 

-t~ Staffo1·inl, Edunrclo: Derecho P,.occsllLdcl Trabajo; ·:Editorial La ,[.cy:·, Buenos .J\ircs, 
1916, p. 329; citado y criticudo por Podcttl., R. 011,\ cit., p. 2 L · · . ~ · · · 

.1:1 De Lita la, op. cit .. p. 25-6. . .· . · , .. · . , · < <: < ... .,,,. 
Hinojosa Fcner: El cnj11iciw11ie11fo en el Dercclw cle/<Trábajo,".,Madrid; !943; pp; 
y sigs. . · · · .-.~ ·.;:".. ·- · .. -.·:~, : · .. - · .-:/: --'.·C - ··_·:·. 

Rnmirez Granda: Los cOi1f/icto.s ele tr.'lbajo ... Buenos Alrcs •• ·.1942;·¡;p'.4S.y'.sí~s.:{ C 
Couture, Edunrdo: Al,q111111s 11ocio11cs,;. dt. p'. 2!7,·dtndos pór Fix;•Zmnt1dio; Héctor: 

El fuicio ... cit. p. 27. . . · .···•·.·• • '. · > ·11 Fix Zamudio, Héctor: El fuicio .... cit: p. 27'.., .. ·. . ., · ' / / .·.·. ' 
·lii Fix Zamndio, 1-léctor: Lincmniciitos del Proceso· Social. Agrario. en >Revistnide ifa 

Fncultm! de Derecho de México", 1963,. nún1; 52; p; 909'. · · · 
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... t:ONSIDERACIONES GENERALES ACERCA DEL PROCESÓ. 
Y REFERENCIAS A SUS CONCEPTOS BASICOS 

Finalidad.-Tutela jurídica.-Jurisdicción, acción y proceso.-Elementos y 
definición de proceso.-Naturaleza jurídica del proceso.-Doctrinas priuatis­
tas.-Doctrinas publicistas.-Proceso como institución.-Examen de /a juris­
dicción.-/uzgadores.-/urisdicción de equidad y jurisdicción de derecho.­
Clasificación de la jurisdicción.-!urisdicciones especiales.-!urisdicción vo­
luntaria.-Indicacioncs acerca de la acción.-Naturaleza de la acción.-Teo-

rías obligacionistas !/ jurisdiccionalistas .. .-Elementos de la acción. 

l. FINALIDAD. Desde el momento en que el enjuiciamiento laboral es 
una de las tantas ramas del tronco procesal, 1 junto a la civil. la penal, Ja admi­
nistrativa o la constitucional habremos de comenzar su examen con una serie 
de consideraciones generales, para pasar luego a ocuparnos de las peculiari­
dades que le son propias. Con tal objeto, iniciaremos el recorrido refirién­
donos, ante todo, a su finalidad. Por razones de sobra conocidas, a diario 
surgen en la vida social, discrepancias entre individuos o colectividades a ella 
pertenecientes, de tipo económico unas, políticas otras, jurídicas, religiosas. 
sociales o de otras varias clases, en consonancia con la condición humana, que 
propende a discusiones y contiendas. Cuando éstas desembocan en conflictos 
de trascendencia jurídica o que puedan perturbar el orden establecido en un 
lugar y momento determinados, el Estado, a título de organización política 
predominante en nuestra época. ha de buscar su solución mediante fórmulas 
que garanticen el triunfo de la verdad, la justicia y la paz pública,r.: a Tin de 
lograr la armonía de la sociedad misma. Circunscribiéndonos a la solución 
de las controversias jurídicas, es decir, de las suscitadas al producirse una 
pugna de intereses tutelados por el derecho, entre individuos o colectividades, 
eJla puede provenir de las propias esferas enfrentadas, o de una de ellas sólo. 
en virtud de mecanismos autodefensivos o autocompositivos, tanto de signo 
unilateral como bilateraV o bien requerir la intervención de un tercero im­
parcial (en el doble sentido de ser ajeno a las pat'tes y de hallarse obligado a 
ñcluar con objetividad). la cual. como regla, se lleva a cabo a través del 
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~J¡!~~i~~¡;~fü'¡\f [~11,t~/cit~f ~l~~~~&~~~~f *)~~1i~;~i~~~~;~~.~:í1~~; 
la.·> cu.est1a,n :lWg1o~é.l• .~~Yctcel\cl.~sf!gpllc:> At!lLproce.d1m1~nto · ~onforme a reglas 
de;cleref.~~i'!:·ll.?f,~ij~:c:¡~~~·,ery¡éti~f.i~i~:i;7J.fü9M~§;se.iJ!es~iüé.coll10 el ·mejor medio 
deé1Jc.a11zélf;lél)~.~t1s1a.;LFªsrnél~H01t\él~i§lll~~1cp1npregla,· ofrece el proc~so a los 
pai:t1ct1lélf.e~.11!nfi:ep!f:lSlos;•11~17,t(!~llll!1élQ:·,que·cpropendan·• a escogerlo .. como medio 

· ~él~~él~ *q,l~~i.9~·.cl§:~.~~'o~~~~~':~~i.~~; ?~~>~~sepdó11,· claro está,• de. aquellas que 
se r17s~1~1y~1Fr:pc:>r.;.t:e,sultélr.:,lllª~··.conyeniente, ·a . través.·· ae la conciliación, de 
nego'c:ipeiónes ;~freé:ta.s ,·ei1tre·:1ós•'conténdientes; de la ... ·intervención de autori-

. dadesf~dll1infstratiV'ás,·etc.l,'como:oéón ,frecuencia. sucede en los conflictos 
.· óhrerÜ.;phfrbnaÍes, sfogülarménte con los colectivos. . ·• 
.>~~~:~''.?·~·/[g'fELA JURÍDICA. El proceso, regulado de diversos modos en el 
ti~II1¡)ó y en.el espacio,8 como consecuencia de los factores de tipo histórico, 

.<'.B()líq~o;'sócial, económico, etc., que sobre él repercuten.u posee gran impor­
:t~ncia, tanto por satisfacer el interés público en el mantenimiento del orden 
júríclicó, como porque sirve para realizar la actividad jurisdiccional, que hoy 

· ·.~ei1·día pertenece al Estado, por lo menos en las naciones pertenecientes a la 
llamada civilización occidental. Como afirma Chiovenda, proceso y juris­
dicción son términos correlativos: 10 y a la vez, según sostiene Goldschmidt, 
monopolizada la administración de justicia por el poder público.u mediante 
ella se lleva a cabo la tutela jurídr'ca,12 en la medid:ct de lo posible y con el 
propósito de desembocar en una solución justa. 

3. JuRISDICCIÓN, ACCIÓN y PROCESO. Entendida la jurisdicción como la 
actividad de los órganos a quienes se encomienda la administración de jus­
ticia, 1ª con su ejercicio se asocian íntimamente otros dos conceptos, los de 
acción y proceso, hasta el punto de que los tres constituyen el cimiento de la 
sistemática procesal 11 y reunidos integran la que Podetti llamó trilogía estruc­
tural del proceso. ir. Esas nociones se ligan entre si de tal manera, que, por 
ejemplo, para Couture, "mediante los actos iniciales inherentes a la acción y 
a la excepción 111 se con·stituye, normalmente, el proceso" .17 Y por nuestra parte 
consideramos, de acuerdo con Alcalá~Zamora, que el proceso está integrado 
por una serie de actos que tienen a la acción como punto de partida y a la 
jurisdicción como meta,1M tanto si aquélla emana de la iniciativa privada, como 
si la ejercita un órgano estatal (Ministerio Público), puesto que en ambos 
casos se aspira a lograr la definición jurisdiccional con objeto de conseguir, 
conforme a Ja3 enseñanzas de Calamandrei, la garantía del cumplimiento y 
observancia del derecho. 10 Para lograr este objetivo, o sea, para "asegurar 
la eficacia práctica de la sentencié\"; yaliéndose de palabras de Cóuture, se 
requiere la ejecución, que nO po.r pert'eiieéer a,l".ft!timo tramo del proceso ju~ 
dicial, queda fuera de la ~ctividad:jtt~iS~i.cerite, c11ya unidad se manifiesta 
.-siempre de actierdo con el íllaesfrc);tú:\,t~g\l~yp++tafl,tc) ~~ 5lé1' fase declaratiya 

::::~::Efr.~~~l1r;f ?~i~~¡~r~t~~~~,~~1~:J~~~;1~~~~,~;~~J.~~x;r 
tiene una petición privada,: como ·5f~ é~ta 'es /pí,t~lisél.:· I..a~:1~9r~ié1S Ae; ·~~i::ec.ho; 



· dice Carnelutti, han quien autoriza o .da· 
pcider a los órga11os y las eje.cuten.n Con .. esa 
idea va casi . de la autodefensa (en.'. 
la medida de lo posible) y, . la búsqueda de un mecanismo que 
significa someter la decisión los conflictos a un órgano imparcial, llamado 
a pronunciarse acerca de ellos y que a la vez tenga la fuerza indispensable 
para exigir el cumplimiento de lo ordenado en la resolución (sentencia). Es, 
pues, el proceso el complemento jurídico que se ocupa de hacer posible el cum~ 
plimiento de las disposiciones asimismo jurídicas, siempre que surja un conflicto 
de intereses individuales o colectivos con vestidura de los que Carnelutti ha 
denominado litigios.~~ En ambos casos se presenta la necesidad, o bien de dar. 
la razón a una parte y de negársela a la otra, o bien de juzgar y obligar ál' 
titular del interés subordinado a cumplir con el mandato jurídico en favor. 
del titular del interés protegido.~ª 

5. ELEMENTOS y DEFINICIÓN DE PROCESO. Los elementos que integran 
el proceso son aquellos con los que se alcanza su finalidad: unos son objetivos 
y otros subjetivos; unos genéricos y otros específicos. Su finalidad es servir 
a quien tenga la razón, y más estrictamente, la constante actuación de la ley 
(de ahí que la acción no se agote en la demanda). Se caracteriza por la pre­
sencia de un órgano público, cuya misión consiste en esclarecer y definir las 
relaciones en conflicto, basándose para ello en las afirmaciones de hecho y de 
derecho, en el contraste entre medios de ataque y de defensa, en las pruebas 
rendidas y en las alegaciones formuladas, todo con objeto de poder emitir un 
fallo favorable a la parte a quien asista la razón. En cuanto a su desenvolví~ 
miento, el proceso suele abarcar dos fases capitales: la destinada a fijar si la 
pretensión dirigida tiene o no fundamento jurídico, denominada proceso de 
conocimiento, de cognición o de declaración. y la que, en caso de sentencia 
de condena que no sea voluntariamente cumplida, tiene lugar para que el 
mandato contenido en el fallo sea obedecido y satisfecho, designada como 
proceso de cjccución.21 Desde un punto de vista teleológico. Chiovenda dice 
que "en cuanto sea posible práctimamente, el proceso debe dar, a quien tiene 
un derecho, todo aquello y precisamente aquello que tenga derecho a con~ 
seguir" dentro de los límites lógicos de derecho y de hecho. Señala también 
que la acción es el objeto del proceso.2~ . 

Tras lo expuesto, y colocados en el trance de escoger una definición de 
proceso, eligiríamos la de Carnelutti, no sólo por el gran prestigio del autor y 
la difusión que ha alcanzado, sino por la concisión y claridad de la· mis.ma. Se 
trata, dice. "de una operación mediante la que se obtiene la composici(>n del· 
litigio". ~n · 

• 6. NATURALEZA JUl~Í!)íCÁ DEL PROCESO. Acerca de la misma existéndi~ 
ferentes teorías, que han segúido cauces dif~rentes, marchando unas en direc,..' 
ción privatista. Y\9tra? .en Sentido publicista. El cambio de rumbo fo 111arca 
Bülow en el< a~()L;~é;J8~8. C()n su célebre libro sobre los presupue?tos .Y Jas 
excepciones. proC:e.sélles, n a partir del cualse inicia la.· era del pro'éesalismo' 
científicg: .)3:11: eLca~po privatista se manifiestan. la concepción coritractualista 
y la cuasi~.contractúalista; A tenor de la primera, el proceso sería un contrato 
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entre partes para someter a un tercero un conflicto entre ellas, con el com­
promiso de acatar la solución que dicte. Esta teoría fue desechada por la 
razón obvia de que el proceso no puede ser un contrato, porque mientras en 
éste media un concurso de voluntades para obtener un mismo resultado o una 
consecuencia favorable para las partes o para un tercero, en aquél el deman­
dado no somete su divergencia voluntariamente y no desea el mismo resultado 
que su contrincante. 

7. DocTRINAS PRIVATISTAS. Cuando la doctrina contractualista decayó, 
quienes deseaban seguir apoyándose en la noción tradicional de la litiscon­
testatio ~8 para explicar la naturaleza del proceso y los nexos que en él se 
establecen entre los sujetos principales, acudieron al cuasi-contrato.~º La ex­
plicación cuasicontractualista del proceso, que todavía conserva algunos adep­
tos, resuta quizá menos satisfactoria que su predecesora. En efecto: el con­
cepto de cuasicontrato está mucho menos elaborado que el de contrato y, 
además, no se advierte la menor semejanza entre el proceso y los peculiares 
cuasi-contratos del Derecho Civil. 

8. DocTRINAS PUBLICISTAS. Se iniciaron con la que contemplaba la na­
turaleza jurídica del proceso como una relación jurídica. Con antecedentes 
próximos :w en el filósofo Hegel y en el historiador del Derecho, Bethmann­
Hollweg, es desenvuelta por Bülow en el libro a que antes se aludió.31 Esta 
teoría se funda en la idea de que el proceso está integrado por una "hilación 
de actos procesales", creados por las partes y los órganos jurisdiccionales, 
concatenados hacia un fin, que es la solución del conflicto. Acerca de la re­
lación jurídica en sí, Piero Calamandrei afirma que debe aceptarse en sentido 
amplio, para "que abrace no solamente la regulación jurídica de los conflictos 
de intereses entre dos sujetos, sino, además, el de la colaboración de intereses 
en que puedan encontrarse dos o más personas cuando cooperen al logro de 
una finalidad común".:1 ~ 

Dicha relación nace en el momento en que una de las partes se pone en 
contacto con el juez, es decir, con la mera interposición de la demanda y se 
entiende, por la mayoría de los autores, que es de carácter triangular, puesto 
qt'le se establece entre las partes y el juzgador.ª3 También se afirma que es 
única y dinámica y que se prolonga a todo lo largo del proceso. hasta la obten­
ción de una sentencia con autoridad de cosa juzgada, y en su caso, hasta el 
último acto que su cumplimiento requiera (relación procesal de ejecución). 
Aun cuando, en general, se estima que la relación es triangular, autónoma (o 
sea distinta de la de derecho sustantivo), compleja (por englobar toda una 
serie de derechos y obligaciones), de derecho público (en cuanto implica el 
ejercicio de la jurisdicción) y dinámica (puesto que avanza y se desenvuelve 
a lo largo de una serie de fases o etapas) ,ª·1 cuenta con numerosas variantes 
y, por ejemplo, acerca de la conexión entre el juzgador y las partes, hay quie­
nes consideran que se da sólo entre. éstas (l(ohler) .o bien entre ellas y el 
juez, pero no directamente entre si (l-1eBwig)iy;:fin:<ll~1ente; hay quien. en-: 
tiende (R. Schmidt) que la relació11, estrictamente f1.p1cional. opera entr~ el 
Estado y el juzgador, . todo ello conforme. él las ~iguientes representaciones 
gráficas: ar. · .· . · ·. · · . · · 
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De Ja relación jurídica procesal surgen deberes y derechos de Jos su­
jetos ligados por ella. El juez, por ejemplo, tiene In obligación principal de 
proveer acerca de la demanda, y a su vez. las partes se obligan a exponer y 
probar los hechos, con independencia de las demás obligaciones y derechos 
que a lo largo del proceso se producen. 

Esta doctrina es la que todavía goza de mayor prestigio y difusión, pese 
a las criticas que se le han dirigido; M•l y entre los argumentos básicos a su 
favor, se cuenta el de que considera al proceso corno una unidad, integrado 
por una serie de actos y sin perder su continuidad. 

9. Entre las doctrinas posteriores, la más importante lo es, sin eluda, 
Ja de James Goldschmidt, al imaginar el proceso como situación jurídica,31 

noción ésta formulada por Kohler,ª8 pero a la que aquél asigna alcance muchí­
simo mayor y distinto. A tal fin, Goldschmidt comienza por una severa crítica 
de la doctrina adversa, o sea la de la relación jurídica, entendida por sus 
distintos expositores de muy distinto modo, según se cuida de subrayar en 
las páginas iniciales de su libro. Cumplida esa necesaria etapa destructiva, el 
autor emprende la de índole constructiva, y es en ella donde erige la situación 
jurídica en un concepto específicamente procesal, que representa el conjunto 
de expectativas, posibilidades, cargas !! liberación de cargas de cada mm de 
las partes y que significa el estado de una persona desde el punto de vista 
de la sentencia judicial que se espera con arreglo a las normas jurídicas.30 El 
pasaje transcrito revela. por de pronto, que uno de los rasgos más salientes 
de la teoría de Goldschmidt consiste en estar construida con nuevas cf!te­
gorias jurídicas: "los derechos y obligaciones inherentes a la idea de la rela­
ción jurídica reputan inadecuados o incompatibles con el mecanismo gel 
proceso, y en su reemplazo, como integrantes de la situación jurídica, entran 
en juego las expectativas. posibilidades, cargas y liberación de cargas" i10 que 
acabamos de mencionar. En la imposibilidad de dedicarle mayor espacio a su 
doctrina, destacaremos, sin embargo. tres aspectos: el primero. el de las nu:.. 
merosas críticas de que ha sido objeto; 11 el segundo, el de la importancia que 
dentro de ella tiene la clasificación de los actos procesales de ,oarte,42, y el 
tercero, el de las tentativas de diversos autores para~cmúbinarla con la de 
la relación jurídica, como medio de superar el problénía dé la naturaleza 
del proceso, todavía sin resolver de manera satisfactorfa;'13 Aun cuando en 



bloque no haya sido acogida como base de ninguna expos1c1on sistematica 
del derecho pr,ocesal .-salvo, claro está, la del propio Goldschmidt,'u.- se 
trata de obra que aporta materiales valiosísimos para la dogmática procesal. 

10. PROCESO COMO INSTITUCIÓN. Después de Goldschmidt, nadie ha 
formulado ninguna doctrina de verdadera envergadura acerca de la natura­
leza del proceso. Todas las explicaciones que al respecto se han sucedido 
desde 1925, pertenecen al grupo de las que Abilá-Zamora ha denominado 
"concepciones menores" ,-ir. De entre ellas destaca, por el predicamento que en 
cierto momento tuvo en las naciones de habla castellana, la del proceso como 
institución. con punto de partida en ideas de tratadistas franceses de Derecho 
Público, como Hauriou y Renard, e interpretada por cada uno de sus susten­
tadores -Ximénez Fernández y Guasp en España: Couture, que acabó aban­
donándola,-111 en el Uruguay, y Briseño Sierra en México..- de maneras muy 
diferentes entre sí. Nos limitaremos a enunciar la posición de Briseño Sierra, 
para quien, por institución ha de entenderse "una forma jurídica que qmtiene 
un sistema de reglas para garantizar el interés colectivo y satisfacer el i.nterés 
privado. mediante la aplicación de exigencias de responsabilidad y concesión 
de facultades; sistema por el cual se modifica la posición subjetiva alterando 
la capacidad de estructurar relaciones". Añade que "en el proceso (no en 
su contenido, en sus efectos ni en su finalidad) han de encontrarse intrava­
riadas reglas de derecho público y privado", y desemboca en una concepción 
apriorística de aquel, como la institución que regula "el formar series de actos 
proyectivos, a los que se atribuye la determinación ( causación) de una se­
cuencia gradualmente progresiva";17 

11. Exl\MEN DE LA JURISDICCIÓN. Si corno sostiene Chiovenda (supra. 
N9 2) , proceso y jurisdicción son términos correlativos, una vez examinado 
el primero se impone que nos ocupemos ahora de la segunda, para en un pos­
terior paso tratar de la acción, o sea del tercero de los conceptos fundamentales 
del Derecho . Procesal (supra. N•i 14). Se puede decir que el proceso es el 
complemento del Derecho. el elemento dinámico que respalda su autoridad o 
poder, depositado en manos de los titulares que lo asumen. El Estado ha 
sido organizado para facilitar la convivencia humana y para proteger los dere­
chos de los ciudadanos. Es el pueblo mismo quien le ha encomendado tal 
misión. ante la imposibilidad de una vida sin organización. El hombre no 
puede ser defraudado: es necesario evitar la autodefensa, que entrañ.a siempre 
el riesgo de victoria del fuerte sobre el débil. En la tradicional sepa.ración de 
poderes, el Judicial es el encnrgado de administrar justicia como función prin­
cipal. Semejante tarea no es fácil ni sencilla, sino, por el contrario, ardua Y 

. difícil. La actividad que con tal motivo se lleva a cabo se presta fácilmente a 
Ja protección indebida de intereses particulares, y las situaciones a que se en­
frenta son a menudo graves o delicadas. por hallarse en juego en ella las vida. 
la reputación, la fortuna o la libertad de las personas. Y si bien esas contin­
gencias no se ha olvidado .-antes bien: son objeto de constante preocupa­
ción-, tampoco puede afirmarse que a propósito de las mismas se haya 
alcanzado la meta deseable. 
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..... · .. · JU~cAoO~~,;~I poder judicial se éompone de órganos J~rárqüiéª' 
ment~ . escalonados~ .·~ qu_ienes ·incumben diferentes atribuciónes y furid()nes .Y 
a quienes se denomma ¡uzgadorcs u órganos jurisdiccionales; precisamente a 
causa de laa.c.tividad que como principal les pertenece, o seá la 'de;.aplicar 
las normas establecidas para dirimir los conflictos que se presentan eri' 1á 
vida diaria. '. · ,. · ·· 

13,, f>iero Calamandrei dice que los hombres en sociedad deberi ajus­
tars.e. ~l derecho objetivo dictado por el Estado y qué la. producción del Dere­

·.chg pueCle ser y ha sido en el tiempo de diferente· manera; conforme a dos 
sistémris:ca)"la formulación para el caso singular" y b) "la formulación legal". 
!-a.Aiferencia entre ambos obedece a que en la primera, "el derecho se ma-

. · riifiesta en forma de mandato concreto individualizado, dirigido al individuo 
··""' q11e se encuentra en una situación de hecho, ya actual; en el sistema de formu­

lación legal, el derecho se manifiesta en forma de leyes, esto es, de mandatos 
abstractos y generales, dirigidos de una manera determinada a todos aquellos 
que en el futuro puedan encontrarse en una situación de hecho, formulada 
anticipadamente en hipótesis, como posible" .~ 8 

El segundo sistema ha sido el preferido por los países occidentales, don­
de el juez detenta la posición de funcionario público, nombrado por el Estado de 
acuerdo con las normas al respecto, y retribuido por el mismo. Su función no 

· es crear derecho, como lo sería para el del otro sistema; pero puede, dentro 
de un cierto margen, deliberar y buscar la norma aplicable al caso que se le 
presente. De esta situación resulta la diferencia que hace el autor entre juris­
dicción de equidad. correspondiente al sistema de "formulación para el caso 

.• si11gular"' y jurisdicción de derecho. propio del sistema de "formulación le­
.. gal",ff Por último, señala que la jurisdicción es la garantía del derecho, en 

tai1to que las disposiciones o mandatos jurídicos -su cumplimiento- no se 
deja al arbitrio de los individuos: cuando uno de ellos actüa en contra de los <lis­
puesto, o deja de actuar cuando la ley lo manda, debe ser constreñido a some-
terse nuevamente al campo de lo lícito; cuando no lo hace, se le debe coac­
cionar, como garantía para todos aquellos que sí las observan y que desean 
ver protegidos sus derechos. Calamandrei justifica el término de garantía 
jurisdiccional. reemplazado por otros autores por el de "tutela jurídica"/º 
indicando que el Estado garantiza por medio de sus normas revestidas de 
coercibilidad el cumplimiento del derecho. ··.·.·. •. .... > • ··• 

La palabra jurisdicción. etimológicamente sigpific,a :<'.'.clécl~rar eL derecho" 
( ius dice re), pero ha extendido su sentido Yf a.c;!qtti~re'jnia.tkes~~más amplios 
en .el. Derecho Procesal. Hoy día la•jprisdicció11~:;.e~;·;11~a')1ctiyidad ·pública 
encomendada a órganos del Estado,H. · .; .•. ;·yr¡;;:t.:;~:"éi.(''/i;/f\''·•·•· 

Chiovenda señala que es el Estad8~.eL:c]'u~)ieqe.)'.'.:'éje~c1rdicfta función a 
través de los órganos para ello destinacfo§'/'y}s~lof.'e,JizC:píú3s~speciales permite 
la administración de justicia a particulare,s/:,''yef!J.igradá:: pá'trolles y obreros 
en los juicios de trabajo; ó c:iudá'c!ános;·pa'rticülai:'es:. éfíé cJo,s '. tribunales. espe-
ciales" .ro~ ···.e •..•. , .. · ··>,/; ·. · 

14. CLASIFICA~IÓN DE LA }uiuso1C:c1ÓN; i~ fÜriséliC\:ión suele ser cla­
sificada en atención a diversas éirbu1stmicias .. o fac:torés. >C()nforrrie a un pri-
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mer criterio, la jurisdicción se divide en contenciosa y voluntaria. Sin embargo, 
eminentes procesalistas, y acaso la mayoría/''; no la aceptan, incluso niegan a 
la segunda el carácter de jurisdicción. Sobre esta posición negativa no cabe 
duda, pero dejando la cuestión para más adelante, nos bastará con afirmar 
.que la tradición obliga a seguir usando ambos términos y, en consecuencia, 
acogeremos esta primera clasificación. 

15. En la obra de los maestros Castillo Lanañaga y De Pina aparece 
la siguiente clasificación de la jurisdicción: 1. por razón de la materia en civil 
y penal, y dentro de la civil argupan la laboral, la administrativa y la comer­
cial: 2. por el carácter del tribunal y del procedimiento, en común y especiaJ.M 
No creemos posible adherirnos a la precedente clasificación, debido a que las 
jurisdicciones laboral y administrativa (en la actualidad no existe propiamente 
jurisdicción mercantil en México)/·" llamadas especiales por los maestros 
mencionados, están ya separadas de la civil, como lo prueba que los problemas 
correspondientes se susbtancian ante tribunales distintos. Por el contrario, el 
profesor Pallares, al hacer la clasificación, las trata por separado y con ello 
da a entender que las considera independientes entre sv·u 

A la luz del derecho positivo mexicano, creemos conveniente establecer 
una clasificación que, tomando en consideración diferentes criterios, podría 
ser la siguiente: 

a). Por razón de la materia: l. Constitucional 
2 .. Administrativa 
3. Pel1at · · 

··4· Militar 
·s> Civil 
6/ Mercantil M 

.. · 7. Láhoral .. 

Por,· el·•. c~~á~t~r···'.d~l ..• tribuii~l··~y· }a' .. ín~o!i{.~ef 
1. · 2~mú~·~; <. · .. :.·::o;::·. : "' ·· · 

· 2. Espécial 

· , 'e!. ~T?·_E11. ~~o.ei:aly' Local "8 

de acuerdo con el artículo 104 Constitucional, surge la llamada juris­
dicción concurrc11tc. En efecto, tras proclamar su fracción 1 que "de todas las 
controversias de orden civil o criminal que se susciten sobre el cumplimiento 
y aplicación de leyes federales o con motivo de los trntados celebrados con 
las potencias extranjeras" conocerán los tribunales federales, añade que "cuan­
do dichas controversias sólo afecten intereses particulares, podrán conocer de 
ellas, a elección del actor, los jueces y tribunales locales del orden común 
de los Estados, del Distrito Federal y Territorios". Por otra parte, en esta 
misma disposición se advierte la implantación de una jurisdicción federal. El 
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casos ~e de jÜ~is- >' . 
';':'<_;···: 

16. }URISDICCIONES ESPECIALES; Al 11~blii:r de J~ isdicci~nes esb~gf~fés, 
tal vez se podría creer que son inconstitucionales, dad la manera de ex ... pre~ 
sarse el artículo 13 de la Ley Fundamental, cuando prescribe- que ''Nadie 
puede ser juzgado por leyes privativas ni por tribuna~es especiales", con las 
salvedades que a favor de la jurisdicción militar consi na a continuación. Sin 
embargo, ni los tribunales de trabajo, ni los admini' trativos (es decir las 
llamadas jurisdicciones especiales) son anticonstituciom1les. En realidad, la dis­
posición constitucional lo que quiso prohibir fueron ~las. jurisdicciones excep­
cionales 1111 y no las especiales, pero no supo decirlo c n acierto. 

· 17. Jumso1cc1óN VOLUNTARIA. Nos hemos refe ido hace poco (supra, 
N\' 14) a la jurisdicción voluntaria, tema y nombre s bremanera discutidos y 
que han sido objeto de especial atención por los procesalistas durante los 
illtimos decenios. 111 Trútase de concepto que los orden~mientos positivos suelen 
usar pma designar los asuntos o negocios que se ve~tilan ante los tribunales 
de justicia, pese a no mediar entre ellos verdadero liti~io. O en otras palabras: 
los casos en que los interesados acuden tan sólo a é~tos para que declaren o 
verifiquen una determinada situación jurídica. Tale~ actos (mejor, procedi~ 
mientrs), que en el pasado solían encajar dentro qe la competencia de los 
jueces o.rclinario~, se tiende actual.ment~ a tras~a.sarlo¡$ ...-a.~ me.nos, en p.arte··.- . 
a nNar1os. registradores y fttnc1onarios admm1strat vos.0

• . • '·· · 

La mayoría de la doctrina estima que la jurisClicción voluntaria no es 
jurisd~cción ni es vo~untaria: 110 es .it~risdicción, riof~tte;,~I ~análisis de los 
negocios que se senalan como . propi.os -de - la e-~-··· .1sma;~•ecrevela0-'que, ~1tlu~ 
chas de ellos no poseen carácter jurisdiccioi1a!; · .. · }ámpoco .es volünfaria; 
o no lo es siempre, porque la inte1:venciqn • d !juez resulta nesesaria 
e1; varios. ele los pro~edimientos que la. ~i1tegrári: in Ht~elga decir .qtt~ l.as 
divergencias se acentuan cuando se. examina el contenido de tal ¡urischc-
ción. Sin embmgo. mientras así sucede en el plaj10 teórico, el término ha 
echado raíces, y por tal causa y por motivos tradicionales, se le utiliza fre­
cuentemente en los códi~os proce~ales civiles, como Jsucecle en M~xic.o con los 
que en él se hallan en vigor, y mas concretamente 1on los dos mas importan-
tes, el del Distrito y Territorios Federales y el de la Federación, los cuales 
la reglamentan, aun cuando el contenido respectivb sea harto heterogéneo.0

•
1 

' 1 d lo que dificulta todnvía más la posibilidad, de elaborar reglas que e manera 
precisa y gcnernl determinen cuando un negocio e~ de jurisdicción voluntari~. 
A tal fin, por ejemplo, Chiovenda la caracteriza p,or la ausencia de partes,

6
". 

idea que no es desacertada, pero que no expresa ~a causa, sino el efecto, es 
decir la falta de partes f igif<mfes obedece a no 1~ediar entre ellas auténtico 
litigio. ni, en consecuericia, producirse en su ámb~to verdadera sentencia con 

:t~:~::~o d~u~~J~~;·g .. ~~ .. t.ª .. e .. r ... ~·:·n·i:·i·n·d···.t·ª·e· .·.p ... ~ ... e·r .... :t·;·:· 

9 

.. m·····i·.n·s·.··~ .... 

1 

.. 

1 

... ~ .... º.1 .. º .. ¡~~~~1~:
0
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proc~~·:rtículo 893 del cócligq .deyprqdedi1'nientp~ civiles para el Distrito Y 
Territorios Federales, dice qtleY'·I~/ju~is~icti8~ ~olu~taria comprende todos los 



actos en que por disposición de la ley o por solicitud de los interesados se 
requiere la intervención del juez, sin que esté promovida ni se promueva cues­
tión alguna entre partes determinadas" ,118 es decir, la caracteriza por la ausen­
cia de partes y la inexistencia de controversia. 

Alcalá-Zamora hace un deslinde entre ambas jurisdicciones, y tras de 
negarle a la voluntaria carácter jurisdiccional, analiza algunas situaciones que 
encierra bajo el epígrafe de "zonas de dudosa o discutida adscripción".ºº den­
tro de las que incluye los juicios universales, tanto concursuarios como suce­
sorios, y la conciliación. Prescindiendo de los juicios universales de ambos 
sectores, porque no se manifiestan en el área del enjuiciamiento laboral, nos 
ocuparemos tan sólo de la conciliación. La mayoría de los tratadistas la con­
sideran como un procedimiento de jurisdicción voluntaria, dada su finalidad 
preventiva,7° tanto si fracasa el intento de celebrarla, porque entonces todo 
se reduce a levantar un acta de su resultado negativo, como si prospera, porque 
en tal caso, la avenencia no será fruto de una decisión jurisdiccional, sino obra 
'de una de las partes o de ambas, a través de cualquiera de las formas de 
autocomposición (desistimiento, allanamiento o transacción). 71 

Generalmente,7 ~ los negocios de la llamada jurisdicción voluntaria se sue­
len decidir mediante resoluciones de la categoría de los autos en el derecho 
hispanoamericano,7:1 y pued~n ser modificados por la autoridad judicial, in­
clusive los autos definititJos. cuando cambiaren las circunstancias que los deter­
minaron.H Y desde el punto de vista de su contenido, tales resoluciones pueden 
ser de naturaleza declarativa. cuando pongan término a una situación de 
incertidumbre, o constitutivas, si originan estados jurídicos nuevos, sin per­
juicio de que algunos procedimientos de jurisdicción voluntaria den lugar a 
actos de ejecución, más o menos parecidos a los que derivan de sentencias 
contenciosas de condena.7r. 

Para concluir este punto, diremos que en el derecho mexicano los proce­
dimientos de jurisdicción voluntaria se manifiestan en materia civil, mercantil, 
administrativa y laboral.76 

18. INDICACIONES ACERCA DE LA ACCIÓN. Expuestos los conceptos de 
proceso y jurisdicción. nos ocuparemos ahora de aquel que con ellos dos cierra 
el triángulo en que se asienta el Derecho Procesal, es decir, la acción. a fin 
de saber cómo se inicia un juicio, hacia quién se dirige, qué persigue, etc. Para 
un profano en materia jurídica, quizá baste contestarle que mediante la acción, 
ejercida por su titular, que deduce una pretensión con objeto de defender o 
de rescatar un bien existente en la esfera de sus intereses, se pone en mar­
cha el mecanismo jurisdiccional. Pero para quien haya abierto siquiera una 
vez un libro de Derecho Procesal, esa respuesta resultará insuficiente. En 
efecto, el concepto en cuestión, enunciado con una palabra de sólo seis letras, 
ha originado innumerables teorías y polémicas, fuertemente contrapuestas en­
tre si.77 

La confusión todavía subsistente acerca del contenido de la acción, obe­
dece. en gran parte, al concepto de la actio romana,78 que no encuadra den­
tro de la moderna trayectoria procesal. En sentido amplio, la actio romana 
abarcaba cualquier clase de remedio o recurso deducido en juicio:70 pero tam-
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bié1~ se. ?plica ha el nombre .ªl procedimiento ª. través del cual se lograba la 
rest1tuc1on de un derecho vJOlado, como sucedió con las llmadas acciones de 
la ley, integrantes del primero de los tres sistemas de enjuiciamiento conoci­
dos en R~ma: .ªl que si.guió más tarde el formulario -ambos bajo el signo 
del ordo md1cmrum prwatorum ...... , para desembocar, finalmente, en la ex­
traol'dinaria cognitio, que se identifica con el ordo iudiciorum publicorum, 
en el que las acciones revisten el sentido de sanciones de los derechos. De 
ese modo, derecho y acción se fusionan en ·tal forma, que en el juicio se so­
lía investigar si se tenia acción y no si se contaba con derecho, 81 

• J 9. Los estudios que desde hace más de un siglo -principalmente a 
partir de la famosa polémica Windscheid-Muther,82 pero cabría retroceder 
hasta Savigny Ha_ se han sucedido ucerca de la acción,tt4 si bien no permiten 
establecer una doctrina única, consienten, por lo menos, en desenmarañar 
los hilos de tan complicado tejido, sin perjuicio de que pueda suscribirse la 
tesis de Calamandrei, para quien la noción que examinamos es esencialmen­
te rclati1Ja, puesto que variaría en el tiempo y en el espacio conforme a fac­
tores de tipo histórico.sr. 

Para exponer, aunque con brevedad, las teorías referentes a la acción, 
es necesario sentar algunas bases acerca de la misma. La acción deriva, en 
el fondo, de la prohibición de la autotutela, o justicia privada, que los Estados 
modernos tienden a eliminar, aun cuando todavía perduren ciertas manifes­
taciones de la misma.so Como encargado de mantener la paz pública y de 
asegurar el cumplimiento de la ley, entendida ésta como manifestación co­
lectiva de voluntad, al excluir -en línea de principio- la autotutela, el Es­
tado asume correlativamente la obligación de administrar justicia por obra 
de la jurisdicción. Pero si esa primera comprobación no suscita mayores du­
das, los problemas surgen, en cambio, tan pronto se trata de dilucidar el ca­
rácter de la acción, frente o contra quién se ejerce, cómo nace, y se desen­
vuelve, etc.N7 No obstante tnl incertidumbre, es evidente que con ella se inicia 
el proceso y que mediante su ejercicio se provoca la solución del litigio. 

20. NATURALEZA DE LA ACCIÓN. Acerca de su naturaleza, las teorías 
civilistas o romanistas consideran que la acción es sólo el reverso de un dere­
cho subjetivo violado, el cual reacciona para asegurar la restitución del inte­
rés protegido. Toda acción, pues, tiene su asiento en un derecho subjetivo, 
y a ·su vez, todo derecho subjetivo cuenta, explícita o implícitamente, con 
una acción como medio de defensa o garantía de su cumplimiento.8 s Estas 
doctrinas hacen caso omiso de los derechos carentes de acción, como aconte­
ce en el supuesto de las llamadas obligaciones naturales, y olvidan asimismo 
el fenómeno de la acción infundida,80 en que acción y razón marchan por 
separado.ºº El conjunto de las doctrinas modernas acerca de la acción se 
puede distribuir en dos sectores: a) las que la conciben como un derecho 
concreto a la tutela jurídica, y b) las que la consideran como derecho abstracto 
de obrar. 111 

Las primeras. si bien se sitúan ya en el campo del Derecho Público, es­
timan que la acción es un derecho concreto, dirigido hacia el Estado y frente 
al adversario, y cuyo presupuesto consiste en la violación de un derecho 
privado. La semilla de estas concepciones se encuentra en la polémica entre 
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Windscheid y Muther (supra, nota 82). en la que el segundo afirmó la di­
ferencia entre la actio romana y la Klage, concebida ésta como derecho pú­
blico subjetivo mediante el que se obtiene la tutela jurídica. Más tarde, 
Wach consideró la acción como un derecho autónomo y frente al deman­
dado. En él se inspiró Chiovenda, quien tras recordar que metafóricamente 
la acción significó el derecho de obtener por medio del juicio lo que se nos 
debe, conforme a la definición de Celso, 11 ~ la presenta como un derecho sub­
jetivo autónomo, perteneciente a la cntegoría de los denominados derechos 
potestativos, por medio del cual "se da vida a la condición para la actuación 
de la voluntad de la ley", y se establece una relación entre la voluntad de un 
particular y la organización jurídica. u:i Siempre segün Chiovenda, acción y 
obligación se relacionan, aunque sin llegar a formar una unidad, porque si 
bien ambos son derechos subjetivos, la obligación se encamina a lograr la 
prestación y es, por tanto, una expectativa de la parte activa, que ha de ser 
cumplida por la pasiva, y cuyos sujetos, en consecuencia, son el acreedor y 
el deudor; mientras que la acción da eficacia a la voluntad y tiende a asegu­
rar el cumplimiento de la expectativa inherente a la obligación. rln otras 
palabras: la acción persigue un efecto jurídico y no propiamente la presta­
ción, valiéndose para ello de medios coactivos y trayendo a la relación un 
sujeto más, que es el Estado.01 (Bajo el doble influjo de Wach y de Chio­
venda se encuentra Alsina, para quien el actor tiene un derecho contra el 
Estado, a fin de lograr la tutela de su pretensión jurídica, y a la vez frente 
al demandado) .u:o 

Por desgracia, Chiovenda no proclama el carúcter publicista de la ac­
ción con la necesaria energía, puesto que, como regla, -ésta sería de índole 
privada y sólo en raras ocasiones pública, en consonancia con la naturaleza 
de la norma cuya actuación se solicita. El interés del actor es privado, y por 
lo mismo, la acción es también un derecho privado.110 

21. Formulada con escasa diferencia de tiempo primero por el húnHaro 
Plósz y después por el alemán Degenkolb,11 r y acogida luego por procesalis­
tas de distintos países, la doctrina de la acción como derecho abstracto de 
obrar arranca de una observación elemental: la de que a diario y en todas 
partes surgen procesos en que se acciona a base de derechos (pretensiones) 
extinguidos, inexistentes, prescritos o temerarios. "Pretender que en esos 
casos no se ha accionado, equivaldría a negar la evidencia, y entender que 
sólo hay acción cuando la sentencia sea estimatoria, significaría confundir 
acción y razón, siendo así que la determinación de la segunda, a menos de 
incurrir en prejuzgamiento, corresponde al momento final y no al inicial del 
proceso de conocimiento''. 118 Por tales argumentos, entre otros, y porque se 
compaginan mejor con el carácter público del proceso jurisdicional, las teo~ 
rías abstractas acerca de la acción son las predominantes hoy en día. 

22. Por su parte, Alcalá-Zamora hace una aportación al tema y co­
mienza a tal fin por dividir las doctrinas acerca de la acción en obligacionis~ 
tas !! jurisdiccionalistas. Las primeras se fijan en el punto de partida o 
presunto oriHen de la acción, es decir, en la existencia o en la simple invocación 
de una obligación infringida, como causa determinante de aquélla.00 Las se~ 
gundas, en cambio, atienden al punto de llegada o de definición del litigio, 
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contemplado cual presupuesto del proceso. Como puro concepto procesal, 
la acción, es, en realidad, una figura única, no susceptible de ser clasificada, 
según han visto con acierto los procesalistas penales, y en atención a los ti­
tulares para su ejercicio, constituye un poder-deber, cuando la. esgrima el 
ministerio público, y un poder-derecho. cuando sea un particular quien la 
ponga en movimiento. 1•rn Destinatario de la acción es únicamente el Estado, 
hacia el cual se dirige y no contra o frente al mismo, en tanto que el deman­
dado lo es, a su vez, de la pretensión contra él formulada. En cuanto a su 
naturaleza, estima Alcalá-Zamora que no constituye ni un derecho ni un po­
der en sentido estricto y si tan sólo. de acuerdo con Hellwig, una posibilidad, 
o sea, aunque sin el propósito de definirla, "la posibilidad jurídicamente en­
cuadrada de recabar los proveimientos jurisdiccionales necesarios para obtener 
el pronunciamiento de fondo y, en su caso, la ejecución respecto de una pre­
tensión litigiosa".101 Recordemos que por posibilidad entiende Goldschmidt 
"la situación que permite obtener una ventaja procesal por la ejecución de un 
acto procesal". 10~ Y agregaremos que para Calamandrei, la prohibición estatal 
en cuanto al ejercicio de la autotutela, se torna en "una facultad dada a los 
particulares a recurrir para la defensa de sus derechos a la fuerza pública 
del Estado".10ª 

23. La acción, por consiguiente, aspira a conseguir la garantía jurisdic­
cional, y una vez deducida ante el Estado, convierte la obligación en una 
sujcción. 101 Por razón de su naturaleza, es pública, porque público es el in­
terés en virtud del cual se mueve, hasta el extremo de que salvo rarísimas 
excepciones,1º" en la actualidad no hay jurisdicción sin acción, 100 puesto que 
alguien, sea un particular o el ministerio público (como suele ocurrir en el 
proceso penal), tiene que invocar el funcionamiento de la misma. 

El ejercicio de la acción rinde un doble servicio: a) por un lado, el par­
ticular recibe un beneficio al provocar la intervención del Estado en defen­
sa de sus intereses legítimamente tutelados, y b) por otro, colabora con el 
Estado mi~mo, al permitir a éste conservar la paz pública mediante el cum­
plimiento del derecho objetivo. 107 

En resumen: la acción, que toma su origen en la prohibición estatal de 
la autodefensa, ha sido considerada de muy diferentes maneras, pero sin que 
ellas alteren su finalidad esencial de activar el proceso (concepción dinámica 
del vocablo). Posee carácter público, porque va dirigida hacia el Estado, ya 
sea por un particular o por el ministerio público, y representa la posibilidad 
de pedir la tutela jurídica para la defensa o la restitución de los derechos 
hechos valer mediante su ejercicio. 

24. ELEMENTOS DE LA ACCIÓN. ¿Cuáles son los elementos integrantes de 
la acción? Dadas las diferentes doctrinas acerca de ella, nada de extraño 
tiene que discrepen también en este punto. Recogeremos tan sólo dos posi­
ciones: la de Alcalá-Zamora y la del Código Procesal Civil del Distrito y 
Territorios Federales. Para el primero, la acción se compone de un elemen­
to subjetivo, la capacidad, y de dos objetivos, a los que llama instancia y 
prctcnsió11.1

"
9 

Una breve glosa de su concepto de la acción, (supra, No. 22) permite 
advertir la presencia de cada uno de ellos. Cuando comienza por mostrarla 
"como posibilidad jurídicamente encuadrada". está poniendo de relieve el 
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. elemento subjetivo, que se refiere a la capacidad para accionar, o sea, para 
que los sujetos accionantes formulen sus peticiones ante los juzgadores. Es­
te mismo elemento subjetivo había sido ya mencionado por Chiovenda, quien 
sin hablar directamente de capacidad, sí lo hace de un sujeto activo y de 
otro pasivo de la acción, 11rn los cuales, a tenor de su doctrina, tienen un de­
recho potestativo para accionar. Calamandrei, a su vez, menciona la legi­
timación activa y pasiva de las partes, como elemento de la acción, aun cuan­
do en rigor lo sería del litigio. 110 

Prosigue diciendo Alcali1-Zamora que la susodicha posibilidad tiende 
a "recabar los proveimientos jurisdiccionales necesarios para obtener el pro­
nunciamiento de fondo y, en su caso, la ejecución". Aquí aparece ya el pri­
mero de los elementos objetivos, el que refleja el dinamismo de la acción y 
permite a los accionantcs instar el curso del procedimiento desde su inicio has­
ta su fin. Dicha instancia podría, a primera vista, relacionarse con el interés, 
marcado como segundo elemento por Chiovenda, 111 a título de motor de las 
partes para accionar; pero no pueden identificarse, porque el interés supone 
la existencia de un derecho subjetivo violado o, mejor dicho, que se afirma 
lo ha sido, mientras que la noción de instancia responde a un enfoque estric­
tamente procesal. 

Por ttltimo, ese pronunciamiento de fon.do y, en su caso, esa ejecución 
han de recaer sobre una "pretensión litigiosa", constitutiva del segundo de 
los elementos objetivos según nuestro autor. Pretensión e instancia tienen 
por objeto obtener la sentencia de fondo. 11 ~ En principio, todo proceso re­
quiere una pretensión principal por parte de los accionantes, jurídicamente 
razonable; pero alrededor de ella, a manera de satélites, pueden girar otras 
de tipo secundario o accesorio, que cabría denominar solicitudes o pedimen­
tos, 1111 y puede también haber varias de tipo principal. conexas y compatibles 
entre sí. Como segundo elemento, Chiovenda habla en cambio, de la causa .. 
pctcndi11-1 a la que corresponderían un objeto inmediato, la actuación de la 
ley, y otro mediato, o sea su consecución. En todo caso, la pretensión es li­
tigiosa, porque el litigio, como dijimos (supra. No. 22), entraña el presu­
puesto o punto de arranque del proceso. 

25. Conforme al artículo 1 o. del Código Procesal Civil para el Dis­
trito y Territorios Federales. los elementos de la acción serían: "I.-La exis­
tencia de un derecho; 11.-La violación de un derecho o el desconocimiento 
de una obligación, o la necesidad de declarar, preservar, o constituir un de­
recho; 111.-La capacidad para ejercitar la acción por sí o por legítimo repre­
sentante; y IV.-EI interés en el actor para deducirla". 

·. La enumeración transcrita, en la que se combinan, aunque mutilada en 
cuanto al elemento calidad. el criterio de Savigny m y la clasificación de las 
acciones en de condena, declarativas y constitutivas, a las que todavía se 
han añadido las cautelares o ascgurativas, con olvido de que responden a 
un diverso enfoque,1111 no es satisfactoria. La tesis esencialmente privatis~ 
ta 117 de Savigny no se compagina con una división que quiere ser procesal 
de las acciones: 118 pero cuan.do se recurre al capitulo 1 del Código y se exa­
mina el c011tenido de sús diferentes artículos, se comprueba enseguida que 
ha sido aquélla y no esta. la'tenida cási exclusivamente en cuenta por el le-
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gislador, el cual regula las acciones conforme a la tradición romanista, en rea .. 
les (y dentro de ellas, las interdictales), personales y del estado civil, es de .. 
cir, se acomoda a una orientación que la mayoría de los procesalistas moder .. 
nos ha abandonado y a la que ni siquiera aluden los más recientes y progre .. 
sivos códigos procesales. Así, pues, el código del Distrito, promulgado en 
1932, es decir, en fecha que debería haber tenido una visión más exacta del 
tema, sigue contemplando la acción como el derecho nacido por la transgre .. 
sión de un derecho subjetivo, como si a menudo no se accionare sin haber te .. 
nido jamás éste o sin poseerlo ya en condiciones de hacerlo valer como exis .. 
tente. Además, si por cualquier causa (por ejemplo, insuficiente resultado de 
la prueba ofrecida, defectuosa conducción de la defensa por el abogado. etc.), 
el juzgador falla en contra del actor y le niega el derecho aducido ( requi .. 
sito primero del artículo lo.). la conclusión a que habría de llegarse, dados 
los términos del erróneo precepto, es la verdaderamente absurda· de que no 
había promovido una acción. Pero una cosa es que por una exigencia de 
certeza 119 el proceso se agote en un determinado momento (alcance de cosa 
juzgada formal. siempre que ese evento emane de una sentencia final y no 
si responde a otras causas: caducidad, autocomposición, etc.), y otro total .. 
mente distinto que en caso de sentencia desestimatoria no haya mediado ac .. 
ción, tan acción y con idénticos atributos a la utilizada en la hipótesis de 
triunfo. 
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NOTAS A~ CAPITULO 11 

1 Esta metáfora se rela'clona intimnmente con el tema de la Teoría General del Proceso, 
disciplina que se enseña ya en diversos paises americanos y que se aspira a implantar 
en nuestra Facultad de Derecho. A favor de su establecimiento se manifestó unánime 
al sentir de los congresistas que asistieron en Caracas (abril de 1967) a las Cuartas 
Jorm1das Latinoamericanas de Derecho Procesal", al discutirse la ponencia del profesor 
Alcalá-Zamora sobre La Teoría general del proceso y la enserianza del derecho proce~al. 

~ Acerca de la fórmula "paz con justicia" como "lema del derecho procesal" según la 
expresión de Carnelutti (Sistema ... cit. núm. 83), véase Alcalá-Zamora, Estampas 
Procesales de la literatura española (Buenos Aires, 1961), pp. 18-20. 

:! Acerca de la autocomposición (término que a él se debe), véase Carnelutti, Sistema ... 
cit núms. 55~58, asi como respecto de ella y de la autotutela, Alcalá-Zamora, Proceso, 
1wtocomposición y autodefensa (Contribución al estudio de los fines del proceso) (Mé· 
xico, 1947), núms. 2, 6-14 y 17-60. 

4 Puesto que la perspectiva por ejemplo, de la legitima defensa realizada por persona 
distinta del agredido, funciona raras veces: cfr. Alcalá-Zamora, Proceso autocomposi· 
ción. . . cit. núms. 2 y 29, y Legítima defensa y proceso (en "Estudios Penales: Ho­
menaje a J. Pereda, S.· J." Bilbao, 1965 núms. 2 y 31). 

1' Acerca de la importancia procesal del contradictorio, cfr. Carnelutti, Sistema... cit. 
núm. 148. 

a Aun cuando se hayan conocido (incluso en fecha reciente: cfr .. verbigracia, la ley 
penal y procesal española de 24 de noviembre de 1938, en materia de delitos mone­
tarios) procedimientos penales con escasisimo o nulo encuadramiento jurídico, como 
los utilizados para la persecución del bandolerismo: cfr., por ejemplo, Manzini, Trata­
taclo de Derecho Procesal Penal, tomo I (Buenos Aires, 1951), pp. 83-5, o bien la voz 
Hermandad (Santa), en el tomo XVII, pp. 751-3 de la "Enciclopedia Jurídica Espa­
flola" (la. ed.); véase también Bernaldo de Quirós, El bandolerismo en España y en 
México. (México, 1959), passim. 

7 Cfr. Alcalá-Zamora, Proceso, mztocomposición cit., p. 228. . 
M Baste recordar los distintos sistemas romanos (acciones de la ley, formularlo y extraer~ 

dinario), el enjuiciamiento primitivo germánico ante la asamblea de los hombres libres, 
el de common fow o, en nuestros días, el de los paises socialistas. 

11 Véase infra. nota 85. 
10 Cfr. sus Principios de Derecho Procesal Civil, vol. 1 (Madrid, 1922), p. 351. 
Jl A primera vista, el reconocimiento de la jurisdicción eclesiástica en algunos Estados 

(Italia, España, por ejemplo) y la institución del arbitraje, podrían parecer deroga­
ciones a este principio. Sin embargo, no es así, por razones que pueden verse en 
Alcalá-Zamora, Derecho Procesal Penal (en colaboración con Levene h.) , tomo 1 
(Buenos Aires, 1945), pp. 185-6 y 207-9 . 

.12 Cfr. Golclschmidt, Derecho Procesal. .. cit., pp. 96-9, 101, 105, 107, 110 y 114. 
1:1 Cfr. Goldschmidt, Derecho Procesal... cit., p. 118. 
H Según idea meramente esbozada por Chiovenda ( 1903) en La acción en el sistema de 

los derechos. (traducido en "Ensayos de Derecho Procesal Civil", vol. 1 -Buenos 
Aires, 1949-, nota 2) y destacada por Calamandrei ( 1941) en Instituciones de De~ 
recho Procesal Civil segiin el nuevo código. cit., pp. 29-31. 

in En el articulo titulado Trilogía estructural de la ciencia de/ proceso civil, en "Revista 
de Derecho Procesal" Argentina, 1915, 1 pp. 114-70. 

19 Aun cuando sea discutible que ésta sea la exacta contrafigura de aquélla, puesto que, 
en rigor, Jo que se opone a la acción es la reacción, una de cuyas manifestaciones, 
pero no la única, seria la excepción: cfr. Alcalá-Zamora, Enserianzas 11 sugerencias de 
algunos procesa listas sudamericanos acerca de la acción (en "Estudios de Derecho 
Procesal en honor de Hugo Alsina". -Buenos Aires, 1946-), pp. 799-802. 

l7 Fundamentos del Derecho, cit., p. 77. 
18 Proceso. A11tocomposición. cit .. p. 100. 
19 Calamandrci, P.; Instituciones. cit .. pp. 54 y sigs. especialmente. p. 101. 
~o Fundamentos, cit .. pp. 273-4. 
21 Cfr. Sistema ... cit., núms. 7 y 8. 
:J2 Idem., núm. 14. 
:i:r Idcm., núms. 11. 14. y 26. 
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24 Se discute en la doctrina si esta fase es la esencial o lo es la de conocimiento: cfr. 
Couture, Fundamentos, cit., p. 277, o Alcalá-Zamora, Derecho Procesal Penal, cit. T. I, 
pp. 192-3 Téngase, sin embargo en cuenta que no media ejecución cuando la sentencia es 
desestimatoria y también, cuando siendo estimatoria, se contente con acoger una pre­
tensión declarativa o una constitutiva y no una de condena. 

2r. Cfr. Principios, cit., tomo I, p. 100. 
26 Carnelutti, F.; Sistema, cit., núm. 16. 
27, Cfr. Alcalá-Zamora; Proceso, autocomposición cit. pp., 101 y 115. El libro de Bülow 

(Die Lehre von den Prozesseinreden und die Prozessvoraussetzungen -Giessen, 1868-) 
está traducido al castellano: La teoría de las excepciones procesales y los presupuesto~ 
procesales (Buenos Aires, 1964). 

2H La cual, a partir del procedimiento extraordinario, había perdido su significado y su 
razón de ser: cfr. Fairén Guillén, llna perspectiva histórica del proceso: La "litis con­
testatio" y sus consecuencias, comunicación presentada al Primer Congreso Interna­
cional de Derecho Procesal (Florencia, 1950) y reimpresa en los "Estudios de Derecho 
Procesal" del autor (Madrid, 1955), pp. 13-57, principalmente 14-22. 

20 Cfr. Arnautl de Guenyveau, Du quasi-contrat judiciaire (Poiticrs, 1859), citado por 
Couture, Fundamentos cit. p. 64. 

30 Entre los remotos, cabe recordar a Búlgaro de Sassoferrato y a Bernardo Dornd: cfr., 
Alcalá-Zamora, Derecho Procesal Penal cit .. t. 11, pp. 109-10. 

31 Supra, nota 27. Resúmenes de su doctrina en español pueden verse entre otros, en Al­
sina, Tratado cit., la. cd., tomo 1, pp. 241- 3 Couturc, Fundamentos cit., pp. 66.9: 
Alcalá-Zamora, Proceso autocomposición cit., pp. 118-21. 

a2 Instituciones. cit., vol. 1 pp. 259. 
33 Cfr. Calamandrei, Instituciones, cit., vol. 1 pp. 259-62. 
:H La preliminar (eventual), la de conocimiento y la de ejecución. La segunda se puede 

descomponer en primera instancia y vía impugnativa, con mayor o menor número de 
recursos, y suele abarcar tres fases: expositiva o polémica, demostrativa o probatoria 
y conclusiva o de alegatos: cfr. Alcalá-Zamora, Síntesis Derecho Procesal . .. cit., núms. 
126, 139, 141. 156-7 y 166. 

:rn Tomadas de Goldschmidt, Derecho Procesal . .. cit. p. 7. 
36 Cfr. Alcalá-Zamora, Proceso, autocomposición cit. núms. 73-4 y Algunas concepciones 

menores acerca de la naturaleza del Proceso (en "Revista de Derecho Procesal" Ar­
gentina 1952, 1), nota 4. 

:11 En su libro Der Prozess als Rechtslage: Bine Kritik des prozessualén Denkcns. (Ber­
lín 1925). La teoría de Goldschmidt se manifiesta, dicho se está, en las obras suyas 
aparecidas en España, a saber: el Derecho Procesal Civil, citado: los Problemas ju­
rídicos y políticos del proceso penal (Barcelona, 1935) y la Teoría General del Pro­
ceso (Barcelona, 1936) . 

:is Quien entiende por tal un "elemento" o una "etapa" en el nacimiento o desarrollo de 
un derecho subjetivo, como en el caso de los contratantes después de la oferta, pero 
antes de la aceptación: cfr. Goldschmidt, Teoría General Proceso, cit., pp. 55-6. 

au Cfr. Alcalá-Zamora, Derecho Procesal cit., t. 11, pp. 125-6, en relación con Prozess als 
Rechtslage ... cit., p. 259. 

40 Las e.xpectativas son nexos jurídicos en relación con una sentencia favorable, en tanto 
que su reverso, es decir, las perspectivas, lo son de una sentencia desfavorable: la 
posibilidad u ocasión procesal se da cuando una parte "se encuentra en situación de 
proporcionarse mediante un acto una ventaja procesal", la carga implica la necesidad 
que una parte tiene de realiznr un acto para prevenir un perjuicio procesal, y de ella 
puede quedar dispensada a veces (verbigracia: por mediar una presunción), y entonces 
estamos ante una liberación de la misma: cfr. Goldschmidt, Teoría General .•. cit. pp. 
50-3 

41 Véase supra, nota 36. Sin embargo, alguno de esos críticos, posteriormente se aproximó 
a Goldschmidt, como ha sucedido con Calamandrei, según se advierte confrontando su 
comentario // processo come situazione giuridica escrito en 1926, y su articulo Un 
maestro de liberalismo procesal, redactado en 1951: véanse las puntualizaclones opor­
tunas, en Alcalá-Zamora, Algunas concepciones naturaleza proceso . .. cit. notas 4 y 300. 

42 Divididos en actos de obtención (Ernvirkungshandlugen) y actos de causación (Kung• 
shandlungen). Los primeros, son los dirigidos a "impetrar una resolución de contenido 
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.•' ;<~~~tern1i~ado~'.~1~dial1;~ i~fÍi}¡b~,;~~í4tíic~s-~Í~~cidos .· sob:~ eÍ jt;~z:' ... ·(Goldschmidt, Teoría 
... General. i ; cit./pi,· 102) nodos lós ·aemás lo son de causación. Véase Alcalá-Zamora Los 
· actos procesales en la doctrina de Goldschmidt. en "Revista de Derecho Procesal" ar­

gentina, 1947, I, pp. 49-76). 
4:1 Cfr. Alcalá-Zamora, Derecho Procesa[ Penal cit. tomo II, pp. 126-7 y Actos procesales 

doctrina Goldschmidt cit .. pp. 51, nota 11. 
41 Aludimos a su Zivilprozessrecht, 1 a. ed., Berlín 1929, 2a., ed., 1932; traducido 'al castella­

no en 1936. Véanse también sus otros trabajos mencionados en la nota 37. 
41'i En el ensayo suyo que citamos en la nota 36 y en el cual se examina, entre otras, las 

posiciones de Kisch, Duguit, Cardozo, Carnelutti, Satta, Baumbach, Machado Guima­
ráes, Sentís Melendo, Podetti, Jiménez Fernández, Guasp, Couture, Luis Estévez, 
Foschini y Calnmandrei. 

1íl Véase Alcoló-Zmnora, Concepciones menores acerca ... cit .. núms. 32 y 42, donde se 
exponen y critican los puntos de visto de los tres mencionados autores. En cuanto al 
abandono de la tesis institucionalista por parte de Couture, remitimos a las categorías 
pp. 141-5 de la 3a. ed., de sus Fundamentos. (Buenos Aires, 1958). 

17 Categorías institucionales del proceso (Puebla, 1956) pp. 139 y 15L 
1H Cnlamandrei, Instituciones, cit .• tomo I, pp. 35-7 · · · 
10 Cfr. Colamandrei, op. cit .• tomo I, pp. 37-8. _ _ ·"H"'~+ •· 

- r.o .Verbigracia: por Goldschmidt, Derecho Procesal cit. p. 96. . > •.-: .. ;-.- · ·>:,>: • 
r.1 Cfr. Pinn y Castillo Larrañaga, Instituciones de Derecho Procesal Civil.'i6a.·-~~~h(M~;; 

.r.2 I~:~~tu1~~~~~. p~if:.7'1a. ed., vol. II, p. 3. .. _ _ .···.· _ cL" ·,, 2~:~?€-;~;:~i·;~ii.~)[2,.:: ,_. < 
·. r.a Cfr .. Alcalá-Znrnora; Premisas·· para. determinar._ la ínr:fo!C)Ie ln.~fllam~dii:;Nrisdicción/uo~ ' 

· !ttnforin (en "Studi in onore di Rcdénfi", vol. 1 MiJano, il9,51) ;/ri(). 39 y,riofafíl68;·, 
r..1 lnstit11ciones . . cit. p. 50. . . .. . . .· ·.. .: , .. ; :·(¡;;;}:i< <i::;:"'''°''' . ·:, 
M VéílSe Alcalá-Zmnora, E:>:nmen del enjuiciamento mercantil'mé*ican()~'~ÍP'.CéJnveniencins' 

de s11 reabsorción por el civil (en "Revista de la. Facultad dé ,DereéhÓ' de(l\IIéxicoY)"núm~ 
. 7, jullo ... scpticmbrc de 1952), pp. ·~Q ... J ·-·.'·-~}~:~::::;::.:::>-,;,:·::: -:~,: '"·--<··;·~e 

r.o Derecho Procesal Civil. In. ed. (México, 1961) p. 234.. . .·· .• , i :: _,; Y•. 

r.7 En los paises que cuentan todavía con tribunales de comercio, _como_ sucede:_ .. en Fran­
cín y Alenrnnia (Cfr. Alcalá-Zamorn, Exnmen enjuiciamente cit.' pp; 30.5), a dife­
rencia de México, que c¡1rece en la actualidad de ellos, aun cuando rijan en él normas 
procesnles mercnntlles. 

r.H Como es nntural. en los Estndos federales con doble orden jurisdiccional, según acon-
. tece, por ejemplo, en Estados Unidos, Argentina o México; pero no en los· de estruc~ -
· -· turn fcderntiva y jurisdicción únicn (caso de Venezuelo, verbigracia), En materia 

laboral, la jurisdicción federal estó llanrndn a' intervenir en los casos señalados por 
.. el artículo 123, letru A, fracción xxxt de la Constitución. 
r.o Cfr.<Afcillá-Znmora E.,·amen crítico del código de procedimientos civiles de Chi11ual111n, 

.(Comparndo con el del Distrito y Territorios Federales) (Chihuahua, 1959), núm. 102, 
y Síntesis ... cit. notn 153 y núm. 266. En articulas corno el 149 cód. proc. clv. ·D. F., 

. . el legislador. confundió lastlmosamente la prórroga de jurisdicción con la de competen-
"· cfa., > · 
«O Para el deslinde entre ellas y líls especiílles, cfr. Alcalá-Zamora, Derecho Procesal Pe-

-.'nhl. , . ,cit. tomo l. p. 203-5 · 
}t Furidmiíenfolmente n pnrtir de 1947-48, con los ensayos renovadores de los italianos 

MiC:heli ·y- Allorio, el primero en sentido jurisdicclonalista y el segundo en cuerda admi­
riistrntiva: cfr. Alcalá-Zamorn, Eficacia de las providencias de ,iurisdicción voluntaria 

. 'en'"Bofotin del Instituto de Derecho Compnrndo de México", 1962) pp. 523-4. 
62 Cfr. Alcalá-Znmora, Estudios de Derecho Procesal (Madrid 1934), pp. 260-2. En el 

,código procesal civil del D. F. se percibe esta tendencia en el artículo 68 (véase tam­
.' .• bién el 209 de su ley org[mie<t), cuando permite que el secretario judicial sea sustituido 

·· por 'un notnrio en loi: negocios de jurisdicción voluntaria, testamentarias e intestados. 
Además, las testamentarias, que en rigor es un procedimiento de jurisdicción volunta­
rin, puede tramitnrsr íntegramente nnte notnrio (arts. 872-6 cod. civ.). 

oa Véase por ejemplo, los artículos 893-4, 902, 904, 915 o 938 cód. proc. civ. D. F. 
,64 En efecto, dentro del titulo xv del código procesal parn el Distrito y Territorios fcde­

. rales encontramos procedimientos tan disimiles desde cualquier punto de vista, como 
· - la declnrnción de incnpacidnd, por un lado, y el apeo y deslinde, por otro. 
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r.r..insÚiú:lones, ~cit.,': tri. 
un Cérea, dehnisino ;en Chioverida; Principios cit., núm. 52. 
tJ7-Cfr. ·Alcalá-Zamora, Premisas" jurisdicción voluntaria, cit., núm. 41 Téngase en cuenta, 

que . como afirma Fix Zamudio, las resoluciones ,que concluyen los procediinientos 
volunh1rios' .tienen mera· eficacia preclusiva y nó propiamente autoridad de cosa juz­
guda: 'cfr: La eficacia ele las rcso/11ciones de jurisdicción vo/untari(I en el derecho me­
xicanó (en ''.'Revista de la Facultad de Derecho de México", 1962 pp. 89-106) pp. 99· 
100. . . ' 

ns Este articulo proviene del' 1811 de la ley de enjuiciamiento civil española de 1881 y, en 
.dcfiriitivn; del 1207 de ·su antecesora de 1855. · 

no En Premisas jurisclicción ilo/rmtai'ia cit. núm. 18. . 
70 Par¡¡ algunos autores (Menger, Goldschmidt), la finalidad del proceso contencioso 

• ser_in reprcs{vai mientrns que in de In jurisdicción voluntnria tendría índole preventiva; 
pero es punto de vista discutible y discutido, e incluso respecto de la conciliación pro-

.• s cesa!, que seria el prototipo de los procedimientos preventivos, no han faltado autores 
. (Mortnr,a, Snttn) que le asignan can'tcter rigurosamente jurisdiccional: cfr. Alcalá~ 
Zamora, Premisas. , , cit., núms. 36 y 23, respectivamente. 

·. 71 Cfr:: Alcalá-Zamora, Proceso nutocomposición cit;, p. 70 • 
. ... {_12. Pt1csto que lrny ordenamientos y casos en que recaen en ella sentencias, así sea sólo 

.·. , .. · /•en ·sentido formnl: cfr. ·Alcalá- Zamora, Eficacia providencias· .. jurisdicción voluntaria, 
•. · · ; e:u., PP· 535, 540, 551, 558, 573. 575, y 586. 

·· <711 ·cfr .. · Fix Zamudio, La eficacia de las resoluciones, cit. pp. 98-9. 
'7/ Cfr. articulo 897 cód. proc. civ. D. F. Recordemos que las resoluciones de jurisdicción 
· · vohíntni·i¡¡ no alcanzan autoridnd de cosa juzgada, .según entiende la mayoría de los 

expositores: véase supra, nota 67,' · · 
7G Véase, por ejemplo, el artículo 917 cócl. proc. civ; D. F.. en relación con el 598, por 

· ' ilú, bclo,, y con los 565 y ss. por otro. 
70 Cfr;/Fix Zainudio, La eficacia. . . cit., p. 93; 
77 Véanse, 'a titulo informativo, el fundamental trabajó de Chiovenda La acción en el 

sistcmndc los e/cree/ros (Clase inaugural sustentada en Bolonia el año de 1903, y en 
~'Ensayos, de Derecho Procesa/ 'Civil", vol. I: Buenos Aires, 1949, pp. 3-130) y la voz 

., :Acción, rcdadndá por Pekclis para-· ''ll Nuovo Digesto Italiano y traducida en la 
''Revista, de : Derecho Procesal" ·nrgcntina 1948, l, pp. 115-71. . Para más datos, infra, 

·notn.84. :· >, .· . , , ... ··· ·.. ·. . . . 
7H+Iecha.Ja,'aclaración cle'que'en _Romn:d concepto tuvo varios significados: cfr.: Aran­
;;;; gio~Rulz;'j.Lns ~11c:ciones ~en'.eÜ.:fl<rri~b<J/ p_rir¿ac1o_ romn110, traducción (Madrid, 1945), 

pnssim.. . ... . ,: ':•, ... ,.,. ,. , ,.· · 
10. crr;·.Eu11ene Petit,op; cit./p: .• ·611. 
HO Cfr.,, verbigraelri, M~rgada!lt, /El,· derecho privndo romano como introducción a la. cu/­
•· trrr11 jurídica éotitcmporánen;·la; ed. (México, 1960), pp. 440-2. 
Rt Cfr; Alsina, Trátndo,' cit.,' 2a. ed. tomo I, pp. 306. . 
82 Desenvuelta duraritc 105- afiós _1856-7 e integrado por los siguientes trubajos: a) Wind­

scheid, Die actio·'des Rom_isél1cn Civilrec/1ts vom Standpunkte eles heutigen Rechts 
(Diisselclorf, 1856): b) Muther, Zur Lehre von dcr Romisc/ien actio, dem heutigen 
Klapcrccht.· irsiv (Erlmigim, 1857), y c) Windscheid, Abwelir ¡¡egcn Dr. Theodor 
Muther. (Diisseldorf, 1857), Existe traducción itnliana: Po/emica intorno alJ'ac:tio 
( Flrcnze, 1954), y hay el propósito ele darla también a conocer en espafiol. (Cfr. 
Alcalá-Zmnorn; Proceso, autocomposición, cit., p. 107). 

8!1 En diversos ti-abajas y principalmente en su Systcm. des lreuti,qen Rcchts (Berlin, a 
pnrtfr ele 1840), luego traducido al español (Madrid, 1879): infra, nota 88. 

8·1 'Ade1mis de los trabajos citados en la nota 77, véanse los que menciona Alcalá-Zamora 
. . en la. nota 468 de su libro Venticinco mios de evolución del derecho procesal: 1940· 

· ' 1965; nctualnicntc en prensa y que hemos podido consultar por deferencia del autor. 
Sü Cfr. su nrtículo La re/ntivitá del conetto di n:zionc, escrito en 1939 y traducido al 

c<isicllnno en "Estudios sobre el proceso civil" (Buenos Aires, 1945) pp. 133-60, passim. 
8G Cfr. Alcnlfi-Zamora, Proceso; nutocomposición cit., núms. 2, 7, 11. 12 y 17-42. 
87 Alcalá-Zamora, en Proceso, autocomposición cit. pp. 99-100 juegos con los verbos ser 

. ·y estar a propósito de las ideas de proceso, jurisdicción y acción, y nos dice. que del 
primero sabemos donde está, pero no lo que es: que de la segunda, en cambio, cono· 
cemos lo qtie es, pero no donde está y que, finalmente, de la tercera ignoramos lo que 
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.•. l!S y'élol1de ·está; .hecha la advertencia de que'.ínis palabras no deben tomarse al ple de 
·: lil letra;·. sino t:m solo.· como . una ·forma. llamativa de expresar la incertidumbre doctrinal 
.. ac~rcri de dichos conceptos. 

i..~. Cfr. · Savigny, Sistema del Derecho Romano Actual, traducción, 2a. cd. (Madrid, 
''Centro Editorial Góngora"), tomo IV, pp. 7-11; Coviello, Doctrina General del 
Derecho Civil. trnducclón (México, 1938), p. 20. 

: kU Cfr. Couture, Fundamentos. , cit. p. 19. 
110 Cfr. Alcal<í-Zamora, Ense1ianzas acerca de la acción. . • cit .. nota 99. 
!11 Cabe también claslfirnrlas, como Alcalá-Zamora ( Enseña11zas acerca de la accto11, núm. 

l 2, pp. 183-5) en obligacionistas (que abarcarían la concepción romanista de la acción 
y d derecho subjetivo nrnterial, y las doctrinas del derecho concreto a la tutela jurídica) 
y j11risc/iccio1111list11s (que comprenderían las teorías del derecho abstracto de obrar) : 
véase infrn • . núm. 22. 

lt'l Nil1il 11li11d cst 11ctio qrwm i11s q11ocl sibi dcbeatur iudicio persequcncli (La acción no es 
. sino el derecho de perseguir en juicio lo que se nos debe), fórmula a la que siglos des­
pués se añadieron las palabras "aut quod nostrum est (o lo que es nuestro"), a fin 
de extender el concepto desde los derechos personales a los reales. 

11:1 Cfr. Chiovcnda, Principios. , . cit. 2a. ce!. tomo I, pp. 70 y 82. 
114 Cfr. Couturc, F11nclamc11tos .. , cit .. pp. 20-1 
lll'.I Cfr. Alsina, Tratado ... cit. 2a. ce!. tomo l. pp. 332-6. 
110 Cfr. Principios , . cit., 3a. ce!. tomo I, pp. 70, 82 y 81. · . .•······ oc. 

!17 Según informa Chiovcnda, (cfr. La acción . .. cit .. nota 35) si bien el libro de· Degen-
kolb, Einlas811n¡¡szrvang und Urteilsnorm (Leipzig, 1877), es anterior a los Bcitrage 
ziir Thcorie eles Kla¡¡ercchts (Lelpzig 1880) de Plózs, éste habia abordado la cuesUón 
ya en 1876, aun cuando en su idioma natal y no en alemán. 

ii8 Alcalf1-Zmnorn, Ensc1íar1zas acerca de la acción ... cit., núm. 18, p. 795. 
1111 Cfr. Enscrfonuis acerca ele la acción, cit .. núm. 12, p. 783. 

1uo El contrnste entre la acción como poclcr-cleber y como poclcr-dcrecho lo estableció 
Carnelutti en 1931, considerando la primera propia del proceso penal y la segunda del 
civil. Por su pmte Alcul<l-Zamorn ( Enscrianzas. . . cit.. núm. 17, p. 794) estima que 
dicha distinción es exacta, "siempre que se la upliquc no al proceso en que la acción 
se deduzca, sino al titular (actor o accionan te) que la deduzca". 

1111 Enseríanuis acerca de la acción ... cit., núm. 19, p. 798. 
102 Cfr. su Derecho proccs11/ civil, cit., p. 195. 
109 Cfr. Instituciones ... cit .. In. ce!. vol. l. p. 118. 
HM Cfr. Calamandrci, lustituciones ... cit .. la. ed., vol. 1, p. 153. Para Carnclutti, la suje­

ción es In expresión del mandato en su aspecto pasivo, y significa, por tanto, necesidad 
de obedecer (Sistema ... cit .. núm. 20). ·-··· 

iu~ Como lns constituidas en México por la revisión de oficio conforme al articulo ;716, ' · 
cód. proc. civ. D. F. o por la declaración de quiebra efectuada por el juez en el caso 
del artículo 419' de la ley sobre la materia. Acerca de la primera de esas figuras,.:.· 
véase Buzoid, /Ju apcl11cáo c . ..; officio no sistema do proccsso civil (Sáo Paulo, 1951). 

HIU Cfr. Alcalú-Zamora, Síntesis . .. cit. p. 307, notn 351, en relación con Cristafolini, que 
es a quien se debe la frase. 

101 Cfr. Calamandrei, Instituciones.,. cit., vol. 1, pp. 156-7. 
JOS Cfr. E11se1ianzas acerca ele la acción cit .. núm. 23-25, pp. 802-6. 
109 Cfr. Principios ... cit .. 3a. cd., vol. I; pp. 91-2. 
110 Cfr. Instituciones .... cit., vol. J, pp. 182 y 185. 
111 Cfr. Principios ... cit. vol. 1, p.~78, si bien dándole al Interés el nombre de "causa" 

11~ ~~e~~l¿1~cc~t~y debatida en In doctrina e~ la ~e si mediante el proceso se aspira a la 
sentencia justa, a In sentencia favorablc,"o slmplcmc!Jte, a la sentencia. 

1 rn Cfr. Enseñanza acerca ele la acción, cit., núm. 24; p: 804. 
IH Cfr. op. y lugar cits. en la nota 111. · -· ·;:':: : < ? ·· ·. 
11~ En su citado Sistema ele clerccho romano, núm .. :205,. '.; .. 
110 Cfr. Chiovcnda, Principios . •. cit .. vol .. 1, pJ73 .. <> : .. ·. · .. . .· .. ·• ... ·•·· .· .. · 
117 Cfr. Alculá-Zamora, Síntesis ... cit., pp. 57~8.\::•·,;'.'•. / < . .·· .. ·.·· .. ·· · .. • . , , .. 
118 Y que según Alcal<i-Zamora no lo sería tnmpóco;':co1:110 determinada tambén por· con; 

slderac!ones de derecho substantivo: cfr .. B11seíianzas acerca de la acción;· núm. 16, p. 
llll Cfr. Carnclutti, Sistema ... cit, núm. 7. ·· · ·· · · 
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CAPÍTULO 111 

. CONSIDERACIONES ESPECIFICAS ACERCA DEL PROCESO 
LABORAL EN RELACION CON SUS CONCEPTOS 

FUNDAMENTALES. 

Proceso laboral.-furisdicción especial.-Conciliación.-Desigualdad entre 
las partes.-Juego del principio dispositivo.-Inversión de la carga de la prue­
ba.-Capacidad procesal.-Oralidad y Escritura.-Ausencia de formalida­
des.-Concentración.-Celeridad.-Unidad de instancia.-Libre apreciación de 
la prueba.-furisdicción laboral.-Conflictos laborales.-Conflictos obrero-pa­
tronales.-Conflictos jurídicos y económicos.-Solución de los conflictos labora­
les .. -Organos jurisdiccionales.-funtas de Conciliación: Municipales.-Fede­
les.-Tuntas de Conciliación y Arbitraje Centrales.-funta Federal de 
Conciliación y Arbitraje.-Naturaleza de las /untas.-Funcionamiento como 
tribunales de derecho.-F;uncionamiento como tribunales de equidad.-Arbi­
traje de equidad.-Acción procesal laboral (social) .-Clasificación de las 
acciones.-Clasificación de acciones en el campo laboral.-Acumulación de 
Acciones.-Extinción de la acción.-Fuentes del Derecho Procesal Laboral. 

1. Tras habernos ocupado, en el capítulo anterior, de las nociones de 
proceso, jurisdicción y acción en términos de teoría general del proceso, pro­
cederemos en éste a destacar las peculiaridades de cada uno de ellos en el 
ámbito del enjuiciamiento laboral, al que de ahora en adelante nos referiremos 
de manera exclusiva. 

2. PROCESO LABORAL. El proceso laboral no difiere mucho del civil en 
estricto sentido; y aún cuando determinados principios rectores acentúen en 
él su intensidad ó su tono, ambos pueden definirse con las mismas palabras 
de Carnelutti, puesto que los dos se desenvuelven a lo largo de una etapa 
de conocimiento y de una de ejecución, con finalidad idéntica.1 Por tanto, 
la divergencia entre ellos habrá de buscarse por el lado de esa distinta pro­
yección de los principios informativos sobre uno y otro, como acabamos de 
decir, y además, en atención a los elementos integrantes de cada uno. Pero 
antes de examinar tales rasgos característicos, comenzaremos por recoger un 
par de definiciones de proceso laboral. Así para Menéndez Pidal. "El pro­
ceso laboral es el medio por conducto del cual se obtiene una declaración 
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· jurisprudencia! de los tribunales de trabajo, en orden al ejercicio de una ac­
ción procesal social, facilitando la actuación y ejecución del derecho social 
material ó sustantivo".2 Con independencia de si en la definición transcrita, 
jurisdiccional no hubiera debido reemplazar a jurisprudencia[, adjetivo de al­
cance muy distinto y notoriamente inadecuado en el pasaje en cuestión,3 la 
mencionada "declaración" de los tribunales laborales parece circunscribirse. a 
la de derecho, en cuyo caso quedarían excluidas las soluciones de equidad, 
que, sin embargo, tanta importancia tienen en el cuadro de nuestra disciplina. 
En vista de ello, podemos aceptar la definición de Guasp, cuando presenta al 
proceso laboral como "la institución destinada a la actuación de pretensio­
nes conforme con las normas de derecho laboral por órganos creados espe­
cialmente para ello". Y si bien Pérez Botija la califica de lacónica y abs­
tracta,n la consideramos aprovechable, porque sin el prurito de querer abar­
car todas y cada una de las características del proceso laboral, resulta sufi­
ciente como base para el señalamiento de sus peculiaridades, que nos dispo­
nemos a emprender, más no sin antes subrayar que el enjuiciamiento del 
trabajo se distingue de los demás no tanto por darse en él tales ó cuales prin­
cipios ó rasgos, que con facilidad se encontrarían también en otras ramas 
procesales,ª como por la confluencia o combinación de todos ellos para impri­
mirle un particular sello. En los párrafos que siguen pasaremos revista a esas 
peculiaridades, a la vez que mostraremos en qué medida se apartan de las 
soluciones del enjuiciamiento civil, que, dicho se está, es el que mayores se­
mejanzas tiene con el proceso laboral, uno y otro contemplados desde el án­
gulo del derecho positivo mexicano. 

3. A) EXISTENCIA DE UNA JURISDICCIÓN ESPECIAL. Los tribunales de tra­
bajo se componen de representantes de las dos clases enfrentadas (capital y 
trabajo), presididos, a título de tercero imparcial o neutral, por un represen­
tante del gobierno. Como señala Radbruch, y a diferencia del tribunal del 
jurado, en que los jueces populares intervienen como "ciudadanos abstrac­
tos", es decir, como personalidades individuales, independientemente de su 
posición social y sin atender para nada a ella, en los tribunales de trabajo 
los adjuntos legos en materias de Derecho son también, de un modo o de otro, 
hombres socializados, obreros o patronos, es decir, representantes de una cla­
se y gentes vinculadas a ella".7 La composición paritaria de los tribunales la­
borales no deja de ser censurable, puesto que se presta sobremanera a que 
los representantes del capital y del trabajo se comporten como "jueces de­
fensores"' de lo~ respectivos intereses,8 en detrimento de la verdadera justi­
cia social, cuyo real y completo significado sólo se lograría en la práctica 
cuando aquellos logren dominar la parcialidad con que suelen conducirse. 

4. B) CONCILIACIÓN. La importancia que reviste en materia laboral, nos 
lleva a reservarle un capítulo aparte, el v1. en el que examinaremos las ven­
tajas e inconvenientes que ofrece. 

5. e) DESIGUALDAD ENTRE LAS PJ1RTES. Como regla.9 el proceso civil 
se caracteriza por el principio de igualdad de armas entre las partes,1º de­
nominado también de bilateralidad de la audiencia,11 tendiente a brindar a 
actor y demando idénticas oportunidades de actuación. En cambio, el pro­
ceso laboral intenta igualar a las partes que en él contienden, mediante la, 



a primera vista, paradójica fórmula de consagrar una desigualdad. Expliqué­
monos: las partes que se contraoponen en los juicios laborales son, general­
mente, capital y trabajo; el primero cuenta con la fuerza económica, y merced 
a ella dispondrá, cuando surja un proceso, de asesoramiento jurídico adecua­
do, de medios suficientes para conseguir y aportar pruebas, etc., mientras 
que los obreros süfren las desventajas de su falta de recursos (medios 
económicos, ignorancia, necesidad del trabajo). Tales factores originan 
una situación ventajosa para el capital y desfavorable para la clase débil, a 
quién, por tanto, el derecho laboral se preocupa en proteger. De ahí que, en 
busca de la justicia, el legislador conceda algunos privilegios a la clase pre­
ferida, a fin de equipararla con la otra durante el desarrollo del juicio y de 
que una desigualdad jurídico-procesal contrarreste o compense la desigual­
dad económica en cuestión. Esta característica es propia del proceso laboral. 
en contraste con el civil, que rara vez suele conferir prerrogativas o privi­
legios a una sola de las partes.12 

6. D) JUEGO DEL PRINCIPIO DISPOSITIVO. Como regla, y aquí en coinci­
dencia con el proceso civil -al menos, con el que .. precisamente por ello, se 
conoce como dispositivo, en contrastre con el inqúisitorio,1~- el principio 
dispositivo predomina 11 en materia laboral. En consecuencia, las Juntas no 
podrán iniciar procedimientos sin que medie el ejercicio de una acción o pe­
tición de parte, y sus actuaciones de oficio no tendrán validez, según reve­
lan los artículos 511, 512, 514, 518 y 551 de la Ley Federal del Trabajo. Las 
excepciones a esta regla son muy pocas, como la del artículo 532, que permite 
la práctica de diligencias para mejor proveer. Agreguemos la potestad de las 
Juntas para suplir las deficiencias en que incurran los trabajadores durante 
la secuencia procedimental. así como la excepción que el principio dispositivo 
sufre en orden a la carga de la prueba y que abordaremos en el número 7. 

Como consecuencia de la división del procedimiento en ordinario y es­
peciales (de orden económico) , surgen diferencias en sus características. Ve­
mos así que en los conflictos de orden económico, el implso procesal recae 
en los integrantes de la Junta, si bien las partes que hayan solicitado la in­
tervención de la misma conservan el derecho de desistirse. En los conflictos 
ordinarios, en cambio, el impulso procesal corresponde, como regla, a las par­
tes. De esta última consideración brota una segunda diferencia: la potestad 
decisoria de las Juntas, siempre que se trate de procedimientos ordinarios, 
ha de ser congruente con las peticiones del actor y las ofensas del demandado, 
sin que puedan otorgarse derechos que no se alegaron o que no se tienen. 
En los de orden económico, por el contrario, las Juntas pueden acordar, al 
amparo del artículo 576 LFT. un cambio de condiciones de trabajo. disminu­
ción de personal. jornadas, salarios, con tal de que se respeten las garantías 
mínimas que consagra el mencionado cuerpo legalY No existe diferencia en 
cuanto al procedimiento utilizable ni tampoco en cuanto al juzgador, pero si 
respecto de las partes y de la sentencia.16 

7. E) INVERSIÓN DE LA CARGA DE LA PRUEBA. Es principio muy difun­
dido en el cuadro del proceso civil el de qu~ qttl~d:.a{inna ti~ne que demostrar.­
lo. Esa regla pierde. sin embargo. fuerzq en el campo laboral, donde las Juntas 
tienen la potestad de establecer a quién corresponde la icarga de· 1a prueba. 
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según las circunstancias del caso. En materia probatoria debería regir el sis~ 
tema inquisitivo en igual o mayor medida que el dispositivo, como consecuen­
cia de las peculiaridades mismas del arbitraje laboral, inspirado, a menudo 
en la equidad y fallado mediante laudos dictados a verdad sabida y en con~ 
ciencia, puesto que reclaman la intervención directa de los árbitros para co­
nocer la verdad del asunto, y con mayor razón tratándose de los conflictos de 
orden económico, a causa de las atribuciones que les confiere el antes mencio­
nado artículo 576. 

8. F) CAPACIDAD PROCESAL. El derecho sustantivo del trabajo realiza una 
modificación de suma importancia en materia de capacidad: por un lado 
establece situaciones y condiciones especiales de trabajo para los menores com­
prendidos entre los 14 y los 16 años, y les otorga derecho para ejercer sus 
acciones por medio de sus representants legales, y por otro, a los mayores de 
16 años (menores todavía según el Derecho común) les confiere personali~ 
dad jurídica para los asuntos laborales. En cuanto a la mujer casada tiene 
plena capacidad, tanto para intervenir en cualquier relación laboral y sus 
consecuencias, como para participar en actividades sindicales. 

9. G) ÜRALIDAD Y ESCRITURA. Aun cuando la generalidad de los proce­
sos combinan en medida variable ambos principios, se les caracteriza como 
orales o escritos en atención a cual prevalezca en ellos. Hecha esa aclara­
ción, vemos que mientras el CPC se halla dominado por la escritura (cfr., en­
tre otros, arts. 55 y 56), en la esfera laboral. donde se persiguen la rapidez 
y la concentración, así como la conexión inmediata de los árbitl'os con las 
partes durante las audiencias, se da más importancia a la oralidad, aunque 
las actuaciones deberán resumirse por escrito (arts. 526 y 465 LFT). 

10. H) AUSENCIA DE FORMALIDADES. Sin llegar a ser total, puesto que 
en el procedimiento laboral encontramos, verbigracia, plazos, notificaciones, 
etc .. destinados a garantizar la regularidad procesal. el principio de formalis~ 
mo no tiene el enjuiciamiento del trabajo la importancia y el relieve que 
en el civil, donde está consagrado por el artículo 55 del Código del Distrito.U 
En efecto, la Ley del Trabajo no prescribe una forma especial para la redac­
ción de los escritos, y con ello tiende a facilitar el curso del procedimiento. 

11. 1) CONCENTRACIÓN. Este principio, mediante el que se aspira a que el 
proceso se desarrolle. a ser posible, en una sola audiencia y, de no serlo, en 
el menor número de ellas consecutivas, tiende a abreviar los juicios. En materia 
laboral. se manifiesta en el hecho de que los incidentes no &on objeto de tra­
mitación aparte, sino que ha de resolverse junto al asunto principal. a no 
ser que razones de urgencia obliguen a las Juntas a hacer una excepción a 
tal regla. 

12. J ) CELERIDAD. Si una justicia lenta es con frecuencia una justicia 
inútil, esa exigencia se acentúa en el proceso laboral. en que la pretensión del 
obrero, de ser justa. debe ser satisfecha cuanto antes, por obvios motivos de 
índole social y económica. 

13. K) LiN1D1\D DE INSTANCIA. Garnntizada mediante el juicio constitu­
cional. es consecuencia, en rigor, de los principios que acabamos de mencio­
nar bajos las letras G, H. 1 y J. Además, la adopción de un régime1~ de doble 
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instancia rompería la idea de equidad en que el funcionamiento de las Juntas 
descansa.18 

14. L) LIBRE APRECIACIÓN DE LA PRUEBA. A fin de evitar las rigideces 
de la valoración legal o tasada (art. 550 LFT). La apreciación en concien~ 
cia confiere un amplio margen de libertad a los árbitros. 
· 15. Al término del recorrido10 llegaríamos a la conclusión de que el 

procedimiento laboral se parece, por razón de sus principios rectores, mucho 
más al que en litigios civiles se desenvuelve ante la justicia de paz,2º que al 
que tiene lugar conforme al juicio ordinario ante jueces menores o de primera 
instancia. 

16. JURISDICCIÓN LABORAL. Como remontarnos a los orígenes de la re­
glamentación del trabajo para buscar en ellos los gérmenes o indicios de la 
jurisdicción laboral nos llevaría muy lejos, nos contentaremos con recordar 
que originalmente fue el Derecho Civil la rama encargada de establecer las 
condiciones y de resolver los problemas atinentes al trabajo y a su desem­
peño y que, posteriormente, fue desbancada por una nueva disciplina jurídica, 
el Derecho Laboral. La fuerza expansiva de éste y de sus instituciones, y la 
necesidad de encauzar los conflictos obrero-patronales, a causa de sus reper­
cusiones sociales en la vida de los países, fueron las principales razones de­
terminantes de que se crease una jurisdicción especial. la laboral, para que 
por medio de sus órganos lleve a cabo la aplicación del derecho sustantivo 
en los procesos suscitados por las controversias tanto individuales como co~ 
lectivas, . decidiéndolas conforme a la más estricta imparcialidad, ya que el 
apoyo otorgado por el legislador a la clase débil. no significa, en manera al­
guna, menoscabo para los derechos patronales, llegado el momento de emitir 
el laudo. 

17. Como su nombre lo indica, los conflictos laborales son pugnas que 
surgen en las relaciones de trabajo, tanto entre obreros y patrones, o sea, 
según dice la legislación mexicana, entre capital y trabajo, como también en­
tre sindicatos obreros o entre los propios patrones. Aun cuando no existe 
unanimidad entre los autores acerca de la clasificación de los conflictos labo­
rales, porque atienden a diversos criterios, acogeremos una muy difundida 
que los divide: en A) obrero~patronales; B) interobreros; e) interpc1tronales 
y D) intersindicales. ~ 1 

18. Los conflictos obrero-patronales, que son los que nos interesan 
se subdividen, a su vez, en jurídicos y económicos e individuales y colectivos. 
Estos ítltimos se caracterizan, no por el número de participantes en el litigio 
(criterio que por sí sólo únicamente daría lugar a una figura de litisconsor~ 
cio), a la naturaleza del interés perj uclicado, que atañe al grupo como tal ~2 

y no al meramente personal de uno o más de sus componentes. 
19. La división de los conflictos en jurídicos y económicos, emana de los 

hechos sociales. "Los conflictos económicos versan sobre la creación, modi­
ficación, suspensión o supresión de las condiciones de prestación de servicios, 
en tanto los conflictos jurídicos se refieren a la interpretación y aplicación 
del derecho existente". 2ª Consideramos, sin embargo, que los conflictos la­
borales, sean individuales ó colectivos, no pueden reducirse a dos únicas ca-
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tegorias (a saber: la jurídica y la económica), porque podrían obedece1· a 
otras consideraciones: técnicas, por ejemplo.2·1 

20. La solución de los conflictos laborales se prevé en nuestra legis~ 
ladón mediante procedimientos ante los órganos jurisdiccionales laborales. En 
México se adoptó, desde un principio, un sistema definido para resolver, tan~ 
to conflictos colectivos como individuales, y ya se trate de jurídicos o de eco~ 
nómicos, demostrando así poseer una visión diáfana del problema, de la que 
carecieron diversos países europeos en sus primeros ordenamientos laborales. 
cuando titubearon sobre la composición de organismos distintos para resol~ 
ver los diversos conflictos, según que fueran jurídicos o económicos. Ejemplo 
de ello lo tenemos en Francia, seguida por Bélgica, que organizó los "Con­
seils de Prud'Hommes" para conocer de los primeros, y los "Organismos de 
Conciliación y Arbitraje" para intervenir en los segundos. Por su parte, Ale~ 
mania estableció también una dualidad: la jurisdicción del trabajo, que juz~ 
ga de los conflictos jurídicos, sean individuales o colectivos, y los comités de 
conciliación, para los de carácter económico.2r, 

21. Las diversas legislaciones nacionales no responden a un criterio úni­
co y uniforme en cuanto a la solución de los conflictos laborales: mientras 
unas han optado por la creación de organismos especiales, como los países 
antes mencionados, otros vinculan la magistratura del trabajo con el Poder 
Judicial, según sucede en Chile y en España. Pero lo que si ha madurado, 
como regla, es la creación de un fuero laboral.2u Pese a la indicada diversi~ 
dad, cada país ha tomado conciencia de los problemas laborales, y quizá 
con las recomendaciones de la O.I.T. y el avance en los estudios de 
de Derecho Comparado, se logre en años futuros, uniformar el criterio 
o por lo menos reducir las diferencias hoy día existentes. No obstante este: 
-llamémosle así- falta de acuerdo, resalta la importancia que se ha dado 
a la creación de organismos especiales. y sobre todo, el encauzamiento por 
senderos más estrictos, de la realización de la justicia social, habiendo lo­
grado el gran paso trascendental de la transición de la autotutela a la ju~ 
risdicción, evitando la lucha de clases por medios como son la huelga, lock­
out y paros. 

La implantación de los organismos en nuestro país obedece a los nume~ 
rosos intentos legislativos de diferentes estados de la federación, en su 
afán de solucionar los también numerosos y graves problemas y conflictos que 
se gestan en el seno de las relaciones laborales. Conviene mencionar el méri~ 
to de algunas de esas leyes que fueron verdaderos ensayos de la Ley Fede­
ral de 1931: la del 30 de abril de 1904, dictada por José Villada, goberna~ 
dor del Estado de México; la del 9 de noviembre de 1906 de Bernardo Reyes. 
gobernador del Estado de Nuevo León: las del Estado de Jalisco de 2 de 
septiembre de 1914, de Manuel Oiéguez, la del 7 de octubre de 1914 conocida 
como la Ley del Trabajo de Manuel Aguirre Berlanga y la del 28 de diciem~ 
bre de 1915: la del 19 de octubre de 1914 dictada por Cándido Aguilar en el 
Estado de Veracruz y la del 27 de octubre de 1916 del Estado de Coahuila. 
Por í1ltimo, los Estados de Veracruz y Y ucatán, en sus leyes promulgadas 
en 1918 establecieron las Juntas de Conciliación y Arbitra je. Estos organis­
mos no se consideraban como tribunales de derecho, y limitaban su función 
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a prevenir los conflictos laborales. y a proponer 
más adecuadas. · · ··· · 

Estas leyes fueron el primer antecedente nacional de 'la jurisdicción la~ 
boral, mas tarde plasmado en el artículo 123, inciso A) frac. xx de la carta 
magna, que dice: "Las diferencias a los conflictos entre el capital y el tra~ 
bajo se sujetarán a la decisión de una Junta de Cociliación y Arbitraje, for~ 
macla por igual número de representantes de los obreros y de los patrones 
y uno del gobierno". Dicha norma fue reglamentada después en la Ley Fede~ 
ral del Trabajo, cuyo artículo 334 prescribe que: "La aplicación de las Leyes 
y demús normas sobre el trabajo, compete, en sus respectivas jurisdicciones, a: 
l. Secretaría del trabajo: 11. Los Departamentos y Direcciones del Trabajo en 
las Entidades Federativas: m. Procuraduría de la Defensa del Trabajo; IV. 
La Inspección del Trabajo: v. Las Comisiones Nacional y Regionales de los 
Salarios Mínimos: VI. La Comisión Nacional para el Reparto de Utilidades: 
VII. Las Juntas Federales y Municipales de Conciliación; vm. La Junta Fede~ 
ral de Conciliación y Arbitraje: IX. Las Juntas Centrales de Conciliación y 
Arbitraje; x. El Jurado de Responsabilidades: XI. La Secretaría de Educación 
Pública para los efectos del Articulo 428 bis. 

23. ÜRGANOS JURISDICCIONALES. Es atribución de los órganos mar¡:ados 
en las fracciones Vil, vm y IX la función jurisdiccional propiamente dicha; en 
tanto que los Departamentos y Direcciones del Trabajo en las Entidades· Fe~ 
derativas ejercen tal función en los conflictos jurídicos nacidos a consecuen~ 
cia de la aplicación de las normas jurídicas relativas a la salud y vida de los 
trabajadores.~• Los mencionados en primer lugar son los que nos interesa es~ 
tudiar. 

En el señalamiento de las autoridades antes enunciadas, encontramos 
una dualidad jurisdiccional, federal y local, que no deja de resultar curiosa, 
si consideramos que la vigencia de la Ley del Trabajo es federal, y no por 
simple casualidad, puesto que fue necesario modificar preceptos constitucio~ 
nales, como la fracción x del Artículo 73. (Decreto del 27 de Diciembre de 
1947) que faculta al Congreso de la Unión "para legislar en toda la Repú~ 
blica sobre hidrocarburos, minería, industria cinematográfica, comercio, jue~ 
gos con apuestas y sorteos, instituciones ·de crédito y energía eléctrica, para 
establecer el Banco de Emisión Unico, en los términos del artículo 28 de es­
ta Constitución y para expedir leyes de trnbajo reglamentarias del artículo 
123 de la propia Constitución·", lo que viene a corroborar el carácter fedl'ral 
de nuestra Ley. Sin embargo, la aplicación de la misma puede ser federal y 
local, y acerca de este punto las opiniones se han dividido en dos corrientes: 
una que considera necesaria tal división; y otra que, como el Dr. de la Cueva. 
aboga por la federalización en la aplicación de las normas laborales. dando 
como argumento la falta de uniformidad en el criterio de los diversos or-
ganismos.~ª . 

Las autoridades laborales de una y otra clase son: A) locales y B) fe­
derales 

Locales son: Departamentos y Direcciones del Trabajo en las Entida­
des Federativas; la Inspección Local del Trabajo; las Comisiones Regionales 
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para los Salarios Mínimos; Las Juntas Municipales de Conciliación y las 
Juntas Centrales de Conciliación y Arbitraje. A su vez, como federales te­
nemos: la Secretaría del Trabajo; la Inspección Federal; La Procuraduría del 
Trabajo; la Comisión Nacional para los Salarios Mínimos; la Comisión Na­
cional para el reparto de utilidades: las Juntas Federales de Conciliación y 
la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje. 

24. A. }UNTAS DE CONCILIACIÓN: MUNICIPALES. Se integran con tres 
representantes, uno designado por el Ayuntamiento o por el Congreso Muni­
cipal, y que hace las veces de presidente, como representación del Gobier~ 
no, otro por los trabajadores y otro por la clase patronal ( art. 336 LFT). 
La integración de las mismas puede ser accidental o permanente, en la pri~ 
mera hipótesis se constituyen para conocer de un detrminado conflicto y la 
petición de integración corresponde a cualquiera de las partes afectadas, que 
debe dirigirse con tal motivo al Presidente Municipal (arts. 500 y 501 
LFT) ;20 en el segundo caso, se establecen cuando los gobernadores de los Es­
tados o Territorios correspondientes o el Jefe del Departamnto del Distrito 
Federal lo consideren pertinente, conforme a las necesidades del lugar por 
razón de sus actividades industriales ( art. 337 LFT). En ambos casos fun~ 
donan con los tres representantes y un secretario -o en su defecto, con dos 
testigos de asistencia- que nombre el Presidente Municipal ( art. 341 LFT) . 
Los repreeentantes se eligen conforme a lo dispuesto en la misma Ley ( infra, 
Cap. IV. N" 17). Sus funciones se establecen en el artículo 340 del mismo or­
denamiento, y son las siguientes: A) conciliar respecto de las diferencias 
surgidas en el campo de las relaciones laborales, dentro de su competencia; 
B) informar a la Junta Central que corresponda, de las controversias que 
sean de su competencia y de los conflictos que no se hayan avenido; e) san~ 
donar las convenciones celebradas ante la misma o) practicar ,...... juntas 
permanentes- las diligencias que le sean ordenadas por la Junta Central 
correspondiente; E) las demás que establezcan las Leyes y reglamentos. 

25. B. FEDERALES. La implantación de éstas no se especifica en las <lis- . 
posiciones constitucionales, sino en el capítulo IV del Título VIII de la Ley 
Federal del Trabajo que es donde se reglamentan. Su integración y fundo~ 
namiento es similar al de las Municipales. La diferencia esencial respecto de 
éstas se refiere al ámbito de competencia: local o federal. La aceptación táci~ 
ta o expresa de la solución de un conflicto planteado ante la misma, hace las 
veces de laudo, cuya ejecución corresponde al representante del Gobierno en la 
Junta Federal de Conciliación y Arbitraje.ªº 

26. c. JUNTAS DE CONCILIACIÓN y ARBITRAJE CENTRALES. Se reglamen~ 
tan en el capítulo III del Título VIII; se componen por nítmero igual de repre­
sentantes de los patrones y trabajadores (por cada ramo de industria) y un 
representante del Gobierno, que es el presidente (art. 344 LFT). Su esta­
blecimiento es permanente, pudiendo existir una o varías en cada Estado, 
siempre que el gobernador a quien corresponde fijar la jurisdicción de cada 
una lo considere necesario ( art. 343 LFT) . 

Cada Junta Central se divide en grupos especiales, según la actividad 
industrial o ramo del trabajo, de manera que un conflicto suscitado en una 

50 



determinada rama industrial requiere para la integración de la junta la inter­
vención del representante del gobierno y la de los representantes obreros pa· 
tronales del ramo. 

En caso de que el conflicto involucre a dos o más ramos distintos, inter­
vendrán los representantes de los diversos grupos afectados y será presidido 
por el Presidente mismo de la Junta Central. 

La división en grupos no es esencial, y cada gobernador puede suprimir· 
los en la medida de las necesidades. Cuando así acontezca la junta funciona 
hasta con tres representantes de los trabajadores y otros tantos de los patrones 
y el del gobierno ( art. 348 LFT) . La actuación de las Juntas Centrales 
puede ser en pleno o en ·grupos. El pleno tiene las siguientes facultades y atri­
buciones ( art. 349 LFT) a) Conocer en conciliación y en caso de no lograr 
el avenimiento, en arbitraje, de los conflictos colectivos suscitados por.motivos 
del contrato colectivo o los hechos relacionados con éste, cuando afecten a las 
industrias representadas en la Junta; b) declarar la licitud o ilicitud de los 
paros, cuando afecten a todas las industrias del Distrito Federal o del Estado 
o Territorio de que se trate, previa substanciación del expediente relativo, 
conforme a lo dispuesto en esta Ley e) decidir sobre las cuestiones de com­
petencia, cuando surja alguna entre las Juntas Municipales de la Entidad 
Federativa y cuando se trate de los diversos grupos de la Junta Central; d) 
tramitar y decidir lo relativo a la fijación del salario mínimo, en los términos 
del capítulo IX del título VIII; e) cuidar que se integren y funcionen las 
Juntas Municipales, instruir a sus miembros y comunicar al Ejecutivo co­
rrespondiente las faltas de los mismos; f) aprobar o desaprobar los reglamen­
tos interiores de trabajo y las demás que establezcan las leyes y reglamentos. 

Respecto de los grupos especiales,31 el artículo 351 LFT señala sus fun­
ciones y atribuciones: a) conocer en conciliación y, en caso de no haberla, en 
arbitraje de los conflictos colectivos o individuales suscitados en el municipio 
de su residencia; b) conocer en conciliación y, si hay necesidad en arbitraje, de 
los conflictos que afecten a dos o más territorios jurisdiccionales de las Juntas 
Municipales: e) conocer en arbitraje de los conflictos que para su resolución 
envíen las juntas municipales; d) recibir en depósito y r~gistrar los regla­
mentos interiores de trabajo conforme al capítulo VI del Título 11 y e) las 
demás que les confieran las leyes y reglamentos. 

27. D. }UNTA FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE. El artículo 358 
LFT la establece con residencia en la ciudad de México, para que conozca 
y resuelva los conflictos suscitados en el ámbito laboral, conforme a la com­
petencia que marcan los artículos 359 y 361 LFT. La integración se efecúa con 
la representación de los trabajadores y patrones de cada ramo industrial o 
de una reunión de varios trabajos o industrias conexas 32 y un representante de 
la Secretaría del Trabajo, que fungirá como presidente ( art. 362 LFT). 
Los representantes del capital y del trabajo se nombran de acuerdo con las 
disposiciones de la misma ley y por el decreto de 30 de diciembre de 1948 
que fijan las normas para la representación de los trabajadores y patronos en 
las Juntas de Conciliación y Arbitraje. Su funcionamiento es similar al de las 
Centrales, o sea en pleno y en grupos. Funciona en pleno cuando conoce de: 
a) conciliación y resolución en arbitra je de los conflictos colectivos o indi-
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viduales en los términos del articulo 358, dentro de su competencia: b) conJ 
ciliación y arbitraje de los conflictos colectivos -sean o no de jurisdicción 
federal.- que afecteri a dos o más entidades federativ?s: de los conflictos 
colectivos de un contrato- ley que rija un más de un Estado: e) vigilar la 
integración y funcionamiento de las Juntas Federales de Conciliación y de 
los grupos especiales: d) decidir cuestiones de competencia suscitadas entre las 
Juntas Federales de Conciliación o los grupos especiales: e) instruir a sus miemJ 
bros e informar sobre la deficiencia de los mismos ante la Secretaría del TraJ 
bajo: f) expedir su propio reglamento interior: g) aprobar o desaprobar los 
reglamentos interiores del trabajo y h) las demás que establezcan las leyes. 

El funcionamiento y despacho de los negocios, y las facultades y atriJ 
buciones de los funcionarios y empleados de la Junta, se establecen en su 
Reglamento Interno, que entró en vigor el día 11• de agosto de 1933. Los 
grupos especiales que actúan en la misma, corresponden a la clasificación de 
las ramas de trahajo o industrias. 

28. NATURALEZA DE LAS }UNTAS. La creación de la jurisdicción laboral 
tiene como fin inmediato la rápida administración de la justicia en dicho cam~ 
po. Para conseguir este resultado, se enfrenta en ellas las representaciones del 
capital y del trabajo, tanto para que ambas participen en el ·ejercicio de la ju~ 
risdicción laboral, como para que mutuamente se frenen y contrarresten en 
sus posibles errores y extravíos. 

Las Juntas de Conciliación y Arbitraje se integran por tanto, con esos 
representantes, cada uno conoce los intereses de su clase y es el límite de la 
parcialidad del otro representante. Ante ellos se expondrán los conflictos 
surgidos, y utilizarán los procedimientos que correspondan para solucionar~ 
los de la manera más conveniente. Las Juntas de que tratamos, han tomado 
en el derecho mexicano, perfiles originales, como lo demuestra el estudio y 
comparación con otros derechos extranjeros. Antes de 1917, si bien existían 
en Europa tribunales laborales para conocer de los conflictos jurídicos indiviJ 
duales,ª3 organismos diversos para enfrentarse con los de índole económica, 
no había en ·ello todavía un claro sistema para diferenciarlos: o bien había al~ 
gunos que se referían únicamente a los trabajadores de una sola industria o 
profesión, como la jurisdicción corporativa de los Maitre Gardes. implantados 
en 1806 para conocer de los conflictos de los trabajadores de la industria 
de la seda en Lyon.3 ~ 

Cuando las Juntas fueron creadas no hubo el propósito de que fungieran 
como verdaderos tribunales de derecho, puesto que sus funciones se limitaJ 
han a prevenir los conflictos y a proponer soluciones para los que surJ 
giran. La categoría de tribunales les fue negada al principio por la juJ 
risprudencia mexicana, hasta que en el año de 1924 cambió para consi~ 
derarlos tribunales de equidad y reconocerles naturaleza jurisdicconal. 
Por otra parte, ejercen también funciones administrativas. pero ello no 
autoriza para reputados organismos administrativos, del mismo modo que 
no cabría calificar como tal al Poder Judicial por el hecho de que reglamente 
sus actividades internas, sabido es que la división de poderes no es tan estricta 
como parece o se estila pintarla, aun cuando sea extremo ajeno a nuestro 
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tema, basta leer los reglamentos que establecen las atribuciones de los dife-
rentes poderes, para advertirlo. · 

Al afirmar que las Juntas de Conciliación ·y Arbitraje funcionan, según 
los casos, como tribunales de derecho o como tribunales de equidad, o de 
acuerdo con Calamandrei, como juzgadores que en ocasiones pertenecen al sis­
tema de formulación legal y en otras al de formulación para el caso singular,nr. 
no lo hacemos por un afán de electisismo que nos ponga a cubierto de criticas 
unilaterales, sino porque ese dualismo se corresponde con la realidad, según 
pasamos a mostrar. Pero antes, siguiendo a Alvarez del Castillo, diremos que 
las Juntas respond~n al sistema de formulación jurisdiccionales, cuando al 
resolver conflictos económicos dictan sentencias colectivas o establecen la va­
lidez de un contrato-ley o admiten un reglamento interno del trabajo.:w 

29. TnmuNALES DE DERECHO. Funcionan como tribunales de derecho, 
porque el ordenamiento laboral cuenta con mandatos abstractos generales, 
contenidos principalmente en la Constitución y en la Ley Federal del Trabajo: 
y así bien, como regla, la función jurisdiccional la ejerce el Estado a través 
del Poder Judicial, pero también es cierto que el Derecho Social merece 
especial atención y origina, en diversos países (no en todos) una derogación 
al mencionado principio, en el sentido de que, como recuerda Chiovenda,37 en 
determinados casos se permite lé1 administración de justicia a particulares, 
es decir, a quienes no son jueces profesionales, como precisamente acontece en 
la esfera de los conflictos obrero-patronales. 

30. Tnm UNA LES DE EQUIDAD. Pero también actúan como tribunales de 
equidad, puesto que contiene asimismo mandatos concretos individualizados, 
a saber: los contratos celebrados mediante concierto de las partes, los cua­
les, si bien se fundan en normas jurídicas que les dan existencia y validez, 
versan sobre condiciones técnicas y económicas que por su misma naturaleza 
son cambiantes. 

Los conflictos surgidos de los hechos ligados directamente con los con• 
tratos se han de resolver conforme a las nuevas condiciones: un juez de dere­
cho no podría modificar sus claúsulas, sino resolver conforme a lo estipuado, 
mientras que dentro de la jurisdicción de equidad cabe modificar y actualizar 
las prestaciones y condiciones de los mismos. 

31. En materia civil, la dualidad entre jurisdicción de derecho y de 
equidad cuenta con remotos antecedentes en el campo del arbitraje, con el 
contraste entre el que lo es en estricto sentido y la amigable composición,ªft 
y se manifiesta, por ejemplo, en el artículo 628 del código procesal civil para 
el Distrito, cuando dispone que "los árbitros decidirán según las reglas del 
derecho, a menos que en el compromiso o en la claúsula se les encomendara 
Ja amigable composición o el fallo en conciencia". Y a partir del Proyecto 
Solmi, en su artículo 617, semejante alternativa se transplanta, como señala 
Alcalá-Zamora, a la esfera de los juzgadores oficiales,ªº y trasciende a dife­
rentes cuerpos legales, según pasamos a mostrar. Ante todo, en los artículos 
113, 114, 339, 409, 822 y 829 del código italiano de 1940. Así, el artículo 113, 
en su párrafo primero, dispone que "al pronunciar sobre el pleito, el juzgador 
había de atenerse a las normas de derecho, salvo que la ley le atribuya el 
poder de decidir según equidad". El 114 prescribe a su vez "que lo mismo 
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en primer grado que en apelación, el juzgador decidirá sobre el fondo del 
pleito según equidad, cuando éste se refiera a derechos disponibles de las 
partes y éstas le hagan petición acorde". Finalmente, el artículo 822 establece 
que "los árbitros decidirán según las normas de derecho. salvo que las partes 
les hayan autorizado con cualquier expresión para proceder según equidad". 
En este precepto. como antes en el 628 mexicano. se manifiesta con claridad 
la distinción entre el arbitraje de derecho y el de equidad. También el ar­
tículo 114 del código brasileño de 1939 consagra la opción entre uno y otro: 
"Quando autorizado a decidir por equidade o juiz aplicará a norma que esta­
blecería si fasse legislador"; to y otro tanto ocurre con el 204 del proyecto 
compuesto en 1945 para el Uruguay por Couture: "Mediando acuerdo de 
partes, puede el juez, ya sea en primera o segunda instancia, fallar el asunto 
en equidad, apartándose. si fuera necesario, del derecho positivo. Sólo pueden 
pedir que se falle un asunto en equidad las partes que tienen la libre disposi­
ción del derecho aducido en juicio". 

32. ARBITRAJE DE EQUIDAD. La Ley Federal del Trabajo acoge el arbi­
traje de equidad mediante una fórmula semejante a la del código procesal ci­
vil del Distrito en el artículo 21 del Título especial sobre Justicia de Paz. 
El antecedente de tales reglas lo encontramos en la Real Cédula dictada en 
Aranjuez el 30 de enero de 1794, durante el reinado de Carlos IV, para el tri­
bunal del Consulado de Buenos Aires y en la que se prescribía que el mismo 
procediese "a estilo llano, verdad sabida y buena fe guardada",41 Y todavía 
antes, cabría traer a colación la Ley VII. Título XXII de la Partida III, refe­
rente a "Cuales pleitos debe librar el juzgador por sentencia llanamente, ma­
guer non sepa de raíz la verdad de ellos" .42 He aquí ahora lo que dice el 
aludido articulo 550 de la Ley del Trabajo: "Los laudos se dictarán a ver­
dad sabida. sin necesidad de sujetarse a reglas sobre estimación de las prue­
bas, sino apreciando los hechos según los miembros de la Junta lo crean 
debido en conciencia". La norma transcrita obedece a que las Juntas no son 
tribunales de derecho. y por tanto, no tienen porque sujetarse. cuando pro­
nuncian sus laudos, a los mismos cánones que los tribunales ordinarios:'ª Sin 
embargo. esta interpretación de la Suprema Corte de Justicia podría esgri­
mirse en contra de nuestra tesis de que respecto de determinados conflictos 
las Juntas funcionan como tribunales de derecho (supra. núms. 28~30): pero 
la contradicción desaparece si se piensa que nos hallamos ante una regla que 
conoce excepciones, aun cuando ni siquiera a propósito de éstas se observen 
los ritos ordinarios. 

¿No sería mejor someter la solución de los conflictos laborales de índole 
jurídica al conocimiento de los tribunales del fuero común o a otros organis­
mos especiales y mantener las Juntas de Conciliación y Arbitraje tan sólo 
para los económicos? Sin descender a una discusión pormenorizada del pro­
blema. defendemos la situación vigente, que constituye un triunfo de la legis­
lación mexicana. Entendemos, además, que la sustitución de las Juntas por 
tribunales dependientes del Poder Judicial,H tendría que comenzar por supri­
mir la representación tripartita. y si bien esta suscita problemas y presenta 
desventajas ( infra, capitulo IV, N•1 16). significa también un límite a la par­
cialidad y brinda a las partes el sentimiento de considerarse respaldadas por 
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gentes de su propia clase, sobre todo a la débil, es decir, al sector obrero, 
escarmentado ya por las injusticias que le ha tocado vivir. Todos sabernos y 
tememos, que mientras los empleados judiciales (no sólo los jueces) no per­
ciban remuneraciones suficientes, existirá el peligro, con honrosas excepcio· 
nes, de que acepten gratificaciones a cambio de ciertos favores en la trami­
tación e incluso en la decisión de los conflictos. Frente a ese riesgo parecen 
estar mejor protegidos los integrantes de las Juntas, por razón misma de los 
contrapuestos intereses de clase que en ellas representan. Añadamos que 
encomendados a tribunales ordinarios, los procedimientos serían, probable­
mente, más lentos y costosos. 

Convendría más que las actuales Juntas sufrieran algunas modifica­
ciones tendientes a mejorar su funcionamiento. Uno de los aspectos a aten­
derse con mayor esmero, sería el referente a los representant~s del capital 
y del trabajo: cuya intervención defendemos, valiéndonos de las enseñanzas 
de Carnelutti, cuando al hablar de la conciliación, apoya la integración pari­
taria de un colegio, con representantes de los intereses y un juez neutral que 
presida al órgano, como la forma peculiar de lograr la composición.rn Esos 
representantes de los interesados, son conocidos en España, donde todavía 
siguen actuando en la conciliación civil (arts. 470 y 471 de la ley de en­
juiciamiento de 1881), como hombres buenos, denominación proveniente de 
los Fueros dados a Baleares por Jaime 1 de Aragón en 1230.4u 

33. Ya mencionamos (supra, N9 23), la dualidad que ofrece la juris­
dicción laboral. al descomponerse en local y federal, cuya consecuencia ha 
sido el establecimiento de Juntas Municipales y Federales de Conciliación 
y de Juntas Centrales y Junta Federal de Conciliación y Arbitraje; integradas 
por una serie de grupos especiales, para facilitar una rápida y económica ad­
ministración de justicia. En cuanto a la clasificación de las Juntas en or­
ganismos de Conciliación y Arbitraje, hacemos hincapié, en que en la mayoría 
de los conflictos llevados ante ellos no se logra la conciliación, y hay nece· 
sidad de recurrir al arbitraje. La clasificación de materias correspondientes 
a la jurisdicción federal, ha acumulado el trabajo en la única Junta Federal 
de Conciliación y Arbitraje que existe, además de esa concentración, surge el 
inconveniente de que las partes no residentes en el Distrito Federal, o cerca 
de éste, tienen que hacerse representar, y el curso del pleito lo van cono­
ciendo por correspondencin u otros medios, restándoseles así oportunidad de 
aportar las pruebas con la premura urgida. De ese modo, con frecuencia se 
dilata el procedimiento, y provoca más gastos a las partes; éstas y otras mu­
chas razones determinan que la parte actora prefiera en algunos casos re­
nunciar a su pretensión que soportar las molestias y problemas que le acarrea­
ría su ejercicio. 

34. }UNTAS ESPECIALES. La clasificación en grupos especiales podría ha­
cerse en cada región conforme a las necesidades de la misma. La especializa­
ción de los grupos favorece los principios de la justicia social; permite que cada 
uno entienda mejor los problemas técnicos de su rama, y en nada perjudi­
caría, sino que beneficiaría el que cada grupo se auxiliara de un perito que 
lo asesorase. 

En el ambiente de las Juntas se comenta que durante horas de labores 
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(por Jo menos en el Distrito Federal), no se llevan a cabo las diligencias qu~ 
aparecen en la agenda, siendo que se trata de solucionar los conflictos lo más 
pronto posible; sin ·embargo, el horario de labores se extiende sólo de las 9 
a las 13 horas, con el acostumbrado tortuguismo burocrático. Resulta, pues, 
ineludible aumentar los grupos especiales de la Junta Federal de Concilia­
ción y Arbitraje, puesto que, el exceso de trabajo ha obligado a que en un 
grupo se lleguen a celebrar dos o tres audiencias a la misma hora: ¿podrán 
los representantes presenciarlas y atenderlas al mismo tiempo? 

35. AccIÓN PROCESAL LABORAL (SOCIAL). Examinada la acción con ca­
rácter general en el capítulo anterior (supra, capítulo Il, N? 18) trataremos 
ahora de la de índole laboral en concreto. Menéndez Pida! ha intentndo defi­
nirla como "la actuación, de oficio en unos casos o potestad conferida a otros, 
por el Estado a determinadas personas o entidades, para dirigirse a los Tri­
bunales de Justicia Social con el fin de obtener una actividad jurisdiccional 
para la actuación de las leyes sociales, haciendo prounciamentos de constitu­
ción, declaración o condena".fi A nuestro entender, el pasaje transcrito no con­
tiene una verdadera definición del concepto, ya que si bien existen algunos 
rarísimos casos en que la jurisdicción opera de oficio, en ellos no cabe hablar 
de acción, término que se liga indisolublemente con la actividad de parte, y si, 
precisamente de ausencia de ellas, reemplazadas por la iniciativa del juzgador 
(hipótesis excepcionalisimas -insistimos-- de jurisdicción sin acción) .48 Co­
mo regla, los titulares de las acciones laborales son los sujetos del Derecho del 
Trabajo. es decir, los trabajadores, los patronos, los sindicatos y aquellos en 
general. a que se refiere la jurisprudencia, o que cumplen con los requisitos 
de capacidad para ejercerlas. Pueden hacer valer.· sus acciones por si o por 
representación. 

36. CLASIFICACIÓN DE LAS ACCIONES. De acuerdo con Chiovenda, las ac­
ciones pueden ser clasificadas conforme a dos criterios fundamentales: uno 
tradicional y romanista, que atiende a la naturaleza de los bienes garantizados 
por las normas que hayan de aplicarse, y otro moderno, que pretende ser pro­
cesal, 49 que se fija, en cambio, en la índole de la resolución judicial a cuya 
producción se dirigen."'' A tenor de la primera, abandonada por la inmensa 
mayoría de los procesalistas conternporáneos,01 pero a la que sigue apegado el 
c.ódigo procesal del Distrito, las acciones se dividen en reales. personales, del 
estado civil, mobiliarias, inmobilarias, etc. En atención a la segunda, que es 
a la que nos vamos a referir, tendríamos, por un lado las acciones que tien­
den a la realización de la ley mediante sentencia, -es decir, las declarativas, 
constitutivas y de condena o prestación, a las que no pocos autores agregan 
las de mandamiento r.~_ y, por otro, las acciones sumarias, cautelares y eje­
cutivas,"ª sectores que Chiovenda separa con toda nitidez y que algunos de 
sus seguidores mezclan de manera arbitraria/•·1 

Las acciones declarativas aspiran al pronunciamiel').tg_~cerca de la exis~ 
tcncia o inexistencia de un hecho o de una relación jurídica -de ahi que 
puedan ser tanto positivas como negativas- y, por tanto, se agotan en la 
mera declaración, sin que requiera, en caso de triunfar, .una fase de ejecución, 
y ulterior a la de conocimiento. · · · · 

Las acciones constitutivas tienden a la creació1i; ÜtbdificéÍdón o extinción 
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de estados jurídicos, y por tanto, cabe subdividirlas en constitutivas stricto 
sensu, modificativas y extintivas. Aun cuando sea extremo debatido, se consi­
dera que producen efectos ex nunc, a diferencia de las declarativas, cuyo 
alcance sería ex tunc.M 

Por último, las acciones de condena pretenden el cumplimiento de una 
prestación por parte del demandado y, en caso de negarse este a una satis­
facción tras la sentencia adversa, presuponen la puesta en marcha de la eje· 
cución forzosa para hacerla efectiva. 

En cuanto a las acciones cautelares, que como indicamos hace poco, no 
deben asociarse con las tres mencionadas, por responder a un muy distinto 
criterio de clasificación, tienen una finalidad subordinada (en manera alguna 
principal), esencialmente "11 buscan garantizar la efectividad de la sentencia 
de fondo que en su día se dicte, siempre que medie el llamado periculum 
in mora."1 

37. CLASIFICACIÓN DE ACCIONES EN EL CAMPO LABORAL. Una clasifica­
ción de acciones especialmente referida al cuadro del enjuiciamiento laboral, 
es la de Menéndez Pidal, que por nuestra parte adaptaremos a las peculia­
ridades del derecho positivo mexicano."8 Dicha clasificación responde a los 
siguientes criterios: 

} l de dar 
a). de condena de hacer 

de no hacer 
l. Por la causa petendi: 

t 
b). constitutivas (cuyo efecto sería 

ex nunc) 

e). declarativas (con efecto ~ positivas 
ex tune) negativas 

r a); principales. 
, 

b). incidentales, 

t e). contenciosas, 
d). voluntarias, 
e). acumulables 

a). económicas 

b). jurídicas 
{ in iure 

in facto 

a). individuales 

b). colectivas. 

-- - ----_Las de condena contemplan siempre la eventualidad ejecutiva. aun cuan­
do luego ella no llegue a realizarse.''º Expusimos ya (supra, N 11 38) la eficacia 
e.'\: nunc que según la tesis por nosotros compartida poseen las acciones cons­
titutivas, y acerca de las declarativas, destacaremos su importancia como 
instrumento para mantener la paz mediante justicia: en efecto, "la acción de­
clarativa ofrece la posibilidad de llegar a una decisión judicial en un estado 
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muy temprano del conflicto, y esto significa restringir el alcance del litigio y 
evitar que el mismo se resuelva en una verdadera lucha, con todas sus conse­
cuencias; "la acción declarativa hace innecesaria la destrucción del status quo 
antes de lograr una sentencia de los tribunales".ºº Y precisamente la natu­
raleza de los problemas laborales hace que los mismos puedan jugar un papel 
importante en la esfera de su justicia privativa. 

De acuerdo con el proceso que determinan, las acciones serán principales 
cuando se refieran a la cuestión de fondo, o sea, a la de derecho sustancial 
social controvertido, o incidentales. cuando conciernan a cuestiones secunda· 
rías o accesorias que interfieran con aquellas, que reclamen o no un pronun· 
ciamiento previo.111 El carácter de contenciosas o voluntarias. depende de la 
existencia o de la ausencia de litigio, sin bien resulta harto dudoso que que· 
pa extender el concepto a las segundas, por lo mismo que se vincula (supra. 
NQ 37) con la actividad de las partes, y éstas son, en realidad, ajenas al 
campo de la jurisdicción voluntaria. Tampoco puede hablarse en rigor, de 
las acciones acumulables como una categoría propia y aparte: la acumulación 
viene determinada por motivos de conexidad (que la autorizan) y de econo· 
mía procedimental que la justifica, pero no origina una clase especial de 
acciones. 

Por razón de su contenido, y con base en el derecho positivo, las accio­
nes pueden originar conflictos de orden económico o de carácter jurídico, y 
estos a su vez, serlo de facto o de iure. 

Finalmente, de acuerdo con el número de sujetos que intervengan, y en 
atención al interés cuya protección se pretende, las acciones pueden ser indi· 
viduales o colcctiuas. en consonancia con la clasificación de los conflictos 
laborales. 

38. ACUMULACIÓN DE ACCIONES. Nos atenemos a la terminología del 
legislador, aunque en rigor debería haber hablado de acumulación de preten· 
siones en una misma demanda, junto a la que existe, además, la de las dedu· 
ciclas (en número singular o plural dentro de cada uno) en diferentes juicios, 
conocida como acumulación de autos y que habría de denominarse de proce· 
sos.11

•
1 Cabe también que una misma pretensión se deduzca ante dos juzgadores 

distintos, pero en este caso, al ser única, no entra en juego la figura de la 
acumulación y si tan sólo las excepciones de litispendencia o de cosa juzgada, 
según que se trate de litigio todavía no resuelto o, por el contrario. fallado 
ya mediante ejecutoria. Para que la acumulación proceda. hace falta que entre 
las diversas pretensiones medie conexidad y que sean susceptibles de trami­
tarse conforme a un mismo procedimiento,ºª aun cuando luego la sentencia 
les afecte de distinta manera (podría muy bien ser estimatoria respecto de 
unas y desestimatoria acerca de las restantes) . En materia laboral, la aso· 
ciación de las acciones conexas es obligatoria, a fin de proteger al demandado 
contra el surgimiento de nuevas reclamaciones en torno a un mismo conflicto, 
y con objeto de garantizar su observancia, el artículo 482 LFT establece como 
sanción la caducidad de ejercicio respecto de las que no se utilizaran a la vez 
que la principal. Fundada en el principio de economía, la acumulación se 
traduce en que en un mismo proceso se ventilarán las distintas pretensiones 
conexas. Y desde el punto de vista subjetivo, puede desenvolverse entre un 
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solo actor y un solo demandado, o bien entre varios en cualquiera de dichas 
posiciones, y entonces la acumulación (objetiva) se combina con la plura­
lidad (subjetiva), es decir, con el litisconsorcio (activo, pasivo o doble.64 ) 

La obligatoriedad de la acumulación la establece el artículo 478 LFT, 
y la misma procede tanto a petición de parte, como de oficio. Por disposición 
expresa de dicha ley, el derecho común se aplica en esta materia como orde­
namiento supletorio, a saber: los artículos 70 a 78 del código federal de pro­
cedimientos civiles. Tales preceptos prohiben la multiplicidad de juicios sobre 
un mismo asunto (art. 71), para respetar el principio procesal de que una 
cuestión únicamente debe decidirse una sola vez, mediante sentencia con auto­
ridad de cosa juzgada en sentido formal, presupuesto de la de índole material. 
que habrá de ser respetada por las partes. Ello no significa prohibir la am­
pliación de la demanda original, por obra de peticiones con ella conexas, 
siempre y cuando la promoción correspondiente se realice antes de la audien­
cia final en primera instancia. La obligatoriedad de la acumulación se basa 
también ( art. 72 C FP) , como ya indicamos, en la economía procesal y 
en el deseo de conseguir la celeridad en la administración de justicia, y ello 
explica que en la misma el juicio más moderno sea el que se una al más 
antiguo,º" o en otras palabras: el forum connexitatis se identifica con el forum 
preventionis. 

La acumulación puede ser: 

a) inicial, cuando se realiza en la misma demanda; 
b) sucesiva, por mandato legal,0t1 cuando se produce en un momento 

ul~erior del procedimiento, con tal de que sea anterior a la audiencia final de 
primer grado, como hemos dicho hace un instante; 

c) forzosa, cuando encuadre en la hipótesis legal ( arts. 482 LFT o 
31 CFP). 

d) facultativa, cuando quede al arbitrio del actor. 

Las acciones acumulables pueden ser principales o alternativas, o una 
principal y otras subsidiarias.117 

En el proceso laboral, la acumulación podrá ser inicial o sucesiva, pero en 
este caso se resolverá sin necesidad de audiencia especial, debido a la cele­
ridad antes mencionada, tan necesaria en los problemas sociales. Además 
siempre será forzosa, porque el legislador mexicano quiso impedir fallos con­
tradictorios o contrarios sobre un mismo asunto. 

Dada la dualidad de procedimientos laborales, originados por acciones 
individuales unos, por acciones colectivas otros, surge la duda de saber cuando 
procede la acumulación o cuando deben considerarse contrarias las preten­
siones deducidas. 

No existiendo esta última circunstancia, la acumulación es procedente, 
y para que cada acción se considere acumulable es necesario mencionarla, 
como antes indicamos. Razones lógicas prohiben o impiden la acumulación 
de acciones que sean entre sí contradictorias o contrarias. Si son contradic­
torias, nada se puede resolver, puesto que se piden dos prestaciones o dos 
derechos que, conjuntamente, no pueden ·coexistir: la parte debe, entonces de-
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cidir a cuál de ellas se refiere, cuál es, en verdad, la que está ejerciendo; de lo 
contrario, la Junta tendrá que absolver al demandado, en virtud de la impo~ 
sibilidad de sustituir a la parte al tomar su decisión.08 Y de resultar contrarias, 
deberán tramitarse ante jurisdicciones distintas, o esperar, quizá, a que se 
resuelva una, para hacer depender de ella, o mejor dicho de su resultado, el 
ejercicio de la otra (cuando son subsidiarias) ,69 

La facultad que tiene el sindicato de representar a sus asociados o de 
intervenir en caso de peligrar los intereses comunes al resolverse una contra~ 
versia individual. favorece al frecuente funcionamiento de la acumulación de 
acciones individuales y colectivas. A este propósito la Suprema Corte ha 
sostenido que: "si la parte actora reclama como acción colectiva Ja creación 
de un determinado puesto y como acción individual el pago a un trabajador, de 
las diferencias de salario que le correspondan por estar desempeñando la~ 
bores de superior categoría, la Junta no puede condenar al cumplimiento de 
la acción colectiva si 110 se demostró la necesidad del puesto y sólo se acreditó 
que el trabajador estuvo desempeñando temporalmente y por necesidades del 
servicio, determinadas actividades que no estaban incluidas en su contrato 
de trabajo".70 

De dicha resolución se desprende que cuando el ejercicio de una acción 
dependa de otra (en este caso de la colectiva), uno de los procesos se ha de 
suspender hasta que se resuelva el otro.71 

El ejercicio de las acciones colectivas corresponde, en principio, al sin~ 
dicato contrntante (art. 52 LFT), en atención a su misión de vigilar 
los intereses comunes y el bienestar de sus agremiados. Pero el incumplimiento 
del contrato colectivo origina derechos individuales, por sus titulares, tanto 
contra individuos, como contra sindicatos obligados por el contrato, cuando 
el incumplimiento de éste perjudique a dichas personas. 

39. EXTINCIÓN DE LA ACCIÓN. Según Alcalá-Zamora, la extinción de las 
acciones pueden ocurrir por todos los medíos que suponen la consunción de 
la instancia, como sucede con la cosa juzgada formal, que impide la prosecución 
del juicio fenecido: con la inacción o inercia de las partes; con la re­
nuncia de la acción, sin renunciar a la pretensión; o con la incapacitación del 
titular para accionar.7 ~ 

En cambio, y en contra de lo que habitualmente suele sostenerse, el 
citado autor estima que ni la prescripción ni la cosa juzgada material extin­
guen la acción concebida en sentido procesal, como lo revelan las correlativas 
excepciones, destinadas a impedir que las pretensiones inherentes a acciones 
que las desconozcan puedan llegar a prosperar.ra 

Hechas las precedentes aclaraciones, vamos a examinar algunas posibles 
formas de extinción de la acción, aun cuando no concuerden con las ideas a 
que acabamos de referirnos y sí con un criterio más tradicional (supra, capí~ 
tulo 11, N"' 21). 

40. a) CADUCIDAD. Conocida también en algunos países (Argentina o 
Uruguay, por ejemplo) como perención de la instancia, muy probablemt-nte 
por influjo italiano.H Por instancia debemos entender aquí el conjunto de 
actos procesales llevados a cabo hasta el momento de producirse la caduci­
dad,7" que opera como sanción legal 'impuesta a las partes por su inactividad. 
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Y ést~ se interpreta por el legislador como deseo de los litigantes de nuli­
ficar la porción procedimental que se haya desenvuelto hasta entonces en un 

. juicio.70 

La caducidad suele confundirse con la prescripción, pero son conceptos 
distintos, según mostraremos al ocuparnos de la segunda { infra, N•1 44). De 
momento, diremos tan sólo que conforme a la doctrina tradicional acerca de la 
acción, la caducidad no extinguirá ésta, a menos que en el interior pres­
criba la misma. En cambio, conforme a un enfoque rigurosamente procesal 
de la acción, si la extinguiría, al poner término al proceso pendiente, y la 
promoción de uno nuevo con idéntica pretensión, no significaría resurrección 
de aquélla, sino deducción de una nueva.77 

El antes mencionado artículo 482 LFT habla de la caducidad. Presu­
puesto esencial de la misma lo es la inactividad bilateral de las partes, es decir. 
un dejar de hacer por ambas, referido, dicho está, a aquellas promo­
ciones necesarias para la marcha del proceso, cuya realización corresponda 
a los litigantes. Por consiguiente, su producción se obstaculiza en las fases 
·en que el impulso corresponde al oficio, como sucede con el término de la 
instrucción o con la etapa comprendida entre la discusión y el prounciamiento.78 

Mientras el código procesal federal de procedimientos civiles fija en un 
año el plazo para que surta efectos la caducidad,'° la Ley Federal del Trabajo 
lo reduce a tres meses, en atención a la celeridad peculiar del enjuiciamien­
la laboral (supra. N•1 12). A propósito del artículo 479 LFT (sobre el que vol­
veremos en el número 42), conviene recalcar que las promociones a que 
se refiere son las necesarias para la prosecución del proceso. A este respecto, 
la redacción primitiva de la norma suscitó dudas, que ocasionaran pérdidas 
cuantiosas a muchos trabajadores. En vista de ello. los sindicatos obreros 
adoptaron la práctica de promover antes de que venciesen los tres meses, 
mediante machotes en los que se expresaba que lo hacían con el sólo objeto 
de evitar que se les aplicase el precepto en cuestión. Semejante táctica fue 
combatida, en el sentido de no considerarlas verdaderas promociones nece­
sarias; pero la Suprema Corte las aceptó como tales. Así, el decreto de 31 
de diciembre de 1956, publicado en el Diario Oficial de la misma fecha, adi­
cionó el artículo 479, a fin de declarar la improcedencia de la caducidad, 
siempre que durante el lapso de los tres meses se estén desahogando diligen­
cias fuera del local de la Junta.80 

41. b) DESISTIMIENTO. A diferencia del artículo 34 CPC del Distrito, que 
distingue entre desistimiento de la demanda (léase, de la instancia). con 
efectos análogos a los de la caducidad y que requiere el consentimiento del 
demandado, y desistimien·to de la acción (es decir, de la pretensión deducida), 
en que basta la manifestación de voluntad del acto,81 el articulo 479 LFT. 
del que en el número anterior nos ocupamos ya, sólo menciona el segundo, pero 
en términos sobremanera equívocos. ¿Ha querido referirse a la figura con el 
mismo alcance que el código del Distrito, o sea tomada la palabra acción en 
sentido civilista, como sinónimos de pretensión? Evidentemente no, porque 
en tal caso, sus efectos serían análogos a los de las excepciones de cosa 
juzgada material, allanamiento o transacción, y a consecuencia del principio 
ne bis in ídem cerrarían el paso a un mero pronunciamiento sobre lo ya re# 
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suelto mediante cualquiera de las instituciones citadas. La conclusión ha de 
ser, por tanto, la de que probablemente sin darse cuenta, el legislador tomó 
el vocablo acdón en sentido procesal, con la resultante de referirse, en rea~ 
lidad, a un mero desistimiento de la instancia (no de la pretensión), y de ahí 
que sus efectos sean similares a los producidos por la caducidad, puesto qta.• se 
considera nulificado el procedimiento desenvuelto hasta ese momento.82 

Bueno será, sin ·embargo, destacar alj:¡unas divergencias entre el ver­
dadero desistimiento y la genuina caducidad. La primera consiste en que mientras 
ésta provoca la extinción de la instancia judicial por obra de la inactividad de 
ambas partes, el desistimiento auténtico (en cualquiera de las modalidades 
del articulo 34 CPC), constituye una expresión de actividad, o sea del actor. 
De ahí que, en vigor, el articulo 479 LFT confunda el desistimiento (forma 
explícita) con la caducidad o, por lo menos, con el abandono o deserción de la 
instancia (manifestaciones implícitas). La simple lectura del artículo 479. que 
por su importancia pasamos a transcribir, confirma plenamente la interpre~ 
tación que propugnamos: "Se tendrá -dice- por desistida de la acción 
intentada a toda persona que no haga promoción alguna en el término de tres 
meses, siempre que esa promoción sea necesaria para la continuación del 
procedimiento. La Junta, de oficio, una vez transcurrido este término, dictará 
la resolución que corresponda". Y añade el parrafo adicionado en 1956: "No 
procederá el desistimiento cuando el término transcurra por el desahogo de 
diligencias que deban practicarse fuera del local de la Junta que conozca de la 
demanda, o por la recepción de informes o copias certificadas, en los térmi­
nos del artículo 523". 

El desistimiento debe ser siempre expreso: cuando el actor prefiere per­
der el derecho inherente al ejercicio de una acción, debe manifestarlo, pero 
no puede quedar entendido así por la Junta. como una mera suposición. Por 
otra parte, es un acto de mera voluntad, y la Junta de oficio, no puede de­
cretarla. 

La diferencia esencial entre desistimiento y caducidad estriba en que 
aquél es voluntario, por convenir así a la parte actora, en tanto que la cadu­
cidad es una sanción impuesta frente a la inercia de las partes, por su real 
o supuesta falta de interés en la prosecución del juicio. 

La Suprema Corte pronunció una ejecutoria en la que reconoce que el 
articulo 479 LFT se refiere, en realidad. a caducidad de la instancia, y, a 
sensu contrario. que no configura un verdadero desistimiento: "este articulo 
-afirma- se refiere a la caducidad de la instancia y no a la prescripción 
de la acción" .s:: 

42. c) PRESCRIPCIÓN. A tenor de las doctrinas privatistas, la acción se 
extinguiría mediante prescripción (no, en cambio, conforme a un enfo­
que procesal del concepto: supra. N~ 39). a saber: la denominada extintiva o 
negativa, ·en contraste con la adquisitiva o positiva, que se refiere a los dere­
chos. La prescripción extintiva significa, pues, la pérdida del derecho subje­
tivo inherente a la acción.8{ como consecuencia de no ejercitarse dentro de un 
determinado lapso. Obedece a una consideración de interés público y se 
opondrá como excepción. 

En nuestro derecho positivo, la prescripción extintiva tiene por objeto 
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"consolidar las situaciones de hecho y poner fin a las inquietudes de los pleitos, 
y supone ·el abandono de la acción por el titular del derecho a ejercerla".sG 
Las condicciones que sobre prescripción se pacten en los contratos de tra­
bajo. no tienen validez. 

Como regla, las acciones derivadas de la Ley Federal del Trabajo o de 
los contratos laborales, prescriben en un año ( art. 328 LFT). La pres­
cripción de la acción principal motiva la de las acciones que se relacionen 
con ella. Pero ese lapso se reduce a un mes en los casos del artículo 329 soi 

y por el contrario, se eleva a dos años en los del 330 87 y llega a cinco cuando 
se trata de exigir el otorgamiento de una pensión.80 Por vía de nota para no 
alargar la exposición de un tema que es esencialmente de derecho substantivo, 
recogemos supuestos especiales de prescripción.ªº 

Se interrumpe la prescripción por las promociones. y a la cabeza de ellas, 
la demanda, que se presenten a las Juntas, así como por el reconocimiento de la 
persona a cuyo favor corre ( art. 332 LFT). No se podrá computar res­
pecto de quienes se encuentren incapacitados mentalmente, sino cuando se 
haya discernido su tutela. ni tampoco en contra de los menores no sujetos a 
patria potestad, sino una vez designado un tutor que en su nombre puede 
ejercitar las acciones laborales (art. 331 LFT). 

Los artículos 329 y 330 LFT, completados por la jurisprudencia se han 
encargado de señalar el momento preciso en que empieza a contarse la pres­
cripción, es decir, el dics a quo. De una manera más concreta, en relación 
con los casos de incapacidad temporal. el maestro De la Cueva estima que 
"la prescripción corre desde que el trabajador deja de prestar sus servicios 
por razón de incapacidad para el trabajo o antes si se establece, en forma 
auténtica, la existencia de una incapacidad o, si el trabajador se separó de 
la empresa, a partir del momento en que aparezca la incapacidad perma­
nente"."º 

43. FUENTES DEL DERECHO PROCESAL LABORAL MEXICANO. A título de 
apéndice, por no justificar el epígrafe un capítulo aparte, indicaremos las po­
sibles fuentes de nuestra disciplina, según se desprende, entre otros, de los 
artículos: 123 de la Constitución: l. 16, 42 y 61 de la Ley Federal del Tra­
bajo y 27 de la Ley orgánica del Poder Judicial de la Federación (en relación 
con los artículos 193 y 193 bis de la Ley de Amparo) : 

a) La Ley: contenida principalmente en el mencionado artículo 123 de 
la Constitución, en los títulos VII y VIII de la Ley Federal del Trabajo de 
27 de agosto de 1931 y en los demás reglamentos concernientes: 01 

b) la costumbre o el uso: n su importancia es mayor en las materias 
que inician apenus su sistematización, como la laboral. y que, por lo :nismo, 
presentan frecu('11tes lagunas, que han de suplirse en buena parte acudiendo 
a su empleo: 

c) los principios derivados de la propia legislación laboral. o en su de­
fecto, del derecho común en cuanto no contraríen el sentido de la Ley Fe­
deral del Trabajo; 

d) la equidad: aun cuando se manifieste en otros campos procesales 
(verbigracia: amigable composición respecto de litigios civiles). adquiere 
singular relieve en el enjuiciamiento laboral. Alta .. · expresión de justicia, re-



ferida al caso singular, viene a constituir una de las piedras angulares de 
nuestro proceso del trabajo; 

e) los contratos colectfoos y los contratos~ley: sus cláusulas poseen obli­
gatoriedad para las partes contratantes e incluso para las que, sin serlo, 
formen parte de una industria en que la mayoría haya decidido dar fuerza 
de ley a lo estipulado en ellos; 

f) la jurisprudenda: con frecuencia en la práctica surgen dudas o se ma­
nifiestan algunas que se salva en vías interpretativas las primeras e integrativas 
las segundas,9ª merced a la jurisprudencia de la Cuarta Sala o del Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia; y 

g) la doctrina: aun cuando el legislador no la mencione entre sus fuen~ 
tes, es indudable que mediante ella se resuelven numerosos problemas que 
escapan a la regulación práctica o a la ley misma y que, en cambio, fueron 
contemplados en los estudios de los laboristas, ya que, en general, la ciencia 
jurídica marcha por delante de la legislación y de la jurisprudencia, a las que 
van abriendo camino y señalando nuevos rumbos. 
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Acerca del contraste 
· neluttl; Sistema. cit .. t.· 

:l Menéndez Pida!. citado 
1955), p. 315, nota 8. 

a Pudlcrn ser que en el 
imprenta; en virtud de 

error de transcripción. o 
se haya convertido en 

y lug. cits. en la nota 2 ·1 Mencionado asimismo por Pérez 
i'i Op. y lugs. cits. en la nota 2. 
n Es indudable, que por ejemplo, la oralidad, la concentración, la intervención de''.juc~ 

ccs~defcnsores, la .restricción del formalismo, la conciliación, la apreciación ·de la 
prucbn e1i conciencia; etc.; .se dan en enjuiciamientos distintos del laboral. .. ··o · 

• lntroc/uccitin a fo Fi/oso[in del Derecho., "México, Fondo de Cultura Económica;'.' · 
1951,· P~ 163.· --:: ,:·~- ~.--,;:·~;-::---, - :'-?~(~~-L:~~_-.:-~·-'- ---=-o---·. 

·f! Cfr. AICalñ-Zamora, Causas y efectos sociales del Derecho Procesal (Civil y Penal}, 
·· .. cit., >¡')¡), .180~2. ~y clcc-Antrigonisnio juzgador-parte.$: situaciones intermedias y dudosas 

(en "Scrltti giuridice ·in memoria di Plero Calamandrei", vol. 11, Padova, 1958): pp; 
)6-7. · .. ; . ' · ... < . . .·. 

11 ·Lns exccpcfoncs est!in reJ)rescntadas por los juicios y procedimientos sin con.tradlctorio 
o, con ·él·pospúcsto::(ñ1onltorio, ejecutivo,· contunmcial o en rebeldía, embargo preven~ 
. tivo) -.y por . .Jos > juldos únivc1·sules de. concurso y de quiebra, en que la posición del 

· 'deudor común··· resulta , afcctudn en : gran medida como consecuencia de la declaración 
for.rcspond!cnte. .· .. .. .. · ...... , ... · . 

lo Pi'inclpioc que en Ja actualidad tiene signlfic<1do met<1fórico, pero que históricamente 
constituyó um1 Tcalidad en Jos tiempos· del duelo judicial en que previamente se pro· 
cedía ni· examen_ de lás nrmas y ·de los· cótitencllentes, a fin de conseguir su "iguala­
miento" '.o •"emparejamiento": •efr; Alcalú~Zumora, Instituciones judiciales y ¡1rocesa/es 
ele/ focro. de. Crzenca. en "Revista de la Escuela Nacional de Jurisprudencia", núm. 
47~48, jullo-diclembre de 1950, p. 334 

11 A tenor de la denominación alemana: bciderscitigen Gelior. 
12 Sin. embmgo, ya en texto t<in antiguo como. el Liber .fodiciorum .o Fuero Juzgo (año 

654) se ndvierte In preocupación por nivelar )¡¡- posicióil de··· los contendientes en el 
'.::'.~proceso (cfr. libro·II. titulo m. leyes l y 9); Téngase, además, en cuenta, la insti­

. · tución del •patrocinio gratuito de los pobres; organizado en diferentes modos según los 
pníses y las épocas, pero tendiente siempre. a permitir a • las personas de recursos 
Insuficientes al acceso ante los tribunales de justicia. 

l!I Para sn estudio, vénse el capital ensnyo de Cnlánrnndrel, Línens frmdmnentnles del 
proceso civtl inc¡uisitorio (en "Estudios sobre el proceso civil" ,..:..:.Btienos Aires, 1945-, 
pp. 225-61), escrito en italiano en 1927 para el homenaje a Chiovenda. . 

H. Puesto que ~n ningún proceso impera de manera absoluta: cfr. Podettl, Tratado del 
. :Proceso· /nbora/, t. I, (Buenos Aires, 1950), p. 23. 

tr.'.Cf1\,'.Alc~Já .. Z.a1norÚ, CnusnS y efectos socin(cs, cit., ppt 181, n"ota .33. 
1~ E.n cUuúfo a las portes, porque junto ni interés individual, entra asimismo en juego el 

·.:·interés de grupo;. y en cuanto a la scntencin. también junto a la. individual; circuriscrlta 
. · .. · a quie_nes litigaron o. tonrnron pmte en el juicio, hay que tomar en cuenta la colectl- e 

· ·'víl; de alcuncc general y con efectos que se asemejan a los de.la.Icy,·•de·1taL~modo 
que se extiende incluso a quienes no litigaron, siempre que los bcnefiC{e:.;.cfr:"\Coutuie~~·' 
Algunas 11ocio11cs. cit., pp. 22-4. El interés de grupo o colectivo ·5é; difcrericla<deléin;.. 
dividua!, en que mientras éste puede determinarse respecto de. un soh) ·iriélividuo;'aquél 
. se ori~¡tna respecto de varios, de muchos o de todos los individuos: . cfr.~éCárrielutti; 
Sistema. cit., t. I, p. 12. :~ .··,: ·· · · · . 

11 Téngase, sin embargo, en cuenta la orientación antformalista Juunque 
· nbsolutos) del articulo •11 de título especial sobre justicia de paz. · · 
18 Cfr. De la Cueva, Sin tesis cit .• p. 113. . . . . . . .. . . . . . 
1u Si bien Pérez Botija scfü1lu .( op. cit. pp., 321-5) doce . rnracterlsticas del proceso Ja.; · 

boral, hemos omitido algunas, corno. In gratuidad, porque se manifiesta en otros órdenes 
procesales. · · ·· · · . ·.. · · · 

:rn Dcstnquemos el canictcr oral y concentrado de. ritnbos/ la emisión del fallo a vérdad 
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... sílGiia. iri ~irc~i~ci~n .~e l~·::·p}1Jc~a;cn;; ~ollciln'cia:.o''¡~···· á~scnciaii·'. r~~triC:ciJ~ ····del · · formaJ····.• 
.· · ... Htúno;•cté.c:(cfr.articulós 440, '463 y 550 LFT.•y20,•fráci•I;,21~ y•4Ldeltitufosobre• 

.jtÍstida,dc.paz):.. . ..• . · ... · .· .. ' ···.··· ,. , . < t· •' ( · \' ~ . 
·· ~1 Por·· lo; que respcda •a la cátegoria ···de conflictos "inter~obreros';,, preferiríamos ,denomi~ 

\naÍ'los'·'.'inte1•~trabriJádores", ·Par su parte, la O~LT.; aLr~fei'irse a los:"confHdosélabo~ 
roles, empica·. terminología distinta: contiendas .. · de fuerza, de ;reglalllentación, o '. de2'.in-
' te reses, :Y taínbién habla de disputas .. juridicas . y .• · de ' conflictos •. econÓIUiC?s; i,así : como . 

. dé· cóntlcndas totales o singulares: cfr. De la Cueya. 'Derecho Mexicano; .cit.; p> .. 731. · 
22 Cfr. Dé la Cúcva, Dcrcc/10 Me."Cicano, cit, t. 11; pp; .725-6.. ·· '··. ·· ,; 
21LQé la Cueva, Derecho Mc;i:icano, cit., t. II, p. 750. , .. <• : ' ' · < .. ··· . 
. ~·' Eri igual sentido, Couture, Algunas nociones, cit;, p.116 yJ20-L ' ''" '· Y: _',;:'f 

-· -~'.~-~_.;_Dc·-Ja ·-Cueva.· Dcrc.cho Me~·lcano, cit., t. Ir-pp .. 893-4 y~ 898~9;::·.'-· · .... ·:'.::.>·~'-\·>~·~;c._--, 
211 Cfr. Podettl, op. cit., t. I, p. infra sección Derecho Comparado. " . , , ·, , 

>27 Znracho, Antonio; Jurisdicción labora/, en Revista del I.T.A.T. núms. 20-1· p.' 130 y ss . 
. ·.··.··:,2B.Dela Cueva, Derecho. Mexicano, cit., •P~·890-1. ·. ) '~· ; "·· ~,tx:: ,;,;~/']'·.·• ·'' 
,' /' ,20 °Partcs en el .. conflicto: Jos mismos 1Utlgantcs, patrón y trabajador'. no, pueden integrar 
· "'•t:"",la ~.Jüiita'accidental que conozca de su·. propio co~fllcto; cada uno debe designar re-

. ; prcscntunte; C.· "Revista Mexicaná del. Trabajo':,. t, l' p .. 6 .. ··.· ·. · 
~ ,ag Zarncho, Antonio; op. cit .. pp; 132-33. ·· · ··.·.. ··. ·.•· .· •. · .·· . . ... 
'81 Cará.ctcr. de las• juntas especiales: no son sino la ·misma Junta Central y se hace la 
:::~~;:división )árri mayor• rapidez~cn la resolución ·de los asuntos. E. S.J.F. S. 12 de novlem-
·~ brc ·ae' 1935. · · 

'ª2'ArtÍcf1fo 360'LFTi '.'Son empresas conexas las relacionadas permanentemente y directa­
·' .. mcnte•prira lá elaboración de productos determinados o para la prestación unitaria de 

·.· ' sérvlcios'\ ' . ·' 
a:1'Pór,cjemplo'en.Fráncia, en el primer periodo (siglo x1x a 1936) los Conseils de Pr11d' 

~:,_;-:;· T}1Cii11n.1cS :~y· los! Organismos de Conciliación y Arbitraje; en España, ]ns leyes de tribu .. 
·· ·.·.··.· · náfo:S: lildustrinles de 1908 y de 1918: En Inglaterra, los consejos Conciliatorios de 

'",Equidad (1867) y"cl Consejo Industrial de 1911. 
34. De la Cueva, Derecho Mc.\·icano, cit., t. U, p. 925. 
311 Supra nota 2'1 
ao Alvarez del Castillo, Apuntes, cit., p. 191. 
37 Véase la nota 52 del capitulo 11. ·· 

·- aR Véase, por ejemplo, Partida m, titulo IV, Ley XXIII. ' . 
1111 Alcnlá-Zamora. Res de Dos Reís. "Rev. de la Ese. Na!. de Jurisprudencia, ''.núm, 31, · 

40 Á9:~~1 p~~/6~;~ nf¿:r11~1~~ del legislndor brasileño proviene del famoso articu!6·,·t~;· del ·· 
código civil suizo de 1907. .. ·""·' " .. ·> r:> 

·fl Cfr. Couture, Algunlls nociones, cit. p. 116. . ;~;;;~3~ ~._. (~:~~:~ 
~2 Cfr. Alcalá-Zamora. Causas y efectos sociales, cit.. p. 173; - · '\ · >~•>::o: .... 
4a E. S.J.F .. p. 599/1955. .. ·'-"1';0:,:1';'': .·. ·· .. ··· 
4~ Roe! Sergio, Como mejorar nuestros tribunales de trabajo. "Rev .. de ·'.frabajq;f::P,revk : · 

. ~r. ~~~ncYi~t~:~lSi~·t~~~t~i/,9!.\.P~. 7~ol. ss. Septiembre 1944, P· 37 y s~.;:::;:i/Li'J '~1:\;··· 
411 Cfr. Vicente y Caravnntes; Tratado Histórico, crítico ffosófico de~:¡ó~'.::~;io~¿flf~{"'i¡;~~;~( 

-~judiciales en nwtcria ciuil. Madrid, 1856, t. I, p. 414. ··:·• ·;:.-~- !.~~N;~'.~.'.~~~;~~.~_-{1:;,:.::> 
47 Ménéndez Pidal, J., Derecho Procesa/, cit., p. 96. >·-::~-~~~r~\\.?-:·~;7;--~.:::tt_; __ ~_" .. , 

. "ª Véase supra, capitulo II, nota 105. . " . ·:: .. · .L: , .. ,, ... ., .... ,,<,.· 
~11 Pnra su critica, Alcalá-Znmora, E11se1ianzas acerca de la acc1on :cif.,/JJ.:\'1 :,\e,:;:;~:,' 
~o Cfr. Chiovcnda, Principios, cit., to1no I, p.p 77 y ss y 87_ .. 9:-.<::·:-:>~: .-,)-:::':~-:>?\;'. ~" <· 
31 Con raras excepciones, como las representndas por Pallares: en/su/'Trátado: de las ac· 

ciones civiles (México, 1945). por Rcdcnti en su Derecho Prócésál Civil ·(cfr. el tomo 
I de su traducción Buenos Aires, 1957, pp. 49) o por la\d()'C:trina francesa,· muy a la 
~ag~. e~ el ~n~1po de los e~tudlos procesales (cfr., por, eje!llpl?.; .SoltÍs • y Perrot, Droit 
¡11d1cmrre prwe, tomo I Par1s, 1961, pp. 117-9). , .. e; .... ::·.;:;; • .. ,., ... , 

ü2 Cntegoria elaborada por Kuttncr en su trabajo UrtcilsllJirkimgcn a11sserltalb des Zivil­
prozcsscs ( 1914) y acogida por Goldschmldt) Derecho: proc. dv. cit., 113-5, quien la 
define como la encaminada "a obtener un mandato dirigido a otro órgano del Estado, 
por medio de la sentencia judicial". < : · · 
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~1~~ª~it~il~&~~i?~!{~][~~~Íí1~~~1i;~~~~~~~~~~~~,~:; ... 
M Así, Alsína; Tratado; cit.; 2a. C-é(t·;; t01nocl;·-;J:í;':d40; ~o kPina y·. Castillo Larrañaga; · · l nstitú.'.' 

> ciones, cit., 6a. ed., p. )42;>,:/. • ,¡;·, ~·· .i.:'•',' St!' ;:? }> < .·· · ·. · · - .. ·•· .• ·.· .·. ,. 
r.r. En este sentido; Kisch;.Elé¡r¡cntos~;cit;,tp.181: en contra Goldschmidt, Derecho proc. 

ciu.·,_cif.rP• 1}2., ·"'.·_:.',._·.".'._._~-:,_:,'·\··;··-.·~,·."--;·,:· .. ·. :,: ,:·:- ... ·- -
uo Puesto que. a veces Ja· finalidad;cautelar ni:> mira, a la fase de ejecución, sino a la de 

conocimiento, como. cri•e!-cáso.de '.aseguramiento de la prueba: véase el artículo 193, 
fracs. vu; y vm cód. prcic/civ:.D.F;, que.·sólo se ha fijado en la testifical, cuando el 
problema puede plantcárse- respecto de cualquier medio probatorio (por ejemplo: del 
dictamen pericial: .cfr. Sentís -Melendo, La pericia in futurum, en "Revista de Derecho 
Procesal" nrgcntina, 1943, II, pp. 256-80). Téngase asimismo en cuenta la necesidad 
de diferenciar la anticipación asegurativa de la prueba y la mera conservación de 
objetos o sustancias que vayan a servir más tarde con fines probatorios: cfr. Alcalá-
Z¡1mora, En torno a la noción de proceso preliminar (en "Ecritti giurirfid in 011ore della 
ccdam''¡ vol. 11 Padova, 1953), pp. 300-1, nota 148. 

li7 cfr. Calamandrei, Introducción al estudio sistemático de las providencias cautelares 
(Traducción: Buenos Aires, 1945), pp. 40-2, 53-5, 60-2, passim. 

ns cfr. Mcnéndez-Pidal, J., Derecho Procesa/ Social, cit., p. 102. 
UD Por- ejemplo: si el proceso concluye sin que llegue a recaer en él la sentencia corres. 

pondiente (extinción en vía autocompositiva, producción de caducidad, cte.): o si esta 
es desistimatoria de la pretensión de condena deducida por el actor. Cosa distinta 
es que la ejecución resulte infructuosa, por carecer el deudor de bienes en que hacerla 
efectiva o por haberlos sustraído a la ejecución, sin perjuicio en este caso de la ~cs­
ponsabilidad en que pueda incurrir por sus maquinaciones dolosas. 

110 Roberto Goldschmidt, La sentencia declarativa, en "Revista de Derecho Procesal "ar­
gentina, 19•13, 1, p. 398, mencionado por Podetti, op. cit., t. I, pp. 139-40. 

m Determinante de los incidentes de previa sustanciación, en contraste con los de simul­
tánea tramitación, o sea las que no suspenden la marcha del proceso principal. Véase 
el artículo 36 cód. proc. clv., D. F. 

112 Téngase en cuenta que en el derecho español, proceso tuvo históricamente un sentido 
esencialmente documental. según se refleja en el famoso drama de Calderón de la 
Barca, El alcalde ele Za/amea, cuando el protagonista habla de él como "pliegos de 
papel" que va reuniendo, es decir, como expediente: cfr. Alcalá-Zamora, Estampas 
procesa/es de In literatura española (Buenos Aires, 1961), p. 15. 

413 Cfr. art. 40 cód. proc. civ D. F., aun no siendo suficientemente explicito en cuanto al 
extremo procedimental. 

fl4 Cfr. Calamandrei, op. cit., pp. 219-23. 
flü Cfr. la Exposición de Motivos del Código Federal de Procedimientos Civiles. 
110 Téngase en cuenta que a tenor de los artículos 34, párrafo lo. 260 y 266 y 272 cód. 

proc. civ. D. F. se implanta en él un sistema de litis cerrada, aunque con algunas 
válvulas de escape (como el art. 273 -excepciones supervenientes- o los 708-9 
-pruebas en apelación - ) , sin que la reforma de 1966, derogatoria de los artículos 
265 y 267-70, haya alterado esencialmente el panorama y si únicamente suprimido el 
trámite de la réplica y dúplica. 

67 Cfr. Pallares, Derecho procesa/, cit., pp. 160-2. 
1rs "Cuando un trabajador demanda su reinstalación o pago de indemnización constitu­

cional, y_ en la audiencia de demanda y excepciones no opta por alguna de las dos, 
de conformidad con la fracción XXII del artículo 123 constitucional. los tribunales del 
trabajo se ven en la imposibilidad de substituirse a la parte y hacer ellos la elección 
entre esas dos reclamaciones que se excluyen por lo mismo. No pudiendo otorgar a 
su arbitrio una de las dos prestaciones, ni conceder ambas, deben resolver absolbiendo 
a la parte demandada". A. D 2442/1953. Res. el 23 de agosto de 1945. "Boletín de 
Información Judicial" de la S. C. de J. Núm. 87 p. 343, septiembre de 1954. 

tl!I Pallares, E .. Derecho Procesal, cit. p. 161. 
'70 A. D. 6847 /1960. Res. el 24 de noviembre de 1961. Boletín de Información Judicial 

de la S. C. de J. núm. 173 de 2 de enero d~. 1962. 
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}''/: fúíicion 'eje~utiva: •las -- caúielares,- :á·.:la(actuación;dé<JacJey,;por~'medios _de .··.previsión· o 

·.·· ·.->'·:Cl~i:énúteki("y._las. ejecutiuas,-a._la ·actuación de:Já • léy:jfor imédfos·}jecutivos: cfr; Chio-
- 'i~vencjá."•Principios, cit., 1 a. ed. española, tomo 1; PP!; 73~4.\i:~.;'I'E' ;~,, - .•• · ·.·.-.· . -· 

-r,4.)\si;;:Alsina, Tratado, cit., 2a. ed., tomo l. p. 340, o Pimíf Castillo Lafrañaga, fnstitu~ 
· .. ;!:{'Ciónes;:cit., 6a. ed., p . . 142. - - · 

.nn Eri este sentido, Kisch, Elementos, cit., p. 181: en contra Goldschmidt, Derecho proc. 
' ' f civ.; cit .. p; 112. 

Puesto :que a veces la finalldad cautelar no mira, a la fase de ejecución, sino a la de 
: conocimiento, como en el caso de aseguramiento de la prueba: véase el artículo 193, 
: fracs. VII, y VIII cód. proc. civ. D.F .. que sólo se ha fijado en la testifical, cuando el 

- problema puede plantearse respecto de cualquier medio probatorio (por ejemplo: del 
aictamen. pericial: cfr. Sentis Melendo, La pericia in futurum, en "Revista de Derecho 
Procesal" argentina, 1943, 11, pp. 256-80). Téngase asimismo en cuenta la necesidad 
de diferenciar la anticipación asegurativa de la prueba y la mera conservación de 
objetos o sustancias que vayan a servir más tarde con fines probatorios: cfr. Alcalá- -
Zamora, En torno a la noción de proccrn prcliminc1r (en "Ecritti giurir/ic-i in onore della 
cedam", vol. 11 Padova, 1953), pp. 300-1. nota 148. · 

m cfr. Calamandrei, Introducción al estudio sistemático de las providencias cautelares 
(Traducción: Buenos Aires, 1945), pp. 40-2, 53-5, 60-2, passim. 

ns cfr. Menéndez-Pidal, J., Derecho Procesal Social, cit., p. 102. 
no Por' ejemplo: si el proceso concluye sin que llegue a recaer en él la sentencia corres~ 

pendiente (extinción en vía autocompositiva, producción de caducidad, etc.); o si esta 
es desistimatoria de la pretensión de condena deducida por el actor. Cosa distinta 
es que la ejecución resulte infructuosa, por carecer el deudor de bienes en que hacerla 
efectiva o por haberlos sustrnido a la ejecución, sin perjuicio en este caso de la ~cs­
ponsabilidad en que pueda incurrir por sus maquinaciones dolosas. 

ero Roberto Goldschmidt, La sentencia declarativa, en "Revista de Derecho Procesal "ar­
gentina, 19'13, 1, p. 398, mencionado por Podetti, op. cit., t. I, pp. 139-40. 

fil Determinante de los incidentes de previa sustanciación, en contraste con los de simul­
tánea tramitación, o sea las que no suspenden la marcha del proceso principal. Véase 

· el articulo 36 cód. proc. clv., D. F. 
c12 Téngase en cuenta que en el derecho español, proceso tuvo históricamente un sentido 

esencialmente documental. según se refleja en el famoso drama de Calderón de la 
Barca, El alcalde ele Za/amen, cuando el protagonista habla de él como "pliegos de 
papel" que va re,miendo, es decir, como expediente: cfr. Alcalá-Zamora, Estampas 
procesa/es de la literatura española (Buenos Aires, 1961}, p. 15. 

63 Cfr. art. 40 cód. proc. civ D. F., aun no siendo suficientemente explicito en cuanto al 
extremo procedimental. 

114 Cfr. Calamandrei, op. cit., pp. 219-23. 
cm Cfr. la Exposición de Motivos del Código Federal de Procedimientos Civiles. 
c1a Téngase en cuenta que a tenor de los articules 34, párrafo lo. 260 y 266 y 272 cód. 

proc. civ. D. F. se implanta en él un sistema de litis cerrada, aunque con algunas 
válvulas de escape (como el art. 273 -excepciones supervenientes- o los 708-9 
-pruebas en apelación_.), sin que la reforma de 1966, derogatoria de los artículos 
265 y 267-70, haya alterado esencialmente el panorama y si únicamente suprimido el 
trámite de la réplica y dúplica. 

CJ7 Cfr. Pallares, Derecho procesa/, cit .. pp. 160-2. 
crs "Cuando un trabajador demanda su reinstalación o pago de indemnización constitu­

cional, y_ en la audiencia de demanda y excepciones no opta por alguna de las dos, 
de conformidad con la fracción xxu del articulo 123 constitucional, los tribunales del 
trabajo se ven en la imposibilidad de substituirse a la parte y hacer ellos la elección 
entre esas dos reclamaciones que se excluyen por lo mismo. No pudiendo otorgar a 
su arbitrio una de las dos prestaciones, ni conceder ambas, deben resolver absolbiendo 
a la parte demandada". A. D 2442/1953. Res. el 23 de agosto de 1945. "Boletin de 
Información Jüdicial" de la S. C. de J. Núm. 87 p. 343, septiembre de 1954. 

CJll Pallares, E., Derecho Procesal, cit. p. 161. 
10 A. D. 6847 /1960. Res. el 24 de noviembre de 1961. Boletin de Información Judicial 

de la S. C. de J. núm. 173 de 2 de enero d!?_ 1962. 
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711 P111lares, E., Derecho Procesal, cit., p. ) JO, _--·· _ _ ·-•• ' ;:;/ 
11 Cfr; Alcalñ-Zamora, Bnseriunzas acciói1, Cit.; PP• -_814-5. -<: 
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Introducida·· en· el tód.· proc. -- civ; Ü; F., .ínediante el nuevo articülo.' 137.:ibis: para su 
estudio, véanse_ los trabuJos ... siguientes:.•c.AJculá-Zamora;·Reforiniis al código/procesal 
civil del- Distrito !J Territorios· F_edeia/Cs erí materia de caducidad de la •instáncia<y. de 
procedimientos inmobiliarios. en "Et Fo~o''., · enero-marzo de 1964, pp. ·37 ;.60;;: Becerra 
Bautlstn, La caclucié/ad ele •/ir instnrié:ia civil .([\.'léxico, _1964; un folleto·de,_3¡,pp). 
Bazarte Cerdán, La cacl11ciclacl_ de la_' instariciá en -e/ código: c]e proé:iidimielltos; civiles · 

·so _A/Jll1vi-ªreezl Ddeis1 ·trCif~s-t!1l'lc0clerE~I 1A1Te1rt.reitori~st _(PMéx
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N 1. Cfr. Alcal<í-Zamora, 'Bnserianzns -acción; . cif;, p. 807; fü:amelÍ ;, código:''·Chilwal11rn; ... 
s···· Cdft .. ¡PJp.1· 1 n3r5e~s6; ¡XrSir

1
1tesis; :cif .• pp. 5_9t~60~_Y1• __ 

1
2
6
87,notas '·!8?-!,:;·;~,, ,'e>\; _• '· :>< ·,·\\ ·. 

• ~ r. a , -, Je ec 10 proc. c111., et.,. p; ~ . ·, .. .; · ;; __ . e.o ., ••. ,,.-., 1.: -.•<>- ..•. _ . 
s:1,E,-".-_ S.C. ·.de .. };, FerrocarrHes· Nacionales de ,Méxicó, S.29.de;·noviembre/35. -._ .... _ 
IH ,Cfr. -Snntoro-Passárel!i:· Nociones· del•-·Dérecho'_•,de/· Trabajo.' _en ._._·''Estudios··::_de __ :Trabajo 
•· _y _Previsión· Social'' (Madrid,_ ¡Íp .. 244-5). •· · <• ~.,, ••.• • ·. ·.· · . . 

¡¡:;'.E: . S: C;· de ·J; t. XLI, p. 2912. .-.. _. __ _ _ _·: 
Sii Que (se ·reflérc a las s!ou!entes categorias: . L.....:. Las . acci011es . para pedir nul!dad' del 
' : coiltrato célebradcí por error, dolo o intimidación: ll."-Las de los trabajadores para 

;yolver. u·ocupar el. puesto que hayan dejado por. accidentg o enfermedades; III.-Las 
_·'que c:o11c(!de,·ii_lostrabajadores -la fracción -xxn ·del- articulo 123 de la Constitución; 

-·-,¡y;• Liis. de· los patrones para despedir justificadamente a los trabajadores o para dis­
ciplinar sus faltas; y V.-Las de los patrones parn tratnr deducciones en los salarios 
de . los trab11jadores por errores que éstos cometan. 

En cúailto al cómputo del plazo, opern así: fracción I: desde el momento en que 
la intimldiición cese; II: desde que el trnbajador quede en posibilidad de desempeñar 
!ns actividades propias· de su· puesto; Ill: desde el momento de la separación: IV: des­
_de que se dio tcnusa para la separación o sean conocidas las faltas, y V: desde el 
momento en que se han probado suficientemente los errores cometidos por el tra-
bajndor. · 

si Comprensivo de las siguientes acciones:_ I.-Las acciones de los trabajadores para 
reclamnr indemnizaciones por incapacidad, provenientes de accidentes o enfermeda­
des profcslonnles: II.-Las acciones de lns personas que· dependieron económlcamen­

-- te'dc Iris trabajadores muertos en accidentes de trabajo, -para reclamar la indemnización 
. corresponden te; y Ill.---Las acciones para ejecutar las, resoluciones de las J t.ntas. 

Desde el.momento en que se determine la naturaleza de la . Incapacidad o de la en· 
formed11d contraída; desde h1 feclrn de la muerte del· trabajador, o desde que la Junta 
-hnya · dietado rt>solución definitiva. Cuando el !mido imponga la obligación de relns· 
talar, el pntrón podrá solicitar de la Juntn que fije al trabajador un término no mayor 
ele treinta dins parn que regrese al trabajo, apercibiéndolo que de no hacerlo, podrá el 
putrón dnr por terminado el contrnto de trabajo, sin responsabilidad. 

sH. Art. 14, fracción l. dt> la Ley de Seguro Social de 31 de diciembre de 1949. 
su Acc1·ca de la naturaleza substantiva que a la prescripción asignan los derechos ro-
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manistas, en contraste con el carácter procesal que se le atribuye en Estados Unidos, 
véase Philonenko, Prescripción extintiva en Derecho Internacional. en "Revista de 
Ja Facultad de Derecho de México" No. 5, enero-marz:o de 1952, pp. 53-95. 
Prescriben en un año las acciones para recibir atención médica y para pedir la repo· 
sición en el empleo de el pago de la indemnización, en caso de despido injustificado, 
con la particularidad de que estas dos últimas acciones no pueden deducirse simultá­
nea ni sucesivamente, sino que ejercida una, queda automáticamente descartada la otra. 
En caso de incapacidad, si el trabajador intentó la fijación y el pago de la indem­
nización y murió antes de dictarse el laudo, los beneficiarios dispondrán de dos años 
para hacer valer su acción; pero si el trabajador no la hubiese iniciado, entonce~ 
prescribió, los deudos no podrán promoverla: cfr. De la Cueva, Derecho Mexicano. 
cit .. t. II. pp. 170-84. 

1111 Cfr. De la Cueva, Derecho Mexcano, cit., t. ll. pp. 170-84. 
m Reglamento de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje de 21 de julio de 1933. 

Estatuto de los Trabajadores al Servicio de la Unión de 31 de diciembre de 1949. 
11:! Para la distinción entre una y otro, cfr. Alcalá-Zamora, Ensayo de diferenciación en­

tre la jurisprudencia y los "usos forenses" en "Estudios de Derecho Procesal" (Ma­
drid, 1934), pp. 263-301. y Derecho proc. pen. cit .. tomo l, pp. 162-4. 

mi Véase, por un lado, el Curso colectivo sobre interpretación de la ley desenvuelto 
en 1946 por los profesores Garcia Máynez, Valdés Villarreal, Labarde, V. Domínguez. 
y Esteva Ruíz, en "Revista de la Escuela Nacional de Jurisprudencia", número 35-36, 
julio-diciembre de 1947, pp. 3-123, y, por otro, Couture, Interpretación e integración 
de las leyes procesales, en revista cit., núm. 43, julio-septiembre de 1949, pp. 83-121. 
más la Mesa Redonda a que dio lugar, en rev. cit., núm. •H, octubre-diciembre de 
1949, pp. 9-68, en que se recogen las intervenciones de Alcalá-Zamora, Castillo La­
rrañaga, Esteva Ruíz, García, Máynez, García Rojas, Medina, Pardo Aspe, Pina, Re­
caséns Siches, Trueba Urbina y V. Domínguez, más las réplicas del propio Couture. 
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···· ·: CAríTí.fr.b 1v•.··. 
, - .- • ._•> x' 

CONSIDERACIONES PROCESALES SOBRE LOS SUJETOS 

Noción general . .-Partes.-Capacidad para ser parte.-Capacidad. procesal; 
....-Capacidad de postulación.-Representación procesal.-Representació1f;sin~:., 
dical.-Legitimación y personalidad.-Sustitución proc,esal.-Sucesión: pr(Jce--. 
sal.-Pluralidad de partes, en especial las terccrías.-!uzgador.-Pres.i4entes. 
de 'las funtas.-Presidentes auxiliaz·es.-Excusa y recusación.-Procuraduría 
para la Defensa del Trabajo . .-Auxiliares de las !untas de Conciliación y··· 

Arbitraje. .. .. . ·· 

1. NocIÓN GENERAL. Los sujetos que interviepen en el desarrollo de un 
proceso cualquiera, se pueden dividir en dos grandes categorías: principales, 
es decir, los que lo son de la relación jurídica procesal -a saber: las dos 
partes y el juez-, y secundarios, o sea todos los demás (auxiliares, peritos, 
testigos, etc.) 1 En el proceso léiboral los sujetos principales son las partes 
y, en funciones de juzgador, la Junta respectiva integrada por los represen~ 
tantes del Gobierno, del capital y del trabajo. Nos ocuparemos primero de 
las partes, después del juzgador y nl final haremos una sucinta referencia a 
los sujetos secundarios. 

2. PARTES. El concepto de parte es esencialmente formal, ya que como 
tales hay que considerar a quienes actúen con dicho carácter en un proceso, 
aun cuando no sean siempre los titulares de la relación material controver~ 
tida.2 Por partes hemos de entender los sujetos de la acción, en contraste 
con el del juicio. que lo es, dicho se está, el juzgador,ª o bien los sujetos que 
contienden acerca de una pretensión litigiosa y piden acerca de ella la deci~ 
sión jurisdiccional pertinente. 1 Las posiciones de parte en el proceso no 
pueden ser ni más ni menos de dos," sin que representen derogación a la 
regla, ni el llamado proceso de una sola parte,º ni la institución de la tcrce~ 
ría,1 por razones que mediante nota exponemos. 

La fijación del concepto de parte tiene gran impOrtancia y repercute en 
diferentes sentidos: fijación del fuero competente, litispendencia, cosa juzga~ 
da, costas, justicia gratuita, litisconsorcio, interrupción del procedimiento·, ex~ 
clusión de funcionarios judiciales, .actuación o no como testigo, capacidad 
para prestar juramento, etc. 8 
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Estas indicaciones introductivas nos van a permitir ir puntualizando la 
noción de parte, de acuerdo con los elementos integrantes de la misma que 
señala Chiovenda.11 

3. CAPACIDAD PARA SER PARTE. No es sino la capacidad jurídica o de 
goce, en su proyección hacia el proceso. La poseen, desde luego, tanto las 
personas físicas como las jurídicas, y las dudas, no resueltas por el articulo 
25 del código civil, en que no se ha representado el problema, se contraen 
hoy día (descartada en la actualidad la perspectiva de procesos contra ani­
males u objetos inanimados) a las uniones sin personalidad y a los patri­
monios autónomos. 10 

La persona física adquiere la personalidad con el nacimiento (sin per­
juicio de los derechos que puedan corresponder al concebido no nacido) y 
la pierde con la muerte ( art. 22 código civil). Analógicamente, las per­
sonas jurídicas surgen a partir de su constitución o formación legal y se 
extinguen con su disolución. 

En el proceso laboral, las personas tienen el derecho de intervenir como 
partes en los juicios en que estén en juego los propios intereses. Esta capa­
cidad de goce la poseen las personas que se hallen en los supuestos señala­
dos por los artículos 31.i y 41' de la LFT. que dan los elementos necesarios 
para reputar a una persona como trabajador o como patrón. 

4. CAPACIDAD PROCESAL. No es sino la capacidad de obrar o de ejerci­
cio, referida a la esfera procesal. En las legislaciones de ascendencia espa­
ñola, como la nuestra, es conocida como capacidad para comparecer en 
juicio, pero no se circunscribe a ese momento, sino que ha de darse a todo 
lo largo del proceso. Por razones de sobra conocidas (minoría de edad, 
demencia, etc.), no toda persona, aun teniendo élerecho, puede intervenir por 
sí ante los tribunales, sino que ha de hacerlo ~nediante una persqna plena­
mente capaz, que ostente su representación legal. Desde el punto de vista 
de su actuación en un proceso civil, Alcalá-Zamora ha formado cuatro pun­
tos: a) Personas físicas incapaces, con capacidad disminuida o imposibilita­
da para actuar en juicio; b) Personas jurídicas y asociaciones; e) Uniones 
sin personalidad y patrimonios autónomos, y d) Entidades y organismos de 
derecho público.11 

En materia laboral encontramos algunas importantes diver¡:¡encias. La ca­
pacidad que en la esfera del derecho común adquieren, como regla, las personas 
físicas con la mayoría de edad en los términos del código civil, en nues­
tro campo se alcanza a los 16 años: quienes la tengan, son considerados 
mayores y se les reconoce plena capacidad, mientras que los comprendidos 
entre 14 y 16 años, solo poseen capacidad de goce (es decir, para ser parte, 
pero no capacidad procesal) y necesitan, por tanto, un representante legal 
para hacer valer sus derechos ( art. 20 LFT). Los menores sólo podrán 
firmar contratos de trabajo con la autorización de sus padres o tutores, o por 
medio del curador, o bien con permiso de la Junta correspondiente o de la 
autoridad política, cuando no existiere aquélla. 

Los menores de 14 años tienen prohibido el trabajo, y por ello no se 
mencionan como poseedores de capacidad alguna. Sin embargo, el principio 
protector que inspira nuestra legislación laboml, no desampara a estos tra~ 
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bajadores "fuera de ley": no se les impone sanción alguna, sino que la multa 
recaerá en quien los haya empleado a sabiendas de ~u minoría de edad. Al 
menor se le cumplirán los derechos que le corresponden por el tiempo tra­
bajado, y se dará por terminada la relación laboral; por consiguiente, este 
menor de 14 años podrá hacer valer sus derechos en un momento dado, por 
medio de un representante legal. 

La capacidad que se otorga a los mayores de. 16 años, es harto discu­
tible. En el primer capítulo de este trabajo, mostramos la protección que el 
Derecho proporciona a los débiles, con miras a rodearlos de cierta seguridad 
jurídica: pero la verdad es que, a veces, se llega a la exageración, y el re­
sultado que se espera positivo, se transforma en negativo, así sucede cuando 
se emancipa prematuramente a los trabajadores menores de edad. Creemos, 
pues, más conveniente que la emancipación de los trabajadores menores sea 
11 los 18 años, y que desde los 14 a dicha edad puede ejercitar sus derechos 
mediante la representación legal que el artículo 20 LFT indica. Aun cuando 
siempre se ha discutido que una edad fija pueda determinar las mismas con­
diciones de capacidad o de responsabilidad en una persona y en otra, de 
'.:ualquier manera se tiene que fijar numéricamente, y si la legislación civil 
ha marcado los 21 años ( 18 si son casados) , por estar así ordenado en la 
Constitución Política, en esos 18 podría quedar fijada la mayoría de los me­
nores trabajadores. 1 ~ Un muchacho de sólo 16 años, carente de experiencia, 
pero que tiene la imperiosa necesidad de ganarse el sustento, tendrá que ha­
cer frente a responsabilidades que no está, ni por su ignorancia, ni por su 
posición económica, en condiciones de asumir. Compárese su situación con 
la de un estudiante, que podría muy bien ser de Derecho y estar próximo a 
terminar la carrera con las calificaciones más altas, y quién, sin embargo, 
no se le reconoce su plena capacidad sino cuando cumpla los 21 años. 

5. Por último, Chiovenda habla de capacidad para pedir en juicio, como 
un presupu~sto formal. Esta misma capacidad es examinada por Goldsch­
midt, como capacidad de postulación, en virtud de la cual, sólo los abogados 
habilitados pueden realizar actos procesales ante los tribunales, debido a sus 
conocimientos jurídicos. Esta exigencia adquiere más relieve en las legisla­
ciones que como la francesa o la española 1ª -Y conforme a rasgos muy 
peculiares, la inglesa también...-1-1 encomiendan la representación al procura­
dor (avoué en Francia) y el patrocinio al abogado. Entre nosotros, la repre­
sentación procesal no es obligatoria, ya que los interesados y sus represen­
tantes legítimos pueden actuar personalmente, o bien por medio de procurador 
con poder bastante ( art. 46 CPC ) . 

En el proceso laboral no rige el ius postulandi, pues si bien el artículo 
480 LFT menciona la posibilidad de litisconsorcio, no exige la representa­
ción unitaria, sino que la deja como facultativa, aunque sería conveniente 
una misma dirección. 

Para ser parte en un juicio laboral hacen falta los dos primeros requi­
sitos de los tres que hemos mencionado. 

6. REPRESENTACIÓN PROCESAL. A diferencia de la representación legal, 
está otra, a veces denominada voluntaria, pero que en numerosos países re­
sulta necesaria, 1

" pertenece al campo del enjuiciamiento. Pese a los incon-
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venientes que algunos autores le señalan,1º ofrece ventajas para quienes 
deban actuar en juicio, como actores o como demandados, y no dispongan 
del. tiempo, necesario para atenderlo, o bien ignoren el derecho, el mecanis .. 
mo procesal, el idioma nacional, etc. 

La representación procesal permite al interesado elegir conforme a sus 
conveniencias al que considere más apto --Y en ello encontramos el benefi~ 
cio-- para que intervenga. en su nombre en un determinado juicio. La repre~ 
sentación se considera como un mandato judicial, reglamentado por los artícu~ 
los 2585 a 2594 del ce. que expresan la forma de otorgarla (general o 
especial), la manera de terminarla; los derechos y los deberes del mandant.e 
y del mandatario; etc. Quienes pueden asumir tales responsabilidades son 
los abogados, de acuerdo con el Estatuto. jurídico del Abo11ado, Ley orgáni~ 
ca para los Tribunales comunes del Distrito y Territorios Federales, Código 
de Procedimientos Civiles y a la Ley reglamentaria de los artículos 41' y 59 de 
la Constitución. 17 

En el proceso laboral existe también la representación procesal, que· 
puede atribuirse a cualquier persona, sea o no abogado, mediante carta po-: 
der. que acredita la personalidad del mandatario, considerada como un man;:. 
dato, puede ser general o especial ( art. 459 LFT) .18 · 

Para la defensa de los trabajadores se ha establecido una Procuraduría 
del Trabajo, cuyas funciones estriban en asesorar o representar a los traba~ 
jadores que lo soliciten. 10 

, •>··. . .· .. 

17. REPRESENTACIÓN SINDICAL. Considerando que los ·sindicatos deben 
en todo momento velar por los intereses de sus .asociados, aLhl.tervenir en 
representación de uno de ellos, no necesitan carta poder, ni mandato alguno, 
ya que existe la presunción de que el trabajador nada objeta; y sólo en el 
momento de que personalmente intervenga, cesará la representación sindi­
cal,20 a no ser que exprese la voluntad de que el sindicato continíte repre-
sentándolo. · 

El límite de la representación sindical coincide con los límites de la 
materia laboral: "El sindicato no puede representar a sus asociados sino en 
asuntos propios de materia laboral; y su ·representación cesa cuando el aso• 
ciado deja de pertenecer a dicho sindicato".21 Los beneficios de la represen­
tación sindical se extienden a los que económicamente dependían del tra­
bajador y que ejercen acciones: "Los dependientes económicamente de un 
trabajador pueden ser representados por el sindicato al cual pertenecía el tra­
bajador".~2 · : 

Los sindicatos tienen personalidad jurídica reconocida por el artículo 
247 LFT y ella es necesaria para el cumplimiento de sus actividades. Inhe­
rente a la misma es la capacidad de ejercicio de sus derechos como persona 
moral y de los derechos de sus asociados (art. 460 LFT), la cual se 
proyecta al ámbito de los juicios laborales y bajo el nombre de capacidad 
procesal le permite representar a sus agremiados en los conflictos de traba­
jo. Ahora bien; ¿hasta que punto puede intervenir el sindicato? El ya men­
cionado artículo 460 está incompleto, pues debiera agregar que la actividad 
representativa del sindicato cesa cuando tratándose de uno o varios derechos 
individuales, ejercitados por los propios interesados, la solución, cualquiera 
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que fuera, nó afectaría en manera alguna los interes~s de la comunidad que 
protege y representa. · ·. ·· ·. 

De otra manera, estaría faltando al artículo 232 LFT, que define al sin;. 
dicato así: "Sindicato es la asociación de trabajadores o patrones ... cons­
tituida para el estudio, mejoramiento y defensa de sus intereses comunes". 
Esta disposición libera al sindicato de ocuparse del interés individual de cada 
uno de los agremiados; pero como protección a la clase laboral. se ha ex­
tendido la interpretación, y el sindicato toma cartas en los asuntos individua­
les de los trabajadores a él afiliados. La realidad, sin embargo, es que, 
obligación sólo existe tratándose de los asuntos que afecten al interés común. 
Por ello, cuando el trabajador interviene, y no expresa su voluntad de que 
el sindicato lo represente, cesa de inmediato la representación que se le 
venía dispensando. . . 

La ~bjeción que se formula a este precepto es que en casos en que el 
trabajador actúe por propio derecho, la solución puede afectar a la asocia­
ción; el sindicato puede entonces intervenir como tercero. 

No podemos ni debemos restringir o limitar los derechos de cada tra­
bajador para defenderse en los juicios que le atañen (art. 53 LFT). 
pero cuando por su acción o acciones pone en peliílro los intereses comunes, 
el sindicato tiene también el derecho de defenderse. · 

8. LEGITIMACIÓN Y PERSONALIDAD. Aun cuando la LFT, y lo mismo el 
CPC del Distrito Federal desconocen el concepto de legitimación (legitima~ 
tis ad causam). en contraste con la legitimatis ad processum. que se refiere 
a lá capacidad procesal: ( srtpra no. 4) , hay que tenerlo presente en cualquier 
clase de proceso. La legitimación tiende a que el proceso se desenvuelva 
entre las verdaderas partes, a fin de evitar la inutilidad del seguido entre 
quienes no lo sean. Ha de darse tanto en el actor como en el demandado y 
representa el vínculo jurídico substantivo de las partes con el litigio o con" 
flicto objeto del juicio.~ª En cuanto a personalidad, la jurisprudencia espe­
cialmente la relaciona con las calidades necesarias para comparecer en juicio, 
así como con el acreditamiento del carácter o de la representación con que 
se redama.~ 1 De ella sí se ocupa la LFT, ya que las Juntas tienen la facultad 
de prqceder a la identificación de las personas que se ostenten como partes, 
siempre que medien sospechas acerca de si son o no las verdaderas ( art. 
459). A ese respecto se acudirá como supletorio al artículo 195 CPC. Cuan­
do las partes acudan por su propio derecho, bastará con que muestren algu~ 
na credencial que las identifique. En caso de representación, se mostrará 
la carta poder. o algún escrito que demuestre la personalidad, y como diji~ 
mos antes (supra no. 6 nota 18). El requisito se cumple inclusive con la 
presentación de un telegrama. Los representantes de personas morales de~ 
ben presentar el registro de los poderes generales otorgados por la mesa 
directiva. 25 Los sindicatos exhibirán los documentos que se refieran al re~ 
gistro concedido por el departamento del trabajo.20 La falta de personalidad 
puede ser opuesta como excepción. y es también materia de prueba. 

Puede surgir un problema relativo a la confusión en cuanto al nombre 
del patrón, o a datos sobre él, que estén equivocados. En este caso, se con., 
sidera que el trabajador no tiene obligación de conocer la calidad jurídica 
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de sus patrones, (si son gerentes, dueños, jefe de personal, capataz, etc.). 
y esa circunstancia no hace variar el contenido de la reclamación, sino que 
basta mencionar los elementos y condiciones del contrato de trabajo.37 

Cuando en una demanda aparezca como demandado un gerente por su 
nombre, no se entenderá dirigida cotra él, a título particular, sino en su ca­
lidad de representante de la empresa, salvo que se refiera a prestaciones en 
beneficio personal del mismo, en cuyo caso, las pretensiones contra él dedu­
cidas se examinarán por separado de las formuladas contra la empresa 
como tal. 

9. SUSTITUCIÓN PROCESAL. En virtud de ella, una persona actúa pro­
cesalmente en nombre propio respecto de un derecho ajeno. Significa, por 
tanto, la separación entre sujeto de la relación jurídica material, que lo es 
el sustituto o sustituyente, el cual es quien va a actuar como parte en el 
juicio. Y de acogerse el contraste carneluttiano entre litigio y proceso, el sus­
tituido sería el sujeto del primero y el sustituto el del segundo.28 Por su propia 
índole, su ejercicio, es decir, el de las denominadas acciones oblicuas 
(para diferenciarlas de las directas), está prohibido, en principio: "Ningu­
na acción -dice el artículo 29 CPC- puede ejercitarse sino por aquel a 
quien compete o por un representante legítimo"; pero el popio precepto y 
luego otros varios del propio cuerpo legal contienen derogaciones a la regla.~u 
La sustitución no ha de confundirse con la representación: la diferencia con­
siste en que mientras el sustituto actúa en nombre propio, y "sufre todos los 
riesgos de la acción".ªº Respecto de un derecho ajeno, el representante lo hace 
en nombre de otro y respecto de un derecho de éste, y, por tanto, las repercu­
siones de la acción gravitarán sobre el representado. 

La sustitución puede ser voluntaria u obligatoria. En el primer C'aso 
viene determinada por el interés que tenga un tercero en un negocio, cuando 
advierta que el directamente interesado descuida el asunto, como sucede en 
la hipótesis de que el acreedor sustituido deje de promover respecto de su 
deudor, con riesgo de que sobrevenga la prescripción. Es. en cambio, obli­
gatoria, cuando viene establecida por la ley, cual ocurre con la subrogación 
( arts. 2058-9 CC) o con el supuesto del artículo 32 CPC para el D. F. 
en su fracción 111. Como es natural, siempre que se trate de acciones pro­
venientes de derechos personalísimos (verbigracia, los concernientes al esta­
do civil), la sustitución no puede entrar en juego, salvo respecto de situacio­
nes afectadas por nulidad absoluta, si ésta es aducida por tercero interesado 
en ello. 

Una regulación general de la sustitución debilitaría según Carnelutti. 
el derecho subjetivo, caracterizado por hacerlo valer su titular, y de ahí que 
en atención a la utilidad que presta en ocasiones aconseje que se regule 
caso por caso.ª1 

10. En materia laboral. y dejando al margen el caso del artículo 181 
LFT, que no es propiamente de sustitución sino de llamamiento de tercero:; 
(infra, no. 13), encontramos la figura, como facultativa, en el artículo 52, 
cuando permite a los sindicatos que sean parte en un contrato colectivo 
ejercitar las acciones que nazcan del mismo, contra las personas que el pre­
cepto menciona, y sin perjuicio de las individuales previstas por el artículo 
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53. En relación con los preceptos citados, podría suceder que intentaran 
intervenir los acreedores del trabajador, y entonces ha de tenerse en cuenta 
que el salario mínimo no es susceptible de descuentos ni embargos judicinles 
o administrativos, salvo si se trata de obligaciones alimenticias, en cuyo 
caso los acreedores pertenecerán a la familia que de él dependa económica­
mente. Cabe, además, que sea acreedor el mismo patrón, quien podrá reco­
brar su crédito mediante descuento en el salario del trabajador, siempre que 
no exceda del 30 por ciento del excedente del salario mínimo y de acuerdo 
con el mismo trabajador (art. 91 LFT). Cuando sea parte actora la 
empresa, existe, en principio, la perspectiva de que sea sustituida por algún 
sindicato patronal que tenga, a su vez, el carácter de acreedor, pero de 
hecho, esos sindicatos no existen, aun cuando si los de trabajadores. Pues 
bien: uno de éstos o cualquier otro tercero que advierta la posibilidad de 
hacer efectivo su crédito merced a la fuerza económica de la demandada ( pién­
sese en un sindicato o en una federación de sindicatos) puede sustituir al 
acr·eedor directo. 

11. SUCESIÓN PROCESAL. El proceso iniciado entre unas determinadas 
personas (físicas o jurídicas) puede, a partir de un cierto momento, prose­
guirse entre otras distintas, tanto desde la posición activa como desde la pa­
siva, siempre que se trate de las relaciones jurídicas materiales transmisi­
bles. La sucesión puede tener lugar en cualquier etapa procesal, y el o los 
sucesores continuarán esgrimiendo las prestaciones y excepciones hechas 
valer por sus antecesores, más las que le sean propias, y con exclusión, dicho 
se está, de las que sean personalísimas de los primitivos litigantes.32 En ma-· 
teria común, la sucesión puede ser singular o universal y basarse tanto en 
títulos inter vivos como mortis causa.33 

En el ámbito laboral, el fenómeno como indica Podetti. no difiere mu­
cho en cuanto a los rasgos que presenta en la esfera del derecho común.ª~ 
Para el citado autor, las acciones serían bienes de valor económico, tesis con 
la que no estamos enteramente de acuerdo, puesto que en distintos órdenes. 
procesales (verbigracia: el penal, existen acciones que no persiguen propor­
cionar a una persona una restitución económica). Ello no obstante, Podetti 
considera que tal circunstancia es la que origina la posibilidad de sucesión 
procesal. Efectivamente, las acciones que poseen contenido económico son 
transmisibles, pero no son las únicas, puesto que entre las que no son eco­
nómicamente valorables, existen también algunas que pueden transmitirse o 
heredarse, como las de reconocimiento de paternidad, ejercitable por los 
nietos contra el abuelo, cuando el padre hubiere fallecido mientras intentaba 
la declaración correspondiente (cfr. art. 34 7 ce). 

12. En materia laboral, la LFT es sobremanera raquítica acerca de la 
sucesión procesal. Sin embargo, su artículo 35 señala que cuando un patrón 
sucede a otro, a título universal (la ley dice substitución. y aun cuando no 
especifica los medios en que puede ocurrir, es de interpretarse que admite 
todos aquellos que sean a título universal, como herencia, compra, arrenda­
miento de la empresa o negociación), el nuevo patrón asumirá los derechos 
y obligaciones del anterior patrón, por las responsabilidades surgidas antes 
de la substitución, hasta por un término de seis meses, durante los cuales 
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se solidarizan ambos patrones. Si durante ese lapso está pendiente un jui,.. 
cio, se podrán hacer valer los derechos y acciones del patrón anterior y del 
actual, siempre que no deriven de calidades personales del primero. 

No podríamos afirmar ni negar categóricamente la existencia de suce­
sión procesal a título singular en el enjuiciamiento del trabajo. Indudable­
mente que no todas las acciones laborales son hereditarias. El silencio de 
la LFT impide extraer de ella una orientación en este punto, pero es evi­
dente también que, por ejemplo, el fallecimiento de un trabajador puede 
suscitar el problema en Ja práctica. A este propósito, si el trabajador falle­
cido era parte demandada en un juicio laboral, no podrá continuarse la acción 
contra sus sucesores; en caso contrario, o sea si actuase como actor, la posi,.. 
bilidad de sucesión dependerá de la clase de pretensión ejercitada. La ca,. 
rriente proteccionista de la legislación laboral obliga a ésta a permitir la 
transmisión de ciertas acciones en caso de muerte, en tanto que la de otras 
deviene imposible, por razón de su naturaleza, como sucedería con la que 
tuviese por objeto la reinstalación en el trabajo. En cambio, las prestaciones 
convertibles en dinero, o que directamente se refieran al pago, pueden ser 
exigidas por los sucesores que dependiesen económicamente del trabajador 
finado, ya que si no, se produciría un enriquecimiento sin causa del patrón. 
Debemos advertir que la familia laboral, como la llama Podetti, difiere en 
cuanto a los nexos en que se basa la familia civil.35 Efectivamente: el código 
civil dispone que los hijos menores de 18 años, y el cónyuge supérstite, tienen 
derecho a recibir alimentos, y en cuanto a los demás efectos civiles, como 
la herencia, alcanzan a todos los parientes en línea recta, y hasta dentro del 
cuarto grado entre los colaterales, (el parentesco por afinidad no da derecho 
a heredar)' arts. 1602 y 1603 ce); mientras que en materia laboral. 
esa relación tan solo ocurre respecto a los familiares que económicamente 
dependan del trabajador, de tal modo que, si un hijo es menor trabajador. 
no tiene derecho a recibir la ayuda que, en otras circunstancias le corres~ 
pondería. Por otro lado, los grados de parentesco no tienen aquí gran sig­
nificado; la relación que se establece, se basa en el concepto de dependencia 
económica, término en cuyo análisis no podemos, por desgracia, deternernos. 
pero que es de alcance impreciso y de fijación dudosa. 

La sucesión respecto a la parte activa, por cesión de derechos, dice Po,. 
detti, no puede presentarse, y dos son las razones que fundan tal afirma~ 
ción: una, la irrenunciabilidad que se presenta en la mayoría de los derechos 
laborales, y otra, que las acciones nacieron de relaciones -directas o indi­
rectas .-entre empleador y empleado.36 

13. PLURALIDAD DE PARTES, EN ESPECIAL LAS TERCERÍAS. Dijimos antes 
· (supra. no. 2) que las posiciones de parte en un proceso no pueden ser ni 
más ni menos de dos: pero ello no es obstáculo para que cada una de las 
mismas se componga de varias personas, en cuyo caso estamos ante la figura 
del litisconsorcio, a la que ya nos hemos referido y acerca de la que la LFT 
es muy poco explícita (supra no. 5), ni para que junfo a las partes origina­
rias o frente a ellas, ocasionando en esta hipótesis un segundo proceso,37 se 
sitúe un sujeto distinto, y entonces nos hallamos ante las tercerías. A su 
vez, según que el tercero o tercerista comparezca motu propio. o por el con,. 
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ti:ado/a,C:6nsecu~nciá ele un~ comunicación de alguna de las partes primitivas 
·o deJl juzgador, se diferencian la tercería-intervención y la tercería-llama.­
miento> 'Finalmente, en atención al plano, de igualdad o de subordinación; 

. en .qüe;'el tercerista se coloque respecto de las partes del proceso pendiente, 
tenemos :1a teoría principal o excluyente {con sus dos variantes de dominio 
ó de preferencia) y la adhesiva o coadyuvante: :ia en aquélla, el tercerista 
hace valer un derecho que afirma pertenecerle, mientras que en la segunda 
se·mueve a impulso del mero interés en el triunfo de la parte principal coad­
yuvai1te> 

14. La LFT dedica al tema de las tercerías tan sólo cuatro artículos 
( 566-9), relativos a la tercería excluyente. Si se promoviere tercería ex­
cluyente de dominio sobre bienes embarnados, el Presidente de la Junta o la 
autoridad ejecutora dispondrán desde luego que se suspenda la ejcución 
( art. 566). y citarán al tercero para que dentro de las veinticuatro horas 
siguientes, a la hora señalada y con audiencia de los interesados (léase, de 
las partes originarias), rindan las pruebas que estime convenientes ( art. 
567), tras lo cual la Junta resolverá si es de levantarse el embargo o si sigue 
la ejecución adelante ( art.s, 568-9) .:111 Fuera de esas cuatro disposiciones, 
hay que traer a colación el artculo 481 , donde se hallan diferenciadas la 
intervención-adhesiva, y la tercería-llamamiento, esta segunda cuando la de­
manda pueda afectar a personas distintas de quien o quienes aparezcan como 
demandados en ella. En cuanto a la intervención adhesiva, puede promo­
verla cualquier tercero a quien puede afectar la decisión con autoridad de 
cosa juzgada que recaiga entre las primitivas o bien las relaciones procesales 
entre él y el coadyuvado.•º El coadyuvante no pide nada para si (si lo 
hace, será litisconsorte o tercerista principal, según las circunstancias), pero 
sí cabe que realice las actuaciones que incumban a Ja parte coadyuvada, así 
como que la represente, cuando estuviere ausente.41 

15. JUZGADOR. El tercer sujeto de la relación procesal lo es el órgano 
jurisdiccional o juzgador, es decir, el oficio que lleva a cabo la actividad ju­
risdicente. En atención al número de los oficiales que componen el oficio,42 

tenemos. por un lado. el juzgador unipersonal o monocrático y. por otro, el 
pluripersonal o colegiado, y tanto uno como otro pueden estar desempeñados 
por jueces pitblicos (la regla hoy en día) como por jueces privados ( árbi­
tros), o que se dé una situación intermedia como precisamente ocurre con 
las J11ntns que ejercen la jurisdicción laboral en México. Cabe .también que 
el órgano jurisdiccional conozca a la vez del hecho y del derecho, o bien 
que cada uno de esos extremos esté encomendado a uno distinto, como su­
cede con el tribunal del jurado. en que los jueces populares o legos se pro­
nuncian sobre las cuestiones fácticas, en tanto que los jueces profesionriles 
o juristas aplican luego las normas jurídicas al veredicto emitido por aquéllos. 

16. El juzgador se diferencia de las partes en ser un tercero imparcial, 
ajeno a la contienda entre éstas, en la que sus intereses no están en juego, 
puesto que. en caso contrario, tendría que abstenerse de conocer el asunto. 
Cualquier causa (amistad, enemistad. parentesco, etc.) que pueda desviarle, 
en principio, de la línea de imparcialidad, debe determinar su inhibición y, en 
su defecto, atribuye al litigante afectado por la misma, la facultad de 
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recusarlo. Y es que aun por encima del dominio del derecho, en jueces y 
magistrados han de buscarse las cualidades éticas de independencia, hono­
rabilidad y rectitud en el desempeño del cargo. Además, no es un tercero 
cualquiera, sino que está llamado a decidir con imperatividad el litigio que 
enfrenta a los contendientes, es decir, se encuentra supra partes, y de ahí la 
fuerza inherente a sus resoh1ciones:1

:
1 Ahora bien: cuando una jurisdicción, 

como la laboral en México, reviste composición paritaria, con representantes 
encontrados del capital y del trabajo, esa nota de. imparcialidad a las par­
tes no se da plenamente, ya que los vocales en cuestión tienen el carácter 
híbrido de jueces-defensores."' 

17. Los jueces son designados de distintas maneras,4r' según las épocas 
y los países y la clase o categoría a que pertenezcan. Encontramos, pues, 
diversas fórmulas que abarcan desde el régimen de oposiciones y concur­
sos, hasta el nombramiento por el Ejecutivo (solo o asociado a las Cámaras 
Parlamentarias), pasando por la elección popular, por la selección o desig­
nación por el propio Judicial. e incluso por las propias partes, como sucede 
generalmente respecto de los árbitros en asuntos civiles, sin contar con la mal 
llamada prórroga de jurisdicción (léase de competencia), que permite a los 
litigantes alterar, mediante concierto expreso o tácito, los criterios compe­
tenciales establecidos por el legislador. a propósito del territorio. En México, 
los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación son nombrados 
por el Presidente de la República con aprobación del Senado, y una fórmu­
la análoga, sólo que con ratificación de la Cámara de Diputados, rige para 
los magistrados del Tribunal Superior del Distrito. A su vez, dichos órganos 
nombran a los demás jueces de las jurisdicciones respectivas, a saber: la 
Corte los del orden federal y el Tribunal a los del Distrito y territorios, con 
la excepción de los jurados, elegidos mediante sorteo de entre quienes figu­
ren en las listas establecidas al efecto. 111 La elección, no popular, sino res­
tringida a la categoría respectiva. la encontramos respecto de los árbitros 
que integran las Juntas de Conciliación y Arbitraje, y encomendada, como 
regla;17 a los interesados, cuando se trata de designar a los árbitros en ma­
teria común. Los árbitros laborales permanecen en su cargo dos años y, por 
tanto. la función que desempeñan no se agota con el conocimiento del asun­
to y la emisión del laudo correspondiente, si bien pueden cesar antes, por 
renuncia, revocac1on o remoción ( art. 390 LFT). Consideramos que 
la duración en el cargo resulta muy corta y que la función de los mismos se 
debilita a causa de las facilidades que la ley otorga para revocnrlos, lo que 
les orilla a actuar bajo el temor de perder el puesto; pero a la vez hay 
que reconocer que constituye un medio para obligarlos a representar fielmen­
te a quienes depositaron en ellos su confianza, aun cuando con la contra­
partida de que para no defraudar a sus representados y electores, se con­
duzcan con parcialidad a su favor, o sea, actúen cual jueces-defensores, según 
dijimos antes. 

La atribución del puesto por dos años, requiere que la ley estnblezca 
el sistema para la elección de los representantes. De ello se ocupan los artícu­
los 369 y 370, pertenecientes al título VIII, relativo a las autoridades del 
trabnjo. A tenor de los mismos, pueden ser electos quienes reúnan las si-

80 



guientes cualidades: 1. Ser mexicano, mayor de eda.d y en pleno goce de sus 
derechos civiles: 2. Saber leer y escribir; 3. No pertenecer al estado ecle:.. 
siástico: 4. No haber sido condenado por delitos infamantes. Trátase de 
requisitos que no requieren aclaración alguna, por su alcance obvio. 

La ley señala también como han de celebrarse las elecciones y en qué 
lugar: se harán por medio de convocatorias que se distribuyen en los años 
pares durante los primeros días de octubre: el día 1 o. de diciembre se lleva 
a cabo la elección, después de haber cumplido con lo dispuesto en los artícu­
los 371 a 386 (referentes a registro de sindicatos. grupos de trabajadores. 
cómputo de votos, etc.), y el día 1 O de enero del año siguiente se constitui­
rá la Junta (art. 387 LFT). 

18. PRESIDENTES. Los presidentes de las Juntas deben reunir los requi­
sitos de los artículos 339 y 397, según que se trate de Juntas de Conciliación 
o de Conciliación y Arbitraje. En el segundo caso, las exigencias legales 
son semejantes a las que conciernen a los representantes, con la doble ex­
cepción de la edad, que se aumenta a 25 años, y la exigencia del título de 
abogado o de la cualidad de "especialista en Derecho Industrial" ( art. 
397, fracción III, LFT). Este último requisito es criticable, no sólo por no 
ser adecuada la denominación "Derecho Industrial" (cfr. supra capítulo I. 
no. 1 ) , que, en todo caso, habría de ser reemplazado por la de ''Derecho 
Laboral", sino porque dicha especialidad requeriría estudios ad hoc, para 
los que sería indispensable la licenciatura en derecho.'·~ El árbitro nombrado 
por el Ejecutivo 411 a quien corresponda, representa a éste, vigila el cumpli­
miento del derecho y la aplicación de las máximas de equidad y actúa como 
presidente de los árbitros designados por las clases patronal y trabajadora, 
a título de elemento neutral y de tercero en discordia, y sólo tendrá voto 
de calidad cuando la Junta actuando en pleno, encuentre empate en sus de­
cisiones. Al exigir preparación profesional a quienes presidan las Juntas, el 
legislador quiso, sin duda, que intervengan en los procesos laborales con cabal 
conocimiento de la ley y su aplicación, a fin de que decidan según justicia. 
Precisamente por ello, no tiene sentido que a los presidentes auxiliares se les 
exima de semejante exigencia, cuando sus funciones son similares a las del 
titular durante el desarrollo del proceso, e incluso presenta un proyecto 
de laudo con sus considerandos y resultandos. 

Los presidentes de las Juntas, tanto Centrales como la Federal, tienen 
obligación, en los términos del artículo 584 LFT. de proveer a la ejecución 
de los laudos o de lo contrario incurren en responsabilidad, como también 
en los casos que señala el artículo 650 de la misma (fracciones I. II, III, V, 
VI y VII), a saber: "Cuando conozca de un negocio para el cual se encuen­
tre impedido de acuerdo con la ley; cuando patrncine directa o indirectamen­
te a alguna de las partes que litiguen en la Junta, formulando sus peticiones 
o escritos o aconsejándolos: cuando formule una resolución notoriamente 
injusta: cuando promovida una inhibitoria continúe el procedimiento, sin 
atender a aquélla; cuando retenga indefinidamente en su poder un expedien­
te o retarde la tramitación o remisión del fallo; cuando reciba directa o indi~ 
rectamente cualquier dádiva de las partes en conflicto", con la consecuencia 
de que se les destituye de su cargo. 
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19. PRESIDENTES AUXILIARES. Los grupos o juntas especiales, divididos 
por ramas o actividades industriales, cuentan con un "representante" de cada 
sector (capital y traba jo) , nombrados en la forma ya expuesta (supra, no. 
17), más un suplente por cada propietario. Existen, además, los presidentes 
auxiliares o sustitutos, designados por los presidentes titulares, a quienes 
ayudan en sus tareas. De las dos denominaciones, consideramos preferible la 
segunda, puesto que el reemplazante no se limita a ayudar al titular, sino 
que ocupa su puesto e inclusive es quien resuelve los a~untos en que le toca 
actuar. La institución de los presidentes auxiliares ha sido criticada, pero a 
nuestro entender es necesaria, dada la acumulación de trabajo en ciertas 
Juntas, como sucede en la Federal de Conciliación y Arbitraje. Sus funcio­
nes se establecen en el artículo 37 de su Reglamento Interno: deben, ante 
todo, cerciorarse de la personalidad de las partes: procurar por todos los 
medios la conciliación o arreglo amistoso de las partes: cuidar de que la parte 
demandada conozca la reclamación y conteste a cada uno de sus puntos: 
desechar las pruebas improcedentes: formular toda pregunta necesaria para 
aclarar los hechos: vigilar el orden en que se deben desahogar las diligen­
cias: procurar que la Junta acuerde lo antes posible: llevar la agenda: firmar 
y proveer, con los otros miembros de la Junta, los acuerdos y resoluciones; 
informar al Presidente titular acerca de las irregularidades que advierta y 
las demás que este Presidente establezca conforme a la ley. 

20. El término "representante" de que el legislador se vale para desig­
nar a los jueces laborales, no nos convence: primero, porque la idea de re­
presentación lleva aneja la de parcialidad (representante, es por definición, 
quien interviene en nombre de su representado), mientras que los juzgadores 
deben comportarse con imparcialidad, y segundo, porque son integrantes de 
Juntas de Arbitraje, y los árbitros podrán conducirse, y así sucede a menu­
do, como jueces-defensores {supra, no, 15), pero no son verdaderos repre.: 
sentantes. 

21. ExcusA y RECUSACIÓN. En contraste con la competencia, que se 
identifica con la capacidad procesal objetiva ( infra, capítulo V, no. 1 ) , las 
figuras que vamos a examinar se relacionan con la capacidad procesal sub~ 
jetiua, o, de acuerdo con la terminología carneluttiana antes recordada (su­
pra, no. 15), mientras la primera se refiere al oficio, la segunda al o a los 
oficiales que lo desempeñan. Mediante el deber de excusarse impuesto al 
funcionario y el correlativo derecho a recusar, conferido a las partes. se tiende 
a apartar del conocimiento de un litigio a los jueces respecto de los cuales 
exista el temor de que no vayan a proceder conforme a la más estricta im.­
parcialidad, a causa de vínculos, sentimientos, o intereses que les lleven a 
apartarse de la misma/'º 

22. La recusación abarca tres extremos: personales, reales y formales.ª' 
Personales: si mediando motivo para ello, el representante incurso en él no 
se excusare ( art. 489 LFT), pueden las partes recursarlo ( art. 490). 
Reales: la recusación habrá de basarse en "causa legitima" (art. 486), te­
niendo tal carácter las especificadas en las nueve fracciones del artículo 
487 52. a las que todavía han de agregarse otras dos: una, que sólo afecta a 
los representantes del capital y del trabajo, en virtud de la cual, Jos traba.; 
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jadores y los patrones podrán recusar a su respectivo representante, cuando 
pertenezca a alguna organización antagónica ( art. 488) , y otra, que se 
extiende también al representante, del gobierno, a cuyo tenor, cualquiera de 
los árbitros estará impedido de conocer los asuntos en que intervengan, como 
partes o como asesores, los socios y empleados de sus bufetes particulares, 
si ejercen la abogacía o son agentes de negocios. Formales: la recusación 
debe ser interpuesta en tiempo, es decir, teniéndose noticia de la causa, al 
concluir la audiencia de demanda y excepciones o conociéndose posterior­
mente o dimdose después, antes de cerrada la substanciación del negocio 
(art. 491 y 492 LFT). En el mismo tiempo debe ser hecha la excusa. 
En cuanto a la forma, la ley omite señalar ante quién se propone la recu­
sación. Sin embargo, el silencio puede suplirse mediante el artículo 494, que 
indica quién debe decidirla, o a través del artículo 489 respecto a la excusa. 
Dada a conocer la recusación, se cita a la parte que la solicita y al repre­
sentante a quién se recusa, para que comparezcan ante el funcionario que 
decidirá sobre su procedencia, ante el cual se rendirán las pruebas que exis­
tieran, para que en el mismo acto resuelva si procede o no, levantándose acta 
de lo que decida. La excusa que se presente se califica por el funcionario, y 
aunque la ley no lo señala, será tan sólo el representante el que indique la 
causa y rinda las pruebas pertinentes para que se le permita abstenerse. 
Cuando la abstención se considere pertinente, por darse las circunstancias 
justificativas de la misma, quien decida acerca de ella designará, si se tratase 
del presidente, la persona que lo sustituya: si los afectados fuesen los re­
presentantes del capital o del trabajo, serán reemplazados por sus respectivos 
suplentes, y sólo si estos se hallasen también incursos en motivos de inhibi­
ción, serán designados sustitutos. Si la recusación es desestimada por cual­
quier causa, el recusante será sancionado con una multa -ciertamente le­
vísima-53 de cinco a cincuenta pesos o arresto subsidiario que no exceda 
le treinta y seis horas ( art. 497), y el representante a quien se pretendió 
excluir, continuará conociendo del asunto. Cuando se denegare la excusa 
presentada por los propios representantes, podrán ser corregidos disciplina­
riamente, conforme al artículo 469. 

23. La excusa y la recusación se decidirán como cuestiones incidentales, 
porque si bien la LFT (art. 477) indica que los incidentes se resolverán 
a la vez que el negocio principal, establece una exc~pción a propósito de las 
cuestiones de competencia, y si bien, como hemos dicho (supra, no. 21), 
esta concierne a la capacidad procesal objetiva y aquéllas a la subjetiva, la 
extensión analógica se impone en este caso para cubrir Ja laguna legal. Las 
actuaciones realizadas hasta el momento de declararse pertinente la absten­
ción, se considero nulas.~4 

24. PROCURADURÍA PARA LA DEFENSA DEL TRABAJO. Establecida por el 
capítulo VIII de la Ley Federal del Trabajo como un departamento revesti­
do de autoridad, al servicio de los trabajadores, sus atribuciones se deter­
minan en el Reglamento Interno que la rige, publicado en el Diario Oficial 
de 11 de diciembre de 1933. 

Las funciones que principalmente desempeña son: 1) asesorar o repre­
sentar a los trabajadores. se trate de individuos o de sindicatos, en los juicios 
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laborales en que sean parte; tanto cante 'las Juntas como en juicio de amparo; 
. 2) interponer los recursos ordinarios y extraordinarios necesarios para la 
defensa de los trabajadores; 3) cuidar que el funcionamiento de las Juntas 
sea expedito. 

Funciones secundarias, aunque no menos importantes son las siguientes: 
1 ) conciliar a las partes; 2) resolver consultas laborales, y 3) proporcionar 
los datos que se soliciten sobre asuntos que se ventilen en las Juntas. 

La asesoría o representación es siempre gratuita y voluntaria, siendo 
necesario que la parte trabajadora haga la petición o solicitu<l, la cual puede ha­
cerse una vez iniciado el juicio, o bien antes. La Procuraduría puede 
abstenerse de prestar la defensa al trabajador, cuando, a juicio del procu­
rador auxiliar, y manifestándolo así por medio de dictámen, el asunto sea 
improcedente o inmoral; cuando se pretenda que la defensa se otorgue jun­
to con la de asesores o representantes particulares; y cuando habiéndose 
manifestado ante el procurador el deseo de suspender la procuración en un 
asunto, se solicite nuevamente respecto del mismo. 

Excepción hecha a esos casos, la Procuraduría tiene la misión de pres­
tar sus servicios a quienes lo soliciten; y aun en los casos antes expresados, 
debe asistir a las audiencias o diligencias que sean urgentes y promover lo 
que proceda, ya que su negligencia puede perjudicar a los trabajadores. 

La sección de Quejas y Conciliación, a cargo de un procurador auxi­
liai· interviene en el avenimiento de las partes, a las cuales puede llamar 
mediante citatorios al respecto,"" señalando fecha y hora para celebrar la 
audiencia, en la que propondrá soluciones amistosas. Cuando la conciliación 
tenga éxito, se celebrará un convenio y se levantará acta correspondiente. 
En caso contrario, el procurador auxiliar deberá entablar la demanda ~0 ante 
el grupo o junta especial; pero si la acción del trabajador implica un riesgo 
profesional. debe antes atenderse a la opinión médica de la sección de la 
misma Procuraduría. 

Un médico perito actuará como jefe de la sección médica, con el auxilio 
de dos médicos más. El personal restante de la Procuraduría, lo forman el 
Procurador General. el Procurador substituto y los auxiliares que se requie­
ran: designados por el E¡ecutivo que corresponda: y el personal administra­
tivo se integra según el Presupuesto de Egresos. 

25. AUXILIARES DE LAS JUNTAS DE CONCILIACIÓN y ARBITRAJE. Las 
Juntas especiales cuentan entre su personal a un suplente por cada uno de 
los representantes (del capital y del trabajo), un secretario y un actuario, 
mecanógrafos, taquígrafos, etc. Los ayudantes del secretario y del actuario 
se nombran conforme a las necesidades de cada grupo, y de acuerdo con el 
Presupuesto de Egresos. La Junta de Conciliación y Arbitraje, integrada por 
esos grupos y por el Presidente Titular de que hablamos antes, cuenta con 
el auxilio de un Secretario General. cuyas funciones se determinan en el 
artículo 36 del Reglamento Interno de la Junta Federal de Conciliación y 
Arbitraje.~; 
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NOTAS AL CAPITULO IV 

1 Tomamos la distinción de Manzini (Tratado derecho procesal penal., cit .. vol. 
aunque dándole diferente alcance, puesto que él llama sujetos secundarios o 
sorlos a los de la responsabilidad civil de origen penal. 

'J. Cfr. Goldschmidt, Derecho procesal civil, cit., p. 181. 
H Cfr. Carnelutti, Sistema ... cit., núms. 133 y 185. 
~ Cfr. Alcalá-Zamora, El antagonismo ;uzgador -partes: situaciones intermedias y dudo­

sas (en "Scritti giuridici in memoria de Piero Calamandrei") vol. II. Padova, 1958, 
pp. 44-5. 

r. De acuerdo con la tesis de Hcllwig (Lehrbuc/1 des De11tschen Zívilprozessrechts, tomo 
11, Leipzig, 1907, pp. 296-7), que Alcalá-Zamora acoge y comenta en E.~amen de 
Códí¡¡o ele Chí111ml11m, cit., pp. 155-6. 

" Cuyo prototipo el procesal penal inquisitivo puro, en el que las posiciones de acu­
sndo y de juzgador convergían en un mismo titular pero inclusive entonces, "cabe di· 
fcrencíar, ya que no tres personas físicas distintas, si, desde Juego, tres posiciones pro­
cesales diversas, aunque dos de ellas, separadas tan sólo por un desdoblamiento psi· 
cológico más fácil de trazar sobre el papel, que de realizar en la práctica" (Alcalá-Za­
mora, Examen de Código de Clrtlwalwa, cit., p. 155). 

7 "Porque, una de dos, o el tercero se coloca junto a una de las partes (interventor ncl· 
hcsivo o coacly11vnnte), y entonces se alinea en uno de los bandos, o bien afirma la 
preferencia de su pretensión con respecto al litigio que sostienen las primitivas partes, 
y entonces surge una mera relación juridica procesal. conectada pero distinta de la 
primera en que la posición de parte atacante es ocupada por el tercero, frente a la 
posición de demandados en que resultan colocados los contendientes del proceso ori­
!JÍllario" (Alcalñ-Zamorn, Derecho procesal penal, cit., tomo II, p. 10). 

ll Cfr. Goldsclunidt, op. y 111.<J. cits.. en la nota 2. 
u Cfr. Principios, cit., la. ed. tomo 11, pp. 5.10. 

to Cfr. Chiovcnda, op. y tomo antes cits .. pp. 11-5. Acerca de los procesos contra anima• 
les, véase Alcalf1-Zamora, Estampas procesales, cit., pp. 40-1 y 141-2. 

11 Véase su Programa de Derecho Pl'Ocesal Civil, 2a. ed. (México, 1969), p. 15, y Sin· 
tesis, cit., pp. 63-5. 

1:1 En este punto, Podettl. op. cit .. tomo I, p. 17·1, alega la necesidad de emancipar al 
trabajador menor, ya que con frecuencia se separa pronto del núcleo familiar, ante la 
necesidad de ganarse la vida. Pero precisamente la amenaza de desintegración famlliar, 
grave en nuestros dias, es un argumento a favor del criterio que defendemos en el texto. 

1:1 En cuanto a Francia, véase últimamente Dubose, Évolutíon comparée des professíones 
d'avocat et cl'avoué (Montargis, 1960), que constituye un alegato a favor de la uni­
ficación de tales profesiones, y acerca de España, Beceña, Magistratura y /usticin 
(Madrid, 1928), pp. 333-8, también contrario en ellas a la dualidad profesional. 

l·l A propósito del contraste entre el barrister y el solicitor, véase ampliamente Megarry, 
lawyer ancl Lítigar1t in England ( London, 1962), passim. Sólo hasta cierto punto puede 
compararse el so/icitor inglés, que es más bien un agente de negocios, con el nvoué 
francés o con el procurador español. 

1t, Cfr. Alcalá-Zamora, DC"reclw procesal penal, cit., torno II. p. 42. 
rn Singularmente cuando no la acumula el abogado, sino que se encomienda a profeslo· 

nis ta distinto ( m•oué, procurador), con escasa proporción juridica y que en su calldad 
de intermediario (entre el cliente y el abogado, y entre éste y las oficinas judiciales) 
rctnrdn y encarece la administración de justicia. Cfr. Alcalá.Zamora, Estudios derecho 
procesa/, cit .. pp. 180-4. 

17 En Ja práctica, el representante actúa a la vez como defensor y, por consiguiente, ambas 
actividades deberían unificarse. 

1 s llnn vez más encontramos la nusencia de formalismos en la legislación laboral, puesto 
que In carta-poder no requiere timbres, e incluso puede ser sustituida por un telegrama: 
Cfr. "Revistn Mexicana del Trabajo", t. III. p. 4 y t. VI, p. 14. 

JU Acerca de la Procuraduría del Trabajo, véase ínfra núm. 24. 
:w E.- S. J. F.-T. LXX.XIII, p. 1387. Existe la excepción en caso de que el trabajador 

n quien represente el sindicato, no esté afiliado a éste, haciéndose necesario entonces, 

85 



• •bt6rg~rY~artipb~~;:; P~~ otra ·parte,· ror1•111Pr·;irr1n.• 

puestci/que.la Corte de Justicia, ha decidido que 
2i: 'E; ;S.\füF . .:...,..T. XXVIII, p .. 105. 
22 E:2:-S.·•F;F;.::_T •. ~XXXVIII, p. 2453. , 
2:i:Sol:Jre legitimación, véase Chiovenda, Principios, .. cit .. 
24 Cfr; Alcalá-Zamora, Síntesis, cit., p. 65. 
25:.E,.:_ S. J; F.-T. XXIV, p. 1387. . . . , · 
20 ;;En cáso de· que el representante legal rompiera sus relaciones de trabajo con la empresa, 
/>.,Sit personalidad continúa o debe continuar, porque él representa a ·los trabajadores. Cfr. 

C.-,"Revlsta Mexicana del Trabajo", t, 2 p. 72, reproducida en "Legislación ·de Tra· 
bajo", t. I. p. 443. . . . . • 

27· A; D. 4333/ 1961. Brown Derby de Méxco, S. A. Res.,. el 14 de marzo "Boletín, de In-
formación Judicial de la Suprema Corte de J'usticia .. núm •. 176,. 22 abril de 1962. 

28 Cfr; Alcalá-Zamora, Síntesis, cit;, pp. 59 y 67. · 
20 Cfr. artículos 29, 32, frac. m, 547 y591 cód .. proc •. civ. D. F. L·.: ' 
30 Pallares, E., op. cit.,· p. 240. -·· :,'.~'.: 1 ~~ ., ·1_. --

31 Carnelutti, Sistema;· cit.; t. II; p.•:,44. •'•.~ ; •:: : . - , . :, .• ;: ___ · ·· ' -+e·_-·:, - •·· 
:i2 'Como las acciones en relación i:ori}eLestado"civil, > .. • · · ;:,·: '·' • • .- ~ - _ 

33 Por ejemplo: compra dcL bien litigioso :(árt. ·.2272, cód. civ.),, cesión ,de-.créditos-darts. 
2032) y ss. cód; c\v.) ,1 sústitúcióh ~del deudor; (arts. 2051 ·y 'ss,), -_herenciaJ(arts. 1281 

;4 Jod!t~Í J, op. ~it., pp.}.'1'6021.':~ ... : <-h~r'I --··- · ._.· ' •2 :,,;;.f:M~.;¡. ,~;f'~i\i:~ .~$t" ·_~";\ :: . -·• -·--
:¡5 Podetti J,;· op. cit., p.;162;. ; ,, •. e ·• .·:< ·~Ó·\~:~";;\.~I!f;t7J~~~~;4 ::.~(~I·~ .:.:;:.:~; , . 
,-3ª Podetti J,,-o~. ci~.: p. 161~5, .. ; ·.·· ..• -. .... .'. .><,,:¡fi._;•\\,i·.'.~>'T (i •-1;> ·;: 
.11 Cfr. Carneluttt, Sistema, cit .. t. ,JI,,. pp. ,690~2 ;y A7~ +:· ,,•; ·-~•':e;' ·':e'? · 
as Cfr. Alcalá-Zamora, Síntesis, ·dt;., .pp.; 66. y, 12879;·~<1.oc,;¡;:\ Ú>-•.. -.. -... · · ... ·· 
so Cfr. Euquerio Guerrero; Manual de EJerecho ,dél;;:Trabajq,;tcif;, p~\j9'4,(: 
40 Cfr. Goldschmidt, op. cit .. p. 447. '_,;> "'i:\:.;ff é•:,',fr.f').¡ . ·\/ 
.u Cfr. Goldschmidt,.op. cit .. p.118; . · ..•. , '.'k.•:,;i;) ;,.,,). ., ··"'···-·· 
42 Acerca de esta terminología, véase Carnelutti;.;S_istcma;-.cit.i· t;JL.húms. . . . . 
43 Parn Gunsp, juez es el tercero t'Specifica!11eiite' colocaao por e11'dlna. de' las prirte. (lo que 

lo diforencla al jur.z de un árbitro). que satisface" las pretensiones que una formula )ren-
te. o otra (lo que diferencia al ·Juez de un administrador), La pretensión' próécsa/ (en 
"Estudios en Honor de James Goldschmidt", vol. I, Buenos Aires, 1951);_nota:69;.A·'su:-­
vez, Alcalá-Zamora, lo define como el tercero Imparcial instituido por el Estado para. 
decidir. jurisdiccionalmente y, por consiguiente, con imperatividad, un litigio entre partes, 
El antagonismo juzgador-partes, cit., p. 11. . 

41 Cfr. Alcalñ-Znmorn, Anta,gonismo juzgador-partes, cit .. pp. 16-7. 
41i Una_ indicación de los diferentes sistemas utilizados en diferentes épocas y paise~, puede 

verse en Alcalá-Zamora, Derecf10 procesal penal, cit., t. I, pp. 71-6. Añadamos que, por 
ejemplo. en Israel, los jueces se nombran por el Jefe del Estado con el asesoramiento de 
.un¡¡ .comisión integrada por el ministro de Justicia, por otro ministro designado por el 
Gobierno, por el Presidente dCJ Tribunal Supremo y dos magistrados del mismo, elegidos 
por sus colegas, por dos diputados escogidos por el Knessct, más dos nbogados elegidos 
por el Consejo General del Colegio de Abogados, con aprobación del ministro de justi­
cia. A dicha comisión se presentan las candidaturas, a fin de que el Presidente del Su­
prcr110, el ministro de Justicia o tres miembros de aquélla propongan los c:·ndiclatos; cfr. 
Y, Eisenberg, lnclepencleneia del Pocler Judicial en el Estaclo de Israel. (en "Revista de 

. la Comisión internacional de Juristas", vol. V, núm. 1, Ginebra, 1964, pp. 93-6). En 
Inglaterra, el Lord Canciller nombra a los jueces, excepto los del Tribunal de Cancille­
ría, designados por el Parlamento, y los de apelación. nombrados mediante un writ del 

··secretario de Estado en el Departamento del Interior; los jueces deben ser barc-isters; cfr. 
Hernández Colón, R: Sobre fa selección de la judicatura (en "Revista de Derecho Puer­
torriqueño" núm. 8, abril-Junio de 1963, Ponce, Puerto Rico, pp. 92-4). · 

40 ·Una exposición mas detallada en De Pina y Castllo Larrañaga, Instituciones, cit., 6a., ed., 
pp. 9~100. . .. · 

HPucsto que cabe que la h~ga el juez público o los otros árbitos, (cfr., artículos 222 
. 626 cód. proc. civ. D . . F.). -··. , . .o · · • .· .• • : ' ' , ', <\ 

48 La Facultad Internacional para la <Enseñanza del Derecho;Comparado, con _sede- en -Es~ 
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: ~·. ·~~-~~~;·; , ' 

trasburgo, or~¡¡miza periódicamente, en c6láb:orn~lón•;•~g¡1;'eÍ-I~stlti'.ltó~d~···Traba)o de Ja.•.· 
Universidad de Trieste, cursos sobre Derecho .LáooráLCómparad6. En México, los únl~ •'> 
cos cursos que se llevan a cabo son los qué de·.cuándo en ;cuando. organiza Ja Secretaria < ·: 
del Trabajo y Previsión Social, dedicados/a.:Trábajaélores Sociales o a Expertos en 
Higiene y Segnridad del Trabajo, ·pero. que éarecen ••.~as!• sien1pre · de··. enseñanzas "s?Dre ..•. , 
Derecho Laboral. __ . ·,· '>· .• · · .• : .• ': .·. · . : :·,:;;,>;'·"·'' 

40 Esta forma de nombramiento resulta, en 'el · fondó,. contraria al principio de . división : de 
poderes en que se asienta la Constituclóá .Mexicana; ·. . ··· · ·•:. '· · · ··· · 

50 Cfr. De Pina y C;1stillo Lnrrañaga, Instituciones/ cit., 6a,. ed., pp. 72-3: en igu~l·s~ntidb} . 
Menéndez Pida!, Derecho Procesa/, cit;, .p. '178. · . · ·.· i ,.,,,'.. : . 

r.1 Cfr. Menéndez Pidal, Derecho procesa/, cit.1 pp. 178 y ss. . .. > ,- : '< 
52 Excluye, pues, la LFT la recusación sin causa, resucitada en cambio, en)a >esJe~a de Ja 

justicia civil por decreto de 30 de diciembre de 1966 al dar nueva redacción co,n tal fin 
al articulo 172 cód. proc. civ, D. F. y ponerla al servicio del demandádo;.Para la· critica' de 
dicha modalidad recusaforiá, cfr. Alcalá-Zamora, Derecho procesal penal, Cit.;. t.· I, pp. 
334-5. •,' ' . ' > •·•·. :· '' •···.· '.·· '' .· 

r.:i Máxime si tiene en. cuenta la· elevación de las multas de esta clase llevada·~ cabo en el 
ámbito de la justicl¡¡ civil por el antes mencionado decreto de30 de dkiembre de.J966 _ • 
y que puede llegar hasta un máximo de tres mil pesos, en a tendón •a- Já jerarquía delre- , . _ .. -
cusado: véase el nuevo texto del articulo 189, asi como en orden a la recusación de los 
peritos el también nuevo articulo 352, ambos del cód., proc., civ., D. F; . . 

1H El precepto sigue el antleconómico criterio de los articulos 151 y 155 cód., proc.;·clw; , - :.• : 
D. F .. en cuanto a las cuestiones de competencia y se aparta, por tanto, de·· la. solución: :•'; · '. . .";, .· .... 
contraria y mas progresiva establecida por el articulo 172, cod., proc., pen, .de 1931 :· · < '' >'' OR .... 

r.r. Las autoridades deben prestar a la Procuraduría el axilio necesario para desempeñar , 
sus actividades. Los citatorios qu(' envía la Procuraduría se acompañan de un aperci• 
bimlento de multa en caso de no concurrir a la hora señalada. 

iiG Generalmente, la demanda se tiene redactada antes de celebrarse los procedimientos con~ 
ciliatorios; y si estos fracasan, de inmediato se presenta la demanda ante el grupo o 
junta que corresponda. 

li7 Hemos tomado el Reglamento Interno de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, 
para referirnos a los auxiliares de las Juntas de Conciliación y Arbitraje, tanto locales como 
la Federal, puesto que lns primeras carecen de reglamentación interna, y se aplica el 
el Reglamento citado supletoriamente •. 
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CAPÍTULO V 

COMPETENCIA 

. Noción general.-Competencia laboral mexicana.-Competcncia constitucio­
nal.-Competencia jurisdiccional.-Competencia de las Juntas de Conciliación 

y de Conciliación y Arbitraje.-Cuestioncs de competencia. 

1. Noc1óN GENERAL. De la competencia, concebida como capacidad 
procesal objetiva del juzgador, 1 se ha dicho que es el límite o la medida de 
la jurisdicción o, si se prefiere, la porción de ésta atribuida a cada uno de los 
órganos que la ejercen en un país y momento dados.2 Baste ello para dife­
renciar dos conceptos más de una vez confundidos por el legislador.ª La 
jurisdicción constituye, pues, el género, mientras que la competencia es la 
especie, y como consecuencia de ese deslinde, puede haber jurisdicción sin 
competencia, pero no a la inversa, por lo mismo que aquélla es el presupuesto 
de ésta. 

Para Chiovenda, puede hablarse de competencia en dos sentidos: ob­
jetivo, o sea como el conjunto de asuntos a que se extienden las atribuciones 
de un tribunal, y subjetivo, como el derecho y la obligación que un juzgador 
tiene de intervenir en determinados litigios o negocios.~ 

La competencia es, pues, la distribución de la jurisdicción, efectuada 
conforme a diferentes criterios (cuantía, grado, lugar, materia, función, etc.), 
a fin de facilitar la administración de justicia y de distribuir equitativa y 
racionalmente los litigios entre los diferentes juzgadores. 

2. COMPETENCIA LABORAL MEXICANA. Se divide, ante todo, en federal 
y local, y esta dualidad de fueros 11 ha sido criticada, como indicamos (su­
pra, capítulo 111. Nq 23) , por quienes propugnan por la f ederalización de la 
justicia del trabajo. No vamos a repetir las consideraciones fomuladas en­
tonces, pero si señalaremos que los problemas inherentes a la delimitación 
de la competencia son muy numerosos. Los ámbitos de competencia no siem­
pre se respetan, y la causa principal de ello es la ignorancia generalizada 
acerca de los criterios para determinarla. Las dificultades que de ahí derivan 
podrían, en gran parte, evitarse mediante algunas reformas al sistema. Por 
de pronto, convendría puntualizar las normas que establecen la competencia 
para cada clase de asuntos. Además, trabajadores y empleadores deberían 
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. ..•.. : .. ·. " · .. ·7:.:,·'. . ·.·. . . ..•. .· • · .. · ..... ) ... · .· 
. hlstrÍ.tfrse'al~réspeCto; ya que, por ejemplo, a menudo _los reglamentos internos 

de trabaj(l olós contratos laborales no se llegan a registrar o tardan más de 
la. clienta en serlo, porque aquéllos desconocen dónde deben ser presentados. 

· Aun cuando .. la competencia laboral concuerda en gran medida . con la 
de índole· civil, presenta algunas diferencias con ella en cuanto a algunos de 
los eriteiiOs para establecerlas, según pasamos a mostrar . 

. · .. •· . i<ciY:·COM!JETENCIA CONSTITUCIONAL. La jurisprudencia. la define co­
mo.: ·~1~.c<:<Ípacidad que, de conformidad con lo dispuesto en los preceptos de 
Ja• C:arta;J;!~'c{eral corresponde a un tribunal de determinado fuero para juzgar 
sobre:'d~t~rl11inadas niaterias; de tal manera que, la resolución por vktud de la 

· é.da]!,Ürl.jtriJ)'t1'naJXc:lecide ·su .competencia constitucional, .implica •• que ... ·la cuestión' 
· q~i~f,Jetf.tiefsom,etida, por .ning(m' órgano de su fuero puede ser resuelta:'..ª 

·:~ i\k,,úA,estéjJróp{>sito, ,el artículo }23 de la Con.stitución establece, en su frac­
.ci~n:~x:x;·f;J,ri~/Júrita·s ·9e· Co11'Ciliaéió11•• y·. Arbitraje, mediante. integración . tri­
pa,ftit?-~'":par~tdirimir ,las·diferénéias, que surjan entre capital y trabajo. · .. · . 

. :;t:1:·~1~1¿:f:~)"·~~~{)iÍ¡_,EtE.NCIA JURISDICCIONAL. Es la que corresponde·. a ún ·]uz~ 
.. i:J'ac:l&t~¡JJiÍ'ii.C~il~ce_r; con· exclusión de los demás, de un determinado asunto. 

~sc:f>tintt!~HZ'áoeff orden a las Juntas de Coneiliación y a las Juntas de Con­
S!!ia,si~H,.s;.t\~bit,raje conforme a los criterios que pasamos a mencionar,. 
:J ·~ .. }o,1 Por· razón de· la materia: a) Local: "La aplicación de. Jas leyep d.el 

· trabajo corresponde a las autoridades de los Estados en sus respectivas· juri~~ 
dicciones ... " ( Art. 123 de la Constitución, fracción XXXI) : b) F ed'cral; 

· '.'. ; .pero es de la competencia exclusiva de las autoridades federales en é\Sl,l!'i· 
tos relativos a ... " ( art. 123 de la Constitución, fracción XXXI). .Ello 
oéasiona. la existencia de Juntas Municipales y Fed.erales de Conciliaciqi:l y 
J un.tas. Centrales, más la Federal, de Conciliación y Arbitraje. 
· ·· 2. Por razón del territorio: a) Local, ejercida por las Municipales de 
Conci)iación y las Centrales de Conciliación y Arbitraje. El artículo 429 
r,.FT señala que es Junta competente: "L-La del lugar de ejecución del.tra­
baim: H . .-La del lugar del domicilio del demandado, si son varios los luga­
res designados para la ejecución del trabajo o si temporalmente se ocupa al 
trabajador en lugar. distinto de su domicilio: III.-La del lu11ar donde se 
celebra el contrato, en los casos de Ja fracción anterior, si el demandado no 
tien~ domicilio fijo o tiene varios domicilios; IV.-La del último domicilio 
del demandado, en caso de ausencia, legalmente comprobado, y V . ....-La del 
~onücilio .del demandado tratándose. de. conflictos de patrones o de obreros 
entre .sí, con motivo del trabajo".· b) Fcdernl: cuando los trabajos se ejecu:­
ten. en zona federal o aguas territoriales; o se trate de conflictos que afee.ten 
a dos .o· más Estados,, y respecto de. los surgidos por un contrato obligatorio 
eiu11'ás de una Entidad Eeclerativa,~ corresponde a la competencia de las Juntas 
Fcd(!ralcs de Conciliación y d~ ·lá Jtmta Federal de Conciliación y Arbitraje . 
( art. 361. LFT). . . . .·. . . .. . : : ···· · 

. 3. Por· razón de gracfot :Esdecir, en atención al peldaño que lps órganos 
jttrisdiccionnles ocupan· en Ja · jerarquíajttdicial. Implantado. en materia Jabóral ·· .. 
el sistema de instancia única1 .. la competencia .·.jerárquica :se identifica én\elfa 
con la.· atributiva :de' cada ·una de .. las·Júntas·.tjueejercen jurisdicc'iót1 láboral,·· 
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y sólo trayendo a colación la Sala Cuarta de la Suprema Corte de Justicia 
cabría hablar .de aquélla en estricto sentido. 

5. Procederemos ahora a señalar por separado la competencia atribu~ 
tiva de las Juntas, tanto de Conciliación como de Conciliación y Arbitraje: 

Las Juntas Municipales son competentes para conciliar los conflictos, 
siempre que no sean de jurisdicción federal: y si son permanentes, para cum~ 
plir con las diligencias que les ordene la Junta Central que corresponda 
(art. 340, fracciones I y IV LFT). · 

A las Juntas Centrales incumbe el conocimiento de la concilación y ar~ 
bitrajé de los conflictos, y demás que hemos señalado (supra. N» 4), dentro 
dcLterl'itorio o comarca que el gobernador del Estado o el jefe del Distrito 
Federal les lrnya marcado. 

En cuanto a las Juntas Federales, su competencia se limita a conciliar 
los• problemas laborales que les sean sometidos a su conocimiento, y que se 
susciten dentro de la comarca jurisdiccional indicada a la Junta Federal de 
Conciliación y Arbitraje ( art. 353 LFT). Finalmente esta Junta Federal 
de Conciliación y Arbitraje, tiene marcada su competencia se11ún la clasifi~ 
cación de las diversas rnmas industrinles ( art. 359 LFT). Y se extiende 
también a los asuntos ejecutados en zonas federales o agua territoriales, con ... 
forme a lo dispuesto en el artículo 361 LFT. 

6. La existencia de diferentes criterios parn determinar la competencia 
y la de una pluralidad de juzgadores de igual grado 8 con idénticas atribu~ 
ciones, origina conflictos entre ellos, positivos unos y negativos otros, co:1o ... 
ciclos como cuestiones de competencia. y también aunque con denominación 
menos correcta, como competencias nada más.n 

En materia laboral. como en otros campos procesales, las cuestiones . de 
competenc~a se promueve.n por inhibitoria, .· () - por .. declinatoria ( art~ 43 r 
LFT), si~11.dctJa primern · la·· más utilizéldri. La inhibitofia. se promoverá. ante . 

· Irq friita·n la que se considere compente, para _qtte"§sta:-en. el término de ,vein~ · 
ticuatrn horas declare si sostiene o no la competencia;t)' eri'caso. c!e sostenerla, 
requiera a· la otra, parn que se inhiba de!c0110C:ii11ié11t(,/c!~l:,asunto: la.Jtu1ta 
rcquédda, debe a su vez, dentro de yeintiCi.1é)tr0\Jforas/éoínU1~icar~si sos.tiene '> •. · 
su competencia, y en tal caso deberá .e.n,vi~~ ... e1;·,§~peqi~11'te:~atf~rib.í.~~a,!/:-qué- • · ·.· 
haya de deeidir la cuestión:. en caso cóiltr.ário,};reúji*~#l ;_éxpediente;·a;tlá ·· · 
Junta competente (art. 434, 435 y 436- LFT;). ·La -declinatoria·· se·· pro ... 
mueve ante la Junta considerada incompetente, ,-pidiendo!· a· la hora-. de· co!l-. 
testar la demanda .. que _se. abstengá'cle'c<)ri?s!~rJél.é~briflicfoi~~A,.de~itíS.¿e11''.~úal~ 
quier .estado. del procedimietito••·.en'..c{ileTla''.Júnta)o'}~t 1{Q.rt1p()\>~eYco!1sideren 
iúcompetentes, dcbcrfm remitir ~1 ·. expedie11t~;;;~t;:tdbúnah~qí.ie;5;Cleba~·résolver 

~:s ll~?i~(.:::~~~:::;z~~=::~~
3

[~n~~~l~~~~\(~~~~~;Q~u·. 
nicipnlcs·· de l«.··.-Eiltidad·· .. · Federativa.>y,<r~specttj\%ct~·.@s\ií1isll1()s;grt1pos<d~c ...... ·. 

In C~~ltt~~s._•-Ju11tíl~;._Feder~lcs._e·n·;·.pfo1io;~~u~1~do:'~~·;·tiél:t~··g~:~·l~-s\~~~~;ril•;~ ~;d·~····· 
Concilincióll; o~deilos'.grupos qúe. íiitcgrál1 la primera> , ... :. · < ···•·. ' .. ' · 
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·, 

3. El Tribunal Supremo de Justicia de la Entidad Federativa, cuando 
se trate de Juntas Centrales de Conciliación y Arbitraje del Estado y cual ... 
quiera otra autoridad judicial. 

4. Por la Suprema Corte de Justicia, cuando se trate: a) de Juntas de 
distintos Estados; b) de las Juntas Municipales o Centrales y Juntas Fede­
rales de Conciliación, o de Conciliación y Arbitra je: e) de Juntas y autori­
dades judiciales cuando pertenezcan a diferentes Estados; y d) de autoridades 
judiciales y Juntas Federales. 

Para que el tribunal correspondiente pueda decidir Ja cuestión de com­
petencia, deberá recibir el expediente, y a partir de esa fecha concederá a 
los interesados tres días hábiles (o más, de acuerdo con el lugar en donde 
residan, conforme a lo dispuesto por la ley) , para exponer por escrito lo que 
a su interés convenga. Durante este plazo puede acordarse la presentación de 
cualquier documento, o la práctica de cualquier diligencia que se considere 
necesarias. La cuestión competencia} habrá de resolverse dentro de las seten ... 
ta y dos horas siguientes, y el litigante que la hubiera promovido o impug ... 
nado con notoria temeridad, podrá ser sancionado con una multa entre cinco 
y cien pesos ( art. 437 LFT) ,10 
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l Cfr. Alcalá-Zamora, Derecho procesal penal, 
!! Cfr. Lascano, lurisdicción y competencia 

su vez, en Mortara, Chiovenda y 
a Así en articulas como los 147-9 cód. proc. civ. 

confunde la prórroga de competencia, que es la 
ción, que es de la que habla. 

·1 Cfr. Instituciones, cit., vol. 11, pp. 164 y ss. 
:; El bocablo fuero tiene diferentes significados: cfr. Pina y Castillo Larrañaga, Institu­

ciones, cit., 6a. ed., pp. 49-9, alguna de ellas más vinculada con la j•1risdicdón aue 
con la competencia. Como cuando se habla de fuero militar, eclesiástico, de extranjeros 
etc., o bien como se hace en el texto, para marcar el contraste entre la federal y la local.{ 
Pero de manera mas especifica, el fuero se relaciona con la determinación de la com­
petencia por razón del lugar (forum domici/ii, forum rei sitae, forum contractus, cte.). 

11 Cfr. E. S.J.F., tomo xuv, p. 300. 
7 Distinta de la funcional, o sea de la que se establece en atención a la actividad que el 

juzgador desenvuelve en el proceso: cfr., Chiovenda, Principios, cit., tomo J, p. 600. 
K Cfr. Pina y Castillo Larraiiaga, lnstit11cioncs, cit., 6a., ed., p. 71. 
11 Las contiendas de atribución o funcionales (entre los distintos poderes del Estado), los 

conflictos jurisdiccionales {entre diferentes jurisdicciones) y las cuestiones de compe­
tencia (entre juzgadores de una misma jurisdicción) son especies de un mismo género, 
representables gráficamente mediante un sistema de circulas concéntricos, en que los 
radios respectivos irian en descenso desde las primeras a las teceras: cfr. Alcalá-Zamo­
ra, Los conceptos ele jurisdicción y de compete ricia, en el pensamiento de Lascano (en 
"Revista <le Derecho Procesal", Argentina, 1954, 1), pp. 312-3. 

to Notoriamente exigun, máxime si se tiene en cuenta la elevación de las multas procesales 
en materia civil como consecuencia de la reforma de 30 de diciembre de 1966, que en 
caso de cuestión de competencia desestimada permite imponer una sanción pecuniaria 
hasta de tres mil pesos (nuevo texto del artículo 167 cód. proc. civ. D. F., a diferencia 
de la redacción primitiva, que fijaba el límite máximo en trescientos). 
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CAPÍTULO VI 

CONCILIACION Y ARBITRAJE 

Conciliación.-Naturaleza de la conciliación.-Diferencia entre concíliación 
y transacción.-Diferencia entre la conciliación y el arbitraje.-Intento con­
ciliatorio obligatorio o voluntarios.-Or9anos conciliadores.-Procedimiento 
conciliatcirio.-Concilación ante las Juntas Municipales y Federales.-Conci­
liación ante las /untas de Conciliación y Arbitraje.-Arbitraje.-Naturaleza 
del arbitraje.-El arbitraje como equivalente jurisdiccional.-Arbitraje y tran­
sacéión.-JJiferentes clases de arbitraje.-JJerecho positivo mexicano.-Ven.,. 

tajas del arbitraje. 

l. CONCILIACIÓN: a) Concepto. Conciliación deriva del latín conci­
Jiatio, que signfica "congregar", y de ahí conciliar.1 Con tal nombre se desig­
na: a) el acuerdo entre dos personas que se hallan en pleito, logrado por el 
intermedio de un juez.2 y b) tratándose de conflictos colectivos de trabajo, 
la ·solución amistosa de los mismos mediante el procedimiento establecido al 
efecto, y como previo al arbitraje.3 Desde el punto de vista del Derecho mexi"'. 
cano, tendríamos que agregar, en el caso b). la mención de los conflictos 
individuales. no tomados en cuenta por profesores franceses que redactaron 
el Diccionario de que hemos recogido la dualidad, debido a que en su país las 
dos categorías de contiendas se dirimen ante órganos distintos. 

La conciliación aspira a eludir un proceso (o bien a poner término a uno 
en curso) mediante el acuerdo entre las partes en conflicto y a evitar asimis­
mo la plus petitio reí; es decir, a conseguir una solución equitativa extrapro-
césal, que elimine el pleito. . 

De Litala señala que el titular de un derecho lesionado puede optar por 
seguir dos caminos: a) "ponerse de acuerdo con la parte contra la que alega 
el derecho". y b) "preferir la solución judicial"; a esas dos posibilidades se 
agrega una tercera, o sea la de "renunciar a la pretensión". 4 

La conciliación es un medio de autocomposición que puede desembocar 
en una transacción, un desistimiento o un allanamiento. A fin de facilitar el 
acuerdo, en la conciliación interviene un tercero neutral, y su desarrollo se 
encuentra regulado por el derecho.n . , 

El tercero neutral debe considerar la solución o acuerdo al que ll~guen 
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las partes, y puede también proponerles posibles soluciones, que ellas son 
dueñas de aceptar o no. Carnelutti dice que la conciliación se encuentra entre 
la mediación y la decisión, pero más cercana a ésta que a aquélla.ro 

La función conciliatoria se conoce en diferentes ramas del derecho, y en 
casi todos los derechos nacionales se reglamenta. 7 Su origen dista mucho de 
ser moderno: algunos autores, como Menéndez Pida), encuentran su fun­
damentación en la XII Tablas,8 y para otros aparece en Grecia y en Roma. 11 

Los antecedentes españoles se encuentran en los mandadores de paz ( pacii 
adsertores) del Fuero fuzgo o sea la versión castellana del Liber ludiciorum: 
año 654), que se ocupa de ellos en el libro 11, título 1, ley XV, y en la Par­

. tidaUI; título IV, ley, XXIII, cuando al referirse a los árbitros los denomina 
jueces.• a11enidorcs.10 

·· ·Reglélmentada en diferentes ramas jurídicas,'' reviste la conciliación ma­
··· yol.importancia . en el Derecho laboral, hasta el punto de que diversas co­

. rrie11fes ~()ctrinales la han calificado como presupuesto procesal de su enjucia­
· .. ·· ~. " mcnt.o, mientras que otras la colocan dentro del proceso como facultativa, y 

· untercer.sector la considera dentro del proceso, o sea sin ser previa.12 

>; Hem()s hablado de su importancia, porque, efectivamente: antes de en­
trarcenla~ fase contenciosa, se intenta avenir a las partes. La conciliación se 
reáliúi:·ailte diferentes autoridades del trabajo, con el fin de fomentarla en 
atención. 'al buscado equilibrio de las relaciones laborales, que comúnmente 
se'enfrel1tan en plano desifjual desde el punto de vista económico-social. "En 
.la conciliación generalmente no se espera a que las fuerzas contrapuestas se 
destruyan, sino antes bien, se las integra para canalizarlas a través de la estruc­
ttíra jurídica, aprovechando toda la dinilmica de su potente impulso".2ª 

e • 2. NATURALEZA. Dijimos hace poco que para Carnelutti, la conciliación 
es una figura intermedia entre la mediación y la decisión. Por lo mismo no se 
identifica con una ni con otra. La mediación es una institución de derecho 
privado, que en el campo contractual busca la composición de los conflictos 
de intereses, mientras que en el campo procesal. la conciliación tiende a la 
composición justa del litigio. En cuanto a la decisión, se obtiene no por 
autocomposición, sino mediante heterocomposición. 

En púrrafos venideros diferenciaremos la conciliación de otras figuras 
jurídicas: por el momento diremos que en ella se ha querido encontrar un 
rudimento de jurisdicción, es deci!', un equivalente jurisdiccional, porque lo 
mismo que el proceso, aspira a la composición justa del litigio y a causa tam­
bién de sus semejanzas no sólo sustanciales, sino de eficacia con las de la de­
cisión.11 La conciliación es, por tanto, una de las formas que reviste la 
autocomposición, o sea, uno de los equivalentes jurisdiccionales. 

3. DIFERENCIA ENTRE CONCILIACIÓN y TRANSACCIÓN. Jurídicamente ha­
blando, no es posible confundir, como en la prúctica sucede, la transacción 
con la conciliación. Hablar de ambas como sinónimos refleja ignorancia jurí­
dica, porque si bien la conciliación busca la solución del conflicto mediante 
composición justa, su desenlace puede traducirse en una de las formas auto­
compositivas, es decir, en una transacción, pero también en un desistimiento 
o en un allanamiento. 

La transacción, como dice el artículo 2944 CC. es "un contrato por el 
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cllal · las partes, haciéndose recíprocas concesiones, terminan una controver~ 
sia- presente o previenen una futura, segím que se trate de la llamada judicial 
o de la extrajudicial." 

La transacción puede celebrarse con, o sin la intervención de un tercero. 
mientras que la conciliación siempre cuenta con un conciliador, un tercero im­
parcial. que advertirá la justicia o injusticia de la solución adoptada. 

Aun cuando ambas figuras tienden a la prevención del litigio, a la con~ 
clusión de éste (igualdad teleológica), la conciliación determina la sustitución 
de la jurisdicción contenciosa por la jurisdicción voluntaria. 1

" 

En el campo laboral, la transacción está sujeta a restricciones, por la ne­
cesidad de proteger al trabajador frente a renuncias contrarias a sus intereses 
y que podría llegar a suscribir por ignorancia o por su menor resistencia 
económica. Al examinar este extremo, Deveali habla de inderogabilidad por 
medio de la transacción. Al hacerlo incurre, a nuestro entender, en confusión 
terminológica, puesto que la derogabilidad o, mejor dicho, derogación de 
derechos sólo ocurrirá cuando una ley así lo manifieste; pero si por tal en­
tendemos irrenuncfobilidad. entonces si podemos valernos de sus afirmaciones. 
El maestro argentino señala que las transacciones en el campo laboral habrán 
de reducirse y que con ello aumentan los litigios, los cuales provocan roces 
entre trabajadores y patrones. Tal problema ha tenido diversas soluciones, 
que pueden encasillarse en cuatro grupos. según dicho autor: 

1 ) . Distribución entre transacción y renuncia, llevando ésta última al 
campo de lo prohibido, como ocurría en Italia. Si la transacción requiere re­
nuncias y éstas se hallan prohibidas, ha de entenderse que la primera queda 
asimismo excluida. Ahora bien: la prohibición de renuncias no puede tlevarse 
hasta el extremo, porque la libertad individual obliga a permitir que ciertos 
derechos sean renunciables. En todo caso el problema que aquejó a Italia 
fueron las renuncias simuladas bajo apariencias de transacción. 

2). Aceptación de unas y otras, a condición de que la relación laboral 
ya no exista (solución acogida por la legislación chilena). 

3). Aceptación de las renuncias respecto de "derechos ya devengados", 
4). Cláusula de caducidad, remedio encontrado por los sindicatos y que 

consiste en la fijación de plazos breves para efectuar reclamaciones.1º 
Nuestra legislación coloca las transacciones en la misma posición que los 

convenios, y sólo podrán ser celebradas sobre derechos adquiridos, más no 
sobre derechos futuros, que irrenunciables, o sobre los derechos propios del 
trabajador, que la Ley del Trabajo marca (artículo 15): "En ningún caso 
serán renunciables las disposiciones de la Ley que favorezcan a los traba­
jadores" (art. 22, frac. IV): "Serán condiciones nulas. y no obligarán 
a los contratantes, aunque se expresen en el contrato: .. .IV. Las que cons­
tituyan renuncia por parte del trabajador de cualquiera de los derechos o 
prerrogativas otorgados por ésta Ley". "Tampoco podrán renunciar a los 
derechos que les reconozcan los laudos dictados, ni los que formen parte de 
su patrimonio". 11 Mnyores facilidades para la transacción tal vez se den en 
los conflictos suscitados entre partes de una misma categoría, esto es, traba" 
jadores vs. trabajadores o patrones vs. patrones. 
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1. DIFERENCIAS ENTRE LA CONCILIACIÓN y EL ARBITRAJE. Adelantaremos 
aquí ideas que corresponden a otro inciso, porque nos conviene desde ahora; 
separar estas figuras, inconfundibles ante nuestros ojos. El arbitraje al igual 
que la conciliación, procura solucionar -mejor dicho, resuelve, puesto que 
aportará una decisión-, los conflictos, mediante un sistema distinto al juris­
diccional común. Su primera diferencia consiste en el sujeto que da la solución: 
mientras que, como sabemos, en la conciliación son las propias partes quienes 
la logran, en el arbitraje será un tercero quien decida, y las partes deberán 
acatar esa decisión, en tanto que en la conciliación pueden no aceptarla. 

A ·menudo en el arbitraje, y de manera más acentuada todavía en el la­
boral, cuando como juzgadores actúan representantes en nítmero igual del 
capital y del trabajo, los árbitros se conducen como jueces defensores. 18 y 
la nota de imparcialidad concurre tan sólo en el que los preside. 

Al hablar de jueces-defensores, lo hacemos de acuerdo con Alcalá~Za­
mora, cuando distingue entre juzgador imparcial, juzgador parte, y juzgador 
parcial, para luego después diferenciar, dentro de la segunda categoría, el 
juez acusador, el juez accionante y el juez defen~~or. 10 A este último sector 
pertenecen, precisamente, los árbitros de los organismos de composición, muy 
difundidos en la actualidad para conocer de litigios laborales. El nombra­
miento de los árbitros por las propias partes, o bien por la clase o categoría 
social a que cada una de ellas pertenezca, hace que, en principio, no sean 
juzgadores en quienes se dé la característica de imparcialidad, que, como diji­
mos hace poco, únicamente concurre en quien los preside, o sea en el repre­
sentante del poder público, el cual, por lo mismo, será quien en muchos casos 
decida, al deshacer con su voto el empate entre los árbitros que actuaron en 
papel de jueces defensores.20 

5. INTENTO CONCILIATORIO OBLIGATORIO o VOLUNTARIO. El procedimiento 
conciliatorio puede estar reglamentado en las diferentes legislaciones como 
obligatorio o como facultativo. En el primer caso, las partes se presentan ante 
un tercero neutral. que escucha los puntos determinantes del conflicto, las 
razones que las partes arguyen, y la solución que intenten adoptar: de no 
haber ninguna, él propondrá la más adecuada, conforme a su criterio, aco­
modándola a la justicia y a la equidad, a fin de lograr, por obra de sus razo­
namientos, que las partes, lleguen a un resultado satisfactorio para ambos 
intereses, y de que se evite una contienda judicial. Bajo el sistema voluntario! 
la conciliación pierde fuerza, a causa de la desconfianza o negligencia de las 
partes, que prefieren acudir al arbitraje, o al proceso común, como solución 
a sus problemas. 

El sistema obligatorio exi\'.)e que ante la petición de una de las partes, 
acuda la otra a exponer el problema, e intente conciliarse antes de buscar en 
vía judicial. la solución. E incluso que la ley establezca como único medio, la 
conciliación obligatoria para ciertos problemas. Debemos aclarar que la obli­
gatoriedad no es la de la conciliación en sí, sino el intento de qdebrarla. Dicha 
obligación recae sobre las partes y se satisface mediante su presentación para 
desahogar la diligencia correspondiente, en tanto que dependerá de su arbi­
trio o interés que se concilien o no. En caso afirmativo, quedarán vinc;:uladas 
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ppr lo que el acuerdo entre ellas establezca;. y. si la tentativa fracasa, entonces 
queda abierta la puerta para emprender el procedimiento contencioso. 

, . Prevalezca legalmente uno u otro sistema, la ley sienta las bases para el 
nombramiento de los terceros -conciliadores..- y fija la forma de celebrarse 
la. audiencia. 

, Acerca de las ventajas o inconvenientes de tales sistemas, los defensores 
de la fórmula voluntaria consideran que, cuando se implanta como obligatoria, 
las partes acuden a las audiencias sin la intención de avenirse y únicamente 
con objeto de cumplir un requisito legal. lo que significa pérdida de tiempo; 
mientras que de reglamentarse como voluntaria, las partes se presentarían 
con la firme intención de lograr la autocomposición, ya que entonces van con 
ánimo propicio a la avenencia. Los partidarios de esta solución estiman que la 
obligatoriedad ha demostrado su ineficacia y que su reglamentación es un 
trámite inútil. 21 Consideramos que tales argumentos no pueden concebirse en 
forma general, puesto que algunos países, como Italia, que la reglamentan 
como obligatoria, han alcanzado con ella gran éxito. Por nuestra parte pro~ 
pugnamos la obligatoriedad, debido a que el Estado tiene especia] interés en 
solucionar con prontitud ciertos conflictos, o mejor dicho, su interés general 
en resolverlos todos con rapidez, se acentúa respecto de al~tmos. entre los 
cuales se encuentran los originados en el seno del Derecho Social. como los 
obrero-patronales: cuando estas relaciones se ven perturbadas, las partes de­
ben ser obligadas a intentar la conciliación, en primer lugar, con obieto de que 
aquéllas marchen con normalidad y se asegure el equilibrio del orden y 
de la paz sociales y, en segundo término, para que Jos órganos que conozcan de 
Jos conflictos en el campo contencioso, no resulten desbordados por la mul­
titud de controversias y puedan atender con mayor rapidez y eficacia las que 
se sometan a su decisión, Además, el tiempo que se invierta en el intento 
conciliatorio, queda compensado por las ventajas que reporta cuando su des­
enlace es satisfactorio, como mostraremos más adelante. 

En algunos países la adopción del sistema obligatorio o del voluntario 
varía seg(m que se trate de conflictos jurídicos o económicos, o bien de in­
dividuales o colectivos. Respecto de los económicos, el intento conciliatorio 
suele funcionar con carácter obligatorio.22 

En nuestro país, la tentativa de conciliación se realiza varias veces, pero 
sólo una de ellas es obligatoria. La ley nada dice acerca del salto que se da 
a Ja audiencia de conciliación ante las Juntas de este nombre. El sistema adop-· 
tado se bifurca según se trate de conflictos jurídicos o económicos, siendo obli­
gatorio únicamente a propósito de los primeros. 

Parece contradictorio que los conflictos jurídicos puedan ser objeto de 
conciliación, puesto que si surgen a consecuencia de la aplicación o int~rpreta­
ción de normas jurídicas preestablecidas, sólo debería resolverse mediante el 
empleo de esas mismas. Téngase en cuenta, sin embargo. que la aplicación 
del derecho no siempre resulta fácil y suele con frecuencia ocasionar proble~ 
mas, y puesto que la conciliación se mueve en el ámbito de la justicia y de la 
equidad, es decir, no requiere renuncia de derechos, ni mediante ella se pre­
tenden violar reglas jurídicas, la avenencia no aparece como imposible. En 
todo caso, si la reclamación o petición de una de las partes, no es fundada, 
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se procura terminar con la diferencia rápidamente, y en un ambiente menos 
solemne que el jurisdiccional. Los conflictos individuales, generalmente jurí~ 
dicos, se refieren en su mayoría a cantidades modestas, pero de suma impor~ 
tancia para los trabajadores, cuyo único patrimonio es su salario. 

6. ÜRGANOS CONCILIADORES. La función conciliatoria laboral está fun­
damentalmente encomendada en nuestro país a las /untas Municipales y 
Federales de Conciliación, encargadas del conocimiento tanto de los conflic~ 
tos individuales como de los colectivos, y las Juntas de Conciliación- y Ar~ 
bitraje, que, como su nombre revela, no sólo intervienen en la conciliación, 
sino, además, en la decisión arbitral de las contiendas en que no se logró la 
avenencia. 

Actividad conciliadora desenvuelven también, la Procuraduría del Tra­
bajo, respecto de los conflictos jurídicos, y el Cuerpo de Funcionarios Con­
ciliadores, dependiente de la Subsecretaría del Trabajo, en cuanto a los de 
tipo económico. 

Los conflictos de orden económico, susceptibles de solución mediante 
procedimientos especiales, quedan sometidos a la etapa de conciliación, no 
obligatoria, que funciona bajo la dirección del Cuerpo de Funcionarios Con­
ciliadores que mencionamos, integrado por doce miembros, diferentes auxi­
liares y un jefe, que deben ser licenciados en Derecho y tener conocimiento 
en materia laboral. especializados en una determinada rama industrial, a fin 
de conocer más profundamente los problemas técnicos, económicos y jurídicos 
que se ocasionan con el desempeño de la actividad correspondiente. Con ellos 
cooperan los Departamentos de Estudios Económicos y Estadísticos e Inves­
tigaciones Industriales, dependientes también de la Secretaría del Trabajo y 
Previsión Social. 

"Se entiende por conflictos de orden económico, aquéllos originados por 
la acción de complejas causas económicas que dan lugar a alteraciones en la 
industria, desfavorables o no, refiriéndose a períodos de depresión que de 
tiempo en tiempo se manifiestan después de períodos de prosperidad, dando 
lugar a la limitación o expansión de la industria, o bien al licenciamiento u 
ocupación de los trabajadores".ll:i 

A tenor de la definición que de ellos hace la Suprema Corte de Justicia, 
los conflictos económicos se refieren a los suscitados principalmente por la 
firma, revisión o violación, de un contrato colectivo. La importancia que revis­
ten es enorme, porque su solución afecta 110 sólo al interés de todos y cada 
uno de los trabajadores y patrones, sino también al del Estado, en mantener 
el equilibrio de la economía nacional y el orden público. 

El procedimiento a seguir para su solución es especial, en atención a las 
consideraciones enunciadas, y se traduce eh ·¡a reducción de plazos y en 
la simplificación de formalismos. Planteado el conflicto ante la Junta, se pro~ 
curará, ante todo, que las labores no se suspendan o, si lo hubieren sido, de 
que se reanuden (sin perjuicio de suponer mientr.as tanto que las partes acep­
taron conformemente las condiciones de. trabajo: artículo 571 LFT). Se abre 
enseguida un período de investigación, a cargo{de. peritos, quienes al final 
de sus pesquisas rendirán un dictamen, que,Jás,;partes.pueden aceptar o no. 
Antes de proceder a la audiencia de pruéba's;{se procurará que las partes se 
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reúnan con los Conciliadores para discutir sus problemas y las circunstancias 
del caso, a fin de lograr la avenencia. El acuerdo a que lleguen en este perío­
do conciliatorio, se transformará en convenio, que será ratificado por las auto­
ridades jurisdiccionales. 

Los resultados conseguidos por la conciliación respecto de los conflictos 
económicos, son extraordinariamente satisfactorios, según revelan las estadís­
ticas de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje: los emplazamientos de 
huelga resueltos en 1961 llegaron a 97.So/o, y desde agosto de 1964 a sep­
t.iembre de 1965 se llegó al 98.5o/o. 2~ La Secretaría del Trabajo se ha pre'.' 
ocupado por mantener el equilibrio socio-económico, y se ha logrado así un 
mayor desarrollo industrial y el cumplimiento de las garantías de seguridad. 

En orden a los conflictos jurídicos, la conciliación voluntaria ha cose­
chado mejores frutos que la obligatoria, pero la razón determinante de ello 
no es el carácter del procedimiento en cuestión, sino motivos que difieren 
según el organismo ante el que se celebre. 

7. PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO. Procederemos ahora a exponer y co­
mentar el procedimiento seguido ante los diferentes organismos de concilia­
ción, aun no presentando grandes diferencias entre ellos, a fin de mostrar el 
interés que cada uno de los mismos toma en procurar la avenencia. 

Procuraduría para la Dcfen·sa del Trabajo. Su obligación fundamental 
consiste en asesorar a los trabajadores acerca de los problemas o litigios labo­
rales que les conciernen, tanto en posición activa como pasiva (supra, capítulo 
IV. N'1 24). Tanto el asesoramiento como la representación son gratuitos y 
se prestan únicamente a petición de parte interesada. La Procuraduría se abs­
tendrá, sin embargo, de intervenir en un asunto, cuando éste sea inmoral 
o no proceda legalmente, sin perjuicio de que en tal caso el trabajador pro­
mueva por su cuenta, ni de la obligación que a ella incumbe de practicar las 
diligencias e interponer los recursos que se susciten mientras tanto. 

Cuando el asesoramiento o la representación sean procedentes, el asunto 
se turnará al procurador auxiliar encargado de la sección de "Quejas y Con­
ciliación" (artículos 14-18 del Reglamento Interno de la instituci9n), para 
que las partes intenten avenirse. Con tal objeto la Procuraduría misma 
librará citatorio a la parte contraria a fin de que se .oresente, pudiendo 
valerse al efecto de los medios de apremio autorizados por el artículo 410 LFT. 
Celebrada la diligencia, su resultado se asentará brevemente en un acta, auto­
rizada por el secretario de la Procuraduría, y si es satisfactorio, el convenio 
celebrado entre las partes tiene, una vez ratificado ( art. 98 LFT), fuerza 
obligatoria. En caso contrario, el procurador correspondiente iniciará el juicio 
mediante interposición de demanda ante el grupo competente, o bien, se pro­
seguirá el proceso, si éste se hubiese ya iniciado, artículo 20 rgto. cit.). 

Contemplada como órgano de conciliación, habría que pensar en forta­
lecer las atribuciones de la Procuraduría, puesto que hoy en día el marcado 
favoritismo hacia el trabajador hace fracasar a menudo las tentativas de 
avenencia, hasta el punto de que cuando el trabajador promueve la conci­
liación, con el sólo propósito de ganar tiempo, el criterio es el de entablar 
inmediatamente la demanda. A nuestro entender, su actuación debería neu­
tralizarse durante el período conciliatorio; pero esa meta no se ha alcanzado 
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-:at;n·y:-c1i·• consccitencia; el: patrófrpt~fi~r~~~üdif 'af'~rbltraj~;'~n>eI 'é¡tle ·tendra 
la oportunidad de defender:, _sus dereclio~,1medianteJa prueba ·de sus razo­
nes -y argumentos. Se observa;col1)re_cuencia, cOIUb;se busca una transacción 
mediante la renuncia de ciertps d~i:ecl~os'clel patróh, a quien no pueden afectar 
en la misma medida que al tr~bájador. lél~pérclida'~e su'. trabajo. Un ejempo 

. lo d_emostrará úna persona tjueha trabajadodurallte quince años con el mismo 
patrón o empresa, es despedido' por faitai-: inj\1stificadamente tres días a sus 
lab()res. En ta,! caso" eLp_atró,h tiene_ el dei:echo~'de despedirlo ya que la· ley le 
!'.'to.rga facultades para :m~ntenei: eL_bi1~ii ·arden ,'cleútro de su empresa: pero 
cuando llega , el _ásunto a fa· J únta y el trabajador pide la reinstalación, se 
procedé. c~tonces no sólo --ele ·,_acuerdo ·con el derecho, sino tambien con la 

' equidad;:}':se•tiende a qúe el trabajador/conserve su trabajo y no pierda su 
ántigUedad;/Las situaciones de desigualdad deben tomarse en cuenta, aun 

-- -· cuanao fos; patrones no- quieran o fntedaii CO!npréndérlo, si bien, en cierto 
-- '; (lll_()c!{):~~slt actitud no deja _de estardustificada·:. c:uando ,un trabajador ha co:.. 

, llletido una fo Ita y, mediaiite :co11ciliación>·o .transacción consigue que se le 
. Jp_ei:doneyiquelarelación contractual no:ter111_ine; ello será motivo de desorden 
.- ~. en eh empresa o negociación; porque%consejará ... a sus -compañeros, indicán-

doles las ventajas que obtuvo aFarrípar,_oC;de:lé( Ley del Trabajo, y será cau­
sa de abusos. De ahí que para C1 .j)'atré>n, !a conciliación mediante transacción 
pueda significar iniéiar una· cage!}ª:Ae '.C:c)nilictos. Por otro lado, la ley no 
debe contentarse con proteger éll frá~.ªiélclªr, sino que ha de aspirar asimismo 
a la editcación del proletariad();~a:fi~~·~e (¡iíe ·comprenda que la protecdón del 
derecho no se extiende a los a~uso:szqlte él su sombra quiera cometer. 

B. CoNc1uAcróN l\~Ti'.f"s~Tll1Yi\s· MÜ.Nrc1P1\1Es v FEoERALEs. Integra­
das las Juntas en la formaqi.ieya"e~púsi1n0Sí 2n,lás partes o sus representantes 
expresarán oralménte, . h. qjie.~tsú~'inf~rés :convenga; y si lle~éln ·.a un. acuerdo, 
se cclcbrnrñ y reclactará-:_"en;-2ese~m1'omel1t0.':el convenio-fi:ol'respondiénte, cuya 
ejecución quedará a icárgo:Clifla Jtlnfo·-de'.'Condliaciólry'Arbitrajc a quien 
incumba. __ ---./ .. , _-;i:·!\;~n.;~;]ll~;1;:G:··,i:--;.···.:'{,':.- :/:'}.'! ._ · - · 

· · CelebrpdáJa•fülig~nci~{~ii1·re.siílt?~ó:p9~itivo,~;.() no' efectuada por inasis­
tencia. qe únp .. '.d~.Jél.~.\1?'~\te~•-a'il.~\~ism,a,\se.se_p,é\Ja.r~ •. f,echá ... Pªra otra audiencia 
de a n~~Q~-~-l~/f§lJ}P~;.si~,i~!~;;~fl tJ5~~1t.i; ,!é,1····~.9;é1_1;);;\~i;p.é\;f,t,~~;·¡)?s\rán exponer sus inte­
reses a ; manera ele 'de111anda .y exc~pc1?ryes, . as1 como_ presentar las pruebas 
,cc)ff d}1.c$'11t~~'.'.§,.tí_~:ry.~9:if1. P:~?t{.él/to~a p9 .~.e:pre.se~th,· se •reproduce su primera 
'declára~ióri; .. y se. considei·a_ a_ceptadaj ~i.(~_s ·la demandada la que no asiste . 

•• :.. :
1

~a',.){1i{i~ .:füsp~l1~~e ..• setelif~,y dq;·:_fü?~~.s.p_q~~ hacer. un análisis y pro­
'p()1lir:·3¡¡~~~;s_olt1Ci.off, CJUe ilotifiéa~á a las. partes, quienes dentro de la veinti-
cuafró)1oras., lrnprán de manifestar su aceptación o su rechazo. La aceptación 

·- pü~dc set-:tfü:itá;~cctm11do ambas ¡)artes lio.;se presentai1, _o deja de h~cerlo 
.. · · ¡fo¿;';y1a·ot~a nadáobjetá.Ahorabfon:)a "ópfnió1i" de.la Junta reviste, para 

fa Ley de!Trab~jo (cfr. su artículo 505) los caracteres de una "amigable 
composición''; es decir de un arbitraje de equidad/11 y las partes o una de ellas 
podría no estar de acuerdocon la misma. Bastará entonces con que así ló 
haga saber, para que la Junta tenga que remitir el expediente a la Junta 
de Condliacióri y Arbitraje qite corresponda, mediante una acuerdo en el 
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· (¡úC!·l~r,;·i~\,~I{arfi·.óa:'fas•parfü~···~~?;~~fial~nYrá~111'iEiÚcr:patk:6i~!:'notificaciones,; 
o en su defecto, .éstas se harátl por.,,~éqüla (arts.: 503:-510 LFT). ;, . 
";~~'·El frácasó conciliatorió a,.nte:·las;Jutjtasi•Mu?icipales,se. debe. fundamen-
talmente a la desconfianza de los trábé:ljadores; qué(conocen stLdebilidad para 
enfrentarse a la· fuerza del•patróh;tQuiia.tendrían fe en la conéiliadón si elt 
tercero encargado de presidirlas'•ftlesé,realmente neutral: pero, por desgracia,. 
en los municipios ese miembro d<::'/la Junta sttele pertenceí: a la misma clase 
o grupo del patrón, con quien a'menudo tiene relaciones .de amistad; e:in-
cluso cuando tales circunstancias nó se dan, siempre existe el riesgo de que· 
el patrón lo soborne, pese a las disposiciones protectoras deltrabaj():N() qtte> 
remos significar con ello que así ocurra en la generalidad de. l~s casos, pero 
sí, desde luego, en un número éonsiderable, y el peligro señalado ;se agrava 
a causa del carácter CVl,!ntual<l,e Jas hu:itas ... · .. .··. · .. ··. < ,, .•• ·, ; < , ·• 

En cuanto ª.la. audiencia, de conciliación. que se celebra é!t1t~'}a§J1;1n,ta~/ ·· 
de Conciliación y Arbitraje momentos .. antes de ;inkiarse .. la· audie11cia~de de.-. , · 
macla y excepciones, se ha cónservado.y.~se·practiq1.<:0lll() u11: .. rfiero.f~rín~li~mo .. ,'· 
pues. las. partes no ·.quier~n co11icliarse. p9~ .. sí;inisniqs, y·l~;,J unta nadahace··.por 

•· tratpÍf~~~~in~~l~:~:~ri~iit~W~~t~,3~W!1Ji&it!'~~f~~t~¡·~.~~Úl~~1é~a.:~110·· pr~~.···· 
procesal; ·sino . intraprocesal;.~'.:·:.púesfo:/qué ;•.ya')e .)ba}pr()pttesto :. la.·· déman~a ·•y 

se 
11·~.in~~~~1:1~~~i~e:o~T~·t~~.~·rn~±~~7[J~~~~~~1ti~g~~~~;~.~~B1Tni}ri .•.. R~~; .. ~'. ··· · 

"'--~, '-.· :_.,.; .. . 
. -._ '~~: -l-· 

sentélda ante ellas la reclamación; ofllef!a?.O\'.eli,xf.iedieilte·ren1.itidopor la:Junta,• .. ·.··•· ·'/···. 
de· Conciliación, y turnada.··,después;él~(grtlpo/~speCia!Lqt1~¡corfesp()!JdaJ/;i~.~.t~.· ,, 
señalará fecha dentro ·de los diez días :sigui~i1tes 'para ,.¡a <celeWációh ;d.e):tina•. ;) '• e•. •· 
audiencia de conciliación ·Y otra"'de··déll1ánda ;yi'Fxcepd°:nés .. 'TSi¿}á.i~c~~>ra· , :· · 1 

~é~n~~1~:eci:n\~ :1~1afJ~~~~~~y~1Jf~Af{~~~leÍ:~~Y~~~~~~;1 fi%tf{fJ!~Fh:~~~t~·~~~t;i=~~~,/~~~;.~~: ...• : ·· 
audiencia, :n caso de .~ue)? dema~1dada; op~siei~ ~.xc~¡5fip,~~:.~:~.8, S,c,))pJe. élfüfrá' < / > 

nuevo periodo conc1hatorio;., cuando ... mediare .. reconyenc1on·.·• (;;i,rt.s.,•·.·.~11:-~t§><··. 
LFT). ·.·.·.·. . y; .· •.·· ., ., .• • •• · '. '· \ •• : ' > .· .. • ' .. 

Ante la incompa~e~encia .d.~l .,deínandadR puecle opta~s~ por una de· las 
tres siguientes solucione5:: '.'{J inte¡:pretar qüe ha• cont.estado .· la demanda ell' 

sentido afirmativo,{seg(m ;se d~sprend~ de la ·Ley: d~L Trabajo. teniéndolo, 
además, por incol1f9rni..~,;~~n ~¡;.aqeg loam.istoso :. , 2) considerar contestada Ja 
demanda en se~tid,O;;pegatiyo".y,délrl.e así,oportunidad de defenderse en el pe .. 
ríodo probatorio:,a:tm1éstroeÍ1teiíder, esJaJnás justa, puesto que el demandado 
no siempre deja d~;.c:O.ni.iJarecér ;p~r ilegligencia, sino que pueden .presentarse 
otras razones que,.noc•pudo;prever.o eyitar: 3) nombrar a un defensor ele. ofi .. 
cio: tiene el inconvenienteide,que éste act(m a ciegas, ante la falta de relaciqn 
y medios de conocimiento que. el demandado pudiera proporcionaí:le. · Núesfrá 
le¡:yislé!ción, protectora de. la clase trabajadora, debería aplicar esta tercera 
solución cuando se trate dé trab<1jador demandado, haciendo que la, Proét{ .. , 
raduría asumiese las veces de Defensoría de Oficio. . , '<<·;:; 

Los mismos efectos pueden derivar de la mala representación 'de las 
partes, a la que la Ley .Laboral atribuye las mismas consecuencias/qué' á la 
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irinasistencia. En todo caso, la ausencia del actor no significa la pérdida de 
la acción.20 

10. Como acabamos de ver, en nuestro Derecho Laboral, la conci~ 
liación ha alcanzado un papel importante, y se ha establecido como obligato~ 
ria respecto de los conflictos jurídicos: pero se conserva también la voluntaria 
ante las Juntas de Conciliación. La ley es obscura y no señala los efectos 
inherentes a la falta de asistencia a las mismas, por lo c¡ue podemos inter~ 
pretar que tal trámite es facultativo. Esta deducción se desprende de la lec~ 
tura del artículo 511 LFT, en cuanto afirma que, "Presentada ante las Juntas 
Centrales o Federal de Conciliación y Arbitraje reclamación de que deban 
conocer unas u otras ... " 

El procedimiento mismo se desenvuelve a través de estos pasos: 

1. El actor expone su reclamación y la razón que para ello tiene, pu~ -
diendo fundarla en preceptos legales. 

2. El demandado expone sus defensas, de acuerdo con sus intereses y 
podrán exhibir sus justificantes. 

3. Las partes pueden replicar y contrareplicar. 
4. El presidente o su auxiliar propone entonces una solución, haciendo 

ver a las partes la "justicia y equidad" de la misma. 
5. Si las partes la aceptan, el acuerdo se convierte en un convenio, que 

se ratificará conforme a la ley. Este convenio se firma por las partes y por el 
presidente de la Junta, entregándose copia a cada una de las partes: el acuerdo 
no puede posteriormente ser modificado o rescindido, ni aún con el conseti~ 
miento de ambas partes.'10 Esta solución no parece acertada, puesto que los 
cambios pueden favorecer al trabajador: en cambio la disposición lo perjudica, 
al no permitirle la posibilidad de mejorar la situación en el futuro. 

Dice el artículo 513 LFT, que no encontrada o aceptada conciliación al~ 
guna, el período se cierra y se inicia el procedimiento del arbitraje. 

Teniendo en cuenta las indudables ventajas que la conciliación propor~ 
dona, sólo nos resta decir que tal función requiere "en primer término, in~ 
formación plena y exhaustiva sobre el problema: sus antecedentes mediatos 
e inmediatos: los hechos de importancia personal. económicos, técnicos y socia~ 
les a que está vinculada, los resultados y el completo proceso de la indis~ 
pensable negociación previa y directa entre las partes".:u Tales datos pueden 
ser proporcionados por las partes mismas, o sólo algunas de ellos, y el resto 
averiguarlo a través de los departamentos a quienes incumba suministrar la 
información pertinente. 

La asistencia personal de las partes a la audiencia de conciliación, no 
constituye un formalismo caprichoso, sino que tal proporciona una posibilidad 
más para el logro del arreglo amistoso, ya que los directamente afectados son 
los únicos que pueden definir con pleno conocimiento de causa una situación 
acorde a su interés. Su representante o procurador puede dudar sobre tal 
conveniencia, y ante la incertidumbre, optará por la solución que la autoridad 
determine.ª 2 

La conciliación ante nuestros organismos laborales se ha considerado 
un mero paso en el procedimiento, a fin de iniciar el de arbitraje. Nada más 
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erróneo, sin embargo: debería insistirse sobre ello hasta la saciedad, dados 
los factores positivos que el intento de lograrlo encierra. 

"Uno de los rasgos distintivos de la jurisdicción del trabajo es la im­
portancia que ésta le da a la tentativa de conciliación, la cual debe preceder 
a la instancia, antes que el conflicto entre en la faz judicial." "Es preciso ver 
aquí una de las ventajas más comunes y más grandes de los tribunales espe­
ciales del trabajo. En efecto, el procedimiento de concilación da a menudo a 
las partes en litigio la oportunidad de reducir sus reclamaciones a proporciones 
justas, facilita el acuerdo entre partes, evitando los gastos que traería un 
proceso y asegurando un arreglo amigable y razonable, logrado en la buena 
voluntad que cada una de las partes pone para comprender el punto de vista 
de la otra." :rn 

11. ARBITRAJE. (Deriva de Arbitre, latín arbiter, juez perito). El sis­
tema arbitral fue practicado por los Patriarcas, los Indios y los Griegos; los 
Romanos lo reglamentaron en las Pandectas y en los Códigos. El incremento 
que alcanzó fue suspendido por la corriente que deseaba concentrar el poder 
público. Por ello, diferentes legislaciones europeas niegan el ejercicio arbi­
tral. Francia en 1790 reconoció la validez del compromiso, y lo reglamentó 
obligatoriamente. Sin embargo, los inconvenientes surgidos, principalmente a 
causa de la parcialidad e ignorancia de los "árbitros públicos", originó su 
supresión. En otras legislaciones perdió su fuerza y se reglamentó como 
voluntario.ª' En la actualidad ha tomado gran auge, no sólo en los litigios 
laborales, sino en el comercio internacional, sin contar con el arbitraje de 
Estado, tan practicado en los países comunistas, con un fin económico, y que 
reviste caracteres muy especiales.:ir. 

Mediante el arbitraje, las partes en conflicto acuerdan someter sus di­
vergencias al conocimiento de uno o varios jueces privados, en lugar de acudir 
a los juzgadores (públicos) ordinarios. La decisión que tales árbitros pro­
nuncien habrá de ser ejecutada, siempre que triunfe una pretensión de con­
dena y, por tanto, su cumplimiento no es voluntario.ªº Por el hecho de sustituir 
al juez ordinario, el árbitro desempeña función jurisdiccional, y de ahí que 
se le confiera una serie de facultades para el desempeño de su cometido. El 
arbitraje no es una transacción, y los árbitros no asumen la tarea de conci­
liar o transigir, sino la de arbitrar. En este sentido, el ideal sería que el o los 
árbitros fuesen elegidos de común acuerdo por las partes, ya que ello entra­
ñaría una presunción de imparcialidad; pero en la práctica, esa coincidencia 
rara vez se logra, y la normal intervención de un número igual de árbitros 
parciales (jueces-defensores) complica el procedimiento arbitral. 37 Como re­
gla, la cifra de úrbitros es impar: uno, tres, cinco, etc., sin que un número 
mayor de tres sea aconsejable, puesto que redunda en detrimento del ar­
hitra je.11R 

12. NATURALEZA. A este propósito, encontramos en la doctrina tres 
corrientes: la que contempla el arbitraje como un contrato ( Mattirolo, Chio­
venda, etc.), la que lo caracteriza como equivalente jurisdiccional ( Carnelutti) 
y la que lo considera auténtico proceso jurisdiccional.ªº 

Teorías contractualistas. Estiman que los árbitros carecen de potestad 
jurisdiccional, y derivan la fuerza del laudo del compromiso entre las partes. 
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. }\rrélhcan de una doble consideración: una histórica, relacionada con el ordo 
iudiciorum privatorum romano y con las concepciones .privativas acerca de. la 
naturaleza del proceso, alzadas en torno a la litis-contestatio,·10 y otra actual. 
a cuyo tenor el Estado es el único titular de la jurisdicción, aún que ésta pue~ 
da surgir por obra de las partes. Lo que los litigantes pueden, mediante los 
contratos procesales, es fijar ciertos extremos en cuanto al desarrollo del pro­
ceso. Entre dichos contratos se encontraría el de compromiso, o sea "el 
acuerdo de las partes de conferir la resolución de sus controversias a uno o 
más privados (árbitros)" .41 Representa, pues, el compromiso, la voluntad de 
las partes de someter sus divergencias a uno o más particulares (árbitros), 
que no serían verdaderos jueces, por carecer de jurisdicción. La autoridad que 
detentan proviene del acuerdo de las partes: su decisión (sentencia arbitral 
o laudo) es irrevocable ·12 y, en principio, no ejecutable, adquiere esta cua­
lidad en virtud de un acto de los genuinos órganos jurisdiccionales, que im­
prime tal carácter al laudo.1'1 

Merlin, autor francés del siglo pasado, forma parte del grupo defensor 
de esta teoría, y equipara el arbitraje y el mandato, al considerar que el pri­
mero es un contrato.44 

Mattirolo, en Italia, lo incluye en el capítulo destinado a "títulos que 
derogan la jurisdicción",4

" y en el propio país, Chiovenda se aferra en estimar 
que. la substancia del arbitraje consiste en la exclusión de poderes jurisdic­
cionales.-10 

A su vez, el argentino Podetti, si bien acepta que los árbitros ejercen 
jurisdicción, aclara que éste no implica soberanía del Estado, de la que no 
pueden participar los particulares y, en consecuenc~a, lleva el arbitraje al 
campo contractual.47 

Teorías f urisdiccionalistas. Mortara inicia esta corriente cuando consi­
dera que "el oficio jurisdiccional de los árbitros se confiere con el beneplácito 
del Estado, no por la voluntad de las partes".48 

El árbitro tiene poder conferido por el Estado en representación a su 
soberanía; el origen del arbitraje está en el consentimiento ele las partes, pero 
éste no es su esencia. 

Los autores que defienden esta doctrina son numerosos,. y entre ellos 
están los argentinos Tomás Jofré y David Lascano. El primero de ellos argu­
yó que de determinadas controversias podrían conocer jueces elegidos volun­
taria o forzosamente por las partes, los cuales podrían ser jueces o amigables 
componedores. Considera al arbitraje como un juicio, y otorga al laudo el 
valor de sentencia.4n El segundo de los mencionados considera necesario esta­
blecer la naturaleza del arbitraje, y para situarlo en el campo jurisdiccionalista 
atiende a la posición de los árbitros respecto de las partes y a las relacion~s 
que entre unos y otras surgen con tal motivo."º 

· Las teorías jurisdiccionalistas consideran que el arbitraje es verdadera 
jurisdicción. El poder que los órganos meramente jurisdiccionales tienen, ha 
sido otorgado por el Estado, y cuando éste permite el arbitraje, da ocasión a 
los particulares para delegar autoridad en otros particulares, sin contravt>nir 
el ordenamiento común. La ley prevé la hipótesis de que unos particular!'!S 
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cularil según criterios de conveniencia, en el arbitraje ambos contendientes, 
a quienes no se exige renuncia total ni parcial de derechos o pretensiones, se 

· juegan el todo por el todo a una carta, o sea laudo arbitral, cuyo tenor des­
conocen al someterse a él. 

Agreguemos que en tanto la transacción pertenece al campo del derecho 
privado, desde el momento en que se encuentra regulada como un contrato 
en el código civil (cfr. arts 2944-63), el arbitraje se vincula con el tema 
de la jurisdicción y se halla adscrito a los dominios procesales.ºº 

Finalmente, si bien, como hemos dicho, arbitraje y transacción concuer­
dan en presuponer el acuerdo de las partes -en aquél para el reemplazo de 
jueces públicos por jueces privados y en ésta para que los propios interesados 
resuelvan sus divergencias-, el uno supone el ejercicio de verdadera juris­
dicción y la otra tan sólo un equivalente jurisdiccional de índole autocom­
positiva.111 

16. DIFERENTES CLASES DE ARBITRAJE. Fundamentalmente encontramos 
el arbitraje -puro- de derecho y el de equidad. La diferencia entre am­
bos obedece a la cualidad de los árbitros. En el arbitraj,e de derecho los árbitros 
son juristas, arbitran y fallan conforme a las reglas de derecho, y encontramos 
en ellos una verdadera sustitución de jueces públicos por jueces privados. El 
arbitraje de equidad no requiere árbitros juristas y el procedimiento no se 
desenvuelve apegado a normas de derecho, sino de equidad. Generalmente, 
las legislaciones admiten la opción entre el arbitraje de derecho y el de equi­
dad. Este último no es sino la tradicional amigable composición, con un ter­
cero supra-partes que decide en conciencia. 

Obligatoriedad o voluntariedad. Los cánones naturales del arbitraje esta­
blecen que se requiere un compromiso previo entre las partes. Según el Voca­
bulario Jurídico de Capitant, el compromiso es una convención, o sea un ajuste 
y concierto entre dos o más personas.112 

En conclusión: el compromiso tiene que ser voluntario, ya que, si no, 
no sería compromiso. excepción hecha del que derive de un contrato de adhe­
sión. Si el compromiso es, pues, voluntario, voluntario debería ser también el 
arbitraje: pero éste reviste dos modalidades: el obligatorio o forzoso y el vo­
luntario. El primero funciona generalmente respecto de conflictos no atribuidos 
a ninguna otra jurisdicción, en los que el compromiso es suplantado por la 
voluntad legal. El arbitraje voluntario, en cambio, es peculiar de los códiqos 
procesales civiles, en la mayoría de los cuales lo hallnmos reguado.11 ~ 

El sistema arbitml ha adquirido gran auge en el ámbito de las relaciones 
internacionales de derecho privado, sin .. qularmente en las de índole comer­
cial: 0 ~ en los paises comunistas funciona, con rasgos muy peculiares el do­
nominado arbitraje de Estado, estrechamente ligado con la aplicación de los 
planes económicos nr. y, por último, reviste gran importancia en el cuadro del 
Derecho Laboral. como fórmula que diversos países adoptan para resolver 
los conflictos laborales. A este propósito mientras naciones como Australia, 
Nueva Zelanda y México (excepción hecha de los conflictos acompañados 
de hueli:ia) lo han instaurado como obligatorio, en otras (verbigracia: Bél­
gica, Venezuela. o Estados Unidos -en controversias ferrocarrileras-) 
rige tan sólo como voluntario. 
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17. DERECHO POSITIVO MEXICANO. El arbitraje se encuentra establecido 
y reglamentado como forzoso en el Derecho Mexicano del Trabajo. En efec­
to, la fracción XX inciso A. del artículo 123 de la Constitución establece que 
"Las diferencias o los conflictos entre el capital y el trabajo se sujetarán a 
la decisión de una Junta de Conciliación y Arbitraje, formada con igual nú­
mero de representantes de los obreros, y de los patronos y uno del gobierno''. 
La jurisdicción laboral emana, pues, de la Constitución. 

La integración y funcionamiento de esas Juntas. -como quedó expuesto 
páginas atrás-. se reglamenta en la Ley Federal del Trabajo, y otros orde­
namientos como el Reglamento de la Junta Federal de Conciliación y Arbi­
traje, que regulan también los procedimientos, la estructura del laudo, su eje­
cución, las medidas de apremio, etc. 

El carácter voluntario o forzoso de nuestro arbitraje laboral suscita, sin 
embargo, dudas cuando se traen a colación disposiciones distintas de la trans­
crita. Es evidente que la fracción XX lo implanta como forzoso, de manera 
que los individuos envueltos en conflictos laborales, sólo pueden recurrir al 
arbitraje, como lo establece la ley. a menos de llegar a un arreglo conciliatorio 
anterior al juicio arbitral. No podrán acudir a tribunales del fuero común, 
porque éstos carecen de la jurisdicción constitucional que a los organismos 
de arbitraje se les concede. En consecuencia, las actuaciones de cualesquiera 
otros tribunales en materia laboral serán nulas. Pero enseguida tropezamos 
con las disposiciones de la fracción XXI. la cual admite la posibilidad de 
que el patrón o el trabajador no quieran someter su asunto al arbitraje o no 
acepten el laudo correspondiente. Si partimos de que la Ley protege funda­
mentalmente al trabajador, su negativa debe considerarse válida, porque se 
presume que conviene más a sus intereses, y entonces el contrato de trabajo 
se dará por terminado. En cambio, de la negativa del patrón surgen ciertas res­
ponsabilidades, cuyo cumplimiento substituye al del laudo o al juicio arbitral. 
Antes de proseguir veamos lo que dice la fracción XXI: "Si el patrón se negare 
a someter sus diferencias al arbitraje o aceptar el laudo pronunciado por la 
Junta, se dará por terminado el contrato de trabajo y quedará obligado a in­
demnizar al obrero con el importe de tres meses de salario, además de las 
responsabilidades que le resulten del conflicto. Esta disposición no será apli­
cable en los casos de las acciones consignadas en la fracción siguiente. Si la 
negativa fuere de los trabajadores, se dará por terminado el contrato de 
trabajo". 

Indiscutiblemente esta fracción provoca una serie de dudas: si el arbitra­
je es obligatorio, y las Juntas de Conciliación y Arbitraje están reconocidas 
como órganos jurisdiccionales, no es posible negar autoridad a sus laudos. 
Por otra parte, la salida que brinda, le da oportunidad al patrón de obtener 
más ventajas en contra del trabajador, puesto que le permite escoger entre el 
cumplimiento del primer o del segundo laudo, con el peligr'o de que ocasione 
serios perjuicios al trabajador. 

La salvación del precepto que examinamos se ha debido a las interpre­
taciones que la Suprema Corte ha dado. Al principio, defendió la integridad 
gramatical de la norma y, por tanto, mantuvo intocable el derecho del patrón 
para optar entre arbitraje y laudo o indemnización legal. Tras 9na serie de 
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ejecutorias distintas cada vez, se fue logrando que se establecieran los límites 
de dicha fracción y que se interpretara de modo diferente. Señaló así que la 
fracción no era aplicable a los conflictos de orden económico y sí, únicamente 
a los de índole jurídica.ªº 

La interpretación actual de la Suprema Corte establece que el patrón 
conserva el derecho que la Constitución le otorga en la fracción XXI y puede, 
por lo mismo, no someterse al arbitraje. Y como la contestación a la demanda 
se reputa sumisión tácita al arbitraje (cfr. arts. 151 y 153 CPC). una vez ini­
ciado éste, tendrá el juicio que llegar a su fin, aún cuando en defensa de su 
derecho, pueda el patrón no acatar el laudo. En cuanto al segundo laudo que 
dicte la Junta en tal caso, "tiene que fundarse forzosamente en lo prevenido 
por los artículos 601 y 602 de la Ley Federal del Trabajo".07 

La aplicación de la fracción XXI procede, desde luego. en los conflictos 
individuales relativos a pretensiones de hacer cuya ejecución no pueda obte~ 
nerse coactivamente y en que, de rechazo, el obligadn deba pagar la indem­
nización legal y las responsabilidades resultantes del litigio. Entre las rrinci­
pales pretensiones de hacer se encuentra la de reinstalación del trabajador.6

q 

El patrón no podrá negarse al arbitraje respecto a obligaciones preexis­
tentes que no sean de hacer, como la violación del contrato individual del 
traba jo.ªº 

Cuando la demanda del trabajador se base en pretensiones derivada!' de 
obligaciones de hacer o de dar, deberá enfrentarse el proceso respecto de las 
segundas, en que no existe la posibilidad de insumisión al arbitraje y recla­
mar el pago de indemnización y responsabilidades derivadas del incumpli­
miento de obligaciones de hacer.70 

1 .. No dudamos de la sabiduría de la Suprema Corte de Justicia y del ar.ier-
to que puedan tener sus interpretaciones; pero en este punto estamos en 
abierta discrepancia con su manera de pensar de los propósitos proteccionis­
tas de aquéllos, que inspiran nuestro derecho procesal laboral. Ci"!rto que la 
Corte la ha interpretado tan sólo respecto de las obligaciones de hacer: pero 
ni aun así podemos compartir su opinión. Las obligaciones de hace1 varían: 

. junto a aquellas que dependen únicamente del ánimo mismo del obligado, se 
encuentran las que se ligan con actos corporales del mismo. Es indudable 
que el pintor que se niegue a realizar un cuadro, no puede ser obligado coac­
tivamente a ello y, en su defecto, tendrá que reparar los daños y perjuicioi: 
que el incumplimiento de su compromiso legal ocasione.71 En cambio, si la 
condena atañe a un pintor de muros o paredes, sabrá optar, si se niega, entre 
encomendar la tarea a otra persona de su oficio o pedir el resarcimiento. 
Así las cosas. la reinstalación del trabajador, concebida como obligaci6n de 
hacer, en modo alguno es un acto corporal del patrón.72 y existe, por consi~ 
guiente, el medio de obligarle a cumplirla. Cuando la Junta haya condenado 
en ese sentido al patrón, y el trabajador se presente para reanudar sus lahó­
res, aquél podrá o no darle trabajo, según que prefiera aprovechar o desper­
diciar sus servicios, pero en ambos cásos tiene que pagarle el salario, y si no 
lo hace, su falta determinaría que se reclame mediante juicio al efecto. 

Por supuesto, no se nc;is ocultan los inconvenientes de semejante situa­
ción para ambas partes: para el patrón, por la pérdida de un salario que 
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•.· nadie·dhénga,.Y. ~ir~ ~ft~~·~rija·d~r;porque no puede esperar el fin del 'juicio 
para conseguir su remuneración, puesto que mientras tanto tiene que alimen­
tarse: sin contar' córi el aumento de procesos laborales que por tal causa se 
originaría. No obstante ello, así quedarían mejor defendidos los derechos de j 
los trnbajadores; ·· / 

La étplkación de esa fracción podría efectuarse cuando a juicio de Id' 
Junta, la relación• contractual vaya a desenvolverse en un ambiente de franca 
hostiliclád, con perjuicio para el resto de los trabajadores o en detrimento de 
Ja economía o del régimen interno de la empresa o negocio. En definitiva, 
estamos de acuerdo con Arturo Valenzuela. cuando considera que el ejercicio 
de Jn•fracción XXI no responde al sistema de arbitraje forzoso y pide, en 
consecuencia, su derogadón.7ª 

18. La fracción XXII surge como una limitación a la fracción anterior 
y deja la opción de continuar la relación laboral o la indemnización al traba­
jador, en los casos en que haya sido despedido sin causa justificada o por 
haber ingresado a una asociación o sindicato o por haber tomado parte en 
uria huelga lícita. 

¿Es entonces obligatorio el arbitraje? La realidad es que, pese a t~l~s 
disposiciones, se considera obligatorio. Y el efecto es que. para reconocú la 
validez de esas fracciones sería necesario considerar que el arbitraje es obli~ 
gatorio, por no haber mñs posibilidad que la de acudir a él para solucionar 
los conflictos laborales. 

En nuestra opinión, si el patrón se niega a someter su asunto al arbitra~ 
je, no significa que no exista en realidad un juicio arbitral. sino únicamente 
que no acepta el laudo. En efecto, cuando el patrón muestra su inconformidad 
para someterse al arbitraje,H la Junta pronuncia no obstante, un laudo, con­
denándolo a pagar la indemnización y las responsabilidades pertinentes. El 
cumplimiento de ese segundo laudo es susceptible de ejecución forzosa, a tra~ 
vés de !ns medidas de aprcm¡o y coactivas que marca la Ley, según corrobo.­
rnn nlgunas ejecutorias: "El arbitraje es .obligatorio para el patrón, y cuando 
se niegue a someterse a él. se dará por termmado el contrato de traba.io con 
todns las responsabilidades para el patrón" .7" 

Los efectos de la ini:umisión al arbitraje son los tres siguientes (art. 601 
LFT) : La Junta 

l. 
11. 

111. 

"Dará por terminado el contrato de trabajo; . . . .. · . 
Condenará a indemnizar al trabajador con el importe de)res meses 

t~o~:1<l~~~: a fijar la responsabilidad que al patrón re's~ilt~;~ci~á~6n- ... · .•.. 
f!icto". .. >··\; c·x:. : .. 

·. El. articulo 602 especifica las . responsabili~ac!es ~que df~i~~ur del conflic­
to: el pago de salarios conforme a la duración del coiitra.to é.le trabajo; pago 
de vac.aciohes~ participaciones de utilidades y demás 'y~foajas económicas pac-
tadas en favor del trabajador. · ·. < < .... ~"' ... ,., ., .· · 

· El artíCulo 124 establece por su'lad.o.:~c:¡iíe.,~{patrón no tiene obligación 
de·reinstala'r al trabajador mediante eFpago,d~.indemnización: 
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"l. Cuando se trate de trabajadores que tengan una antigüedad menor 
de dos años. 

II. Si comprueba ante la Junta de Conciliación y Arbitraje que el tra ... 
bajador, por razón del trabajo que desempeña o por las caracterís ... 
ticas de sus labores, está en contacto directo y permanente con él. 
y la Junta estima, tomando en consideración las circunstancias del 
caso, que no es posible el desarrollo normal de la relación del trabajo. 

111. En los casos de aprendices. 
IV. En los casos de los empleados de confianza. 
V. En el servicio doméstico. 

VI. Cuando se trate de trabajadores eventuales". 

Este artículo viene a ser una especificación, o una de las causas que per ... 
mite el ejercicio del derecho que otorgan a los patrones la fracción XXI del 
articulo 123 de la Constitución y el art. 602 de la Ley Federal del Trabajo. 

19. VENTAJAS DEL ARBITRAJE. Para concluir el examen del arbitraje, 
expondremos las razones principales por las que ha sido adoptado en algu ... 
nos paises para dirimir los conflictos laborales: 

l '1 El sistema inspira confianza a las partes que cuentan con represen ... 
tantes suyos en el organismo llamado a resolver sus contiendas, bajo la presi ... 
dencia neutral de un representante del Gobierno. 

29 Permite ajustar los laudos a la situación del momento, mediante de ... 
cisiones de equidad, así como cambiar las condiciones de trabajo. 

3'1 Se traduce en economía, tanto de tiempo, a causa de su desarrc:llo 
oral, de la brevedad de sus plazos y de su simplicidad de formas, como, en 
consecuencia, de gastos, en beneficio de ambas partes, pero principalmente 
de los trabajadores, por su debilidad económica. 
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... ·'1, rd:~::~;#~:~~b~~~~~s 1¡ :;~d~n!:11~/~~i~i:c~~.~····~r()v1cfü::.;~(J)~~r~f 0º0;,~g'~r;~f~7~c()::. ~f;r:· .. ~,,z •..• ;,· ... ·· 
··. 2 'J\iinr cuándo erifonces. no actúe foncionalmerite' ,cóm()ju:igádorl'· sino . 'eri p~peL de ave~. 

\ñidór::;dr •• · ·Alcalñ~Zamora, El antagonismo; juzgádor"partes; :citi·nún}si''26;·28;· y:.37;p, 
ayéasé e/. :Vocabulario !11ridico Ca pi tan ti (traducción dé'•A(júile{.H• ;Galiglione:•: Buenos: . · 
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· .• · e: ita a, cree ¡o rocesa e ra n¡o, c1. ,.::p,< · .. •J,·,·· ......... · ··;, ....... ·•>•.'·;, ·; ... ,.,, .• •J .•.• ., ••... • .. , ••.. 

r.cfr. Qe Gregario Lavié, La conciliación en c/próce;So,.·lábo~al;;(~n:c:'Rey.lsta de'Der.échq > 
Procesal" . española, 1956, pp. 419-37)' p ... · 426i' en; reládónfl C()ri ,; Calámalidré!; ,~[hstitu•: .'··.· .. 

C
cifoné

8
s; • , . cit., p. 117

1
. 

202 7 
,. ''·· ., .;:/E~;;:,;,,>};,, . . .1.: }.\: > · 

n. r; istemn. cit. t. , pp. - . . .. , ..... ,. .............. , .. , ., .... :.;;···';)::;: .• , ... ,, ...•. , 
1 Cfr. Durand Paul, Ln conciliation et In médiation . des ;"cói1flitS 'collcctifs'[ dli':.trlívaill én · . : 

"Bulletin Jnternational des Sciences Sociales", vol. X, núm .. 4 ( 1958) . '' ::j:. ;'"-"-' 't·" .. · 
, N:·,véasc su Derecho Procesal Socinl, cit., p. ·- t ~~.-~· .-, ~ .-. :-- :_-r:~.:~;:,_-:-;~ .. _,~'.::~~~}:~~~~::~ ·-:~.~-)?/'- ~-::· .:~~:º::~~--~;~:~~~:·.:.:~~~,·;:;:;. _~:-" --·-. 
n. Péase el Diccionario ele Derecho Privado. Bnrcelcmn/~:Ed:;:.~Lcíbori1;'S, gA';'\, t~n;';p:··;t 55; •··•·· 

. t~ Sobre el significado histórico de aver1cncia, cfr: 'Fitero~·f1jzgá.libro l,l,,Utulo\Il;·.lcy.·V; · · 
y especialmente Pílrticln III titulo IV ley XXVI · ·' ' .··•• .·• }/ : ' ' ' k :· "e •.· < 

<1 í' P~r ejemplo en n;ateria ci~il no sólo
1 

con c~rá~ter general,f has't~';¿'hf~ p~Üt~~ide.;.h'aúars~ 
constitucionalizada en algún país, como el Urnguay~ ( cfr: é a.rtr~57..dc;,sü i:f:.cy.;~furidamén­
tal de 1952), sino también con alcance más circunsé:-füo,Acon1ó~'suceélc 'én ·eLcódigo 
procesnl civil pnrn el Distrito, donde se acude a ella para tratar idc Impedir'' cLdivor-

. cio (cfr. mts. 675-6, que hablan de "reconciliaclón'l. > :::'.; ·, e:';·:,; ·~!\}'('.' • . ···.. . · • 
12 De Gregario Lavíé, op. cit .. p. 433. .. .; ·;< . ·... .. ''::' ·'. .. 
ta Gonzúlcz Díaz Lombardo, Derecho social y conciliación. en : ''Revista Mexicana del Tra-

bajo''. marzo de 1965, p. 30. •.· • LD. • < .. :<.·~ f!y~:;. · ·•·· • 
1·1 Cfr. Cnrnelutti, Sistema. cit., t. I, pp. 205-6. · ..... · :.,,.: : ':<>.· .; . . : ·: • .·· .. · > 

· 111 No faltan, sin embargo, autores que asignen naturajéza~:contenclosa:' a ·Já · condliación, 
como ocurre con Mortnrn, Come11tario del codice -c¿·de/le·::lcge •di 'proi:edcmi civi/e, "fo., 
cd .. t. lII Milano, 1923, núm. 9, pp. 9-12, .rccordado''por~Akalá-Zámora, en Premisas 
jurisclicción 110/1111foria, cit., p. 26. · · :.> :.·: >c:· . . , 

HI Devenli, Mnnual ele Derecho ele/ Trabajo (Buenos Aires, "Edtt. Ttpográf!ca.~rgen•.'-' 
.tina''. 2n,. ed., 1953), pp. 237 y ss. . . . .· '"' ' ~ . · 

17 E. S.T.F., t. XLIV, p. 1190: E. S.J.F .. Cia;RcaldelMonte y Pachuca, S. 16 de octubre 
. de /35, y Sindicato de trabajadores Fe1-rovlorios, S. el 22 de octubre de /35. . • ·· 

18 Como compaclrcs. según se dijo por los profesores Bernard (füusclas) y Furno (Perusa) 
en el congreso sobre arbitraje celebrado en Italia en 1954: véanse las pp. 153s. 184 · 
del volumen Atti ele/ corivegno Jntcr1zio11a/c per fo Riform,1 dc/l'Arbitrnto, Milano, 1955, . 

ttl Ejemplos de cnda uno de ellos, de acuerdo con Alcnlá-Zamora, El antagonismo juzgadór~. 
partes, cit .. núms. 8, 1 l. y 12: a) ele j11ez acusador, al del proceso penal inquisitivo. 
puro: b) de juc:::~nccionante los que promueven un proceso {en casos excepdonalisiínos) 
Con dcrouación del principio de que no hay jurisdicción sin acción, y e) de juez~defe11~ 
sor, los que actúan en tribum1lcs de composición paritraria. Acerca de la distfoción entre 
juez imparcial, juez parte y juez parcial, op. cit .. núms. 6, 7 y 14. <t:~~., < 

20 Cfr. Akalfl-Zamora, op. cit .. en In nota nntcrior, p. 17. . • . , '. . . .• 
21 Cfr. Guillermo Snopeck, mencionado por De Litala, op. cit .. t. II;. pp.168~9. :< :,> > . 
2:i Cfr. Canscco González, Ln f1111ción conciliatoria en la Sría. del Trpbajo ~nE'Reyisfa 

Mexicana del Trabajo", 1962, núms. 11-12, pp. 7-ll. . " ~~~e'}(::·,,;.,.,, / 
!!!! E. S.J.C. Cia. de Tranvías de México, S. A .. S. el 13 de septic.q1bb~: dc;/35.-'< .<P~é .. ···· .. 
24 Canscco Gonzále;:, op. cit., pp.]-1 l. . ,,., .. ·.. ;•:;·' t :- · · 

25 Vénse capítulo IV, ní1ms. 15 a.19. . .. · . . .. " .,., .'.'.;~ i. (< .· 
211 Ln "nmigable composición" del articulo 505 LFT presentá.rasg<>:s,;1nuy,singulares; hasta 

El punto de constituir un híbrido de ella y de. coriclliáclóril')'.i;én, cierto mcido también, 
de una paradójica primera instancia, dentr.o de un proccdin1icnt.o que ·carc.ce ele apcb-

2T ~~~~ca de este contraste, Alcalñ-Zarnora, Proceso; a~
1

toc~,J~t~i¿Úfn.' ~!t., núms. 48 yl l ;, 
28 E. S.J.F., t. XLIV. p. 319.·.-- . , 
211 E. S.J.F .. t. XLI, p. 912 •. 
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. · .... aa,,Cfri~Lós • tribiinilles en. Méxicoteélifodo ¡)cíf·;í?1 ,;·:Büreau ••· lntcrnaclonal .du\Travall''. d Glne~ .· 

bra:.193~)/¡:>.· 56 .. ·. · · <.·•.··•· .: ,.'.~J •. >., : ,;,: •. <·;.;-c;·.···<<<>'.·········•::.iY\d.t·.:r;1{•~'•}(•.''> 
a4 }vfottlrólo, Trattido ele.Derecho /tidiCial Civil/ trád. dé Ovejero N.'; Mridfldi/'Edlt: Reiis''. la; ··. 

ed.Jt930}. pp. 59M .. · ··.-·· ... ' ? .· .. · .· < . . .,;;• l:•:fH> ; 
·· .... Sil.Véase, por ejemplo, Boura; La no1ívcllc. or,qanisation ele l'arbitriige 'cl'Etiit, en ''Bulletln 

.. < de· Drolt Tchecóslovaque", diciembre. de '1953, pp. 256-68. , · ·. · 
30. Cfr. el comentarlo Arbitraje Caballeresco, .en . "Revista de Derecho, Jurisprudencia y 

··.·. Aclmlnlstrnclón", de Montevideo,. enero-marzo, 1952, pp; 65-6. -
37 .Ante ln frecuente perspectivri de que se produzcan empates y no ~e ponCJ'\11 sirruicra 

. de acuerdo en cuanto al nombramiento de tercero en discordia (cfr. arts. 626-7 CPC), 
en otro sentido, .la inter.vención ele jueces defcnsore.~ (nos referimos ahora al arbitraje 
clvll en concreto) puede originar largos debates entre ellos, y conducir, en definitiva, a 
decisiones . mas transaccionales o •.equidistantes que objetivamente sean justas. 

:18 Cfr; Alcalá-Zamora. Estudios y bibliografía sobre .el Arbitraje ele derecho privado,. en· 
"Rcv. ele la Fnc. ele Derécho de México'\núm; 15, julio-septiembre de 1954 (pp. 97 •. 

:m ¿~2 )g~;~·r~: 1~. ~~~·trina .. francesa· ~s.,Jurls~lccioniil;-1a. alemana contractualista. y en; Ú, ~'~" >··· 
•-. fü11iana •los. pareceres están cdlvldidos, ,-Existen;' además, . posiciones intermedias, como'. !ns · ·.•,· 

ele Rlezler en Alemania. .•· : , , , · . · · . . ·. . .· 
40 Acerca de la dcsnaturallzación experln1entaéla. por la listiscontestatio cuando se pasa .del 

.ore/o i11cliciorum privaf0r1m1; véase el.· trabajo de Fairén Guillén citados en la nota 28 , 
del capifülo Jt .·.····.·.··.··.·.· .. · . ..> , :., < '. .< .'· • 
Dei clonarlo de.• Derecho Privaéloi de' (;aplfont; y de ·.Derecho Procesal Civil, Pallares. 
Perotamblén-lo es del )\tez' público, en vlrtitd. del principio de que el juzgador pierde 

.· · /; la jurisdlcc_ió!l en el momento, mismo en que)a ejerce (por supuesto, respecto del lltlglo 
- · q1ic ílé:abii de decidfr) , con la salvedád del remedio de la aclaración (dentro de sus limites 

drcuí1scrltosi cfr .. art ... 84 CPC) y a-reserva; dicho se está, de In vía impugnativa. · 
43 Alúdlmos al tri1mlte de In homologación deLlaudo, peculiar, por ejemplo del derecho 

ltallnno (cfr. art. 8.25 CPC. de 1940 );. per,o ,qtie· no todos los ordenamientos procesales 
ac9gen. •-- --· ·.: __ ' ' e·'_-· . ;.·;;•-.·.º·~·ce' . . ·-·-;00~--- .. 

~ 44 Cfr. su Traité théoriq11c .et pratique ele procédure civile et commcrcia/e, 3a., ed. t. VIII 
(Pnris, '.'Ed. Recueil Slrey", 1925 núm; 224, p. 458, citado por Ottolenghl: Conceptos 
fundamenta/es para una construcción ele/ instituto arbitra/, en "Revista de Derecho 
Procesal", Argentina, 1943, I, (pp. 154-204), p. 172. 

•r. Mnttlrolo, op. cit .. p. 590. 
40 Cfr. sus l11stit11cioT1cs, cit .. vol. 1, núm. 26. 
•7 Cfr. Podettl, Cócli,qo ele proccclimic11tos en materia civil. y comercial ele la provzncra de 

Mc11cloza. t. m (arts, 677-901) Buenos Aíres, La Facultad",,,1937, pp; 269y ss. citado 
por Ottolenghi op. cit., p. 173. . • >!', ;.;.\• ·.· 

•B Mortara, Comc11tario ele/ cóclice e e/clic lcgge cli procedizra. éivilé 5a;; ed;, t. m. Milano, 
"Cnsn editricl dottor Frnnccsco Vallardl", 1923, p. 51, num . . 46, mencionado por Otto· 
lcnghi op. cit., p, 163. , _ ·- --"-;-:~~ 

•U Jofré, Nota a seT1tc11cia ele la Cámara Civil ele la Capital de la .Repziblica, en "Jurlspru• 
dencia Argentina, tomo XI, p. 158, mencionado por Ottolenghl, op. cit., p. 168 .. 

ftO Lascano, f11risclicció11 !! comcptencia, Buenos Aires, - ("Ed. Gulllermo Kraft", 1941 ), 
· · mencionado por Ottolcnghl, op. cit .. p. 157. 
01 Cfr. Pallnres, Diccionario de Derecho Procesal, 2a., ed., (México Editorial Porrúa, S. 

A.), p. 373. 
~2 "Las pnrtes tienen el derecho de sujetar sus diferencias al juicio arbitral": art. 609 CPC. 
G3 Cfr. Codovilla, De/ compromesso e ele/ gi11clizio arbitra/e, 2a., ed., Torino, "UTET", 

1915, pp. 1 y. 3 y ss., asi como Ferrnra, Le pronrznzie arbitrali straniere e la loro ese· 
c11zzione in Italia. En "// Fi/anghieri", Milano, 1907, núm. 10, p. 733, mencionados 
ambos por Ottolenghi, op. cit., p. 175-6. 

G4 Téngase, sin embargo, en cuenta que Carneluttl se contradice de manera flagrante a es. 
te propósto, ya que tras cntalognr el "compromiso" (léase, el proceso arbitral) ante los 
equivalentes jurisdicclonales" (cfr. primera parte, Libro primero, titulo primero de su 
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Sis'temrif en fo página 208 del tomo I 
sit.úa yn .•.. sobre el terreno procesal, y 
propio proceso extranjero, 110 debe ser 

que " ••. el arbitraje nos 
• a diferencia de la transacción y del 

. entré. los procesos jurisdiccionales ( cur• 
.sivo nuestro). 

llli Cfr. Carnelutti, Arbitrato Estero, en "Rivlsta di diritto commerciale", 1916, tomo I, 
( pp, 374-407), p. 378, mencionado por Ottolenghi, op. cit., p. 176. 

t.llCfr. Ottolenghi, op. cit., pp. 160-1 Véase también Kisch, Elementos de Derecl10 Proce• 
sal Civil. la., ed., española, Madrid 1932, pp. 24-5, y Alsina, Trafodo, cit., tomo l. pp. 
24-8. 

r.7. En Espnñn, por ejemplo, la Partida 111. punto de arranque del enjuiciamiento procesal 
hispanoamericano, (cfr. Alcalá-Znmorn, Aciertos terminológicos e institucionales del 

· derecho procesal liisp1í11ico, en "Revista de la Escuela Nacional de Jurisprudencia núm. 
38, 'abril-junio de 1948, pp. 45 y 49-50, y E.\·amen del código ele Chihuahrw, cit., pp. 

·3;4), IOincluye como materia procesal (cfr. titulo IV, leyes 23-35), sin que los dos in· 
: e significimtes nrtículos del código civil de 1889 (í11fr,1, nota 60) sirvan para desvirtuar tal 

. trayéctorin (cfr. Alcalú-Zamora, Estudios y bib[ografía sobre arbitraje, cit .. p. 111 nota 
12, en·: relación con la 5), llama por ello la atención que Guasp, con temeridad mani­

, fiéstn; . nfil'me que "el derecho procesal no tiene por que ocuparse de 1<1 institución del 
_.,_,~, .·nrbitrajc en ninguno de sus momentos fundamentales, sino remitirla a la legislación de 

_'carf1ctcr material o substantivo", Derecho Procesal Civil, Madrid, 1956, p. 1311. 
r.s Cfr. Mnrtín Pércz, La conciliación ¡¡ el arbitrnje en el clcrccho comparado, pp. 17 y 81. 

. Citado por Briseíio Sierra, El arbitraje en el derecho comparaclo, México, 1962 pp. 29-30 
.r.n_Cfr.-Carneluttl, Sistern,1, cit., t, 1 pp. 207-8. 
<to. Téngnse, sin embargo, en cuenta la existencia de códigos civiles que regulan el contrato 

de compromiso, como acontece con el español, .(libro IV, título xm, "De la transacción 
y el compromiso", con un capitulo para aquéllas -arts. 1809-19- y otro para éstos 
-arts. 1820-1-, que en rigor se reduce a remitirse al primero en cuanto al aspecto 
substantivo y a la ley de enjuiciamiento por lo que concierne a su procedimiento, ex­
tensión y efectos, si bien siempre habría que diferenciar el contrato de compromiso (y 
junto a él la cláusula compromisoria) y el proceso arbitral. 

t11 Cfr. ~carnclutti, Sistema, cit., t. I pp. 197-8 y l 99-201. 
62 Cfr. Diccionario de Derecho Privado, cit., tomo I, p. 1242. 
na' En México, por ejemplo, los únicos códigos que no se ocupan del arbitraje son el 
__ · GuanáJuato de 1934 y el Federal de 1942. 
tl:lrEI nrbltraje de derecho internacional público se nparta del que aqui contemplamos, 

'"~.c.~;cxtremos~esenciales, como el de que en el mismo se ventilan únicamente conflictos 
- -tre .Estados, mm cuando a menudo, a mancrn de testaferros, en defensa de intc•rP••P". 

· · , particulares de sus nncionales. 
6.li,Yérise supra, nota 35. 
m1. E. S.J'.F., T. Llll, p. 766; LXV. p. 1885; Lxxv p. 8468; citadas por 

p; IOL 
117 E; S.J .F .. T. XLV, p. 5676. 
68 Ejecutoria pronunciada en los siguientes juicios de amparo 

8959/19/ln. 208/1l/2a. Revisión 65/l942/2a. Rev. 9551/1942/la. 
(\!l Revisión 208/1947. 1 de marzo de 1949, Boletín de Información 

de J. núm. 47 de 9 de febrero de 1949. 
10 E. S.J.F. T. Lxxx1. p. 3179; c1. p. 1244; cm. p. 1807. 
?I Sin ¡•<'rjuicio de tratar de conseguir el cumplimiento de la obligación actdtcnd,1 n medios 

de concción indirecta, del tipo del contcmpt of court anglosnfón, de la nstreinte francesa 
o de las medidas innominadas del articulo 1428 de la ley de enjuiciamiento civil espa· 
!\ola. Acerca de dichos expedientes, véanse los trabajos, todos ellos escritos o tradu­
cidos al espnñol de Roberto Go!dschmidt, Gelsi Bidart, Reimundin, Boyer, Beceña, Ro­
dríguez Vakarce, Gnllego Morell y Cnrrcras Llausana citados por Alcalá-Zamora en 
la Reforma ele! enjuiciamiento cit1il española .11 el mundo procesal hispanoamericano (en 
"Revist<1 de Derecho Procesal" espnñola, 1966, núm. IV, octubre-diciembre, pp. 27-46), 
notas 5-6, más el libro de Malina Pasquel, Contempt of cout, correcciones disciplinarias 
!/ medios ele apremio. 

?2 Cfr. Vnlenzttcla, op. cit., p. 104. 

115 



7U Cfr; Valenzuela, La fracción xx1 del artículo 123 de la Constitución es incompatible co11 
la función de arbitraje o de resolución jurisdiccional. en "El Foro", 1960, núms. 30-1, 

. pp. 95-106. 
74 No estamos aquí ante ninguna peculiaridad del proceso laboral: tampoco en materia 

civil el demandado está obligado a comparecer y contestar, y si no lo hace, la consecuen­
cia sería que se siga el juicio en rebeldía, o contumacia! (cfr. arts. 271 y 637 CPC, y 
515 LFT). 

7il E. S.J.F., T. XV, p. 724; XV p. !031: XXVII, p. 393; XXVIII, p. 1432: XXX, p. 1429: 
xxx1, p. 1750: xxxm, pp. 1206, 2116 y 2303. 

--'--~·--;'-
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CAPÍTULO VII 

ACTIVIDAD PROCESAL 

Concepto y clases.-Actos procesales: Noción y clasificación de Chio~ 
venda: ldem idem de Goldschmidt: Desarrollo: Examen de algunas categorías 
en particular: a) Resoluciones judiciales: Noción y clases: Especial conside~ 
ración de la sentencia: Cosa juzgada: Resoluciones en materia laboral: b) 
Comunicaciones procesales: Finalidad y manifestaciones: Exhortos: Notifica~ 
<:iones: a) Noción y especies: b) Modos de practicarlas.-Procedimiento: 1) 
Concepto: 2) Fases; 3) Desenvolvimiento: a) Lugar: b) Tiempo: e) Forma. 

l. A) CoNCEPTO Y CLASES. Todo proceso se compone de una serie de 
actos o actuaciones, 1 que se suceden desde su comienzo hasta su definición 
mediante sentencia y que, cuando ésta requiera ejecución, se prosigan hasta 
que la misma se realice. Tales actos son susceptibles de un doble enfoque: 
una forma aislada o bien unidas entre si para integrar el procedimiento. 

2. B) AcTOs PROCESALES. Para Chiovenda, por acto procesal debe en~ 
tenderse "todo acto de la voluntad humana realizado en el proceso y que 
tenga trascendencia en el mismo, o lo que es igual, que en alguna forma pro~ 
duzca efectos en el proceso",2 definición objetable desde el punto de vista 
lógico y que, quizá por lo mismo, enuncia también en otra forma, diciéndonos 
que actos procesales son los que constituyen, conservan, desarrollan, modifican 
o definen una relación procesal 3 -noción fuertemente influida por Wach-.4 

Junto a los actos procesales, pero sin que puedan ni deban confundirse con 
ellos, están los hechos procesales, que no dependen de la voluntad, pero que 
producen efectos sobre el proceso, como sucede con la muerte de una de las 
partes.G Al ligar la actividad procesal con la relación procesal, Chiovenda 
estima (también aquí tras los pasos de Wach) que únicamente el juzgador 
y las partes son sujetos de la primera. Semejante criterio es erróneo y, en con~ 
secuencia, debe considerarse que son sujetos de la actividad procesal cuantas 
personas intervengan en un proceso y lleven a cabo en él manifestaciones de 
voluntad que les sean propias.º Hecha esa aclaración, indicaremos que Chio~ 
venda divide los actos procesales de parte en cuatro clases: 7 a) actos de 
impulso procesal, destinados a hacer avanzar el procedimiento (como la de­
manda, los recursos, la actio iudicati, etc.): b) deducciones relativas a la exis-
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tencia de la relación procesal (verbigracia, la promoción de una cuestión 
de competencia o de una recusación o las excepciones de falta de persona­
lidad y de litispendencia): c) deducciones relativas al fondo del pleito (así las 
afirmaciones de hecho, presentación de documentos, proposición de pruebas 
y actos con efectos substanciales), y d) declaraciones (desistimiento o alla­
namiento), comunicaciones, (la del fallecimiento de una de las partes) e in­
terpelaciones (la provocatoria de la confesión). En cuanto a los actos del 
juez, contrapone las resoluciones y las actividades referentes a la asunción 
del material de conocimiento, principalmente la de las pruebas.ª 

3. EXPECTATIVAS, POSIBILIDADES y CARGAS. Nos referiremos ahora a la 
posición de Goldschmidt. Para él los actos procesales son los de las par­
tes o el juez 0 que "forman la situación procesal. es decir, constituyen, modifican 
o extinguen expectativas, posibilidades o cargas procesales o dispensas de 
cargas". 10 Para comprender su punto de vista procede, ante todo, que fije­
mos el alcance de esas nuevas categorías jurídicas, peculiares de su concep­
ción del proceso. Expectativas son "las esperanzas de obtener futuras ven­
tajas procesales, sin necesidad de acto alguno propio"; 11 posibilidades, los 
derechos procesales "que permiten obtener una ventaja procesal por la eje­
cución <le un acto procesal"; liberación de cargas, "la situación en ·que se 
encuentra una parte que le permite abstenerse de realizar algún acto procesal 
sin temor a que le sobrevenga el perjuicio que suele ser inherente a tal con­
ducta".12 Esos tres conceptos (de los cuales el primero interviene raras ve­
ces, y el tercero tampoco es muy frecuente, constituyendo, pues, el segundo 
la regla) vendrían a ser los derechos procesales, en tanto que la idea de 
obligación sería reemplazada por la de carga, idea que ha alcanzado mayor 
predicamento que aquéllos y que encontramos asimismo en Carnelutti.13 La 
carga, según Goldschmidt, se da cuando una de las partes tiene que ejecutar 
un acto procesal previo para prevenir un perjuicio procesal, y en definitiva 
una sentencia desfavorable. 14 Más clara y brevemente se ha dicho que la 
carga es un mandato en interés propio, mientras que la obligación lo es en 
interés ajeno, y que en tanto la no asunción de aquélla entraña sólo un ries­
go, el incumplimiento de ésta autoriza para que opere una sanción.15 Como 
cargas procesales más significativas cabe señalar la de la demanda, la de la 
contestación, la de la prueba y la de la impugnación. 

1. Goldschmidt ha estudiado con mucho mayor detenimiento los actos 
de parte que los del juez. Los primeros los agrupa en dos grandes sectores: 
actos de obtención y actos de causación. Los actos de obtención (Ertvir­
kungshandlugen) tienden a "impetrar una resolución de contenido determi­
nado mediante influjos psíquicos ejercidos sobre el juez" y abarcan las 
peticiones, las afirmaciones y las aportaciones de prueba.10 A su vez, como 
actos de causación ( Bewirkungshandlugen) incluye Goldschmidt todos los 
que no son de obtención, a saber: los convenios procesales, las declaraciones 
unilaterales de voluntad, las participaciones de voluntad, las participacio­
nes de conocimiento, los actos reales.17 

5. Los actos del juez, según Goldschmidt, comprenden cuatro grupos: 
a) resoluciones, es decir, manifestaciones de voluntad emitidas por el juez 
con el fin de verificar lo que se estima jtisto"; 18 b) actos de causación (por 
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ejemplo: .. notificaciones .o . actos reales); c) actos que teemplazan actos de 
obtención de las partes (verbigracia en materia de pruebas: cfr. arts. 278~9 
CPC y 530~2 LFT), y d) actos relativos a la celebración del debate y el 
recibimiento c1 prneba.10 

6. DESARROLLO. Como regla, 211 Ja actividad procesal se inicia mediante 
demanda y culmina en el procedimiento 21 jurisdiccional que define el litigio 
o conflicto. Entre esos dos momentos capitales tiene lugar una serie de 
actuaciones destinadas a diferentes menesteres: audición de las partes, pues~ 
to que, en principio,22 nadie debe ser condenado (rectius: juzgado) sin ser 
oído: ofrecimiento y recepcióq de pruebas; formulación de alegatos: todo con 
objeto de que el juzgador forme su convicción y esté en condiciones de emi­
tir su sentencia. El proveimiento, o resolución, es un acto jurídico mediante 
el. que se ejercita un poder: no es un derecho subjetivo, sino reflejo subjetivo 
del mandato, de manera que "proveer se concreta en mandar o disponer y, por 
lo mismo, es una declaración de voluntad eficaz de determinar la conducta 
ajena". 2

:
1 En atención a su finalidad, los proveimientos pueden ser jurisdic­

cionales, cautelares y ejecutivos; y en consideración a sus efectos, definiti­
vos, cuando actúan sobre el litigio, e instructorios cuando conciernen al pro­
ceso: a los primeros convendría llamarlos de fondo y a los segundos de 
trámite.~• 

7. Las que acabamos de señalar son las actividades principales del pro-
. ceso, pero junto a ellas encontramos otras que aun siendo secundarias en 

comparación con aquéllas, tienen gran importancia para la marcha del pro­
ceso, como son las de documentación (miixime en procedimientos de tipo 
escrito), notificación y custodia. La documentación comprende, a su vez, la 
d?ción de la fe judicial (cfr. art. 58 CPC), la extensión y compilación de 
lé!s actuaciones y la conservación del conjunto documental del proceso, en 
tanto el expediente no se archive o se destruya. De las notificaciones nos 
ocuparemos más adelante ( infra, núms. 28 a 33). En cuanto a la custodia, 
o depósito, puede serlo tanto de personas como de cosas.w 

8. En matria laboral los secretarios están encargados de los expedien­
tes, que quedan en su poder bajo su más estricta responsabilidad. Los rece.­
gen de la Secretaría General, los registran, y los folian (artículos 11 y 14 
del Reglamento Interno de la Junta Federal). Deben, además, atender las 
promociones que se hagan fuera de las audiencias, de acuerdo con la Junta 
o el Presidente (artículo 13 del mismo reglamento), y, en general, ]as que 
les marca el artículo 28 del ordenamiento citado. 

Los actuarios tienen fundamentalmente, la obligación de practicar las 
diligencias que la Junta les encomiende por acuerdo expreso de la misma o 
de su Presidente ( arts. 40 y ss. del reglamento). Los empleados se rigen 
conforme a lo que dispone el artículo 51 de dicho reglamento. 

9. EXAMEN DE ALGUNOS ACTOS PROCESALES EN PARTICULAR. Como 
ocuparnos. en particular de los distintos actos procesales nos llevaría muy 
lejos, y como de varios de los más importantes trataremos en capítulos su" 
cesivos, examinaremos aquí tan sólo dos sectores: a) las resoluciones judi­
ciales, sin duda la clase de mayor jerarquía, y b) las comunicaciones procesales, 
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10. RESOLUCIONES JUDICIALES. Por resoluciones judiciales debemos en­
tender las manifestaciones de voluntad del juzgador, con arreglo a la justicia, 
acerca del contenido (litigio) o del desarrollo del proceso. Abarcan, por 
tanto, diferentes especies. La doctrina italiana las divide en decretos: orde­
nanzas y sentencias: 211 según Rocco, sentencia es la que declara el derecho 
controvertido; ordenanza, la que provee sobre la marcha del proceso en 
curso; y decreto, el que contiene cualquier otra resolución.27 En Alemania, 
las resoluciones se clasifican en sentencias, autos y decretos: las primeras 
resuelven sobre el fondo del asunto y se dictan por el juzgador que ha cono­
cido del mismo; lo segundos son resoluciones distintas de las sentencias, 
dictadas por un órgano jurisdiccional colegiado, ·y se llaman decretos, cuando 
emanan de órgano unipersonal o monocrático.n La ley de enjuiciamiento 
civil española habla de providencias (relativas a la tramitación}, de actos 
(que versan sobre incidentes) y de sentencias (las que deciden definitiva­
mente las cuestiones de pleito en una instancia o en un recurso extraordina­
rio, más algunas otras de alcance más circunscrito) .:rn 

En México, mientras el código federal establece en su artículo 220 una 
clasificación trimembre .-decretos (determinaciones de trámite), autos (cuan­
do decidan cualquier punto dentro del negocio) y sentencias (las de fondo) - , 
el del Distrito adopta una división más complicada, con nada menos que dos 
especies de sentencias (interlocutorias y definitivas), tres de autos ( provisio­
nales, definitivos, preparatorios) y una de decretos (los de trámite) (cfr. 
artículo 79). 

11. El criterio del código federal, coincidente con el de Marcos Pelayo 
y que encontramos asimismo en varios de los Estados,:'° resulta en este punto 
superior al del Distrito. Las tres especies de autos deben reducirse a una 
sola, y en cuanto a las dos sentencias, las llamadas interlocutorias lo son sólo 
en sentido formal, pero no material 31 y, por tanto, deberían haberse reduci­
do a la categoría de autos y quedar como sentencias tan sólo las definithias. 
A propósito de este calificativo, que el legislador mexicano emplea en dife­
rentes textos (desde la Constitución o la Ley de Amparo a los códigos 
procesales), debe evitarse la confusión de las mismas con las sentencias firmes 
o ejecutorias,ª2 es decir, las acompañadas de cosa juzgada: se les llama de­
finitivas, no porque sean las que deciden en última palabra un proceso, sino 
porque son las que definen el litigio o conflicto sometido a juicio en el grado 
en que se pronuncien.a:s 

12. En consonancia con las pretensiones deducidas, las sentencias se di­
viden en declaratÍllas, constitutivas y de condena, términos los tres con el al­
cance que les dimos en el capítulo III. Conviene, sin embargo, aclarar que 
la correspondencia entre la pretensión y la sentencia únicamente se da cuando 
ésta sea estimatoria de aquélla, ya que si resulta dcsestimatoria, será siempre 
declarativa.~~ A su vez, junto a las sentencias plenamente estimatorias o des­
estimatorias hay que intercalar las que sólo lo sean parcialmente, siempre, por 
supuesto que se hayan deducido varias pretensiones o una sola pero fraccio­
nable.ª~ 

13. SENTENCIAS. Debido a su importancia como acto culminante del pro­
ceso, la ley se preocupa de fijar tanto su estructura como su contenido, según 
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revelan, por ejemplo, el artículo 222 del código federal de procedimientos ci­
viles o con más detalle todavía los artículos 81, 82, a 88 y 90 del del ,Distrito. 
A este propósito, el profesor Kisch expresa la estructura de la sentencia en 
el derecho alemán: a) encabezamiento (Rubrum), que contiene los nombres 
de las partes y del juzgador: b) fallo (U rteilsformel), o sea el pronunciamien­
to jurisdiccional; c) fijación de los hechos ( Tatsbend), donde se recogen los 
antecedentes del asunto, las alegaciones reproducidas, las pruebas practica­
das, etc.; d) fundamentos de la decisión (Entscheidungsgriinde), donde el 
juzgador declara los hechos que considera o no probados y los puntos de 
derecho en que basa su relación. 30 En el derecho mexicano, como en todos 
los de ascendencia hispánica, tras el encabezamiento viene la fijación de los 
hechos, después la indicación de los preceptos jurídicos aplicables y, por últi­
mo, la parte dispositiva o fallo, en que se concreta el mandato judicial.31 

14. CosA JUZGADA. Para concluir el examen general de la sentencia, nos 
referiremos ahora a la cosa juzgada, atributo no de todas ellas, sino tan sólo 
de algunas, según vamos a señalar. El proceso no puede prolongarse indefi­
nidamente y, por tanto, llega un momento en que una cierta decisión en él 
recaída, ipso facto en ocasiones,:18 o bien agotada o no utilizada la vía impug­
nativa, deviene inimpugnable, y entonces alcanza autoridad de cosa juzgada 
en sentido formal; si además resulta jurídicamente indi~cutible (o inmutable) 
el pronunciamiento que contiene un ulterior proceso en que se intente desco­
nocerlo, posee fuerza de cosa juzgada en sentido material. "La primera es el 
presupuesto de la segunda, y el significado de ambas puede condensarse así: 
cosa juzgada formal = inimpugnabilidad; cosa juzgada material = indiscuti­
bilidad. Por lo general, coinciden los dos sentidos de la cosa juzgada: pero 
existen juicios en los que sólo se produce el primero''. ~0 

15. ACCIÓN y EXCEPCIÓN DE COSA JUZGADA. De la cosa juzgada brotan 
una acción y una excepción. La primera es la actio iudicati o ejecutiva, para 
pedir la ejecución en caso de sentencia de condena que no sea voluntariamen­
te cumplida por el vencido (cfr. arts. 500 y 506 CPC). La segunda, que es 
la destinada a salvaguardar la institución es la exccptio reí iudicatac, cuyo 
objeto es impedir, como en otro sentido la de litispendencia, que se conculque 
el principio non bis in idem y se llegue a decidir dos veces un mismo negocio. 
La excepción de cos~ juzgada, etiquetada con dudoso acierto por el código del 
Distrito como "presunción", se halla encuadrada por las identidades de su 
artículo 422, a saber: la de cosas, causas, personas de los litigantes y cuali­
dad de éstos. Como regla, en asuntos civiles la cosa juzgada surte efectos 
solamente intcr partes. pero opera erga omnes en las cuestiones relativas al 
estado civil y a la validez o nulidad de las disposiciones testamentarias. 

16. REFERENCIAS A LAS RESOLUCIONES EN MATERIA LABORAL. La regla­
mentación del tema en la Ley Federal del Trabajo resulta a todas luces insu­
ficiente y falta de sistema. A lo largo de su articulado habla en términos 
generales de "resoluciones" y específicamnte de "laudos'', como las más 
importantes de ellas, por ser la que concluye el litigio mediante una decisión 
sobre su fondo. Menciona también los "decretos" (por ejemplo: a propósito 
de los embargos precautorios, cfr. art. 560 LFT), designa como "autos" los 
emitidos por la Junta (como ocurre con la admisión de la recusación, cfr. art. 
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. 4~~·;E~~Y1\tidf ·¡,:~1;br~·~¡· ..• :~.,J~;~t~.T~I~]1~~~~;.f ii<f ?;t~ion::'tI,···. 
las;}untas ;Jverb1gr¡:¡c1a: ,cuando ordenan.· d1lige.nc1as';para•.•me¡or• proveer •art. 

?~y .. ·rt;T·~~i~<~'1J·:'id~tHicier1cia ·normativa· de• 1a I~~9~~~'i'T~¡~~}~i·~~·este ·pun-
to,¡intén tar.embs.'dasif icar las resoluciones que 'éonti~riei"iloi sólo por razones 

·· de· orderi'()3d}sciplina, sino para conocer los efectos\i:¡ue.:pioducen. A tal fin 
· adaf>~.ai17fog$, á'ella· la división tripartita del ya citad,o•artículo 220 del código 

federal'de. procedimientos civiles (supra. no;. 9):·.•·Cónforme a su pauta ten-
drí~mós:'')':'·{ .. ··•. ··•· . . > :~·e ; ; ·. . · 
~. ;: 'aHW~rlcl~s: los que resuelven sobre el Jond~1~Ú n~gocio. En atención 
~Yl~\,ífídole·~d~ la· controversia que ·decidan; .cabe divididos. en individuales y 

; col.ectjvcis.'> . . '. : ; i ; ' ; . • 

·é(<;~lf)H::A'.utos:· resoluciones intermedias.·entre.los, laudos.yJos decreto.s. pero 
-; ... j'.sííúqtlefsean{nunc:a .de trámite y, divisibles, a sú vez/en provisionales, oefirii-

. · •'tiv'os y~prep'aratOrios; · · · · · · · · ·· • - · 

..•. .··)~"',~)•''fJecrefi:is: resoluciones de mero trámite, que se suceden a lo largo 
deUpfoceso )''en los que se refleja el impulso oficial. 

., .. ,~~ld<ó,,18; ·Sé advertirá que no mencionamos las sentencias interlocutorias· (es 
. dedr;ilás tjue deciden incidentes), porque en el proceso laboral las cuestiones 
iritidentales deben resolverse a la vez que la causa principal, excepción hecha 
dé fas que versen sobre competencia, que se decidirán en seguida. Estas re­

·.·· soludones competenciales y las que recaigan después de dictado el lattdo 
podrían catalogarse coni.o autos provisionales, o bien crear con ellas la cate­

. goríá de autos interlocutorios. 
'· >•:19, Hecha la precedente aclaración, y antes de formular algunas indica­
ciones complementarias acerca de las tres clases de resoluciones que acoge-
ITIºs;. diremos unas palabras acerca del carácter colegiado que con frecuencia 

,, r-eYisten las resoluciones laborales. Ese rasgo se da en los laudos, ya que 
deberán ser emitidos por los tres integrantes de la Junta, bien por unanimidad 
ocpor simple mayoría. Dada la composición de las Juntas, con representan­
tes':d.el capital y del trabajo, la serrunda perspectiva se presenta mucho más 
probable que la primera. Por fortuna, su integración impar permite la fácil su­
peración delprevisible empate entre la representación patronal y la trabajadora. 
C91l,objeto· de facilitar la deliberación del laudo, el presidente auxiliar de la 
Jl.mtaiforinula una opinión, que presenta. a los componeútes del colegio, para 
quela .acepten o la rechacen, con o sin argumentos al respecto (cfr. art. 536 
~ET,.); ··.·· . . .. . . < > y . . . ·. 

' .·• 20. Los laudos, sean individuales.o~ coleetivos!;~afüáilde dictarse por 
eLqJlegio ªrbitral, el cual .es!ar~ in té grado por .tres árbitros, cuando la reso­

·.· ltícic)n. del.,copPicto incumba .úhicnmel1ti(n;;l()s reprEenfarités .del grupo o Jun­
ta ·especial, o bien por el plenCi';'7eri.cü)io''C:aso inter\re.ndrán tantos árbitros 

. conio grupos espeeiales exista~ .. ,tos laudos'' qúe' se"dictén sin. que la Junta 
sé integre; o·si son por mayoría-:relatiVa/•siti,que los,.acépte o Jirme ésta, se-
rúil nulos; · , .·.· • · ,,; i .:. 

· 21 .. '.Dentro cle1lé1 .. trl¡)~rticiÓn cleJ~~/autós (5,iJ{Jra,·'tlb~ ·9J ·los provisiona­
leii 'son los·· qúe def inen'algú~~:pu'11:t,o 'de.~tró.del 'prbC:eso;'¿de/manera provisio­
iml y a reserva. de, ki que en el lauclo sc.deé:ida:Hos !prciliaratorios se refieren 



: , ,,J _;' :'· . . . 

ala admisión, rechazo o int~~pretaeión ·de ·las pruébas ..• que'.se :ri!ldin.~y~los.···. 
definitivos determinan el cese del proceso sin que 'medie latído1:ifomo súcede'. · 
eri el caso del artículo 479;10 

:: \ <. . : . , 
22. En cuanto a los decretos, son resoluciones que uno de los integran­

tes de la Junta está facultado para dictar. Ejemplos de los mismos los tene­
mos en los artículos 560, 561 y 566 LFT a propósito del embargo precautorio. 
del arraigo o de la tercería excluyente de dominio. 

23. Contra las resoluciones de la Junta no procede recurso alguno, dice 
el articulo 555, excepto los originados por responsabilidades en que incurran 
sus miembros integrantes;11 y dicho se está, contemplando como medio impug­
nativo, el amparo directo ante la Suprema Corte de Justicia.~2 del que nos 
ocupnremos más adelante ( inf ra, capítulo X). 

21. b) COMUNICACIONES PROCESALES: finalidad y manifestaciones. Tie­
nen por objeto dar a conocer un acto procesal a personas determinadas o 
indeterminadas. Pueden limitarse a la mera información, o ir acompañadas 
de un mandato o requerimiento de hacer, de no hacer o de entregar. Pueden 
realizarse de palabra (históricamente, mediante pregonero y en la actualidad, 
en algunos países, por medio de la radio)·1

:
1 o por escrito y tener lugar: a) 

entre juzgadores (fundamentalmente con fines de auxilio judicial): b) entre 
juzgadores y sus auxiliares; e) entre juzgadores y funcionarios o dependen­
cias ajenos al orden judicial (notarios, registradores, etc.): d) entre juzgado­
res nacionales y tribunales o autoridades extranjeros; e) entre el juez y las 
partes; f) de las partes entre sí; y g) del juez o de las partes con terceros o 
encargados (peritos, testigos, intérpretes, etc.) :1

·1 Aquí nos ocuparemos ae 
los dos sectores que reputamos más importantes: a) el relativo a las comu­
nicaciones que persiguen fines de cooperación jurisdicc'ional. denominada:s 
suplicatorios (o rogatorios) . exhortos o mandamientos, segün que el requeri-
miento lo haga un inferior, un igual o un superior del requerido;15 y b) las 
dirigidéls por el oficio, a través del secretario o actuario. a las partes o terce­
ros, denominadas notificaciones. 

25. EXHORTOS. Como la jurisdicción es esencialmente territorial. los juz­
gadores no pueden, como regla, llevar a célbo actos procesales foera de su 
demarcación. sino que tendrán que valerse a tal fin de "suplicatorio o exhor-. 
to" a cumplimentar por el "Juez, o Junta que corresponda". (cfr. art. ·. 447 ·. ,., 
LFT). Ello sin perjuicio, porque entonces no hay derogación del pritidpi() ' < • • · ¡· 

sentado, de que las J)m~as ;e c¿nstituyen en cualquier luglr dd ¡u "jurisdicció~f' ' ;;. ·' ~. 
l~é~~~in!e1~~~~~~e~t~·· · ª (a~~; 4~Krét~~Y. P(:~,!~~is:.:di:s .. re~~~~f ~~~~~~~~f~sti>'.·.::;7·c.·/···.-·.·¡·. 
se formulará mediélnte escrito que contenga fos datos necesarios. parai:q11eJél. . · , ,,

1 autoridad requerida pueda realizar las diligencias recabadas, y se fijará;.ade:> · · · 
más, tin plazo adecuado para su desahogo .• Si'.eLdiligendamiento sédemora, •. 
se enviarán, de oficio o a instancia de parte; recordatodos aLefecto, y: s¡ no 
diesen ·resultado, el exhortan te pondrá lo sucedido en con9cimient(). del; supe·:' 
rior inmediélto exhortado ( art. 450 LFT). ta autóridad requericta Hmitará 
sus actividades éll cumplimiento· de las diligencias qtíé se le solicite desahogue 
y carece; por tanto. de poder para oir a las pt1rtes o.· c()noce~ de e:iccepdones 
que aduzcan ( art. 594 LFT), a no ser que se opusiere por su propiO 'derecho 
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· ·algún tercero que no hubiere sido oído por la Junta requirente, en cuyo caso 
se suspenderá el procedimiento, siempre y cuando que por aquél se preste 
fianza que garantice el monto de la cantidad fijada en el fallo, con devolu~ 
ción entonces del exhorto al exhortante e inserción en él del auto que con~ 
tenga la resolución mencionada (art. 595 LFT). 

26. Las comunicaciones entre las autoridades laborales de los Estados 
y Territorios de la Federación, se supone que deben cursarse directamente, o 
sea del requirente al requerido, sin necesidad de acudir antes a las respecti­
vas autoridades superiores. 

27. Acerca de las diligencias a efectuarse en el extranjero, hay que di~ 
ferenciar las que conciernan a nacionales que en él se encuentren y las refe­
rentes a ciudadanos de otros países. En el primer caso, se recurrirá al cónsul 
mexicano competente, mediante .un mandamiento, para que ante él se lleven 
a cabo las diligencias solicitadas (pruebas, informaciones, etc.), mientras que 
en el segundo, aquél se dirigirá a las autoridades judiciales extranjeras que 
cumplimenten la comisión rogatoria correspondiente. En todo caso, los ex~ 
hortos se expiden a petición de parte. Esta materia debería regirse, funda~ 
mentalmente por los convenios de cooperación judicial entre los países inte~ 
resados: pero el artículo 451 de la Ley Federal del Trabajo no se atiene a 
esa pauta, sino que consagra la vía diplomática como medio para transmitir 
los exhortos,4n con la lentitud consiguiente a su empleo. A este propósito, en 
defecto de tratado.47 entra en juego el artículo 302 del código federal de pro­
cedimientos civiles: en principio, establece la vía diplomática (frac. 1), _pero 
respecto de las naciones que lo autoricen, prevé la remisión directa por el 
juzgador exhortante mexicano al exhortado extranjero (frac. 111): y en cuanto 
a la legalización, no será necesaria si en el país requerido no se exige (frac. 
11), mientras que cuando se trate de exhortos dirigidos a México, bastará 
con que sean legalizados por el ministro o cónsul mexicano residente en la 
nación o lugar del tribunal exhortante (frac. IV). Desde el punto de vista 
no meramente formal. el cumplimiento en México de exhortos procedentes del 
extranjero está supeditado a que por razón de su contenido no pugnen con 
la legislación nacional vigente y no sean contrarios al orden público ni a las 
buenas costumbres}R Una vez acordado el diligenciamiento de un exhorto 
extranjero, su ejecución se acomoda a la ley mexicana.49 Razones de conve­
niencia práctica aconsejan que en la tt·amitación de los exhortos intervengan 
abof(ados, para que mediante su intervención se salven los obstáculos que 
puedan entorpecer su diligenciamiento. no 

28. NoTIPICACIONES: a) noción 1¡ especies. Entendida la notificación en 
su más amplio sentido' (que concuerda con su etimología, de notum [acere), 
como diligencia destinada a dar a conocer determinados hechos o actos, pre­
senta dos figuras distintas. a saber: la notificación propiamente tal, o sea la 
que se hace a personas determinadas, y la publicación, diri¡:¡ida a personas 
indeterminadas. A su vez, la notificación propiamente tal abarca diferentes 
especies: a) la notificación en sentido estricto, o sea la que se limita a dar 
traslado a una resolución judicial: b) la citación, que implica un llamamiento 
para concurrir a la presencia judicial en lu¡:¡ar, día y horas determinadas. y 
e) el emplazamiento, que supone la fijación de un plazo para comparecer. To~ 
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davía, podríamos agregar una subespecie de notificación, el requerimiento, 
que contiene una intimación judicial para que una persona haga o deje de 
hacer alguna cosa/' 1 

Las notificaciones tienen por objeto conservar la disciplina procesal y 
asegurar el respeto debido a las garantías individuales, de ahí que, en prin­
cipio, la inobservancia de las reglas referentes a notificaciones acarree la nu­
lidad de lo actuado: pero a la vez bajo el influjo de la idea de economía 
procesal, el párrafo segundo del artículo 446 LFT establece que "cuando la 
persona notificada, citada o emplazada se haya dado por enterada del proveí­
do, surtirá desde entonces todos sus efectos, como si se hubiese hecho con 
arreglo a las disposiciones de la ley": con independencia de su defectuosa 
redacción (ya que debió haber hablado no de "persona notificada", etc., sino 
de "persona a quien se hubiese dirigido la notificación", etc.), el precepto 
transcrito constituye el ejemplo más típico de convalidación de un ácto pro­
cesal defectuoso ( inf ra. no. 42). 

29. b) Monos DE PRACTICARLAS. Las notificaciones pueden llevarse a 
cabo de diferentes modos, según pasamos a exponer: 

Notificación personal. o sea cuando el actuario o secretario acude al do­
micilio de la parte y da lectura a los proveimientos o deja copias de la de­
manda. En el proceso laboral, las primeras notificaciones son siempre per­
sonales, considerándose que lo son también bs que se hagan con los repre­
sentantes o encargados, cuando el interesado no estuviere presente ( art. 444 
LFT). Por primera notificación ha de entenderse aquella por medio de la cual 
se cita a las partes para celebrar la audiencia de conciliación. Estas son las 
que se practican verbalmente, al igual que las hechas por las Juntas de Con­
cilición y Arbitraje sobre los acuerdos dictados por las mismas en los asuntos 
remitidos por las Juntas de Conciliación (art. 445 LFT). Otras notificaciones 
personales, son las relativas a los proveídos, cuando la~ partes concurran a 
las Juntas el día que se dictan ( art. 443 LFT). 

30. NOTIFICACIÓN POR CÉDULA. Se practican cuando debiendo ser per­
sonales y no habiendo encontrado al interesado, se le hubiere dejado un ci­
tatorio para el día siguiente y no lo hubiere atendido. En tal caso, se realiza 
con la persona que se encuentre en el domicilio, o con un vecino o en último 
caso con el gendarme del punto más próximo (arts. 444 LFT y 43 Rglto. 
J.F.C. de C. y A.). 

31. NOTIFICACIÓN POR EDICTOS. La posibilidad de que el domicilio de 
alguna de las partes sea desconocido, se presenta con cierta frecuencia. Cuan­
do ello sucede o cuando la notificación se dirija a personas inciertas se hará 
mediante edictos. es decir, publicando éstos tres veces, con intervalos de tres 
días, en el "Boletín Judicial" y otros periódicos de los de mayor circulación 
(cfr. art. 122 CPC). 

32. NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. Consiste en fijar las resoluciones de 
las Juntas, un día después de dictadas, en el exterior del local de las mismas 
(cfr. art. 443 LFT). 

33. NOTIFICACIÓN POR CORREO. Las notificaciones mediante el servicio 
postal (-a realizar por correo certificado-) ~2 se utilizan cuando se trate de 
citar a testigos, peritos y personas que no sean partes en el proceso, o cuando 
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debiendo ser personales, las partes interesadas residan fuera del lu.gar donde 
se encuentre establecida la Junta o no se hallen presentes (cfr. art. 121 CPC). 
Agreguemos que el código procesal civil del Distrito menciona todavía Ja 
notificación telegz·áfica y la telefónica ( arts. 121 y 15 Títulos sobre justicia 
de paz) y que alude a la radiotelefónica ( art. 570). r. 3 

34. e) PROCEDIMIENTO: 1) CONCEPTO. El procedimiento, que bajo el in­
flujo de la escuela procedimentalista casi llegó a identificarse con el proceso 0• 

está integrado por las reglas que encuadran el desarrollo de la actividad pro­
cesal desde el triple punto de vista del lugar, del tiempo, y de la forma, en 
consonancia con su etimología, que deriva del verbo procedere, o sea avan­
zar. Se inspira en unos determinados principios, que le imprimen carácter y 
merced a los cuales se sistematizan las actuaciones de cuantos intervienen en 
la marcha de los juicios. 

De los tres extremos mencionados (lugar, tiempo y forma) ha sido el 
ítltimo el que ha motivado mayores críticas, porque con frecuencia el proce­
dimiento adolece de innecesarios formalismos, que retardan y encarecen la 
rápida y eficaz administración de justicia; pero no menos cierto es también 
que una adecuada regulación formal contribuye a que los procesos se des­
envuelvan de manera correcta, garantiza la igualdad ante la Jey en la subs­
tanciación de los litigios y evita peligrosas arbitrariedades en el ejercicio de 
la jurisdicción.5

" 

Por procedimiento podemos entender "una coordinación de actos que 
tienden a un efecto jurídico común"."º Bueno será advertir que la idea de 
procedimiento no debe confundirse con la de proceso: ante todo, porque aqué­
lla se manifiesta con igual e incluso mayor intensidad fuera del campo pro­
cesal (baste pensar en los procedimientos administrativos, en el legislativo, 
etc.) y, en segundo lugar, porque aun dentro del ámbito jurisdiccional, el 
proceso tiene un sentido esencialmente teleológico, mientras que el procedi­
minto responde a un enfoque esencialmente formaf.r.i De ahí que pueda me­
diar unidad procesal y diversidad procedimetal, y a la inversa.68 

35. 2) FASES. Carnelutti señala las fases de que normalmente se com­
pone el procedimiento r.u en el cuadro del derecho italiano: 

a) La primera, que denomina proposición, es anterior a la demanda y 
consiste en la noticia que se hace al oficial y a quien será la contraparte, acer­
ca de la demanda misma. 

b) La segunda es la instrucción, mediante la que se aspira a que el ór­
gano jurisdiccional conozca las razones aducidas por las partes y sus demos­
traciones (pruebas), a fin de que resuelva el litigio. 

c) La última contiene las declaraciones del juzgador y se denomina 
pronunciamiento. 

De esas tres fases, la de proposición (que no debe confundirse con Ja pre­
liminar o preparatoria: véase capítulo VIII no. 2) , no se conoce propia­
mente en el enjuiciamiento mexicano, cuya mecánica, a base de interposición 
de la demanda y emplazamiento del demandado es en este punto diferente de 
la del italiano. En cuanto a la segunda, puede faltar, pese a su excepcional 
importancia, en los rarísimos casos en que las partes estén conformes en cuan-

126 



~ .~~i!~~~~~i~i~~;);s;:S;óD se.e1f<Giiiriba al aspecto j uridico (cfr. art. 

'. _-}~:f·f3~~)~/· [)iis.ENVOLVIMIENiO. Tanto el de cada acto en particular, como 
.. el,de}proc~Climiento en conjunto está sujeto al triple juego del lugar, del tíem,.. 

po·yNe la forma. Por lo que concierne al primero, y pese a que todo acto 
¡>roceS:aLtiene que llevarse a cabo en alguna porción del espacio, lo cierto es 
:ql.1e el esú1dio ele la regulación local ha merecido por parte de los procesa lis­
tas· Ín'uchisima menos atención que el de la regulación temporal. hasta el 

· .. extremo de faltar inclusive un vocablo que signifique respecto de aquélla lo 
que términos o plazos respecto a ésta: Alcalá-Zamora cree que ese vacío 
puede cubrirse mediante la palabra localización. y habla. en consecuencia, de 
localizaciones endógenas y cxógenas (según que se realicen en el territorio 
del Estado donde se siga el proceso o fuera de él), in temas y externas (según 
que se efectúen en la sede del tribunal o fuera de ella), reales y personales 
(según que obedezcan a la posición en el espacio de una cosa o de una per,.. 
sona), etc.60 La regla al respecto estú representada por las localizaciones en­
dógenas e internas, y en ettanto al tercer sector, suelen predominar las rea,.. 
les sobre las personales.01 

37. La regulación temporal de la actividad procesal tiende a asegurar fo 
ordenada marcha de los juicios y a evitar su duración indefinida, aunque 
luego en la práctica los resultados dejen mucho que desear y los pleitos se 
prolonguen, con frecuencia, de manera cle~espernnte. Dos extremos tomare,.. 
mos en cuenta al ocuparnos del ré9imen temporal del proceso: la distinción 
entre términos y plazos y. la cuestión relativa a los días !I horas hábiles. 

38. Como otros muchos textos procesales, la Ley Federal del Trabajo 
no diferencia términos y plazos, vocablos que emplea como sinónimos. cuan­
do tienen significado bien diverso. "El plazo encierra un período de tiempo, 
generalmente de días, pero también mayor (meses o años) y a veces menor 
(horas e inclusive minutos), a todo lo largo del cual desde el dies a quo hasta 
el dics ad qucm .-aunque mejor sería hablar del momento inicial y final (o 
bien de apertura y clausura), con objeto de extender la idea a los inferiores 
a un día-. se puede realizar válidamente la actividad procesal correspondien­
te: el término. en cambio, significa tan sólo el punto de tiempo para el co­
mienzo de un determinado acto: celebración de una audienca, comparecencia 
de un testigo, práctica de un remate" . 6~ Esta acepción de término podría ser 
sustituida por la de señalamiento, y en tal caso, términos. en plural, revestiría 
alcance genérico, comprensivo de plazos, y de scñalamicntos.63 

39. El cómputo de los plazos -los términos en estricto sentido. es decir, 
los señalamientos son trasladables, pero no computables se rige ante todo, por 
los dos clásicos aforismos dies a quo non computatur in termino y dies ad 
qucm computatur in termino: consagrados ambos por el artículo 452 LFT. En 
se!'.)tmdo lugar, las actividades inherentes a los plazos adsc:ritos a su servicio 
habrán de practicarse en días ~1 horas hábiles (art. 456 LFT). Son días há­
biles todos los del año, menos los domingos, los festivos y los luctuosos ( art. 
454 LFT). y además, en ningún plazo señalado por días 01 se contarán los 
de vacaciones ni aquellos en que no puedan tener lugar actuaciones ante las 
Juntas ( art. 453 LFT). En cuanto a las horas hábiles, y en contraste con 
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el código procesal civil del Distrito, que conserva el tradicional criterio desde . 
la salida a la puesta del sol, la LFT considera que lo son las comprendidas 
entre las 7 y las 19 horas ( art. 454), si bien la disposición citada no se com­
pagina con el horario de trabajo en las Juntas, que se extiende desde las 9 
a las 13 horas.ºr. Ahora bien: cuando mediare causa urgente, el Presidente o 
las Juntas pueden habilitar los días y horas que, en principio, están conside­
radas como inhábiles, para que se practiquen diligencias ( art: 455 LFT). 

40. Con independencia de la cuestión relativa al deslinde entre plazos y 
términos (supra, no. 38) y de la concerniente al cómputo (supra, no 39), no 
siempre fácil de efectuar,1111 la adecuada regulación temporal de los actos pro­
cesales tiene gran importancia práctica. En la medida de lo posible, habría 
que abreviar los plazos incursos en duración excesiva y qué puntualizar cier­
tos preceptos de la Ley del Trabajo que pecan por imprevisión manifiesta. 
Tal es el caso, por ejemplo, del artículo 503, que faculta a las Juntas de 
Conciliación para señalar la fecha de las audiencias de conciliación, pero sin 
marcarles límite alguno, con lo que aquéllas pueden fijarla para día próximo 
o lejano, sin que medie sanción alguna. A nuestro entender, la mencionada 
omisión legislativa podría salvarse mediante la aplicación analó!=fiCa del artícu­
lo 511 que establece un margen de diez días para que se celebren las au­
diencias de conciliacón y de demandas y excepciones.117 Destaquemos también 
que a veces la Ley Federal del Trabajo habla de citaciones a las partes, sin 
expresar el plazo en que deban presentarse, como sucede con el artículo 527, 
que faculta a cualquiera de los litigantes para solicitar la comparecencia per­
sonal del contrario, a través del correspondiente llamamiento de la Junta, 
pero sin que el precepto establezca el límite temporal para hacerlo. En 
definitiva, y aun cuando a priori resulte muy difícil, aunque no imposible 
determinar la duración exacta de un proceso, sujeta a circunstancias imprevi­
sibles en el instante de su nacimiento, sí debe procurar el legislador ordenar 
la regulación temporal de los actos procesales en tal forma que los juicios 
se desenvuelvan con la máxima rapidez posible.0tt 

41. A regularizar la marcha del procedimiento contribuye de manera 
eficacísima la preclusión o, mejor dicho, puesto que reviste diversas modali­
dades,ºº la variante suya relacionada con el transcurso de los plazos sin ha­
berlos utilizado para llevar a cabo el o los actos a cada uno de ellos adscrito. 
Definida como ''la pérdida, extinción o consunción de una facultad procesal",70 

la preclusión envuelve una sanción, mediante la que se tiende a estimular la 
diligencia de los sujetos procesales amenazados por ella. y al mismo tiempo, 
a garantizar el buen orden en el desarrollo del proceso.71 Aunque sin darle 
el nombre, la preclusión está consagrada en el artículo 133 del código pro­
cesal civil del Distrito, que deja, sin embargo, abierta la puerta al viejo acuse 
de rebeldía en ciertos casos.72 

42. e) FORMA. La forma en estricto sentido se refiere a la manera de 
realizarse cada especie de acto procesal o, si se prefiere, a los requisitos que 
han de llenar. De esos requisitos, unos son esenciales, y su falta origina la 
nulidad del acto, salvo cuando esté prevista su subsanación o su consolida­
ción,73 y otros son secundarios y significan, desde el ángulo del legislador 

• que los marca, no tanto mandatos de estricta observancia, como consejos, re-
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comendaciones o deseos para que el acto se lleve a cabo conforme a un cierto 
modo. La regulación formal es más o menos rígida y detallista, según que 
los ordenamientos procesales se inspiren en el principio de formalismo (cfr., 
verbigracia, el artículo 55 CPC) o el de libertad de forma (cfr., por el con­
trario, el artículo 41 del título sobre justicia de paz), que es precisamente el 
acogido por la Ley Federal del Trabajo {véase supra, capítulo III no. 10). 
En todo caso, por minucioso que sea un código procesal. nunca contiene la 
total reglamentación de los actos procesales, sino que ésta se completa con 
pautas y criterios de experiencia profesional, más o menos progresivos. 

43. La forma de los actos procesales está encuadrada por los principios 
rectores del procedimiento, y de su combinación surgen los diferentes siste­
mas de enjuiciamiento. Sin ánimo de formar una lista exhaustiva, he aquí una 
relación de los más importantes, con indicación de cuáles y en qué medida 
se manifiestan en el cuadro del proceso laboral mexicano, {supra. capítulo 111. 
nos. 6, 7, 9, 10, 11 y 14). 

Como regla, el procedimiento laboral está dominado por el principio 
dispositivo, según revelnn los artículos 511. 512, 514, 518 y 551 LFT: pero 
se reconoce la iniciativa de las Juntas en materia de pruebas {cfr. arts. 526 
y 532, aunque es ésta bajo la anticuada forma de diligencias para mejor pro­
veer) , En orden a la prueba, se prevé, en ocasiones, la inversión en cuanto 
a la asunción de su carga, y su apreciación se encomienda a la conciencia 
de la Junta {cfr. art. 550). Se inspira también, el proceso laboral mexicano 
en los principios de inmediatÍPÍdad, que tiende a asegurar la relación directa 
entre el juzgador, los justiciables y los medios de prueba: de oralidad y de 
concentración destinado el segundo a que el procedimiento se desenvuelva 
con la mayor rapidez posible, y como ideal. en una sola audiencia (cfr. arts. 
511. 512, 518 y 531 LFT): pern a propósito de los alegatos permite optar 
entre su formulación oral o escrita {cfr. arts. 531 y 533). Finalmente encon­
tramos consagrados en la Ley mencionada los principios de libertad de forma 
{ art. 140) y de publicidad { art. 461 ) , este último con la salvedad de que el 
mejor despacho de los negocios, la moral o el derecho lleven a la Junta, 
de oficio o a instancia de parte, a disponer que la audiencia se celebre "a 
puerta cerrada". 
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NOTAS AL CAPITULO VII 

1 Denominación más típicamente española y qne, por ejemplo, . cl~~~~iii'ci:.,~~Ó'¿¿~a'l·del 
Distrito (cfr. título n, capítulo u) utiliza, aunque con alcance más restrlngi~o;;;~eFdebido: 
véase Alcalá-Zamora, Síntesis, cit., pp. 68~9. · > • :.\~;e ce •. ;:;:. ;.;: 

~ g~: g;~~~~~~·. 11:::i::~~fo':::~. c~~t:, \. 1 ~'n;Ppp~3~Í11'.2. ,·,. 'i :t.,i{ ::•· ~::: 
~ Cfr. Alcalá-Zamora, Derecho procesal penal, cit., t. II, pp. 141 ;4,·· ., ',; . .,, 
r. Cfr. Chiovenda, lnstit11ciones, cit., t. II, pp. 234-9 y 241~5;/"i'.:~;;.}·•>. · ··. · _ 
11 Para Alcalá-Zamora, los actos serían las mnnifestnciones de voluntad;· .. () .sf. se prefiere, 

las exterioriznciones ele coneluctn- relntivns ni elesenvolvimleríto'•,eleL:•proceso, sen cual 
fuere el F.ujeto en él interveniente de que provengan: Derecho ~/')l'é:esaCfit.; t: U, p. 1'1'1. 

7 Chiovenda, Instituciones, cit., t. II, pp. 239-40. · , >•:. ; ··;,;,;·:, · 
H Cfr. Chiovcnda, Principios. cit., t. It p. 269. . .,.~ "·.:-'' ,,. __ L-~(>,'_:-·:= 
11 Incurre, pues, en el mismo defecto que nntes hubimos de. señnlnr n·:yvach y a Chiovendn. 

Aclaremos que con posterioridad a sn obra maestra (De(Pro~css•a!s Rcchtslage; Ber­
lín, 1925); Goldschmielt nñadc un tercer sector de adós procesales, es decir, las notl· 
ficacioncs (así en Derecho procesal ci1Ji/, cit., pp. 227, _300c.y,·:.3 l 5J,c con lo que convierte 
su clasificación subejtiva en mixta, puesto que el nuevo< grupo;. responde a una carnc-

10 ~[:.z~~óTe~~¿~tiG~~ernl ele/ Proceso, Barcelona, 1936, p .. 16mY~,. 
11 Cfr. su Derecho procesal civil, cit., p. 194. ,·: __ :~ _ _:_.;..~ ._-_ 
l2 Cfr. su Dereciio Procesal cilJil. cit., p. 195. . . . 
111 "Habla ele carga, cunndo el ejercicio de una facultad aparece como condición para ob­

tener una determinada ventaja; ... Obligación y carga. tienen· de común el elemento 
formal consistente en el vinculo de la voluntnd; pero difieren en el elemento substancial. 
porque cuando hny obligación, el vinculo se impone para la ,tutela de un interés ajeno. 
y para la tutela de un interés propio. cuando se tratn. de. la· Carga" Sistema, cit., t. I, 
~~ .· 

H Cfr. Teorín proceso, cit., p. 53 _ _ .. 
Hi Cfr. Teorí11 proceso, cit .. pp. 82-3; asi como Carneluttl, pasnje transcrito en la nota 13. 
:rn Cfr. Teoría proceso. et., p. 102. Según Alcalá-Zamora, actos de convencimiento sería 

traducción más expresiva que "actos de obtención": cfr. su artículo Los actos procesales 
en la cloctrinn ele Go/c/schmfc/t, cit., p. 65. 

17 Cfr. Teoría proceso cit., pp. 1'18-51. 
11:1 Cfr. Teoría proceso, cit., p. 176. 
JU Cfr. Teoría proceso, cit .. pp. 186-7. 
20 Puesto que la demandil podria ir precedida de actos prelimitwres, ya sean preparatorios 

(cfr. art. 193, fracs. I-VI, CPC). cautelares (cfr. art. 237 cód. cit.,) o preventivas (cfr. 
arts. 503-4 LFT) : para más datos, Alcalá-Zamora, En torno a la noción de proceso 
preliminar (en "Scritti giuridici in onore della Cedam", vol. U, Padova, 1953, pp. 
265-316). 

~l Cfr. Carnelutti, Sistcn1a, cit., t. 11, p. J 80. 
22 Garantía de audienca, consagrada en México por el articulo 14 de la Constitución, el 

cual no es obstáculo para el funcionamiento de juicio en rebeldía (puesto que el de­
demanelado tiene abierta la puerta para ser oído) cfr. arts. 645 y 717, frac. I. ni para 
casos de posposición del contradictorio, como respecto de las providencias precautorias 
(cfr. arts. 24i y 252 CPC: 560 LFT), o en la fase inicial del juicio ejecutivo ( art. 453 
CPC). 

:m Carnelutti, Sistema, cit .. t. II, p. 187. 
24 Según Carnelutti, proveimiento j11riscliccional.. es. el que "compone el litigio de preten­

sión discutida"; proveimiento ejecutivo, es el "término que corresponde en el proceso 
.1 de ejecución al de proveimiento j11risclicciona/" en el de conocimiento y se refiere, por 

tanto, al liti¡¡io de pretensión insatisfecha; finalmente, el proveimiento es aquel mediante 
el cual el oficio actzia sobre el proceso y no sobre el litigio. cfr. Sistema. cit .. t. II, pp. 
189, 193-4 y 197. 

~:; Cfr. Cnrnclutti, Sistcn1a, cit., t. II. .p. 201. 
2ll Cfr. Chiovenda; Instituciones, cit., t. III. p. 135. 
~7 Cfr. Chiovenda, /nstit11cio11es, cit., t, II, p. 230# l. 
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Cfr. Kisch, Elementos, cit., pp. 249-50, y Goldschmidt, Derecho procesal civil, cit., pp • 
. . . 300-2. 
20 · Hemos condensado el artículo 369 de la ley española, casuístico e impreciso en cuanto 

al deslinde entre autos y sentencias, con el riesgo de no reflejar con absoluta exactitud su 
contenido. 

ao Para Marcos Pelayo sentencias serian las resoluciones de fondo, autos los incidentales y 
providencias las de tramitación; cfr. su folleto La administración de justicia, Oviedo, 
1925, p. 42. Entre los códigos estaduales que acogen la división tripartita, recordemos Jos 
de Oaxaca ( art. 801 ) y Sinaloa ( art. 79). . 

31 La sentencia interlocutoria es el fruto de la combinación del concepto material o romano 
y del formal o germánico acerca de las mismas: cfr. Alcalá-Zamora, Derecho procesal 
penal, cit., t. III, pp. 237-8. 

3" De sentencias firmes habla el código procesal civil del Distrito en sus artículos 92-4, 
así como de ejecutorias en los 426-9. Véanse además, los articulas 610, 655 y 717. 

33 Manzini, Tratado de derecho procesal penal, trad. t. IV, Buenos Aires, 1953, p. 477. 
ll4 Cfr. Chiovenda, Acciones y sentencias de declaración de mera certeza (escrito en 1932, 

versión española en "Ensayos de Derecho procesal civil", col. I; -Buenos Aires, 1949-
pp. 131-74), núm. 1 pp. 133-4 

3ú Cfr. Alcalá-Zamora, Derecho procesal criminal, Madrid, 1935, p. 
36 Cfr. Kisch, Elementos, cit., p. 250. 
37 La fijación de los hechos se ha sabido hacer mediante resultados y la fundamentación 

jurídica a través de considerandos, fórmulas que el artículo 82 CPC quiso abolir, pero 
que perduran en la práctica. 

38 Por ejemplo, las de las cortes o tribunales supremos o las de los juicios seguidos en 
(verdadera) única instancia. 

ao Alcalá-Zamora, Derecho procesal penal, cit., p. 247. Como ejemplos de sentencias caren• 
tes de autoridad de cosa juzgada en sentido material cabe mencionar las de los articu· 
los 461 y 486 CPC. 

40 O sea el relativo al mal llamado desistimiento (léase, caducidad,: véase, supra, cap. III 
núm. 39). 

41 Pero la exigencia de responsabilidad no constituye, aunque asi la denomine el código 
procesal del Distrito, (cfr. título XII, capítulo IV), un recurso, sino que determina el 
nacimiento de un juicio distinto: cfr. Alcalá·Zamora,Examcn código de Chi/z11a/111a., clt., 
pp. 11. 162-3 y 169. 

•2 "Procede el amparo contra los actos o decisiones de las Juntas de Conciliación y Arbi· 
traje, cuando infrinjan las leyes relativas al trabajo o noi hagan exacta fijación de 
los hechos". E S.J'.F., t. XXII, p. 226. 

43 Véase infra. núm. 33. 
44 Cfr. Alcalá-Zamora, Síntesis, cit., p. 292, nota 229. 
4ú La LFT habla sólo de sup/l'catorios y de exhortos y, a veces, de oficios ( art. 596). Para 

la distinción gráfica entre exhortos (única de las tres denominaciones que debería sub· 
sistir), suplicatorios y mandamientos, véase . Alcalá-Zamora, El nuevo código procesal 
de Guatemala en "Boletín del Instituto de Derecho Comparado de México", 1965 (pp. 
155-92), nota 163, p. 192. 

40 La vía diplomática supone un rogatorio de la Junta requirente a la Secretaría de Rela· 
clones Exteriores y un mandamiento de ésta al cónsul respectivo. 

47 En materia de asistencia jurídica internacional (aun cuando sin relación con el proceso 
laboral), México se ha preocupado únicamente de la de índole penal con fines de ex• 
tradición. Tiene al respecto firmados tratados bilaterales con doce paises de América 
y de Europa y se solicita mediante exhorto o rogatorio; cfr. Malina Pasquel, La prueba 
en el proceso laboral Comunicación presentada al Tercer Congreso Mexicano de Dere· 
cho Procesal ( Oaxaca, 1967), p, 4 del texto mecanografiado. 

48 Cfr. Malina Pasquel. op. cit., pp. 2, 8 y 9. Véase también Alcalá-Zamora Actos proce· 
sales contra las "buenas costumbres" en "Estudios de Derecho Procesal" (Madrid, 
1934) ' pp. 497 -506. . 

41! Conforme al principio enunciado por Carnelutti de que el proceso se rige por normas 
de/ Estado a que pertenezca el oficio judical que lo conduce: cfr. Sistema, cit., vol. l. 
p. 114. 

GO Molimi Pasquel, op. cit., p. 9. 
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111 Seguimos aquí a Alcalá-Zamora, Derecho procesal penal, cit., t. 11, pp. 170-!. Tanto la 
LPT ( art. 446) como el CPC ( art. l 10) acogen la distinción entre notificaciones, ci­
taciones y emplazamientos, pero no han puntualizado . su alcance, a diferencia de la 
ley de enjuiciamiento civil española, que si lo hace (cfr. sus artículos 267, 272 y 274). 

112 No hay que confundir la notificación postal con la efectuada mediante cédula en sobre 
cerrado y sellado y cuya entrega se encomienda a la policía, a las partes, o a los 
notificados (cfr. art. l 20 CPC). 

1\11 Para más dutos acerca de estas formas de notificación, véase Alcalá-Zamora, Las co­
municaciones por correo, telégrafo, teléfono U radío, en el derecfio procesal comparado• 
en "Boletín del Instituto de Derecho Comparado de México", num. l enero-abril de 
1948, pp. 1-26. 

M Para el deslinde entre proceso y procedimiento, véase Alcalá-Zamora,. Proceso, auto· 
composición. -.· cit. pp. 110-l y 127 -8. . . ·.• · ·. ·• ·.. . 

r.r. Siempre que no degenere en ritunlismos absurdos o innecesarios, Ja observnncin de unas, 
determinadns formas, garantiza por un lado, la igualdad• ante:Ja .. ley e? h> csfora .·pro·' 
cesnl y evita, por otro, los peligros del arbitrio judicinLsin:,:écfrtapl:¡aJ::.véanse, en este· 
sentido, líls frases de Montesquieu, Napoleón, lherlng, Chioycndn;~y(P.odiittl/.que ·Al". 
cnlñ-Zamorn recoge en su Derecho procesal penal, cit., t .. II/pp;' 190-1 ;· :; · · 

~~ g~· ~~.l~~l¿~~~~1~~~terrP~oc~!~ t~t~~~:~p~·sición clt . pp {j()~f "'· ;.-; <' ''· · O' · · ~~:~ 
r.s Cfr: Alcalá-Zmnor~.' Proceso,' nutocomposición.:: 

0

cit., ·~p. Í27-8.- • ·.' •• >- •T ,S~¿ ... · • T 
r.~ cc~r. Xtrnlck~ti, SistcnD, ci,t., t. IV, ~P· 7, 19, 63, 64IIY 82. 205 8 / ' ' / '!•,L ·) ' .I-< ' '¡> 
ll r. ca ;í- nmora, cree 10 procesa pena, cit., t. , pp. • . ,: . .:.· • . , .... ,. , . , ... , :• '·i'>·: · 1;: 

m Ejemplos de localizaciones exógcnas, en los artículos 447 y 451 LPT,'~(las/éndógeiias~ .. e·'·,• ··· · 
constituyen la regla, y de ahi que no mencionemos los preceptos en ·que··tl(!¡:ie11/caljid<1)':,,- .• •· :g; ú•y 
i~en11., i~~e1mas5. 3e0n ~ods articul

1
os 463, 

1
504-? yl 51

9
1
3
•
6
12C. PeCntre( otros; iddcm1: 1 dex)tern1.dri~ ifrl_)~s;_~ri;.¡.. :•;(;~: ,:~¿.·.·,, 

hcuos "l"J o ; 1 cm, rea es, en e articuo apeo y es1n e~'. --~~-·::~~~s9~~~~ :-::-,¡_¡/-.<"-_-:-_·"-· ·~----: 
les, en los articulas 525 y 530 LFT. ·· · • ... ·.. ··' '·· · · < · 

112 Cfr. Alcalú-Zamora, La regulación temporal de los actos procesales, eri(~f:'{ó'Ji$&','d~ < / 
1932 pam el Distrito Federal, en "Revista de la Facultad de México'~, niiín.jc66~671 iibril~-· .i 
.scptictnbrc de 1967, n(un. 3. ",_j'--',,,\:_;-v ·-.,,. >,;.'.;',_"~,~,'.~--~-:/;:·.;: ... : 

m1 Cfr. Alcalá-Zmnorn, Ln regulación temporal, cit., núm. 3. ·;i' ·> ):• ·,:··o;<;:·'<' , 
111 A contrario Rensu, debe entenderse que en los contndos por meses ó afio~ no.•'sedescÜen .... -·· 

tnn los inhábiles: cfr. Alcnlá-Zmnora, La rerrulación temporal, cit.;núm;,;17¡.'·'i~};~~·g·'." H'• 
6~ Concuerda con el de fo LFT el régimen del CPC en el ámbito de Iajustlcia\de'(paz; dr~: ·. 

el articulo 42 del titulo especial rclntivo a la misma. · _ _ -- · .••· ; : < · • '.''. / ; · 
1111 Como sucede con el de Jos meses en elcódigo pr()cesal civlldeL Distrito: yéase· supra>: 

op. 11 lug. cits. en la nota 64. .. --. - ·- - ·-_ ~-•;;..:_,¿.;<;;;;:;, .• ;);;.;..LV.Y 
tl7 La redncción del artículo 511, tal como ha quedado tras lá reforma de 31 de dicicmbré:• 

de 1956, no es muy nfortunada. En efecto, en él se lec que turnado el asuntó aL•grupo •. 
especial qt1e corresponda, éste "señalará para el mismo día. las horas pará la· celebra­
ción de una audiencia de concillactón y otra de demanda y excepciones", cuando· en· 
rcaliclnd ambas audiencias no se cfcctunrán en dichn oportunidnd, sino enseguida pun­
tualiza el propio artículo, "a más tardnr dentro ele los die:: días siguientes'';~· aquel' en 
que In demanda fue turnndn. Ln preposición "pnra" sale sobrando y, en consecuencia; •·el 
pasaje criticado hnbría debido decir "señalnrñ el mismo día las horas", cte. · 

<l8 Si nos nutvlésemos unicnmcnte a los plazos tnxntivamente marcados por el lcgislndor, 
resultaría que el proceso lnboral oscilarín entre un mínimo de veinte y un máximo de 
ochenta y ocho dias, aumentados en quince más, cuando el conflicto se resuelva en ple· 
no. Pero como la duración mínima no se logra nuncn, la máxima, que casi son tres me• 
ses, afcctn gravemente los intereses de los trnbnjadorcs, que durnnte ese lapso han de 
aguardar, acaso en circunstancias apremiantes, la solución del conflicto que les afecta. 
Por otra parte, la duración de un proceso cualquiera no puede calcularse a base sólo 
de los plazos estnblecidos en el ordenamiento correspondiente, sino que a ellos han 
de agregnrsc las etapas ele inactividad, que son las que originnn ln prolongación de los 
juicios: acerca de este punto, véase Alcalá-Znmora, La regulación temporal, cit., núm. 28. 

1111 Acerca de lns demús formas de preclusión -a saber: líls relacionadas: a) con el prínc!· 
pio de eventualidad: b) con la Incompatibilidad entre dos o más actos procesales; y c) con 
el advenimiento de la cosa juzgada-. cfr. Alcalá-Zamora, Síntesis, cit., pp. 293-4, nota 240. 

70 Cfr. Couture, Fundnmrmtos, cit., p. 96. 
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71 Cfr. Alcalá-Zamora, Derecho procesal penal, cit., t. II. pp. 228.9.. · '· > .. ·· ···· ·. 

72 Acerca de los casos en que dentro del código civil del Distrito ·subsiste· a·lin'· ~1 Ücuse de 
rebeldía, cfr. Alcalá-Zamora Síntesis, cit., p. 294, nota 241. .-. __ ~·-"_: .. ·-.·~-:.:~_}-J~:;:::.·· -:_ ·-.. ____ ," 

;:i Ejemplos típicos de subsanación de actos procesales defectuosos cnéoritramós'jfo foS'artlculos 
84 y 257 CPC, a propósito de la sentencia al primero y de la demarida·atsegundo, sea de 
los dos actos máximos del proceso: en cuanto a convalidación, recordaremos'Já. de las noti-
ficaciones (cfr. arts. 76 CPC y el 446 LFT, supra, núm. 28). .·. · ~ 
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e,' it~PÍ;.Gtb VIII. 
\:' ·:··;···· 

.....••..•.... ?·· '. '·,§t~0i§'~.~~;·,~~:§~~~¡~qió}\J~~.~··.·· 
·· . .... ,]Ustific~d/,fa~'d~t ;~¡;i/E~·f~'.fJttJ,~tta~á~!7¿-.@6i~t~~t~~iÓn··a .. 1a··.·'cicmanda:. a) 

·}\1/llnéimiento;· b) Defensa: .. c) .;Rcconuención:.·d) ·•Formá:-"Excepeión . ....;Jn:. 
• '"·" .•l·· cori1parécel1cia. 

· l. JusTIFICACIÓN DEL É~íG~AFE. Aun cuando sería preferible hablar de 
fase polémica o expositiva 1

. (puesto que la oposición del demandado no con­
siste necesariamente, según veremos -infra, no. 8.-, en esgrimir excepcio­
nes), nos valemos de la rttbrica "Demanda y Excepciones", por ser la que 
consagra la Ley Federal del Trabajo en artículos como el 505 o el 511. 

2. DEMANDA. De acuerdo con Carnelutti, consideramos que la forma 
característica para el ejercicio de la acción consiste en demandar. En efecto, 
mediante la proposición de la de!llanda se provoca el ejercicio de la actividad 
jurisdiccional del oficio. Desde el punto de vista funcional. la demanda es, 
pues. "una invitación que la parte hace al juez a fin de que provea".2 En 
materia laboral. esa proposición se lleva a cabo mediante la reclamación ini­
cial que se presenta a la Junta en forma oral o escrita y que podemos deno­
minar demanda introductiua. Sus efectos no se extienden a todo el procedi­
miento, sino que son necesarias otras proposiciones accesorias o incidentales, 
que se van promoviendo a lo largo del proceso y a través de las cuales se 
manifiesta el "impulso de parte".3 

3. Hemos indicado ya (supra. capítulo III, no. 10 y capítulo VII. no. 42) 
que la Ley del Trabajo no exige fórmulas estrictas para el desarrollo del 
procedimiento; pero sí es necesario que se den a conocer las causas que jus­
tifican la procedencia de las acciones, puesto que sólo sus titulares o sus legíti­
mos representantes pueden hacer valer.1 

4. En la práctica, el escrito inicial (llamado comúnmente "demanda") 
contiene los domicilios de las partes (para facilitar las notificaciones), sus 
nombres y, en general. los demás datos individualizadores necesarios, así como 
la mención de las acciones que se ejerciten, aunque no sea indispensable de­
signarlas por su nombre, siempre que se infiera con claridad su finalidad Y 
contenido. r. Cuantas acciones competan a una parte contra la otra y se re­
fieran a un mismo asunto. habrán de intentarse en una sola demanda, que-
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dando extinguidas las que no se hayan utilizado (cfr. artículo 482 LFT) ,0 En 
principio, la demanda introductiva no puede ser rechazada, salvo cuando se 
presente ante un órgano incompetente. Además, puede ser adicionada pos­
teriormente durante la audiencia de arbitraje, a tenor de los artículos 513 y 
518 LFT que instauran así un régimen de litis abierta o, en todo caso, más 
flexible que el de litis cerrada del código procesal del Distrito (cfr. art. 266, 
con la salvedad del 273). 

5. Tras el proemio o encabezamiento expresado en el número anterior, 
la demanda contiene una breve relación de los hechos y los puntos de derecho 
o contractuales en que se basen las peticiones. A este propósito, como quiera 
que el artículo 440 LFT no es lo bastante explícito, hay que acudir a la ju­
risprudencia, a fin de puntualizar su alcance. "Lo que establece el artículo 
440 de la Ley Federal del Trabajo significa que para que se estime cumplido 
el precepto de referencia, se requiere que de los hechos de la demanda, la 
Junta pueda advertir con claridad que están comprendidos dentro de un pre­
cepto legal determinado que imponga al demandado prohibiciones que el 
actor estime desacatadas y obligaciones no cumplidas o derechos no satisfe­
chos. Si no se llenaren tales requisitos, la Junta carece de elementos sufi­
cientes para dictar laudo condenatorio a pesar que se tengan por ciertos los 
11echos de la demanda, ya que si en ésta nada se precisa, no se pueden tener 
por demostrados los elementos de la acción deducida" .7 

La relación de los hechos y de las disposiciones legales o contractuales 
en que se basen las peticiones, tiene por objeto permitir a la Junta apreciar 
la procedencia o improcedencia de las acciones (léase, pretensiones) dedu­
cidas. La consecuencia de la omisión en cuanto al relato de los hechos sería 
un laudo absolutorio para el demandado, asentado en la ausencia de moti­
vos; pero se trata de una perspectiva harto iTprobable (cosa muy distinta es 
que la exposición fáctica sea inconsistente, defectuosa, desordenada o de 
mala fe). Por último, la demanda se cierra y concreta con el señalamiento 
de los puntos petitorios ( petitum), es decir, de los que el actor desearía ver 
convertidos en la fase dispositiva o fallo de la sentencia. 

6, CONTESTACIÓN A LA DEMANDA. Frente al ejercicio de la acción me­
diante demanda, el demandado puede manifestarse en dos actitudes distin­
tas: de inacción o de reacción. Dejando para más adelante el examen de 
la inacción ( infra, no. 19) , veamos cómo se exterioriza la reacción, cuya in-. 
tensidad, en sentido ascendente, puede variar desde la sumisión al contra­
ataque y revestir, en consecuencia, tres formas distintas, a saber: el allana­
miento, la defensa y la reconvención.ª 

7. a) ALLANAMIENTO. El allanamiento, que no hay que confundir, como 
hace Menéndez Pidal.0 con la confesión,10 significa el reconocimiento -nom­
bre que también se le da-11 de que la pretensión del actor es fundada, con 
independencia de los móviles a que obedezca.1 ~ Puede ser total o parcial. 
éste último cuando la demanda contuviere varias pretensiones o una sola pero 
divisible. En el primer caso, por analogía con la hipótesis contemplada en 
el artículo 519 LFT (conformidad en cuanto a los hechos, pero discusión 
acerca del derecho), la audiencia de pruebas sale sobrando, a menos que 
existan motivos para sospechar que el allanamiento envuelve renuncias de 
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derechos irrenunciables conforme a la legislación laboral. Si el allanamiento 
es parcial. el litigio se extingue respecto de los extremos que abarque y sigue 
adelante en cuanto a los demás. Cuando medie listisconsorcio, el allanamien~ 
to de uno de los litisconsortes no afecta a los restantes, que por tanto, con­
servan su derecho de defenderse y de contestar la demanda como estimen 
conveniente. 

8. b) DEFENSA. La forma normal de reacción del demandado, no es, 
sin embargo, el allanamiento, sino la defensa, y ésta, a su vez, puede ser más 
o menos enérgica, segíin los medios de que para organizar su resistencia dis~ 
ponga el reo.'ª Yendo de menos a más, tenemos, ante todo, la mera defensa 
negativa, cuando el demandado se limita a rechazar las afirmaciones del actor, 
con la esperanza puesta en que éste no pueda probarlas y sea desestimada 
su demanda, en virtud del aforismo actorc non probante, reus absolvitiir. 
Pero si el demandado está en condiciones de contrarrestar de manera más 
eficaz los fundamentos de la demanda, entonces, acudirá al empleo de excep­
ciones y a distintas alegaciones y razonamientos contenidos en la misma, 
según más adelante mostraremos, tan pronto como tratemos de las perspe<'ti~ 
vas mencionadas, o sea de la reconvención, y de la forma de la contestación 
a la demanda. 

9. c) RECONVENCIÓN. Mediante la reconvención· o contrademanda el 
demandado pasa al contraataque y se convierte él mismo en actor. Siempre 
que medie reconvención se produce acumulación de acciones (léase, de pre­
tensiones (y una doble relación procesal con cada una de las partes desempe~ 
ñando el doble papel de actor y demandado. La reconvención obedece a un 
propósito de economía procesal y se traduce en la t1nificación del procedí~ 
miento: pero la sentencia que recaiga puede afectar de manera distinta a las 
dos demandas (la inicial y la reconvencional). En orden a su deducción, la 
reconvención hnbrú de deducirse al contestarles la demandn y nunca después, 
a reserva, claro está, de que si no se aprovechó esa oportunidad, el deman­
dado pueda hacer uso de las acciones que le correspondan en otro juicio ni 
de la posibilidad de acumular luego éste al promovido por el actor. si se diesen 
los elementos y circunstancias para asociarlos. Cuando en materia laboral 
se deduzca la reconvención. la Junta abrirá un nuevo y "breve período" con~ 
ciliatorio. y si no se lol'.Jrase la nvenencia. el actor originario, es decir, el 
demandado respecto de la reconvención, habrá de contestar en la misma au,. 
diencia de arbitraje y referirse a todos y cada uno de los hechos de la con .. 
trademanda. de iqunl modo qt1e el primitivo demandado a los de la demanda 
inicial (art. 518 LFT). 

1 O. d) FORMA. La contestación a la demanda habrá de formularse ron 
claridad y precisión y "el demandado deberá referirse a todos y cada uno 
de los hechos que comprenda la demanda, afirmándol(ls, neoándolos, expresan­
do los que ignore. siempre que no sean propios, o refiriendo los hechos como 
crea que hayan tenido lugar", así como podrá adicionar la exposición de los 
mismos con los que juz}lue conveniente ( art. 518 LFT). El silencio o !ns res­
puestas evasivas dterminan que se tengan por confesados o admitidos los 
hechos sobre los que no se suscite controversia (cfr. art. 529 LFT). Para 
que la contetación pueda satisfacer las exigencias mencionadas, debe darse 
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oportunidad al demandado de conocer el asunto: a tal fin, la notificación 
pertinente habrá de hacerse por lo menos tres días antes de la celebración 
de la audiencia, y se le entregará copia de la demanda, para que pueda pre­
parar adecuadamente su defensa. Con la contestación a la demanda queda 
configurada la litis, aun cuando la Ley Federal del Trabajo no adopta un 
sistema cerrado en cuanto a la fijación de la controversia (supra, no. 14). 

11. EXCEPCIÓN. En general, 11 la excepción es concebida como una figura 
paralela a la acción, y de ahí que mientras unos autores la consideran como 
un contraderecho, de carácter concreto, cuyo ejercicio pide el rechazo de la 
acción y se enc:omienda al interés del demandado, otros, en cambio, la anali­
zan como un derecho abstracto de obrar. ir. 

En el Derecho Romano, la exceptio, jugó~un ¡)apel muy importante, sobre 
todo durante el procedimiento formulario, en tjuespára que el juez pudiese 
conocer de la defensa del demandado, debíá,,cst.arcautorizado para ello en 
virtud de la fórmula dada por el pretor. Esadefe11~afue la exceptio, mediante 
la que se evita, si prospera, que recaiga ~oné:lei1a;·aun cuando la intentio esté 
fundada. 10 El término, pues, tiene alcance riítiY amplio, ya que abarca por 
igual defensas y excepciones. · , ., · · ... 

Indicamos con anterioridad (supra, éºá¡:íítltlO, 11 N9 22) que la acción 
es una posibilidad, y este mismo carácter presénta la excepción, no por cons­
tituir un aspecto diverso de la misma acció!l; .C:omo afirma Rocco,17 sino por 
su estrecha relación con el proceso. · 

El demandado tiene, por tanto, la. posibilidad de defenderse mediante el 
ejercicio de acciones, denominadas excepciones en el ámbito procesal. En sen­
tido lato, por excepción se entiendecualquier defensa del demandado, mientras 
que en sentido estricto lo son ímiC'.ameiifirJas · petidones de rechazo de la 
demanda basadas en razones que sólo eLiuez puede tomar en cuenta cuando 
se hacen valer por el demandado.18,·Para Calamandrei, existe una relación de 
bilateralidad entre acción y excepción;10 

12. ¿Son sinónimos losconC:eptos ele defensa y de excepción? En la doc­
trina francesa, mientras la defensa tiene carácter substantivo o de fondo y 
se utiliza para contradecir el derecho esgrimido por,·e}actor en su deftfanda 
(por ejemplo, pago, compensación, etc.), la e:~depeión ,concierne a la regu­
laridad del procedimiento (verbigracia, inco1np~téi1i:iél, litispendencia, defec­
tos en la composición del juzgador , o en Játrepl'.esehtación procesal, etc.) .~0 

Carnclutti, por su parte, incluye la dcfcnsa;y)a'c~~épCión bajo el común de­
nominador de razón de la discusión, referidá éstá; a"la pretensión deducida: 
la primera se divide en defensa de hechO. y ({~fc;,~fa~;ef~.d"erecho, así como tam­
bién en material o procesal. según cuál sea la índole de la pretensión a que se 
enfrente. Pero puede suceder que la discusión nose hase en la mera negativa 
de la norma o del hecho constitutivo, sino en la alusión de hechos extin­
tfoos o de condiciones modificatiuas o impeditiuas, y entonces es cuando. a 
juicio de Carnelutti. debe hablarse de excepción.21 Ahora bien: estos hechos 
extintivos y estas condiciones modificativas o impeditivas pueden en ocasiones 
ser invocadas de oficio en la sentencia, mientras que, como re~la, tendrán 
que ser esgrimidas por el demandado, y ese contraste da lugar a la distinción 
entre excepciones señala bles de o[ icio y excepciones en sentido sustancial 12 ~ 
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f. 

1 

:,\de~eéhadas cuando sean contrarias o ambiguas: las primeras, por no poder 
' prevalecer a la vez argumentos que se repelen;34 y las segundas, porque im-

piden o dificultan al actor a rebatirlas y ofrecer pruebas conducentes para 
.·.·. desvirtunrlas. 

18. Para que la oposición de excepciones perentorias sea válida, habrá 
de realizarse durante la audiencia de demanda y excepciones, o sea en el 
momento en que en realidad se están ejerciendo asimismo las acciones. Des-
pués de esta etapa no cabrá aducirlas porque ya está integrada la litis. En 
cuanto a las defensas, podrán utilizarse en tanto la Junta no dicte el auto co~ 
rrcspondiente a la audiencia. Por lo que hace a la excepción de prescripción, 
no cabe que la Junta In aplique de oficio, sino que habrá de ser alegada por la 
parte interesada, siendo necesario que en el escrito en que se invoque se 
mencione la fecha en que empezó a correr. Este requisito es consecuencia 
del principio de igualdad jurídica de las partes en el proceso, puesto que si el 
actor debe puntualizar las acciones que formule, también el demandado tendrá 

, que·coild:efar sus excepciones.3" Con tal objeto, hnbrá de mencionar los hechos 
en que se, funden a fin de que el actor pueda organizar sus defensa frente a 
!as misnias y desvirtuar en la audiencia de pruebas las afirmaciones del de­

··.····• : mandado:· No podrá alegar en dicha audiencia los elementos constitutivos 
y de :las excepciones, porque en el proceso laboral no existen la réplica y la dú~ 

, .•plica.no Además'. la omisión de los hechos en que las excepciones se funden 
< .. determina que sean . consideradas improcedentes. 

' . 19. INCOMPARECENCIA. Siendo necesaria la presencia de las partes para 
!eldesnrrollo del procedimiento, su incomparecencia da lugar a ciertas conse­
.· cu.encias adversas, porqtie la contumacia obstaculiza la marcha normal del 

proceso::11 La incomparecencia puede ser de una sola de las partes, sea el 
acto o del demandado, o de ambns. Los efcctos.sonJ_oi> siguientes: en el pri­
mer caso, cómprobadn Jéijncomparecencia del acfor, se tendrá por reprodu-

1 . , . ;cida~lademanda iriicinl del expediente, y el demandado expondrá su contes-
tación ( art. 515 LFT). No se tiene por aoélndonada la acción,38 pero el 
actor pierde la oportunidad de conciliarse, así como la de defenderse, si hubie .. 
se mediado reconvención, y la de ampliar .su· demanda. La incompnrecencia 
del demandado produce los efectos de úna.coiffesión ficta, y se estimarán cier­
tos los hechos expuestos o declarados por .el actor, salvo prueba en contrario 
( arts. 515 y 517 LFT) : opera, por tanto. como presunción relativa ( iuris 
tantum). Finalmente, la incomparecencia de ambas partes impide la marcha 
del procedimiento: su conducta revela que a ninguna de las dos partes les 
interesa ya. o al menos, de momento, el proceso iniciado y. en consecuencia, 
éste se suspenderá hasta nueva promoción, salvo que la inactividad se pro .. 
longue tanto que se produzca caducidad.30 Durante esta fase procedimental, 
elimpulso procesal corresponde a lns pnrtes, sin que la Junta pueda actuar de 
oficio, porque ello constituirín violación de los derechos de los contendientes. 
PC>r razones lógicas, consideramos que el impulso del proceso iniciado co~ 
rresponde ante todo al actor, que es quien tiene el principal interés en llevarlo 
adclnnte. 
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.1 Cfr. Alcalá-Zamora, Programa de Derecho Procesal Civil 2a.¡ ed., (México, 1960), p. 22. 
2 Cfr. Carnelutti, Sistema. cit., t. II. p. 71. 
a Cfr. Carnelutti, Sistema, cit., t. 11, p. 73. 
4 La ausencia de formalismo se manifiesta asimismo a propósito de la designación de la 

parte actora, ya que cabría que no se expresase su nombre en el escrito de la demanda, 
sobre todo en caso de litisconsorcio, en que basta con que se entregue el poder firmado 
por todos los litisconsortes, para que se entienda que son ellos los interesados en el con­
flicto A. D. 9397 /1916. Res. el 23 de enero de 1953, en "Bolctin de Información Judicial 
de la Suprema Corte de Justicia, núm. 81 fcbr_ero de 1953, p. 22. 

r. Cfr. art. 2 CPC. 
11 Encontramos aquí una modalidad de preclusíón, relacionada con el principio 

tualidad, según tuvimos ya ocasión de indicar en la nota 69 del capitulo vn. 
T A. D. 908/1963 Res. el 27 de abril de 1963, en "Boletín de Información 

Suprema Corte de Justicia" núm. 203, de lo. de abril de 1964. 
8 Cfr. Alcalá-Znmorn, Programa de Derecho Procesal Civil, cit., p. 23; 
O En su Derecho Procesa/, cit .. pp. 287-8. 

10 Acerca de las diferencias esenciales entre ambas figuras, véase 
namiento en e/ proceso penal. (Buenos Aires, 1962), pp. 119-24. 

11 Cfr. Carnelutti, Sistema. cit., t. I, pp. 188-9. 
12 Cfr. Alcalá~Zamora, El allanamiento ... cit., pp. 155-6-i y 170. 
ia Cfr. Alcalá-Znmora, op. y lug. cit., en la nota 8. 
14 Ya que, por ejemplo, para Alcalá-Zamora, la excepción es 

mas de manifestarse la reacción, que sería, por tanto, el concepto 
(cfr. Ense1ianzas acerca de la acción, cit., pp. 800-2). · 

111 Cfr. Couture, Fundamentos, cit., pp. 41-8. 
Hl Cfr. Petit, op .. cit., pp. 634 y 680. 
17 Cfr. Rocco. 
18 Cfr. Alcalá-Zamora, Enseñanzas acerca de la acción, cit., 
10 Cfr. Calamandrei; op. cit .. pp. 160-2. 
20 Cfr. Chiovenda, Principios . .. cit., t. I, pp. 334-6. 
21 Cfr. Carnelutti, Sistema. cit., t. 11, pp. 13-4. 
22 Cfr. Carnelutti, Sistema. cit., t. ll, p. 86. 
23 La sinonimia se advierte también en el código procesal 

articules como d 275 o el 453 hablan de unas y otras, "~··~ ···•1
" 

guna entre ellas. 
:14 E. S.C.J .. tomo XLIV. p. 2178. 

Chiovenda, Principios . . ., cit. t. l. p. 315. 
2r. Cfr. Pina y Castillo Larrañaga, Instituciones, cit., p. 156. 
26 Cfr. Pina y Castillo Larrañaga, Instituciones, cit., p. 157. 
27 Véanse, íl titulo de ejemplo, los artículos 35 y 36 CPC. 
28 Cfr. Couture, Fundamentos, cit., p. 56. El profesor uruguayo menciona sólo tres motivos, 

por incluir en el tercero, como "hechos obstativos", las dos categorías que como "con~ 
diciones" señala Carnelutti -a quien en este punto seguimos: supra, núm. 15- a sa­
ber: las modificativas y las impeditivas. 

20 Cfr. Couture, Fundamentos, cit., p. 57. 
30 A. D. 7536/59, res. el 4 de julio de 1960, S.C.J. tomo XXXVII, p. 33. 
31 Cfr. Loreto, Contribución al estudio de la e.\·cepción de inadmisibilidad por falta de 

cualidad, en "Antología Jurídica", Buenos Aires, 1940, p. 49. 
112 Cfr. Couture, Fundamentos. cit., pp. 57.8. Véase también Somaré, Las excepciones dila­

torias en e/ proceso labora/, en "Gaceta del Trabajo", vol. 11, núm. 1 (Buenos Aires, 
1962), pp. 84-5 Añadiremos que en el código procesal civil del Distrito, la excepción 
de cosa juzgada puede ser objeto de una tramitación sumaria, a petición del demandado, 
cuando sea la única que se oponga (cfr. art. 261). 

:1a Si el demandado no se limita a ello,•. sino que formula pretensiones contra el actor, en­
tonces no está propiamente. exc,epcionando; · sino contrademandando, o sea promoviendo 
reconvención. . . e,.,- ..... 

. 34 Mejor dicho: cuando se aduzcan pretensiones o excepciones contrarias, podrá prosperar 
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una de ellas, pero no a la vez las que desde el punto de vista del actor o del demandado, 
en las respectivas hipótesis, sean antagónicas entre sí. 

:rn A. D. 1624/61, Res. el 16 de febrero de 1962 "Boletín de Información Judicial de la 
Suprema Corte de Justicia", de lo. de marzo de 1962. 

:16 A. D. 5642/1962. Res. el 9 de marzo de 1963 y publicado en "Rev. Mex. del Trabajo", 
diciembre de 1965. 

117 La contumacia puede ser parcial total. La primera se da cuando se deje de asistir a la 
celebración de alguna diligencia o no se realice algún trámite intraprocesal; la segunda, 
cuando no se acuda a ninguna diligencia ni se realice trámite alguno: cfr. Menéndez 
Pida!, op. cit., p. 271. 

:1~ En contra de aquellos ordenamientos que reputan desestim!ento la incomparecencia in­
justificada del actor. 

:iu En España, la Magistratura del Trabajo, tiene la facultad de seguir el juicio, incluso 
desde la audiencia de conciliación (es decir. considerando ésta como fracasada). cuando 
ambas partes no se presentan. Cfr. lVlenéndez Pida!, op. cit., p. 271. 

142 



'.e· .; 

dmportancia y raióti de ser.-:Objct·o ele la pruebw por regla general los he­
. c/ios; en ocasiones normas de c.'épcriencia; y de modo excepcional los preceptos 
¡urídicos.-Irrcalizabilidad de la prucba.-.Car9a de la prueba.-Desenlvol­
vimiento.-Aprcciación: sistema ordálico; prueba tasada: prueba libre y prue­
ba razonélda.-Mcdios ele prueba.-Confesión.-Declaración tcstifical.-fama 
p1íblica.-Pericia.-Reconocimiento o inspección judicial.-Documentos.-

Prcs11nciones.-Otros medios de prueba. 

1. IMPORTANCIA y RAZÓN DE SER. Una de las etapas fundamentales del 
proceso es la de prueba, aun cuando quepa, si bien rara vez en la práctica, 
que un juicio termine sin que en él se hayan desahogado pruebas. El proce­
dimiento probatorio tiene gran importancia. porque durante él se realizan 
actos que, de acuerdo con Carnelitti, son un "quid en cuanto sirven para fun­
damentar una razón" .1 Mús rntegóricamcntc la prueba es, en el campo pro­
cesal. el instrumento de que se vale el juzgador para formar su convicción 
acerca de la existencia o inexistencia de hechos que importan para el fin del 
proceso~ y en los que fundan. generalmente las pmtes sus peticiones. Las 
serias y numerosas contradicciones que éstas suelen contener, sólo podrán 
acl<irarse mcdiuntc la demostración de su existencia o inexistencia, de su vera­
cidad o falsedad. Esas contradicciones serán leves o graves, pero todas ellas 
entorpecen la tarea del juzgndm, quien ante la afirmación de una parte y 
la negación de In otra acerca de un mismo hecho, se encuentra en situación de 
duda respecto de quién posee realmente la rn::ón y de quién no. La fina~ 
lidad de la prueba consiste, pues: en convencer al juez acerca de extremos 
discutibles y discutidos ( infra, N 1

·' 6). j)ára alcanzar, ya que no la certeza 
absoluta, criterio objetivo (difícil y casi in1posibledelograr), sí. desde luego. 
su persuasión.11 llamada a influir en su ded~ión,fiúal: En cuanto a la necesidad 
de probar, obedece a que, corno regl,él~el juzga.cl.o{.es ajeno a las múltiples re­
laciones que a dinrio se originan:,entre lns,,personas sometidas a su jurisdic­
ción~ y, sin embargo,: tien~~la::obligafió'i{"de'résolver las controversias que 
entre ellas surjan, sin que ,h()y. ~ía;,pueda escudarse en el silencio, oscuridad 
o insuficiencia de la ley. para dejar dé falln,r;ún litigio:6 En esas condiciones, es 



1 

indispensable que, por un lado, se le permita acudir a fuentes subsidiarias, 
en defecto de ley,º y que, por otro, se le aporte la prueba de los elemen­
to, .-hechos, casi siempre- sobre que haya de asentar su sentencia. Esta 
demostración puede, a su vez, recaer sobre la pretensión o sobre las razones 
aducidas. Dicho contraste da lugar, según Carnelutti, a la distinción entre 
prueba integral o sintética, que se refiere a la verificación de la pretensión 
en su "integridad", tal como sucedió históricamente con las ordalías y en la 
actualidad con el título ejecutivo y el título de crédito, y prueba parcial o 
analítica, la predominante en nuestros días, que concierne a las razones en 
que se asienta la pretensión.7 

2. CoNCEPTO. Por prueba debemos entender el camino o el medio por el 
que se obtiene el conocimiento de la verdad acerca de hechos alegados como 
ciertos y que han de acreditarse en juicio. O en otras palabras: "el conjunto 
de actividades destinadas al cercioramiento judicial acerca de los elementos 
indispensables para la decisión del litigio sometido a proceso. "8 Obsérvese que 
se llama prueba tanto al medio para desembocar en la mencionada meta, 
como al resultado positivo que mediante su desahogo se obtenga. 

3. ÜBJETO. Expondremos primero la posición de Carnelutti, y después 
de la Rosenberg. Para el maestro italiano, la prueba tiene un doble objeto: 
inmediato y mediato, según que s~ refiera a la afirmación que se trata de 
verificar o al quid afirmado, puesto que en su opinión, la prueba no es conoci­
miento, sino reconocimiento.º A nuestro entender, conocer significa percibir 
sensorialmente algo por vez primera, de tal modo que se adquiera conciencia 
de ello. El reconocimiento, en cambio, implica recordar el conocimiento de 
algo o bien, en sentido figurado, aceptar algo que negábamos conocer. Cuan­
do ante el juez se presentan documentos, testimonios, etc., para formar su 
convicción, no reconoce, sino que conoce las bases de los argumentos que 
hasta entonces acaso creyese conocer, pero sin firme convicción sobre la vera­
cidad o falsedad que los mismos encerrasen, so pena de pecar de ligereza y 
hasta de incurrir en arbitrariedad. Esos elementos que se le ofrece son sus­
ceptibles de reconocimiento, siempre que una prueba posterior reafirme lo 
que una anterior hubiere demostrado, como cuando un documento ratifique un 
testimonio. 

4. Rosenberg, que coincide con Carnelutti en cuanto a la doble fina­
lidad (inmediata y mediata) de la prueba, escalona ésta en la forma siguiente: 
a) por regla general. los hechos: b) en ocasiones, normas de experiencia, 
Y e) excepcionalmente, preceptos jurídicos.10 Examinaremos sucesivamente 
las tres perspectivas. 

5. a) Pon REGLA GENERAL, LOS HECHOS. Dos cuestiones hay que resol­
ver en torno a ellos desde el punto de vista probatorio: 1 ~. qué se entiende 
por hechos, y 2~. qué hechos requieren pruebas. La extrema variedad de hechos 
que pueden entrar en juego en un proceso, lleva, por ejemplo, a Alcalá-Za­
mora a dar una noción negativa de los mismos: "el hecho -dice- es lo que 
no es derecho", es decir, "el elemento concreto, variable y peculiar del litigio 
canalizado en cada proceso, mientras que el derecho expresa el elemento abs­
tracto, .e~_ta~I¡1 (ya que no permanente) y genérico invocado o aplicado para 
su dec1s1on . Frente a ese concepto negativo, podemos traer a colación el 
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..•. · .. pÓsifüro de·. Stei1~; ···qtlien · ~ntknd.e ·por ·~ hecho/Ja'; .. pf~riiís~ .~@€nofcl~I .·silogisiiio · 
·· "jüdici.alen· que. se concretan .• en e;! ti~~p~)Y.j.e~>~l..;~,sp~~io: d~teiminados ·ac~n .. 

tedm1entos y estados del.mt1nd() ex.t~rior y de 1¿¡ cvfc:{a ps1qmca del hombre .12 

6. ¿QuÉ HECHOS REQUÍERfi~)~.!l~n~?·•Ea'áegfa"es~que únicamente los 
que "sean a la vez discuti~le~·Y·'dís"fútifio~.~(.íg.·pe ella. derivan las derogado.­
nes a la misma, a sriber: .. l};lo~·lh~c~tjstfafir1nados{por una de las partes y 
admitidos expresa o tácitarl1enie P,p'r]Ja'.:sc,f1tforiiiH\.si bien con salvedades en 
materia penal, a caüsa:déLprinéipi())~~-d~/tyeraacb!E~t.~rial, así como en aque .. 
Ilos en que pueda medi~r acuerdoiérjtre{los)litigantes; ir. 29 , los hechos evi .. 
dentes·. (prueba prima [acie). porque c~ffi()'/dké•M,Einzini, •.''probar lo evidente 
es ·algo,·. no· sc)k>. superfluo; fsin():estítpiClo'!;t~;'39;;.Jé)shechos notorios, 17 que se 
divid~n .• eri ·de}not()riédad. gérierali (es ·~ecfr;•Jos ·cone>cidós .·o que deben serlo 

. por personas. de··cultura media), y d~ r1l'.fforiedaq/judicial . (o sea los que el 
·• fonciónario:judicíal.debe .col1.o.C:er;.por.;;razónideFsargoique desempeña y que 

.. no•han .de conftmdirse.·.con··los;qiie·sepa.eifvirtúd·~·d(!'.suconocimiento priw1do, 
·. como particular,lo!L~t1ales guedan.'st1jet?s,apF~1~~a): 18 4''; los hechos ampa­

.· nidos• por una présuncióll /égal;·foíic]a):difer~ncfo'f~de.que.··.sic es· absoluta no 
cabe probar.e1fcontra·. y si es• rel~.t.iv~~:'síiJirÍf.flÍ.l~'N'I .13) ;.5?, los.· 11echosa.bsúr-··· 
dos o imposiblcs:rn y. 6?, los intracenClentesrpára'.:er resitlfado del proceso; .L~. · ~.c.·~/i-t 

7. EN OCASIONES, NORMAS DE EXPERfENCíA.' E:ste concepto, poco difun'" 
dido en nuestra doctrina, se debe a Stefo ... Para el, las normas o: máximas de 
experiencia son "definiciones o juicios hipotéticos de col1.tenido general. sumi~ .. 
nistrados por la experiencia, y que si bien son ajenos en sí al· caso concreto 
del proceso pendiente y a los hechos que lo integran, le son aplicables, como 
deducidos de In observación de otros casos".20 La diferencia entre los hechos 
y normas de experiencia estriba en que, éstas forman parte de la· premisa 
mayor del silogismo judicial, pero carecen de naturaleza jurídica. Esas máximas 
pertenecen a los mús diversos campos del saber; y desde el punto de vista ·. 
probatorio pueden ser evidentes, y entonces quedan relevadas de prueba; o; 
por el contrario discutibles, ·y en tal caso son objetó. de . la misma.21 

8. DE MODO EXCEPC!ONJ\L, ~PRECE.I:'fQSJljRÍJ)ICOS. En virtud delprihcipio 
iura novi curia, el juez tiene obligación deL-conc'icfr'el,·derec~o~nacional; gen.e .. 
ral. vigente y legislado. "A sensu,'cqn~r.ari~.;~}rev1.lierel1 prueba: el dererho 
extranjero, porque no es nacional (cosa, distilita;:el internacional que forma 
parte del ordenamiento de un pnis): élestattitél1:io/f>or,su·ra1ta de proyección 
general: el histórico, por no estar vigente,.yjel;cor¡suetudinario, por no tener 
carácter de legislado".~3 De manera más coné:réta/e"ri materia laboral se debe 
probar también, a juicio de Alvarez del Castillo~~f 'éL·derecho integrado por: 
a) la voluntad de las partes en los contra,t()s'colectiyos y los contratos .. Jey: b) 
las sentencias colectivas dictadas paf.las. Ju!l~,as ~U, los conflictos de orden 
económico, y c) los reglamentos dnterl1o~~d.e,"trab.a)o:.) 

9. IRREALIZABILIDAo .. Con indepen~énC:Í~;.c{~~:¡(;~ éasós en que por .·estar. 
las partes conforme en. cuan te:> a~los?h<::sh?~.i';p§."s~:practique prueba (supra. 
N9 1). existen otros en que&la~óbtelició~::d.e;:los medios. paradograda .• tro .. 
pieza, pese a la ·buena volti11ta(¡,,deii·la2p~r~é inteliesadaten ·acreditar:~} Jzecho· 
a probar, con o~stáculosJiisúperaplé~i<o: poco menos desde el ica#gulO ;ael. 
hecho que prueba;,;Esas/dÍHcµIt'ades}responden. a.·. aiferentes, •. causas, )1.éomO .. 

' .. -"•V''.;;'.-':.\'.•;~::·:,:'•<,->::·,. 
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fundamentales a cuando el hecho a probar 
se haya prodüddo deje vestigio alguno proba-
torio; insubsistencia, de prueba, pero sus-
ceptibles de alteración o y no se adopten a tiempo res-
pecto de los mismos las precauciones necesarias para su ulterior utilización 
en el proceso: i11costec1bilidad, cuando su práctica signifique gastos despro­
porcionados o incluso superiores a los de la cuantía del litigio, e indisponi­
bilidad. cuando el encargado de probar está tan sólo en condi2iones de sefüilar 
donde se halle, que incluso podría ser en manos de la contraparte, más sin 
poder él sumnistrarla. Contra la prueba inexistente (diferente de la que no 
llega a descubrirse por desidia o torpeza) no hay remedio posible; pero frente 
a las otras tres cabe luchar: contra la insubsistencia, adoptando las medidas 
de anticipnción o de conservación para gar<mtizar su desahogo: contra la 
inconsteabilidad, mediante la imposición taxíltiva de costas al vencido, aun 
cuando, con la contigencia de que resulte insolvente, y a la vez. promulgando 
disposiciones que establezcan una correlación entre cuantía del litigio y costo 
del proceso y. por último, contra la indisponibilidad, exigiendo como deber 
cívico ~·1 la exhibición de medios e instrumentos de prueba, con las garantías 
indispensables para evitar perjuicios y abusos.~" 

1 O. CARGA. La prueba sólo puede ser aportada por el hombre y más 
concretamente por los sujetos de la relación procesal (juzgador y parte) por 
sí mismos (inspección judicial. confesión) o valiéndose de otros hombres (pe~ 
ritos, testigos) o de cosas (documentos, contraseñas). El conocimiento inhe~ 
rente a la prueba supone una relación entre sujeto y objeto de la misma, que 
puede ser inmediata o mediata, según que el hecho a probar caiga bajo los 
sentidos del verificador o que, por el contrario, se efectúe a través de un hecho 
diverso de aquel que ha de probarse. En la primera de esas hipótesis tenemos 
la prueba directa y en la segunda la indirecta, menos segura que aquélla, 
pero de uso mfls frecuente, porque no todos los hechos son susceptibles de 
verificación directa o porque la realización de ésta puede resultar sumamente 
costosa.~" 

11. Hemos dicho que la prueba sólo puede ser aportada por el juzgador 
o por las partes, según que el ordenamiento procesal responda al sistema 
inquisitivo o dispositivo. aunque lo normal es que se combinen ambos en 
mayor o menor escala. En la medida en que la aportación de la prueba incum­
ba a las partes. surge el problema de la carga correspondiente, o sea de su 
distribución entre los litigantes. Contra lo que algunos códigos suponen,:1 

la carga no es una obligación, y entre ambos conceptos existen dos diver­
gencias fundamentales: a) aquélla entraña un mandato en interés propio y 
ésta en provecho ajeno. y b) la fo Ita de asunción de una carga acarrea 'iólo 
un riesgo. mientras que el incumplimiento de una obligación está conminr1do 
con una sanción.~~ A la regulación de la carga se han aplicado tradicional~ 
mente determinndos aforismos, de los que mencionaremos los principales: a) 
la carga de la prueba incumbe al actor, con la consecuencia de que si no prue­
ba, el demandado será absuelto de la demanda: b) si el reo deduce excep­
ciones, es decir, si no se limita a la me~a defensa negativa, se le considera 
como si fuese actor, y a él corresponde la prueba de las que aduzca: e) la 
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carga de la prueba corresponde a quien afirma, no a quien niega,20 pero esta 
regla goza de menos prestigio que las dos anteriores, por la facilidad de 
transformar una afirmación en negación (presentando el hecho no por el 
anverso sino por el reverso), o al revés. En la actualidad, sin embargo, se 
propende a distribuir la carga en atención a la división de los hechos en 
constitutivos (de la pretensión), extintiL1os, modificatfoos e itiipeditivos de la 
misma (supra, cap. 111 No. 36), de acuerdo con Chiovenda y Carnelutti,ªº 
correspondiendo su carga a la parte interesada en invocar cada una de ec;as 
clases. 

12. En materia laboral, el legislador no implanta un sistema rígido, ya 
que si bien adopta, en principio, el dispositivo, abre en él algunas brechas, 
representadas fundamentalmente por los artículos 526 y 532 LFT. Conforme 
al primero, los miembros de las Juntas pueden interrogar libremente a cuan­
tas personas intervengan en la audiencia, ordenar careos, examinar documen­
tos, objetos y lugares, hacerlos reconocer por peritos y, en general, practicar 
cualquier diligencia necesaria para el esclarecimiento de la verdad.ª1 A tenor 
del segundo, si formulados los alegatos, los representantes estimaren necesa­
ria "mayor instrucción para mejor proveer", se decidirá por mayoría de votos 
la práctica de cualesquiera diligencias que puedan satisfacer dicha finalidad. 
Combinados ambos preceptos, es indudable que las Juntas disponen de amplia 
iniciativa probatoria, sin duda instaurada para proteger a la clase económi­
camente débil. 

13. Con la carga de la prueba se relacionan íntimamente las presunciones 
legales, que se dividen en absolutas, o iuris et de iure. y relativas o iuris 
tantum. Las primeras suponen exclusión en cuanto a la carga probatoria, 
puesto que acreditado el hecho determinante de la misma, no se admite prue­
ba en contrario, mientras que, esta posibilidad se da siempre frente a las 
segundas, que, por tanto, significan tan sólo inversión en cuanto a Ja men­
cionada carga: A, amparado por la presunción de buena fe, no tiene que 
probar que obró conforme a ella, pero B. su contrario, puede demostrarle 
que se comportó de mala fe. La inversión en cuanto a la carga de la prueba 
se manifiesta con caracteres especiales en Ja esfera del proceso labora!. como 
consecuencia de los propósitos de nivelación entre las partes que persigue y 
del contenido social de los conflictos obrero-patronales. La Ley Federal del 
Trabajo responde en este punto a un criterio de amplitud y confianza en las 
Juntas para que actúen según las peculiaridades del caso. Ahora bien: el 
principio de la inversión de la carga probatoria en materia laboral se ha in­
terpretado mal con frecuencia y se ha pretendido que la carga recaiga úni­
camente sobre el patrón a quien tocaría probar la inexistencia de los hechos 
alegados como ciertos por el trabajador. Quienes sostienen esta errónea in­
terpretación olvidan por completo que la Ley Federal del Trabajo no puede 
establecer pautas de carácter general sobre la carga de la prueba a base de 
las categorías de patrones o trabajadores por la sencilla razón de que pueden 
darse conflictos laborales en que ambas partes pertenezcan a una misma clase, 
Ja patronal o la de trabajadores. Podría, sin embargo, entenderse que cuando 
el conflicto sea propiamente obrero-patronal, entonces la carga de la prueba 
correspondería al patrón, pero tampoco semejante punto de vista puede ele-
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varse regla conforme con la cual 
en ciertos casos es el sus afirmaciones. Por 
ejemplo: ·~cuando el patróri al trabajador y ofrezca 
admitirlo nuevamente en su puesto, a éste demostrar que efecti-
vamente fue despedido, ya que en tal caso se establece la presunción de que 
no fue el patrón quien rescindió el contrato, por lo que si el trabajador insiste 
en que hubo despido, a él corresponde la prueba de sus afirmaciones".3

(? 

14. La Ley Federal del Trabajo carece de reglas generales sobre ]a car­
ga de la prueba, puesto que el artículo 522 se limita a establecer que el ofre­
cimiento de pruebas incumbe a las partes, sin perjuicio de las facultades que 
las Juntas tienen en materia probatoria (supra, No. 12) . En principio, pues, 
es a las partes a quienes compete activar el procedimiento, inclusive durante 
la fase de prueba. Así lo ha proclamado en términos generales la jurispru­
dencia: "La Ley Federal del Trabajo permite, en parte, el procedimiento in­
quisitivo; pero esto no implica que las partes se encuentren liberadas de las 
cargas procesales de impulsión, pues tienen la obligación de activar el pro­
cedimiento y hacer las promociones necesarias para su. desarrollo normal. so 
pena de Ja sanción contenida en el artículo 479 de la Ley Federal de] Tra­
bajo" .39 

15. DESENVOLVIMIENTO. Indicamos ya (supra No. 1) que no obstante 
su importancia, cabe que no se practique prueba en un proceso, fundamen­
talmente cuando las partes estén conformes en los hechos y no se aleguen 
otros en contrario (cfr. artículos 519-20 LFT). Pero se trata de un caso 
que rara vez se da en la práctica y, por lo tanto, lo normal es que se rec:iba 
el negocio a prueba. La audiencia de pruebas se señalará dentro de un plazo 
de quince días, a contar desde aquél en que concluyó la audiencia de arbi­
traje. En tal audiencia las partes ofrecerán sus pruebas, a fin de que la Junta 
las admita o rechace. Para ello tomará en consideración varios factores: a) 
que se relacionen con los puntos controvertidos; b) que no sean contrarias a 
la ley ni a la moral,34 y e) que no se refieran a hechos excluidos o relevados 
de prueba (supra No. 5). En cuanto al "orden" en que según el artículo 522 
las partes deben ofrecerlas, el precepto no lo puntualiza, ni la jurisprudencia; 
Gómez Larn entiende que primero debe presentarlas el actor y luego el de­
mandado. ~r. A su vez, Alvarez del Castillo estima que primero debe desaho­
garse la confesional, después la testimonial, etc.nn 

16. La Junta está obligada a admitir las pruebas que como acabamos de 
decir, se relacionen con el asunto controvertido, porque "si bien el artículo 
550 de la Ley Federal del Trabajo autoriza a las Juntas para apreciar las 
pruebas en conciencia, no las faculta para omitir estudios de alguna o algu­
nas de las aportadas por las partes":17 Concluido el período de ofrecimiento 
de pruebas y acordada la recepción de las procedentes no se admitirán sino 
las que "se refieran a hechos supervenientes o que tengan por fin probar las 
tachas que se hayan hecho valer en contra de los testigos" ( art. 522 LFT). 
La disposición transcrita adolece de dos graves defectos: el de no mencionar, 
junto a los hechos supervenientes los de nueva noticia ns y de conservar la 
tacha (subjetiva) de los testigos, en lugar de haberla reemplazado por la crí­
tica (objetiva) del testimonio.ªº 
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.. ) 7 •. La audiencia de pruebas, según se desprende de la Ley abarca tres 
momentos o etapas: ofrecimiento, admisión y desahogo (dentro de éste in­
cluimos la apreciación) ;1º Aún cuando el artículo 522 de la Ley Federal del 
Trabajo sólo se refiere al ofrecimiento y admisión., después en el 523 establece 
que "las pruebas que por su naturaleza no puedan ser desahogadas desde 
luego, o que para serlo requieran la práctica de una diligencia previa, debe­
rán ser propuestas por las partes en la audiencia de pruebas". Con ello acepta 
de manera implícita que el desahogo de las pruebas debe ser inmediato a su 
recepción. Sin embargo, en la práctica se ha desvirtuado la disposición, y 
el procedimiento probatorio se lleva a cabo en tres audiencias, con la consi­
guiente pérdida de tiempo. Unicamente en el señalado caso del artículo 523 
se justificaría la celebración de dos o más audiencias probatorias. 

18. Fuera del mencionado período de presentación, sólo algunas pruebas 
podrán ofrecerse y ser admitidas. La restricción obedece, sin duda, a un pro­
pósito de seguridad procesal. pero éste no debe llevarse hasta el extremo. Si 
la Junta tiene la facultad de ordenar diligencias para mejor proveer, en fase 
de prueba retardada, debe preverse asimismo la hipótesis contraria, o sea la de 
que existan motivos para decretar prueba an.ficipada, a fin de evitar la con­
tingencia de prueba insubsistente (supra. No. 9), y ella significaría la posi­
bilidad de abrir un nuevo período probatorio, anterior al normal.41 

19. Como regla, las pruebas se desahogan en la sede de la Junta, pero 
a veces tienen que desahogarse fuera de ella, como en el caso de inspección 
judicial de una empresa o cuando algún testigo o cualquiera de las partes no 
puedan concurrir a la audiencia a causa de enfermedad o por otro motivo 
justificado, a rendir o a confesar (arts. 525 y 527 LFT). 

20. La prueba debe desahogarse ante el juzgador, puesto que tiende a 
formar su convicción acerca de los hechos, a fin de que a base de ellos pueda 
Juego decidir el litigio con conocimiento de causa. A su vez, las partes de­
berían rendir sus pruebas con la mayor fidelidad posible, para que brinden 
una cabal representación de los hechos afirmados; pero el deseo de hacer 
triunfar a toda costa sus puntos de vista, los lleva a presentarlas en la forma 
que más favorezca su interés, aun a riesgo de deformarlos. El mecanismo de 
las diligencias para mejor proveer, obedece, en gran medida, a la necesidad 
que el juzgador puede sentir de lograr una imagen más fiel de los hechos 
que la que le hayan aportado las partes. 

21. Aun cuando la Ley Federal del Trabajo contenga alguna que otra 
norma de tipo inquisitivo respecto de la prueba, como lo es la relativa a las di­
ligencias para mejor proveer, ( art. 533; véase, supra, No. 11) ,42 en realidad 
la materia está dominada por la iniciativa de parte, según reconoce la juris .. 
prudencia, "Sea cual fuere la causa por la que se hayan recibido las pruebas 
aportadas por las partes. el actor debe hacer la promoción necesaria dentro 
de los· tres meses, para lograr tal·. desahogo, pues si deja transcurrir ese tér­
mino, su morosidad lo hace acreedor a la' sanción impuesta por el artículo 479 
LFT". 0 . .. . 

· 22. El· desenvolvimiciitó'·'cl~·'.lá'~rt¡ebá culmina, por el lado de las partes, 
c'on los alegatos, así como desde.:el lado del juzgador, con la apreciación, de 
que nos ocuparemos después. A propósito de los primeros, el artículo 531 
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prescribe que "podrán alegar las partes o sus defensores única y exclusiva­
mente sobre las pruebas rendidas y sus apreciaciones referentes a los hechos 
acerca de los cuales no exista conformidad entre ellos". En cuanto a la for­
ma, los alegatos podrán ser orales, en cuyo caso no excederán de treinta 
minutos por cada parte, o escritos, que se formularán dentro de un plazo de 
48 horas. Los alegatos orales parecen más propios de un tipo de proceso 
concentrado, como siempre debería serlo el laboral. Con la práctica de los 
alegatos concluye la instrucción, o sea la segunda etapa del procedimiento. 
Puede suceder, sin embargo, que los representantes integrantes de la Junta 
consideren necesario el esclarecimiento de algún punto mediante la realiza­
ción de nuevas pruebas. Como la redacción del artículo 533 no es muy feliz, 
conviene aclarar que únicamente cuando se hayan decretado y practicado 
diligencias para mejor proveer habrá lugar a 'Ja apertura de un segundo pe­
ríodo de alegatos, circunscrito a los resultados de los mismos. 

23. APRECIACIÓN. Si el destinatario de la prueba es el juzgador y su 
finalidad lograr la convicción del mismo,44 huelga decir que el momento cul­
minante de la prueba está constituido por la apreciación, regida según las 
épocas o los ordenamientos por diversos sistemas probatorios. Por sistPma 
probatorio debemos entender las reglas o criterios establecidos para valora­
ción de los distintos medios de prueba. Fundamentalmente se conocen cua­
tro sistemas: 45 

1.-0rdálico 

2.-Legal o tasado 

3.-Libre 

4.-Razonado 

l De apreciación apriorisUca y extrajudicial. ' LlJ 

· l De aprecia~ión j~clicial a posteriori. 

En los dos primeros, por lo menos en la medida en que excluyan su po­
testad de apreciación, el juez se limita a comprobar y computar los resultados 
aportados por las pruebas practicadas; en los dos últimos, en cambio, el juz­
gador valora la prueba conforme a su personal criterio. 

24. a) S1sTEMA ORDÁLICO. Subsistente aún en agrupaciones primitivas 
y que alcanzó su más completa elaboración entre los germanos, de los que 
toma el nombre ( Gottesurteile = juicios de Dios), carece hoy de interés 
en los países civilizados. Se basa en la creencia de que a través de las di­
versas modalidades que lo integran (pruebas del agua fría, del agua hir­
viendo, del fierro candente, duelo judicial, etc.), la divinidad se manifiesta 
a favor de la parte que tiene la razón.{º 

25. b) PRUEBA TASADA. En este sistema, el legislador .-y de ahí que 
sea conocida también como legal- determina el valor asignable a cada me­
dio probatorio. Así la confesión practicada en las condiciones prefijadas 
hace prueba plena; la declaración de un solo testigo no cuenta ( testis unus. 
testis nullus), etc. El sistema encuentra su expresión más acabada en d 
procedimiento inquisitivo, desde la Decretal. Qualiter et Quando del Pon-
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tífice Inocencio III hasta la Ordenanza francesa de 1670 durante el reinado 
de Luis XIV:" La prueba legal fue, sin embargo, como pieza del sistema 
inquisitivo, uno de los frenos frente al despotismo judicial. dado que en 
aquél los poderes del juez eran exhorbitantes. E inch1so hoy, si bien debe 
desaparecer en términos generales de los códigos, para ceder su puesto a 
los sistemas de rigurosa valoración judicial a posteriori, debe subsistir res­
pecto de los documentos públicos, que constituyen su más firme reducto. 
Sería, en efecto, absurdo que el Estado organizase cuidadosamente la fe 
pública y et ejercicio del notariado, para que luego la fuerza de los instru­
mentos amparados por la una y por el otro pudiesen resultar desconocidos."18 

26. e) PRUEBA LIBRE. El sistema de la prueba libre, o de la libre con­
vicción, representa el reverso del anterior: mientras el uno se basa en la 
desconfianza hacia el juzgador, d otro deposita en él toda su fe y enco­
mienda a la conciencia judicial efectuar la valoración de la prueba. Cuando 
este sistema se aplica sin cortapisa alguna ni explicación de ningún género, 
como en los veredictos del jurado popular o en las decisiones de los tri­
bunales de honor, encierra gravísimos peligros.40 

27. d) PRUEBA RAZONADA. "Si tomamos la prueba legal como tesis 
y la prueba libre como antítesis, la prueba razonada podría representar la 
síntesis. En efecto, frente o entre las restricciones de la una y la falta de 
restricciones de la otra, aparece la solución superada, de la libertad encuadrada 
por la lógica".rio Aun cuando diversos autores pretenden reducir este sistema al 
de la libre convicción, son, en rigor, distintos, aun cuando el punto de partida 
coincida en ambos. Hoy por hoy, la prueba razonada o sana crítica ( expre­
sión contenida en el texto legislativo que la implanta, a saber: los artículos 
147-8 del reglamento español de 30 de diciembre de 1846) constituye el más 
progresivo sistema probatorio, siempre que se aplique por funcionarios que 
posean el caudal de conocimientos, de experiencia y de buen sentido que el 
manejo de las reglas en cuestión requiere.r.1 Y por tales debemos entender. 
de acuerdo con Couture, "re$'.Jlas del correcto entendimiento humano", eri 
las que interfieren las reglas de Ja ló¡:¡ica y las de la experiencia del iue-z.r.z 
Nuestra inclinación hacia el sistema de prueba razonada se basa en la ne­
cesidad de colocar al juzgador en una situación de libertad que le permita 
calificar lo que está conociendo, y que el legislador no conoció, sino i;ólo 
supuso; pero esa libertad debe limitarse ·en consideración a criterios que 
eviten las exageraciones apreciativas en que, sin ellas, podría incurrir el 
juzgador, como ser humano que es. Un sistema de plena libertad, como el que 
permite a las Juntas laborales erigirse en tribunales de equidad, requiere la 
máxima rectitud y honorabilidad de los jueces, y ello explica, en previsión 
de que no siempre esas cualidades se den, la tendencia jurisprudencia! a 
transformar el sistema de libre convicción del artículo 550 LFT ( infra, No. 
29) en uno de sana crítica. 

28. La prueba razonada no descarta, en manera alguna, la intervención 
de la conciencia. puesto que ésta es la "piedra de toque para estimar el 
valor de un acto de conducta".ria Como dice Amílcar Baños, el sistema 
libre reclama del juzgador una inyestigación sobre la verdad, como lo haría 
un hombre culto, perspicaz, razonable y prudente,5

t por estas exigencias, se 
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_¡, 

en 
son otras -- que 

experiencia y en la observación, 
-<ladero de lo falso"."" 

29. En materia probatoria laboral, el legislador mexicano ha devuelto 
al juzgador la confianza que el sistema tasado le niega. El sistema implan­
tado implica una doble postura: positiva y negativa. La primera se refiere 
al método que se señala al juzgador, cuando se le indica que atienda a la 
razón y a la reflexión, mientras que la segunda excluye cualquier forma 
específica que gradúe abstractamente el valor de los medios probatorios y 
en este sentido representa la reacción frente al sistema legal o tasado/'º 

30. Desde el punto de vista del derecho positivo, el artículo 550 LFT 
faculta a lns Juntas para que estimen la prueba "en conciencia". Pero si 
traemos a colación la jurisprudencia observaremos cómo, según ya indica­
mos (supra, No. 27). invoca en algunas ejecutorias las leyes de la lógica. 
Así, cuando entiende que " ... sólo es violatoria de las garantías individua­
les si en ella se alteran los hechos o se incurre en defectos de lógica en el 
raciocinio", o cuando exige que se expresen "las razones de carácter humano 
que han tenido para llegar a tales o cuales conclusiones" .r.1 Por consiguien­
te, el sistema probatorio laboral mexicano se aparta, en las direcciones se­
ñaladas, del dominante todavía ·,entre nosotros en la esfera del proce~o 
común, porque mientras aquél se basa en la apreciación libre, encuadrada 
jurisprudencialmente por obra de la sana crítica, en éste predominan las 
normas de prueba legal, neutralizadas en parte por concesiones a la libre 
convicción o a la prueba razonada."8 Con alcance más circunscrito, pero no 
menos importante, la jurisprudencia ha entendido que "en materia de es­
timación de las pruebas, no existe un orden jerárquico en cuanto a ellas, 
por lo que no es correcta la afirmación de que la prueba testimonial es la 
última de todas, o bien que hay pruebas de mayor jerarquía que ella, sino 
que cumpliéndose los requisitos que fija la legislación adjetiva para que 
una determinada probanza merezca fe, así debe aceptarse por la Junta, sin 
que haya lugar a hacer discriminación alguna con base en un supuesto orden 
jerárquico que no encuentra apoyo en la ley. ~0 

31. MEDIOS DE PRUEBA. Expuestos los principios y disposiciones ge­
nerales acerca de la prueba, pasamos a ocuparnos de los medios para lle­
varla a cabo. Para comprender el mecanismo probatorio tenemos que partir 
de la existencia de un hecho a probar y de un destinatario de la prueba, 
entre los que se inserta el hecho que prueba.ºº Por ejemplo: hecho a pro­
bar, un accidente d trabajo: destinatario de la prueba, el juzgador que haya 
de pronunciar la decisión al respecto: hecho que prueba (en posición inter­
media entre aquél y éste, y de ahí su nombre de medio), declaración de la 
víctima o de testigos, informe pericial, etc. 

32. La prueba supone una relación entre el sujeto y el objeto de la 
misma. Cuando esa relación es inmediata, de tal modo que el _hecho a pro­
bar caiga bajo los sentidos del verificador, enfonc~s,11os,;Jié_illamos ante la 
prueba directa, como en la inspección júdicial:' si;',pórC-eVcontrario, es me­
diata, en tal caso nos concretamos ante la prueba- indirecta; como en la 



declaración testimonial.01 La prueba indirecta se descompone, a su vez. en 
histórica y crítica: la primera sirve para representar el hecho a probar (por 
ejemplo, relato de un testigo, o fotografía de un documento), mientras que 
la segunda, para deducir su existencia o inexistencia, (verbigracia, dictamen 
pericial, indicios). Aun siendo, como acabamos de decir, indirecta, la prue ... 
ha histórica se encuentra más cerca de la directa que la crítica.02 En otro 
sentido, según que consistan en hombres o en cosas, las pruebas se dividen 
en personales y reales, y en la exposición de los medios respectivos nos 
ocuparemos primero de aquéllas y después de éstas. 

33. La ordenación de los medios de prueba deja mucho que desear en 
la Ley Federal del Trabajo hasta el extremo de que con las disposiciones 
que al tema consagra, sería casi imposible elaborar un completo sistema 
probatorio. Ahora bien: como ya sabemos (supra, cap. III No. 43). las 
lagunas del derecho laboral, tanto substantivo como adjetivo, se salvan acu ... 
diendo a los principios generales del derecho, a las disposiciones del derecho 
común, en cuanto no pugnen con aquél, y a la equidad ( art. 16 LFT). Por 
lo tanto, en virtud de esa invocación será el código federal de procedimien ... 
tos civiles el llamado a suplir las omisiones que la Ley del Trabajo presente 
en materia procesal y concretamente, por ser el punto que aquí tratamos, 
en orden a la prueba. Y si acudimos al citado código, en él encontramos el 
artículo 93, que enumera los medios de prueba. a diferencia de la Ley 
Federal del Trabajo, que no establece una lista de ellos, sino que los men ... 
dona en diversas disposiciones. Ello no es obstáculo para que en términos 
generales coincidan el catálogo del uno y de la otra, si bien ésta no estable ... 
ce distinción entre oornmentos públicos y privados y omite, según Gómez 
Lara 0~ la referencia a las "fotografías, copias fotostáticas" y demás elemen ... 
tos aportados por la r.iC'.ncia, así como la fama pública y a las presunciones. 
Antes de proseguir advertiremos que Gómez Lara toma como base para 
sus objeciones el código procesal civil del Distrito Federal, con olvido de que 
no es éste sino el de la Federación el que debiera tomarse en cuenta como 
supletorio de la ley laboral, y dicho texto no menciona ni los registros, 
sin duda porque a todas luces son manifestaciones de prueba documental, 
ni la fama pública, que no es sino una modalidad de la testimonial. En 
cuanto a las presunciones, las llamadas legales no son en realidad medios 
de prueba según después veremos ( infra NI' 62). 

34.-En todo caso, la Ley del Trabajo contiene su propio sistema pro ... 
batorio, más elástico y flexible que el del derecho común. Así lo ha enten ... 
dido la jurisprudencia en las ejecutorias que a continuación transcribimos: 
"El Código Federal de Procedimientos Civiles no tiene aplicación en los 
conflictos de trabajo en lo que toca a la forma de ofrecer y desahogar 
pruebas, en virtud de que la Ley Federal del Trabajo establece su propio 
sistema para hacerlo; por tanto, no disponiéndose en ésta que para el reco ... 
nacimiento de un documento deba tomarse a quien lo haga, la protesta de 
decir verdad, si ·las Juntas omiten tomar dicha protesta no incurren en viola ... 
ción del procedimiento que origine indefensión".05 "En varios amparos di ... 
rectos la Corte ha resuelto que ni el Código Federal de Procedimientos 
Civifes ni el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito son leyes suple ... 
torias de la Ley Federal del Trf:lhajo en cuanto a pruebas, sobre las 
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\ . . . . un sistema distinto, de manera que las pruebas se rinden, se 
· of~ecen y se desahogan conforme a lo dispuesto en la misma Ley, y la validez 

de las mismas se considerará conforme a una apreciación libre "en con­
ciaricia". uu 

35.-Los medios probatorios regidos por la Ley Federal del Trabajo, los 
vamos a estudiar, según indicamos (supra, N1 31). comenzando por los per­
sonales, para ocuparnos después de los reales. 

36.-En sentido amplio, la prueba testimonial comprende dos m'odali­
dades: la que emana de las propias partes y la que proviene de terceros. 
La primera, a su vez, reviste diferentes manifestaciones, a saber: el inte­
rrogatorio libre, que va adquiriendo cada día mayor importancia, al mismo 
tiempo que declina la confesión vinculativa,67 pero que todavía presenta 
escaso relieve en el derecho mexicano, aun no siendo desconocido en él:º8 el 
jurnmento mexicano, con el que sucede otro tanto y que constituye el rever­
so de la tercera forma de testimonio de parte,611 o sea la confesión, única a 
la que en México se le ha prestado la debida atención y de la que pasamos 
a tratar. 

37.-a) CONFESIÓN. No es sino la declaración en contra suya formulada 
por la parte que la presta,70 o como dice Carnelutti, "un testimonio cualifi­
cado" no sólo por el sujeto, sino también por el objeto, únicamente tiene ese 
carácter la prestada por quien narra un quid contrario a su interés como par­
te. 71 Tal es la verdadera confesión, pero diferentes ordenamientos conocen 
junto a ella la rendida por representante, que es un híbrido de confesión y 
cleclaración de terceros,72 e incluso etiquetan como tal el informe de autori­
dades, corporaciones y establecimientos públicos, que constituye un medio 
probatorio sui generis.73 

38.-En la esfera laboral la reglamenta el artículo 527 LFT que fa­
culta a cada una de las partes a pedir como prueba la confesión de la contra­
ria, mediante solicitud a la Junta para que la llame a "absolver posiciones". 
bajo apercibimiento de que, sino concurre se tendrán por contestadas en 
sentido afirmativo las preguntas que se le hubiesen dirigido, salvo que estén 
en contradicción con otra prueba fehaciente. La confesión, por tanto, puede 
ser explícita, o sea expresa, e implícita o ficta, ésta última en caso de incom­
parecencia.7·1 La confesión ficta puede ser desvirtuada por prueba posterior, 
sin perjuicio de que mientras tanto conserve el valor de una presunción 
relativa. 

39.-En principio, la ejecución de la confesión debería ser personal 
(supra, N9 37), también en el enjuiciamiento del trabajo. Pero en la práctica 
se ha desnaturalizado dicha exigencia, y a juzgar por algunas resoluciones, 
la Corte ha dado su visto bueno a semejante desviación. Sucede generalmente 
que el representante del trabajador, previendo que cuando solicita confesión. 
ella será rendida por el abogado de la empresa, ofrece no sólo tal prueba, sino 
también la de testigos, para obligar así a que el patrón comparezca, sea para 
confesar, sea para testificar.;¡; Se admite, además, que la confesión se pida 
respecto de cualquier persona que aun sin ser representante legal de la nego­
ciación, esté considerado como representante legal de la negociación, esté 
considerado como representante del patrón ante los trabajadores.rn 

40.-EI declarante responderá por sí mismo de palabra, sin la presencia 
de su abogado o patrón, a fin de evitar que mediante estos o señas conveni-
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··dos influyan en su declaración o que la coarten, y no podrá valerse de borra~ 
dor de respuestas; pero se le permitirá que consulte en el acto simples notas 
o apuntes, cuando a juicio de la Junta sean necesarios para auxiliar su me~ 
moría (art. 528 LFT). Además de esta confesión personal, el artículo 
527 permite que sean citados a declarar el encargado, administrador o cual~ 
quier otra persona que ejercite actos de dirección a nombre del principal. 
cuando los hechos que dieron margen al conflicto sean propios de ellos. 
Cuando alguna pregunta se refiera a hechos que no sean personales del que 
haya de desahogarla, podrá negarse a contestarla si los ignora; pero no podrá 
hacerlo cuando por la naturaleza de las relaciones entre las partes, los 
hechos deban serle conocidos aunque no sean propios ( art. 527 LFT, ap. 
final) . Finalmente, las contestaciones deberán ser afirmativas o negativas, 
sin perjuicio de agregar las explicaciones que estime convenientes o las que 
la Junta le pida; si se niega a declarar, y apercibido por la Junta persiste en 
su actitud, se le tendrá por confeso, y de igual modo se procederá de oficio 
o a instancia de la contraparte, cuando las respuestas sean evasiva~ '(art. 
529 LFT). 

41..-De acuerdo con el artículo 524 LFT, la Junta tiene la facultad de 
desechar las preguntas que no tengan relación con el negocio debatido. Ade~ 
más, las preguntas que se hagan no deberán ser capciosas, o sea de las que 
puedan engañar o confundir a quien haya de contestarlas. 

42 . .-Dada la forma imprecisa en que tanto la Ley Federal del Trabajo 
como los códigos procesales civiles de la Federación y del Distrito se expresan. 
no hay en ellos términos hábiles para diferenciar la verdadera confesión res­
pecto de los casos de desistimiento del actor o de allanamiento del deman­
dado.77 

43 . .-El valor probatorio de la confesión depende no sólo de los requisi· 
tos ya expuestos, sino, como ya dijimos (supra, No. 38), de que no esté en 
contradicción con otros hechos ya probados. A este propósito, la jurispruden­
cia ha establecido que "La confesión ficta del trabajador, actor en el juicio 
laboral. en el sentido de que abandonó el trabajo voluntariamente, es ineficaz 
como prueba de ese hecho, cuando a su vez ya el patrón había sido declarado 
fictamente confeso de haberlo despedido, pues el artículo 527 de la Ley Fe­
deral del Trabajo dispone que las preguntas formuladas por una parte a la 
otra se tendrán por contestadas en sentido afirmativo, cuando la segunda 
no concurra a la audiencia respectiva, pero siempre que no esté en contradic­
ción con alguna otra prueba o hecho fehaciente que conste en autos, y contra 
la confesión del trabajador de haber abandonado, existía ya la del patrón 
de haber despedido".78 

44.-DECLARACIÓN TESTIFICAL. En sentido jurídico probatorio, testigos 
son terceras personas llemadas a comunicar al juzgador sus percepciones sen­
soriales extrnjudiciales: tal es la definición de Van Kries. recogido por Alcalá~ 
Zamora.w Al caracterizarlos como terceros se quiere indicar que son personas 
distintas de los sujetos de la relación procesal, es decir, de las partes y del 
juez.80 A su vez, por In función que cumplen se les llama testigos narradores, 
para diferenciarlos de otras especies, como los del nexo de dicho testigo na~ 
rrador con los hechos sobre que declaren, se dividen en directos e indirectos, 
según que manifiesten una percepción inmediata o una de segundo o ulterior 
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grado. Los primeros se suelen llamar también testigos de presencia o de vista 
(de visu). y los segundos, de referencia o de oídas (de auditi), que no se debe 
confundir con el testigo auditivo directo (es decir, el que ha percibido perso­
nalmente el sonido o ruido objeto de su testimonio) .81 Cualidad de testigos 
tien~n también las personas extrañas al juicio llamadas a ratificar no sólo sus 
firmas, sino también sus declaraciones, según ha estimado la jurisprudencia: 
"El perfeccionamiento de las declaraciones de terceros vertidas en un docu­
mento, corresponde a la parte que lo presenta, y para ello no es suficiente que 
se limite a pedir la ratificación de las firmas de quienes aparecen suscribién~ 
dolo, puesto que, el principio de que quien reconoce la firma que calza un 
documento, se entiende que reconoce su contenido, lógicamente tiene su apli­
cación respecto de aquellos que, provenientes de una parte, obran en poder 
de otra y contienen manifestaciones de voluntad con efectos jurídicos vincu­
latorios para quien aparece produciéndolas, lo cual, no sucede respecto a Jos 
testigos, quienes por definición, declaran sobre hechos ocurridos o estados de 
las cosas percibidas por ellos y nada más; de lo que resulta necesario que ra~ 
tifiquen no solamente sus firmas sino sus declaraciones, y justifiquen ante el 
juzgador la razón de su conocimiento, por ser esto último, el índice indispensa­
ble para valorar su deposición; y si nada de esto ocurre, lógico es concluir que 
no se allega un elemento de prueba completo".82 

45.-No existe límite mínimo ni máximo para la presentación de testigos 
ante la justicia y, por consiguiente, el valor de este medio de prueba no de­
pende del número de los que declarasen. "Un solo testigo puede formar 
convicción en el tribunal. si en el mismo concurren circunstancias que son 
garantía de veracidad, pues no es solamente el número de declaraciones lo 
que puede evidenciar la verdad, sino el conjunto de condiciones que pueden 
reunirse en el testigo, y las cuales, siendo de por sí indudables, hacen que el 
declarante sea insospechable de falsear los hechos que se investigan".83 

46. Por lo general. los testigos que intervienen en los procesos labo­
rales son personas que trabajan en la empresa, sean de confianza o no. Entre 
los trabajadores suelen establecerse lazos de solidaridad y de compañerismo, 
por constituir la clase débil pero cuando uno de ellos es llamado por otro a 
declarnr a su favor, suele sentir temor de perder el puesto que ocupa o de 
enemistcuse con el empleador y, en consecuencia, en sus declaraciones pro­
penderá a responder con evasivas y a escudarse en su ignorancia, para darse 
por no enterado de lo sucedido o para hacer creer que comprendió mal lo 
ocurrido. En realidad, son pocos los trabajadores que a impulsos del compa­
ñerismo se atreven a declarar contra el empleador. y otros lo hacen únicamen­
te cuando están muy seguros de no ser destituidos de su empleo ni resultar 
perjudicados, por contar con la protección de la ley. Para resolver este pro­
blema, habrá que informar a los testigos que presente el trabajador y que 
pertenecen a la misma empresa, acerca de que su puesto no peligra por ello, 
así como de la obligación que tienen de declarar lo que sepan, para facilitar 
la actividad de la Junta. Las declaraciones de los testigos son pruebas que 
cada parte ofrece contando con el apoyo de las autoridades, cuando solici­
tan de la Junta que sea ella quien llame al testigo, para obligar a éste a 
que comparezca. El patrón a su vez, puede presentar como testigos a sus 
empleados, sean de confianza o no, pero no intervenir él como testigo, ni 
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tampoco quienes realicen actos de dirección, ya que sus declaraciones serían 
parciales, y lo mismo sucede con los que son representantes de las partes 
en juicio. 

47. La ley Federal del Trabajo, admite, por un lado, la tacha de tes­
tigos (cfr. art. 522) y, por otro, encomienda la apreciación de la prueba a la 
conciencia de los miembros de la Junta ( art. 559), sin darse cuenta de la fla­
grante contradicción en que incurre, puesto que aquélla es un resorte del 
sistema de la prueba legal o tasada, mientras que la segunda se identifica 
con el de libre convicción. Las tachas de tipo subjetivo carecen de razón de 
ser: es evidente que un testigo incurso en tacha puede decir la verdad, toda 
la verdad y sólo la verdad y, en cambio, faltar a ello uno no incurso en las 
mismas. De ahí que deban ser reemplazadas por la crítica objetiva del tes­
timonio, una vez rendida su declaración, para poner de relieve los motivos 
que no lo hagan creíble, que podrían ir desde el error involuntario hasta la 
falsedad deliberada (delito de falso testimonio) ,81 En cuanto al incidelite 
sobre tacha de testigos, sólo es operante "cuando se funda en circunstancias 
personales de los mismos, en relación con las partes, y que no se evidencian 
al ofrecerse o rendirse la prueba, sino que es necesario hacerlas valer para 
que sean del conocimiento de la autoridad juzgadora y además, que las prue­
bas para demostrar el motivo de la tacha se hagan por medios distintos de 
aquellos que fueron útiles para probar las acciones o excepciones opuestas, 
pues cuando la tacha se hace consistir en circunstancias que en el desahogo 
de la propia testimonial se manifiestan, la autoridad juzgadora, al valorar 
la prueba, tendrá ocasión de percatarse de ellas, y en vista de la misma, 
concederle o no crédito al dicho testigo, sin que quepa resolución especial 
sobre la tacha propuesta". 85 

48. Cuando no se trate de testigos tachables, y sí sólo de declaracio­
nes contradictorias, será la Junta quién en conciencia decidirá cuáles son las 
que toma en consideración y cuáles las que desestima, sin perjuicio de que 
con objeto de lograr la verdad proceda a la diligencia de careo tanto entre 
testigos como entre las partes, o de unos y otras (cfr. art. 562 LFT). 

49. Para una correcta apreciación de la prueba testifical, el juzgador -en 
nuestro caso, las Juntas- deberá tener en cuenta una serie de factores, que 
sin caer en las rigideces de la valoración legal o tasada, tomen en cuenta 
las reglas de la sana crítica y las enseñanzas de la psicología del testimonio. 
Motivos de experiencia aconsejan, por ejemplo, no descartar a priori la 
validez de la declaración única (puesto que sería regresar a la prueba legal: 
testis unus, testis nullus), pero sí tomarlas en consideración con precauciones 
especiales. Viceversa: la declaración de varios testigos capaces y concordes 
ofrece serias garantías de ser cierta, pero no puede descartarse que sea errónea 
y aun falsa (testigos convenientemente aleccionados o que depongan por ani­
mosidad o afecto). Sin descartar otros factores cuyo influjo sobre el testi­
monio ha sido analizado (raza, religión, clima, sexo, profesión, etc.) , nos 
fijaremos tan sólo en tres: a) la capacidad del testigo para la percepción 
sensorial en torno a la que gire su testimonio; b) su relación con las partes, 
y c) su honorabilidad. Acerca del primero, habrán de ser descartados como 

- testigos, por razón de incapacidad natural, las personas desprovistas del sen­
tido necesario para la percepción de que se trate (ciego respecto de las visua­
les, sordo respecto de las auditivas) y examinadas con gran cautela las que 
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Jo posean pero disminuido o alterado (daltonismo, por ejemplo). ¿Quid 
de los enajenados mentales y de los menores? No cabe prescindir de eJlos 
en absoluto (salvo los niños de muy corta edad, que sean totalmente inhábi­
les para expresarse y reflejar sus percepciones) ,86 pero hay que extremar las 
precauciones para acoger sus testimonios. En cuanto a las relaciones de Jos 
testigos con las partes (amistad, enemistad, parentesco, dependencia econó­
mica, etc.), arrastran con frecuencia el falso testimonio, con independencia 
de los casos en que obedece al cohecho. y a excluir estos testigos tiende 
precisamente su recusación mediante la deducción de tachas.87 Por último, 
la honorabilidad, tan importante como difícil de acreditar, sin contar con que 
una persona 11onorable podría, en un determinado proceso, a causa de las 
vinculaciones mencionadas con las partes, faltar a la verdad y, en cambio, 
un sinveq:¡iienza, a quien el asunto debatido no le afecte, rendir una declara­
ción verídica. La honorabilidad, además, opera como presunción y, en todo 
caso, desde el punto de vista probatorio lo que importa no es que el testigo 
sea o no honorable, sino que diga la verdad. 

50. FAMA PÚBLICA. Diversos códigos procesales civiles mexicanos, Ja 
regulan como medio probatorio aparte, influidos por el del Distrito, siendo 
en realidad una modalidad de prueba testifical, con muchísimo mayor inte­
rés histórico que actual, y que, además, e] código federal, que seria el suple­
torio en este punto, de la Ley del Trabajo, no menciona Ja fama pública.88 

51. PERICIA. Según Kisch, "peritos son terceras personas, cuyos cono­
cimientos sobre una ciencia, industria o cualquier forma de actividad humana 
van a servir al juez en el conocimiento de los hechos; su labor, sea cual 
fuere la forma de llevarse a cabo, se traduce en un dictamen".811 La imposi­
bilidad de que Jos juzgadores posean conocimientos en todas las ramas del 
saber y, a la vez, el tiempo que invertirían si ellos mismos hubiesen de prac­
ticar las pericias inherentes a Jos procesos en que intervengan, son los fac­
tores determinantes de este medio probatorio, que cada día adquiere mayor 
importancia y que en materia laboral adquiere singular relieve cuando se tra~ 
ta de riesgos profesionales. La pericia pertenece a los dominios de la prueba 
indirecta, y dentro de ésta, al sector de la prueba critica. 

52. Perito y testigo presentan como rasgos comunes el pertenecer a 
la clase de pruebas personales y el de ser uno y otro terceras personas, con 
el alcance que a esta circunstancia le dimos (supra, no. 35). pero se dife­
rencian en otras varias direcciones. Así Kisch marca los siguientes rasgos 
distintivos: Jo., mientras los descubrimientos del perito son anteriores e in­
dependientes del proceso, los del testigo sólo en éste tienen significado; 2o., 
el testigo depone sobre precepciones, mientras que el perito expone las con­
clusiones a que sus conocimientos le llevan y 3o., en tanto el perito es -al 
menos en principio- fácil de encontrar, entre los varios de una misma pro­
fesión u oficio, el testigo viene determinado por las circunstancias: y de 
ahí que los peritos sean sustituibles y los testigos,00 Otros varios autores 
se han preocupado por distinguir peritos y testigos --entre ellos Carne­
lutti-, 111 pero con menor acierto que Kisch. También hay que diferenciar el 
perito y el intérprete: la nota común es la de que son llamados a intervenir 
en un proceso por razón de los conocimientos que posean (lingüísticos en el 
segundo), pero mientras el perito es un medio de prueba, el intérprete es 
tan sólo un medio de comunicación con partes, testigos, peritos, etc., que no 
sepan el idioma nacional.112 
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52. Aun cuando en la doctrina y en los ordenamientos más progresi­
vos la tendencia hacia el perito de oficio, es decir, designado por el juez, 
con derecho a las partes para designar consultores técnicos que objeten su 
dictamen,ºª en México prevalece la figura del perito de parte, y, por tanto, 
son los litigantes quienes deben ofrecer el auxilio técnico, principalmente en 
el proceso individual, porque en los colectivos de orden económico, la Junta 
de oficio manda practicar encuestas. Sin embargo, incluso en los individuales 
la Junta puede proceder al nombramiento de oficio, cuando las partes no 
presenten oportunamente a los peritos. La prueba pericial permite a la Junta 
conocer datos valiosos, que sólo personas especializadas pueden proporcio­
nar. Los peritos tienen obligación de realizar sus operaciones y rendir sus 
dictámenes conforme a la buena fe, ya que de lo contrario podrían incurrir 
en la pena que señala el artículo 247, fracción II del código penal federal. 

53. Generalmente se nombran dos peritos, uno por cada parte, y 
como los expertos se consideran obligados a defender los intereses de la parte 
que los nombró -Carnelutti le llama por ello defensores técnicos, en con­
traste con el abogado o defensor jurista-,!1

•
1 con frecuencia sus dictámenes 

discrepan, y ello conduce al nombramiento de un perito tercero o en discordia, 
designado por los litigantes mismos si se ponen de acuerdo y, si no, por la 
Junta. 

54. Los dictámenes de los peritos no son vinculativos para el juzga­
dor, que los apreciará libremente, aunque no a capricho, sino por considera­
tiones convincentes: "las razones de orden científico que los peritos den para 
fundamentar sus conclusiones, solamente pueden ser desoidas por motivos 
eficientes que se desprendan de otras pruebas del juicio".05 

5. RECONOCIMIENTO o INSPECCIÓN JUDICIAL. Constituye la manifes­
tación total de la prueba directa (supra, N'" 31), puesto que en ella el juz­
gador verifica por sí mismo los hechos, sin necesidad de intermediario algu­
no aun cuando a veces se combina con otras especies de prueba, cuando el 
juez, a la vez que inspecciona o reconoce, solicita declaraciones de testigos 
o informes de peritos. Generalmente, el reconocimiento o inspección lo orde­
na el propio juzgador, por lo mismo que nadie mejor que él está en condicio­
nes de apreciar si mediante sus sentidos podrá formarse idea exacta de los 
hechos a probar. Las personas relacionadas con la diligencia decretada, de­
ben prestar la cooperación que de ellas demande la autoridad jurisdiccional 
que la disponga. 

56. La inspección se llevará a cabo por la propia Junta o por medio 
del actuario o secretario, en cuyo caso deja de ser prueba directa para con­
vertirse en indirecta, y al desnaturalizarse en esa forma, el reconocimiento 
judicial se convierte en el relato de un testigo que conoce de los hechos 
por encargo del juez.06 Objeto de la inspección pueden serlo tanto los lu11a­
res, como cosas y personas, para mediante ella cerciorarse de determinadas 
circunstancias llamadas a formar la convicción del juzgador: por ejemplo, 
condiciones de seguridad e hi11iene de una fábrica, inspección de los libros 
de una empresa, de las listas de raya. de las inscripciones en el Seguro So­
cial, del trabajador accidentado, etc. Trátase de una prueba muy eficaz, por 
ser la misma Junta quien mediante los sentidos de sus integrantes se perca­
ta de los hechos sujetos a inspección o reconocimiento. 

57. DocuMENTOS. En su más amplio sentido, documento es "toda ma­
terialización de un pensamiento".07 Entendido así el concepto, abarca dos 
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gran<;les ramas: monumenta, de la que nos ocuparemos después (infra, NP 
61 );e e instrumenta, o sea los destinados a acreditar relaciones jurídicas 118 

Y- que habitualmente se suelen identificar con el género. 
58. Los documentos como género y los instrumentos como su princi· 

pal especie pueden ser clasificados de diferentes modos. Indicaremos algunos 
de los criterios de división más importantes. En primer término, en indirectos 
y directos, según que la representación tenga o no lugar por medio de la 
mente humana. Ejemplo de documento indirecto es el de carácter gráfico, 
mientras que el fotográfico o el fonográfico pertenecen a la categoría de los 
directos. En el sector de los documentos gráficos adquieren el máximo relie­
ve los escritos, los cuales son susceptibles de diversas subclasificaciones. Así, 

. eI1 pítb'licos y privados: los primeros son los autorizados por personas que 
disfrutan de fe pública (judicial o extrajudicial) en el desempeño de sus 
funciones: todos los demás son privados: sin perjuicio de que éstos puedan 
elevarse a públicos ni de que su reconocimiento les confiera la misma fuerza 
que a aquéllos.011 Se distinguen también los documentos escritos en autógra­
fos, cuando la declaración procede del documentador, y hriliógrafos, cuando 
emana de un tercero, así como en ológrafos y alógrafos, según que la decla­
ración sea de puño y letra del declarante o la haya extendido otra perso­
na,100 Asimismo cabe clasificnrlos por el tipo de escritura ( uisiva, que es la 
regla, y táctil o en relieve, para los ciegos), por la clase de alfabeto (latino, 
griego, úrabe, chino, etc.), por la forma de estamparse los signos ( manus­
crito, mecanográfica, impresa, etc.). Por su contenido, pueden ser constitu­
tilJos o de fondo y probatorios o de testimonio: aquéllos son los que se rela­
cionan de manera inmediata con la cuestión litigiosa (por ejemplo, la escri· 
tura ele un contrato en pleito que gire en torno al mismo) y éstos los que su­
ministran datos acerca de la misma.1º1 

59. Dentro de los documentos privados hay que distinguir entre los 
de las partes y los de personas extrañas al juicio. Acerca de los segundos, 
ha entendido la jurisprudencia que "los documentos privados provenientes 
de tercero, cuando no son rntificados por quienes los suscribieron, deben 
equipararse a una prueba testimonial rendida sin los requisitos de ley. por lo 
que carecen de valor": 1º2 Trátase de una solución inspirada en criterios d~ 
prueba legal y que peca por exceso de rigidez y de desconfianza. 

60. La validez del documento instrumental depende de dos circunstan· 
cías: a) su fidelidad, entendiendo por tal la veracidad de los hechos a que 
se refiera, y b) su autenticidad, cuando emane realmente de la persona o 
personas que aparezcan como autores del mismo. Con esta segunda circuns­
tancia se liga el requisito de la firma o suscripción: pero no deben identifi­
carse documento firmado y documento auténtico, tanto porque la figura 
podría ser falsa, como porque el documento auténtico corresponda a perso­
na que no sepa o que no pueda firmar. 103 La firma se debe haber puesto es­
pontáneamente. A este propósito, la Suprema Corte ha resuelto que "si el 
trabajador al que se atribuyen determinados hechos invocados como causa 
de un despido, reconoce como suya la firma que aparece en el acta en que 
se hicieron constar, ese reconocimiento es suficiente para darle autenticidad 
al documento, correspondiendo al mismo trabajador probar que fue obligado 
a firmarla, cuando alega esta circunstancia".101 La autenticidad o la fidelidad 
de los documentos presentados deberá ser objetada por la parte contraria, 
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cas y demás elementos aportados por los descubrimientos de la ciencia, a 
que se refieren los artículos 188, 189 y 217 del código federal de procedí .. 
mientos civiles (véanse también los 373 .. 5 del CPC). En su mayoría, estos 
otros medios de prueba pertenecen a los dominios de la prueba documental 
en sentido amplio y pueden requerir operaciones de traducción (como los 
escritos taquigráficos) e incluso intervención de técnicos y de peritos. 
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NOTAS AL CAPITULO IX 

l Cfr. Carnelutti, Sistema, cit., t. U, p. 399. 
2 Cfr. Gómez Lara, La prueba en el Derecho me.~icano del Trabajo ponencia presentada 

al. "111 Congreso Mexicano del Derecho Procesal". Oaxaca. 
:1 Cfr. Alcalá-Zamora, Derecho procesal penal, cit., t. 111, pp. 41-2. 
4 Si el juez conoce a titulo particular los hechos de un proceso, no podrá invocar esa 

"ciencia privada" tn su sentencia, no sólo por la obligación de fallar según lo alegado 
y probado en la causa, sino también por la incompatibilidad entre las funciones de 
testigo y de juez. Y en caso de su testimonio sen único o importante, dejará de inter­
venir como juez y declarará como testigo: Cfr. Alcalá-Zamora, Derecho procesal penal, 
cit., t. III, pp. 59-61. . 

11 Véase el articulo 18 del código civil federal y del Distrito. Sin embargo, en ocasiones 
se ha permitido o se consiente aún al juzgador abstenerse de fallar: recordemos el ju· 
ramento de sibi non /iquere en el derecho romano, el warrant de wo//e prosequi del 
derecho inglés o el sobreimiento provisionnl en el enjuiciamiento criminal español; 
vénse Alcalá-Zamora, Uniformación de la prueba en el proceso civil de los países 
hispanoamericanos primero en "Boletin del Instituto de Derecho Comparado de Mé­
xico", núm. 46, enero-abril, 1963, pp. 97 .114, y luego en "Estudios de Derecho Pro­
batorio" Concepción, Chile, 1965, pp. 91-107: cfr. p. 98, nota 36. 

41 A los principios generales del derecho según los artículos 14 de la Constitución y 19 
del Código Civil Federal y del Distrito. En otros paises entran en juego los usos y 
costumbres, la jurisprudencia e incluso la opinión de ciertos jurisconsultos, revestidos 
de autoridad legal. 
Cfr. Carnelutti, Sistema, cit., t. II, p. 401. 

H Cfr. Alcalá-Znmora, Introducción al estudio de la prueba, en "Estudios derecho pro• 
batorio", cit., pp. 111-2. 

11 Cfr. Carnelutti, Sistema, cit., t. II, p. 400. 
10 Cfr. Rosenberg, Tratado de derecho procesal civil, traducción Buenos Aires, 1955, t. 

11. p. 209. 
11 Cfr. su Derecho procesal penal, cit., t. 111, p. 21. 
12 Cfr. Stein, Grundriss des Zivilprozcssrcc/1t und des Konkursrecht 3a., ed. Tübingen, 

1928, p. 240, mencionado por Alcalá-Zamora, op. y lug. cit., en la nota anterior. 
rn Cfr. Alcalá-Zamora, Derecho procesal penal, cit.. t. 111, p. 22. 
14 Véanse los artículos 366 CPC y 522 LFT. 
1ü Cfr. Alcalá-Zamora, Derecho procesal penal, cit., t. III, p. 22 y nota 42 de la misma. 
16 Cfr. su Tratado de derecho procesal penal, traducción, t. 111. Buenos Aires, 1952, p. 

205. 
l7 Relevados de prueba por el articulo 286 CPC. 
18 Cfr. Alcalá-Zamora, Derecho procesal penal, cit., t. III, pp. 22-3. 
1ll Dentro de éstos hay que "contraponer la imposibilidad lógica, o absoluta, y la lmposl· 

bilidad técnica, o relativa, que puede dejar de serlo en un momento dado, a consecuen. 
cia de un descubrimiento o de un invento -viajes interplanetarios, por ejemplo--": 
Alcalá-Zamora, Uniformación de la prueba en países hispanoamericanos, cit., p. 100. 

211 Das Prívate Wissen des Ric11ters: Untersuchungen zum Beweisrecl1t beider Prosesse: 
Leipzig, 1893, p. 21, mencionado por Alcnlá-Zamora, Derecho procesal penal, cit., t. 
111. p. 24. 

21 No habiendo podido consultar directamente la obra de Stein a que se refiere la nota 
anterior, seguimos en este número 7 a Alcalá-Zamora, op. y lug. cit .. en la nota 20. . 

2:t Alcalá-Zamora, Introducción estudio prueba, cit., p. 118. Acerca del acreditamiento de 
la costumbre en juicio, véase Alcalá-Zamora, La prueba del derecho consuetudinario, 
primero en "Revista de Derecho Privado", mayo de 1934, pp. 145-57, y últimamente 
en "Estudios de derecho probatorio", cit., pp. 3-20. 

2s Cfr. op cit., pp. 187-90. 
24 Véanse los artículos 200 y 288 CPC. 
2r; Acerca del contenido de este número 9. véase Alcalá-Zamora, Introducción estudio 

prueba, cit., pp. 112-4, que hemos resumido en lo esencial. 
26 Cfr. Carnelutti, Sistema. cit., t. II, pp. 401-2. 
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27 Véanse, por ejemplo, los artículos 281-2 CPC, 81-2 del Federal, o bien el 248 CPP .. 
de 1931. 

28 Cfr. Alcalá-Zamora, Introducción estudio prueba. cit, p. 119. 
20 Véanse los artículos 82 del CPF y 282 CPC, atiéndase a las salvedades que los dos 

ordenamientos establecen, al igual que el articulo 311 del segundo código citado, con­
forme a la reforma de 1966. 

30 Chiovenda, Principios, cit., t. II, p. 254-61, y Carnelutti, Sistema. cit., núms. 23, 126· y 
· 411-4. En igual sentido, en derecho mexicano, los artículos 81 CFP y 281 CPC, aun 

cuando la enunciación sea defectuosa, al referirse ambos a hechos constitutivos de las 
"excepciones" y no a extintivos, etc., de la pretensión. 

Bl La disposición parece responder a un propósito por lograr la verdad material, y en 
otro sentido, da la impresión, que debe considerarse engañosa, de no respetar siquiera 
el límite marcado por el articulo 297 CPC, cuando exige que traten "sobre los puntos 
cuestionados". . 

a2 Vol. II A D. 5854/55. A. D. 4421/56; A. D. 4195/57; A.O. 4701/57; A.O. 1782/57 
( 6a., época, 5a., parte). 

33 T. LXXVII, pp. 1087, 3286 y 1843; LXXXVII. p. 3190. 
3-& Véanse los articulas 278 y 298 CPC (los equivalentes en el Federal -79 y 87- sólo 

mencionan la ley), Pero la moralidad o inmoralidad de una prueba dependerá, en oca­
siones, de las circunstancias del caso: la inspección corporal (cfr. art. 287 CPC), por 
ejemplo, puede ser necesaria, y precisamente en materia laboral en relación con ac­
cidentes de trabajo, mientras que otras veces su ordenación tendría carácter inmoral. 

35 Gómez Lara, op. cit .. p. 35. 
311 Cfr. op. cit., p. 204. 
37 T. LXXV, p. 4754; LXXVI. p. 22; LXXXII, p. 2857; p. 593; XCIV, p. 1398. 
38 La distinción entre ambos la encontramos, en cambio, en el articulo 98 CPC. 
311 Cfr. Alcalá.Zamora, Uniformación prueba países hispanoamericanos, cit., p. 106. 
40 Alcalá-Zamora considera la apreciación como una etapa aparte: cfr. Introducción estudio 

prueba, cit., p. 121. 
·H Cfr. Alcalá-Zamora, Programa de Derecho Procesal, p. 44; Santiago de Compostela, 

1933; y especialmente, Prueba anticipada y prueba en el derecho español, en. "Estu­
tudios de Derecho probatorio", cit., pp. 183-6. 

42 T. LII, p. 2469; LV, pp. 341 y 1458; LVII, p. 1226; LIX, p. 144. 
43 T. LXXXVI, p. 1162; XCI, p. 2236; XCII, pp. 261 y 2618. 
44 Cfr. Alcalá-Zamora, Introducción estudio prueba, cit., p. 112. 
44 Cfr. Alcalá-Zamora, Sistemas y criterios para la apreciación de la prueba, primero en la 

"Revista de Derecho, Jurisprudencia y Administración", febrero de 1945, pp. 33-42, 
y luego en "Estudios derecho probatorio", cit., pp. 29-52: véanse pp. 32-3. 

46 Cfr. Alcalá-Zamora, Sistemas y criterios, cit., pp. 33-5. 
47 Op. y lug .. cit., en la nota anterior, p. 36. 
48 Op. y lug .. cit., en la nota 46, pp. 40-1. 
40 Op. y lug.. cit., en la nota 46, pp. H-6. 
50 Op. y lug .. cit., en la nota 46, p. 49. 
51 Op. y lug .. cit., en la nota 46, pp. 49 y 51-2. 
52 Cfr. Couture, Fundamentos, cit., la. ed., p. 144. 
53 Cfr. Baños Amílcar, La apreciación de la prueba en el proceso laboral. Buenos Aires, 

1954, p. 111. 
54 Cfr. Baños Amilcar, op. cit .. p. 19. . 
55 Cfr. Fcrnández, Raymundo L., Código de Procedimiento civil y comercial de la capi'tal 

de la nación argentina concordado y anotado. (Buenos Aires, 1942), p. 268, nota 165. 
5G Cfr. Baños, op. cit., pp. 16-7 . 

. 57 T. LXXIV, p. 3782: LXXVII, pp. 1127 y 2569; LXXVIll, p. 1684; LXXXV, p. 864. 
58 Véanse, en efecto, en el código procesal civil federal los articulas 198-218, con las 

válvulas de escape hacia la libre convicción o la prueba razonada representadas por 
los articulas 197, 211, 215 (muy relativa) y 217, y en el código del Distrito, los ar• 
ticulos, 402-23, con las salvedades de los artículos 344, 419-20 y 423. 

59 A. D. 7764/62, 29 de noviembre de 1963, R.M.T. núm. 2, p. 96, 1966. 
60 Cfr. Alcalá-Zamora, Estudios derecho probatorio, cit., pp. 63, 69, 71 y 112-3; también 

Derecho procesal penal, cit., t. lII, pp. 27 y 56. 
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111 Cfr. Carnelutti, Sistema, cit., t. II, p. 401. 
fl2 Cfr. Alcalá-Zamora, Derecho procesal penal, 

Carnelutti, Sistema, cit., t. 11, pp. 408-9. 
n:1 Cfr. Carnclutti, Sistema, cit., t. 11, p. 403. 
114 Cfr. Gómcz Lara, op. cit .. p. 15. 
OG A. D. 698/1948, resucito el 7 de diciembre de 1949. "Boletín de Información Judicial 

de la Suprema Corte de Justicia", núm. 51. lo. de febrero de 1950. 
na A. D. 1889/49/la. 16 de julio de 1950. RMT, núm. 149, 1950, p. 180. 
fl7 Cfr. Alcalá-Zamora, Estudios de derecho probatorio, cit., pp. 40 y 223. 
tl8 Margen que nos permite encajar el interrogatorio de que hablamos, es el artículo 526 

LFT, al permitir a los miembros de la Junta "hacer libremente las preguntas que juz• 
guen oportunas a cuantas personas intervengan en la audiencia". Otras formas de inte• 
rrogatorios se contienen en Jos artículos 318, 354 y 366. CPC, en los 113 y 179 del 
Federal y más definidamente en los códigos de Morelos (arts. 258-60), Sonora (arts. 
279-81 ) y Tamaulipas ( arts. 279-81). 

69 Para la distinción entre juramento y confesión, véase Alcalá-Zamora, Estampas proce­
sales de la literatura cspmio/a, cit., p. 97-9, en relación con el episodio del viejo de la 
cañaheja, juzgado por Sancho Panza como gobernador de la ínsula Barataria (Qui­
jote, 111, XL V). 

70 Alcafá.Zamora, Derecho procesal pena/, cit., t. 111, p. 70. 
11 Cfr. Carneluttí, Sistema, cit., t. II, p. 483. 
72 Cfr. Alcalá-Zamora, E.\·amen código de Chilmalma, cit., p. 75. 
73 Véase Alcalá-Zamora, Diferencias entre la confesión y el informe de autoridades, en 

"Clínica Procesal" (México, 1963). pp. 403-8. 
7• La confesión ficta tiene mayor amplitud que la tácita: mientras ésta deriva del silencio, 

en aplicación del principio de que quien calla otorga, aquella reviste otras manifesta­
ciones, como la incomparecencia, la negativa a contestar o las evasivas (cfr. Arts. 95, 
104, 109, 111, y 124 CFP, 266, 271. 309, 316, 322 y 403 CPC. 

7r. .Cfr. Gómez Lara, op. cit., p. 20. 
70 Cfr. Alvarez del Castillo, op. cit., p. 205. 
77 Para el deslinde entre allanamiento y confesión, véase Alcalá-Zamora, El allanamiento 

en el proceso penal, cit., pp. 93- t 24. 
78 A. D. 2077 /1951. Res. el 20 de febrero de 1952. "Boletín de Información Judicial de la 

Suprema Corte de Justicia", núm. 72, p. 104. Marzo de 1952. 
70 Cfr. Alcalá-Zamora, Derecho procesal penal, cit., t. 111, p. 83. 
HO Cfr. Alcalá-Zamora, Derecho procesal penal. cit., t. m. p. 84, pero ténganse en cuen­

ta que en el proceso inglés, testimonio de parte y de tercero se hallan refundidos en 
uno. 

81 Cfr. Alcalá-Zamora, Derecho procesal penal, cit., t. 111, p. 89. 
82 A. D. 3282/1955. "Boletín de Información Judicial de la Suprema Corte de Justicia", 

núm. 92, lo. de marzo de 1955, p. 109. 
83 A. D. 3645/1959. Res. el 27 de abril de 1960. "Bol. de Información Judicial de la Su. 

prema Corte de Justicia", núm. 155, lo. de junio de 1960. 
84 Cfr. Alcalá-Zamora, Sistema y criterios, cit., en "Estudios de Derecho probatorio", 

p. 41. -
SG (Cfr. Guerrero Euquerio op. cit., p. 377) A. D. 3282/1955. "Boletín de Información 

Judicial de la Suprema Corte de J'usticia", núm. 92, p. 109, lo. de mayo de 1955. 
116 En octubre de 1963 fue muerta en Viena una mujer por su amante, en presencia de un 

hijo de la primera, menor de tres años, de quien el homicida se apiadó, limitándose 
a encerrarlo en una alacena. Pues bien: el descubrimiento del criminal fue posible mer­
ced a los datos que suministró el niño en cuestión. (Este curioso caso nos lo ha referido 
el Dr. Alcalá-Zamorn). 

87 Véase, por ejemplo, J¡¡ listn de tachas contenida en el artículo 660 de la ley de enjui­
ciamiento civil española de 1881 o la todavía más larga de los artículos 206 (absolu­
tas) y 207 (relativas) del código de procedimiento civil para la capital argentina de 
1880. 

88 Véase Alcalá-Zamora, La prueba mediante fama pública, "El Foro" (México), septiem­
bre de 1947, pp. 312-36, y en "Estudios de derecho probatorio", cit., 57-8. 

89 Cfr. Kisch, Elementos, cit., p. 229. 
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uo Cfr. Kisch, Elementos, cit., p. 230. .. .. . . 
u1 Cfr. su Sistema, cit., t. 11, pp. 221-3. Véasé también Gorphe/La 

trad. de la 2a. ed. francesa (Madrid), p; 38. · .·.· · .··· · 

',' .--, 

del testimonio, 

U:l Cfr. Alcalá-Zamora, Derecho procesal penal, cit., t. 111, pp. 127;..8. 
113 Acerca de los mismos, véase Alcalá-Zamora, Estudios de Derecho procesal (Madrid, 

1934). 
114 Véase su Sistema cit., t. II, pp. 146-8. 
u5 T. LXXVII, p. 4319: A. D. 3784/42: T. LXXX. p. 1381, A. D. 129/44: T . .XCIX, p. 

111: A. D. 6879147: T. CVII, p. 285, AD. 9400/49: T. CXII, p. 1949, A. D. 34152. 
llG En contra del criterio de Carnelutti, para. quien a diferencia del perito, "el testigo re­

presenta lo que ha conocido independientemente de todo encargo del juez", mientras 
que el "perito conoce po~ encargo del juez": Sistema, cit., t 11, p. 222. 

97 Cfr. Rosenberg, Tratado, cit., t. II, p. 209. 
os Cfr. Alsina, Tratado, cit., vol. II, p. 290. 
99 Cfr. art. 414 CPC. 

100 Cfr. Alcalá-Zamora, Derecho procesal penal, cit., t. 111, pp. 149-50, en relación con 
Carnelutti, Sistema, cit., t. II, pp. 416-9, y 111, pp. 305-8. 

101 Cfr. Schonke, op. cit .. p. 221. 
102 A. D. 6143/56, vol. 1, p. 51: 5430/56, vol. II, p. 41: 1663/57, vol. IV, p. 43: 2657, 

vol. VII, p. 78; 1557 /57, vol. XII, p. 169. 
103 En cuyo caso, si es posible, (pensamos en una persona que carezca de manos o de­

dos), habrá que reemplazar la impresión digital, según prevén las leyes materiales 
de diversos paises. 

104 A. D. 1567 /58 Ferrocarriles Nacionales de México. Res. el 8 de marzo de 1960. "Bo­
letín de Información Judicial de la Suprema Corte de Justicia", núm. 152, lo. de abril 
de 1960. 

105 Para la relación del número 61 hemos seguido a Carneluttl, Sistema, cit., t. 11, pp. 435-40. 
106 Los códigos de Marcios (art. 264) Sonora (285) y Zacatecas (285) se refieren ex­

presamente, dentro de la prueba documental a "copias minutas, correspondencia tele­
gráfica, libros de contabilidad, tarjetas, registros, talones, contraseñas, cupones, etiquetas, 
sellos, periódicos, libros, revistas, folletos, volantes, publicaciones, copias fotostáticas 
o fotográficas inscripciones en lápidas, edificios o monumentos y, en general, todos 
los que puedan utilizarse para formar convicción". Así, pues, en ellos los monrzmenta 
encuentran la más amplia expresión. 

101 Cfr. capitulo VIII, del Código Federal de Procedimientos Civiles. 
108 A. D. 3643/59. Res. el 5 de agosto de 1960. "Boletín de Información Judicial de la 

Suprema Corte de Justicia", núm. 158, lo. de octubre de 1960. 
100 A. D. 1369/1956. Res. el 5 de diciembre de 1957. "Boletín de Información Judicial de la 

Suprema Corte de Justicia", núm. 125, 2 de enero de 1958. 
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CAPÍTULO X. 

AMPARO EN MATERIA LABORAL 

Fijación del propósito.-Medios impugnativos: razón de ser y clases.- Exa-
·. mendel amparo como medio de impugnación.-Amparo laboral.-

1. F11 ACIÓN DEL PROPÓSITO. Antes de pasar a la exposición del tema, in­
dicaremos que su desarrollo escapa a los límites de este trabajo y, por consi­
guiente, nos contentaremos con unos breves comentarios, destinados a des­
tacar la importancia de la institución, así como sus peculiaridades más salien­
tes en materia laboral. 

2. MEDIOS IMPUGNATIVOS: RAZÓN DE SER y CLASES. Cuando una sen­
tencia o, en términos más amplios, una resolución judicial no se ha dictado 
de acuerdo con las normas en que debe fundarse, o bien se ha llegado a ella 
con violaciones importantes en el procedimiento, entonces las partes e inclu­
so terceros perjudicados por aquélla, disponen de medios que la propia ley 
predispone para que puedan defenderse de la arbitrariedad, de la injusticia 
o del error en que las mismas estén incursas. Esos instrumentos para comba­
tir las resoluciones adversas reciben la denominación genérica de medios im­
pugnatiuos. Por tales comprendemos los medios jurídicos de que "disponen 
las partes para que el posible error o injusticia cometidos por el juzgador sean 
subsanados, bien mediante un nuevo y más detenido examen por parte del 
mismo juez, bien, y es lo más frecuente, por un tribunal superior en jerarquía 
y, en general. más numerosos".1 Ahora bien, el género impugnación abarca 
diferentes clases, como la oposición.~ los simples remedios o recursos hori­
zontales, los recursos en sentido estricto, es decir, los verticales y la promo­
ción de un nuevo proceso, que tenga al anterior como antecedente.3 A su 
vez, los recursos verticales se subdividen en ordinarios (Jos que constituyen 
el "instrumento normal de impugnación", como sucede con la apelación), 
extraordinarios (los que se basan en "motivos específicamente señalados por 
el legislador) y excepcionales (Jos que sirven para atacar sentencias con au­
toridad de cosa juzgada) ,4 

3. EXAMEN DEL AMPARO COMO MEDIO DE IMPUGNACIÓN. El amparo es 
un juicio, llamado de garantías o constitucional, cuyas características, que 
luego examinaremos, lo erigen en un proceso autónomo que satisface dif e­
ren tes finalidades, aunque todas tendientes a garantizar a los justiciables el 
régimen de legalidad. En su obra El fuicio de Amparo.~ Fix Zamudio expo-
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ne brillantemente esas diversas funciones de la institución, así como sus orí­
genes y su posterior desarrollo en la práctica. En consecuencia, estudia al 
amparo como garantía de los derechos de libertad, comoj_uicio de legitimidad 
.de las leyes y como casación.U De esas tres funciones, la primera constituye 
el núcleo original de la institución,7 establecida para la defensa de los dere­
chos subjetivos públicos, con especial atención para los relativos a la inte­
gridad física y moral de los individuos. La declaración de legitimidad cons­
titucional, por su parte, representa como dice Fix Zamudio, la más genuina 
y estrictamente constitucional.8 Sin embargo, es el tercero de esos cometidos, 
o sea el que el propio autor denomina amparo-casación, el que aquí nos in­
teresa. 

4. El amparo-casación brinda a la parte interesada la oportun'idad 
de combatir los errores in iudicando o in procedendo del juzgador y encaja, 
por consiguiente, dentro de la definición de medio impugnativo que hemos t 
dado (supra, N9 2). En ese sentido, se identifica con el recurso de casación, 
puesto que ataca resoluciones judiciales incursas en violaciones de fondo o 
de forma. Precisamente por dicha identidad funcional, la casación desapa:.. 
redó de la legislación mexicana al ser reabsorbida a partir de 1919 por el 
amparo) ,0 con el carácter de medio impugnativo extraordinario. 

5. Existen dos clases de amparo: el directo y el indirecto. El pri­
mero es uni-instancial, y se interpone directamente ante la Suprema Corte 
de Justicia o ante el Tribunal Colegiado competente, según corresponda, 
mientras que el indirecto o bi-instancial 10 se deduce ante los Juzgados de 
Distrito en primera instancia, y después puede recurrirse en revisión ante el 
pleno de la Suprema Corte. 

6. AMPARO LABORAL. Es, en principio, de caracter directo. Conforme al 
artículo 158 de la Ley de Amparo, procede ante la Suprema Corte cuando 
los laudos violen garantías (in iudicando): y a tenor del 158 bis, se interpo­
ne ante el Tribunal Colegiado de Circuito a quien incumbe, cuando se trate 
de violaciones en el procedimiento (in procedendo) , porque entonces actúa 
como medio extraordinario de defensa de la 'legalidad procesal.11 Pero ese 
amparo directo sólo se autoriza respecto de laudos, a los cuales, por tanto, 
la Ley de Amparo reconoce la misma categoría que las sentencias defini­
tivas. Existe, además, en materia laboral la posibilidad de amparo indirecto, 
como ocurre cuando se impugna la inconstitucionalidad de una ley de traba7 

jo o los actos de las Juntas, que se consideran, excepto los laudos, de natu~ 
raleza administrativa.12 En estos casos, se acude al Juzgado de Distrito para 
la primera instancia, y para la segunda, o al Pleno de la Suprema Corte, si 
se trata de inconstitucionalidad o al Tfibunal Colyegiado, cuando se impugnan 
actos de las Juntas. Por consiguiente, el artículo 555 LFT según el cual, 
"no procederá recurso alguno contra las resoluciones pronunciadas por las 
Juntas en pleno o por los grupos de ellas", sin perjuicio de la exigencia de 
responsabilidad a sus miembros, ha de entenderse en el sentido de que exclu". 
ye Jos ordinarios, como lo sería una apelación, pero no el juicio de amparo, 
que tiene el significado de medio impugnativo extraordinario.13 

7. Los requisitos para considerar pertinente una demanda de garan­
tías en materia laboral. se mencionan en los artículos 158, 158 bis, y 159 de 
la Ley de Amparo: y la demanda deberá contener los elementos que señalan 
los artículos 166 a 169 del ordenamiento legal citado. 
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8, La suspensión del acto reclamado determina, de acuerdo con el 
articulo 170 de la Ley de Amparo, que la sentencia impugnada en amparo 
no se lleva a efecto. En otras palabras: interpuesto el amparo, la autoridad 
responsable suspenderá dicha ejecución, ante el riesgo de que. si se lleva 
adelante, impida reparar las consecuencias del acto reclamado. En materia 
laboral. compete al presidente titular de la Junta correspondiente, conocer 
de la suspensión, en los términos que ordena el artículo 174 es decir, se 
concederá en los casos en que, a juicio de aquel. no se ponga a la parte ven­
cedora, si es la obrera, en peligro de no poder subsistir mientras se resuelve 
el juicio de amparo, en el cual sólo se suspenderá la ejecución en cuanto 
exceda de lo necesario para asegurar tal subsistencia. Concedida la suspen­
sión, es necesario que el quejoso otorgue fianza suficiente para responder 
de los posibles daños y perjuicios que pueda ocasionar a tercero ( art. 173 
LA). La suspensión en materia laboral 1·1 será concedida o negada de plano 
por el presidente de la Junta, en virtud de sus facultades discrecionales para 
decidir sobre el incidente de suspensión: y en el mismo auto en que lo pro­
nuncie, fijará las condiciones de efectividad respecto del quejoso.rn Contra 
la decisión del presidente y las condiciones que imponga con motivo de la 
suspensión, cuando causen daños y perjuicios, cabe recurrir a la queja {art. 
95 LA). 

9. Otro de los caracteres del amparo en materia laboral estriba en 
la posibilidad de que el órgano de control supla la deficiencia de la queja, 
siempre que el quejoso sea el trabajador. Es decir, que al igual que en las 
materias agraria y penal (en ésta, respecto del reo), en la laboral funciona 
lo 9ue comunmente se conoce como suplencia de la queja. Según indica Bur­
goa, por tal debemos entender la facultad de completar o perfeccionar la 
demanda de garantías.16 Lo que se suple es la deficiencia, que puede obede­
cer, o a falta o carencia de algo, o bien a que la manifestación sea imperfec­
ta. Cosa distinta es la suplencia del error, que equivale a equivocación de 
la garantía individual.17 

1 O. Las consideraciones expuestas muestran que la corriente protec­
tora de la clase trabajadora se manifiesta en nuestro país no sólo en la doc­
trina y en la legislación laboral. sino también en el ámbito del juicio de 
amparo, donde se .conserva la igualdad procesal de las partes, a fin de ase­
gurar la igualdad jurídica entre ellas, y de la que ya hablamos ant~s (supra, 
capítulo m, NQ 5). 18 
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< NOTAS;,AL CAPITULO· X 

Akillá-Zamora; · DereclÍo procesal ·penal, cit., t. III, p. 259. 
:! Acerca de su significado y de su diferente mecánica en comparación con los recursos, 

véase Alcalá~Zamora, Adiciones a /os nútnet'os 568, 569 y 600 del sistema de Carnelutti, 
T. III, pp. 629-31 y 721. así como Examen del códtgo de Chihuahua, cit., pp. 161-2. 

a Sobre la distinción de los recursos en horizontales (en que su decisión se encomienda 
al propio juzgador, con fusión, por tanto, del a quo y del ad quem) y verticales (en 
que pronuncia como ad quem un superior jerárquico del a quo), cfr. Guasp, Derecho 
procesal civil. la. cd. (Madrid, 1956), p. 1382-3. 

4 La doctrina más generalizada adopta la clasificación bimembre en ordinarios y extra­
ordinarios El sector de los excepcionales lo añade Alcalá-Zamora, seguido actualmente 
por diversos autores de lengua espafiola: véanse sus trabajos Los recursos en nuestras 
leyes procesales, publicado en 1930 y reimpreso en "Estudios de Derecho Proce­
snl" Madrid, 1931: cfr. pp. 56-7 y 65. Y A propósito de una planeada ley procesal 
civil hispanoamericmw, en "Boletin del Instituto de Derecho Comparado de México'', 
núm. 27, septiembre-die., 1956 pp. 33-1, nota 56. Véase también su Derecho procesnl 
pennl, cit., t. III, pp. 268-9. 

li México, "Editorial Porrúa, S. A.", 1964. 
a Cfr. op. cit., pp. 213-58. 
1 Cfr. op. cit .. p 2.13. 
s Cfr. op. cit .. p 246. 
o Cfr. Fix Zamudio, Panorama de los derechos procesal laboral, cit., p. 24, nota 62. 

10 Cfr. Burgoa, El juicio de amparo, 5a., ed., (México, "Editorial Porrúa, S. A.", 
554 y ss. 

11 Cfr. Burgoa, op. cit .. p. 603. 
12 Cfr. Fix Znmudio, Panoramas ... cit., p. 26, y Burgoa, op. cit., p. 559. ·""." -:~::·.~,,~· 
13 Cfr. Fix Zamudio, Panoramas ... cit., p. 19. 
14 Según acabamos de ver, puede ser total o parcial, ésta última cuando .sól~· 

sobre el excedente de lo necesario para la subsistencia. 
lli Cfr. Burgoa, op. cit., pp. 681 y ss. 
rn Cfr. op. cit .. p. 238. 
17 Cfr. Burgoa, op. cit., p. 258-60. 
tR Para un estudio n¡¡is profundo del tema objeto de este capítulo, véase el 

Barrera, El /uicio de amparo e11 materia de trabajo (México, 1963) .. 
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CAPÍTULO XI 

LAUDO Y EJECUCION 

Concepto: sentencia y 1audo.-Equidad.-Derecho positivo.-Ejecución de 
las resoluciones laborales. 

1. CONCEPTO: SENTENCIA y LAUDO. La sentencia es acto propio del 
juez, que actúa en nombre del Estado para impartir justicia en las contiendas 
sometidas a su decisión. Dicho acto, perteneciente al género de las resolucio­
nes judiciales, 1 es el producto de una operación lógica en la mente del juz .. 
gador, al término de una serie de actividades en que intervinieron también 
las partes y diversos sujetos secundarios: pero al final es el juez quien con­
vierte en concreto un mandato ya existente en la ley, o quien lo crea cuando 
existe una laguna en ella, y lo exige en una orden dirigida a uno o más per­
sonas.2 Así, pues, la resolución que el juez dicte debe encontrar su apoyo en 
las normas legisladas o, en su defecto, y ante la ineludible obligación de pro­
veer y decidir, en las fuentes subsidiarias autorizadas con tal fin.3 Idénticos 
.fines pe4.'sigue el laudo, que también es una resolución mediante la que un 
tercero pronuncia acerca de un litigio a la que se llega asimismo tras una 
secuela de actos, tanto de las partes y de Jos sujetos secundarios como del 
juzgador, a quien se suele llamar entonces árbitro. En principio, la diferen­
cia más saliente entre la sentencia y el laudo estribaría en que la primera es 
una decisión conforme a derecho, en tanto que la segunda se basa en la equi­
dad.4 El distinto nombre no depende del órgano jurisdiccional que emita 
una u otro, pues tanto los jueces profesionales como los particulares que 
actúen como arbitras en asuntos civiles pueden pronunciar decisiones según 
derecho o conforme a equidad ú y, por consiguiente, la diferencia entre am­
bos conceptos no obedece a una consideración orgánica, siendo funcional.6 

Extremo discutible o, mejor dicho, acerca de lo que las soluciones de dere­
cho positivo discrepan, es el de si en caso de controversia sometida a juicio 
de árbitros, debe entenderse preferente la aplicación de soluciones de .equi­
dad sobre las que se apoyen en derecho estricto, o al revés.7 

2. Como resultado de asentarse la sentencia en el derecho prestable­
cido y el ·laudo en la equidad, encontramos entre una y otro una segunda 
divergencia. Mientras la sentencia tiene alcance concreto y particular, sin 
perjuicio de que a su función declarativa se sume en ocasiones una de índole 
creativa,8 este segundo aspecto adquiere especial relieve en materia laboral 
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cuando se trata de la resolución de conflictos de orden económico mediante 
las llamadas "sentencias (léase laudos) colectivas" .0 

3. EQUIDAD. Habiendo caracterizado el laudo como una decisión de 
equidad, debemos puntualizar lo que por tal ha de entenderse. La equidad 
supone ausencia de moldes legales a los que deberían encuadrarse las con­
ductas, es decir, un intento de alcanzar el derecho en su perfección, siempre 
que éste se acomode a las circunstancias de cada situación. En otras pala­
bras: adecuación de las disposiciones a cada caso, y no a la inversa, o sea 
justicia del caso singular.10 

4. Partiendo del dere<:1ho como expresión del valor eqt(ivalente de 
lo justo y de lo equitativo, recordaremos algunas concepciones acerca de la 
equidad. Así, Aristóteles consideró que la equidad era la corrección del ca­
rácter general de la ley, sin que ello debiese interpretarse como un propósito 
de infringir las normas jurídicas y sí sólo como un deseo de adaptarlas a los 
hechos.11 Para los romanos, a su vez, la aequitas tenía un sentido más igua­
litario, en cuanto exigencia moral que inspira y valora el derecho, pero sin 
que alcanzase entre ellos el nivel filosófico que los griegos supieron imprimir­
le. Según Bonfante, uno de los significados que el vocablo tuvo entre los ro­
manos fue el de una aproximación a lo justo, lo legal, lo legítimo.12 Por su 
parte, los escolásticos combinaron la concepción aristotélica, la de Platón 
sobre la justicia, y las ideas cristianas de pietas y charitas.13 Esta corriente 
es la que ha logrado mayor influencia en las diversas escuelas filosóficas 
posteriores. 

5. La justicia primitiva debió impartirse sin sujeción alguna a normas 
escritas. Más tarde, la evolución del derecho y el poderío de los más fuertes 
determinaron la redacción de normas generales que rigieran la conducta 
humana en sociedad y el consiguiente establecimiento de juzgadores, insti­
tuidos para aplicar los preceptos abstractos a los casos concretos. Sin embar­
go, ciertos problemas se resistieron a ser resueltos mediante ese sistema y 
obligaron al legislador a que reconociera la necesidad de decidir tales 
litigios, no mediante la concretización de normas abstractas, sino en virtud 
de máximas de equidad. Trátase, como regla, de situaciones que varían a 
menudo, a causa de cambios espontáneos como sucede en el ámbito del De­
recho Social, acerca del cual dice Radbruch que "se nos presenta como un 
triunfo de la equidad sobre una justida anquilosada y rígida".u Al expre­
sarse así, proclama una gran verdad, porque las normas severas y rígidas de 
la justicia necesitan perfeccionarse y flexibilizarse mediante el apoyo de la 
equidad. Merced a ésta se facilita, en efecto, la solución de conflictos como 
los colectivos de orden económico, que afectan a un gran sector de la pobla­
ción, es decir, a la clase trabajadora. Quizás por ello Lambert se refiere al 
Derecho Laboral como el "que desempeña frente al Derecho Civil germano­
latino y al Common Law angloamericano, el papel de un Derecho de Equi­
dad, que se ha desenvuelto por sucesivas conquistas sobre el Derecho estric-
t .. 15 o. 

6. DERECHO POSITIVO. Cuando el artículo 550 de la Ley Federal del 
Trabajo dispone que las Juntas de Conciliación y Arbitraje conozcan de los 
hechos "en conciencia" y que dicten los laudos "a verdad sabida", los está 
erigiendo en tribunales de equidad. Por tanto, las Juntas resuelven los con­
flictos laborales mediante laudos. Para sustentar la precedente conclusión 
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nos basamos en las tres consideraciones siguientes: a) las Juntas de Conci­
liación y Arbitraje son auténticos tribunales, dotados de jurisdicción por la 
Constitución Política de 1917: b) las Juntas tienen composición paritaria, 
con representantes del capital y del trabajo, más uno del gobierno; el nom­
bramiento de aquellos por la respectiva clase significa la aceptación tácita 
de la integración tripartita y releva la necesidad de un previo compromiso, 
con tanto más motivo cuanto que el arbitraje laboral es obligatorio, y e) fun­
damentalmente adquieren dicha categoría por el hecho de pronunciarse 
conforme a equidad (cfr. arts. 550 y 553 LFT). 

7. ¿Porqué los laudos se inspiran en la equidad y no sólo en el de­
recho? La respuesta la hemos dado en varios lugares de este trabajo (supra, 
nos. 3, 4 y 5 y cap. 1). Insistiremos tan sólo en que los principios, el conte­
nido y la finalidad del Derecho Social, especialmente los del Derecho La­
boral, obligan a que el Derecho mismo se perfeccione constantemente, y a 
esa su conversión dinámica contribuyen de manera muy eficaz la libertad 
de decidir y la aplicación de la equidad. 

8. Como resolución judicial ,el laudo es un acto procesal (por con­
siguiente público), una verdadera decisión jurisdiccional,16 acompañada de 
fuerza ejecutiva y propia, en nuestro derecho laboral, de la voluntad de un 
órgano colegiado, sin que para alcanzar su plena validez necesite el requi­
sito de la homologación, exigido por otras legislaciones, como la italiana.11 
Las características del laudo laboral mexicano se apoyan en la práctica mis­
ma, puesto que en virtud de "autorización legislativa, en México, las Juntas, 
en calidad de árbitros, están autorizadas a juzgar en equidad las contro­
versias individuales". "Esta autorización define al laudo y lo coloca en una 
superación, en una tercera especie sobre la sentencia de derecho y el laudo 
privado, que evidentemente responde a los fines del derecho del trabajo, 
cuyo entendimiento y naturaleza, por así decirlo, han impreso las caracterís­
ticas del laudo".18 De acuerdo en que, merced al respaldo de la práctica, se 
ha creado un laudo especial en materia laboral, no lo estamos, en cambio, en 
que se encuentre sobre la sentencia de derecho, y sí sólo a su lado, aunque 
sí por encima del laudo privado. Al lado de la sentencia, puesto que ambos 
poseen fuerza ejecutiva y ésta corresponde al mismo órgano que lo ha dicta­
do: 1919 y por encima del laudo privado, porque la ejecución de éste requiere 
necesariamente la intervención del llamado juez público del arbitraje, dis­
tinto de los árbitros que emitieron aquel.2° 

9. Alvarez del Castillo distingue en el laudo un doble aspecto, en 
consonancia con las fracciones XX y XXI del artículo 123 de la constitución, 
a saber: como sentencia y como laudo: a) como sentencia, proveniente de 
un tribunal dotado de fuerza ejecutiva, por el carácter jurisdiccional de las 
Juntas que las emiten, tanto respecto de conflictos individuales como colec­
tivos, y b) como verdaderos laudos, por ser el resultado de una decisión ar­
bitral que no aplica o interpreta el derecho, sino que lo forma, sustituyendo 
a las partes, y que los proyecta a los conflictos de orden económico.21 A este 
propósito, resulta curioso que las resoluciones referentes a conflictos de or­
den económico se denominan "sentencias colectivas", cuando es en ellas 
donde el arbitraje se manifiesta en su mayor pureza. Así, pues, aun cuando 
en la legislación y en la práctica se les llame sentencias colectivas, por razón 
de su naturaleza son laudos, como resultado de una formulación jurisdiccio-
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nal del Derecho del Trabajo, a consecuencia de una abdicación del poder 
legislativo 22 motivada por la presencia de fenómenos socio-económicos, que 
permiten al juez afrontarlos mediante la adecuación de las normas bajo el 
influjo de la equidad. La extensión subjetiva de la sentencia colectiva, es 
un mero efecto del contrato colectivo, y de ahí que alcance a los integrantes 
del sector trabajador de que se trate,2ª incluso si no han litigado, siempre 
que se encuentre en la misma situación. La sentencia colectiva se encuentra, 
por tanto en una posición intermedia entre la sentencia individual y la ley.2·1 

10. En definitiva, el laudo puede resolver sobre: a) la aplicación de 
una norma a un caso concreto, por darse la hipótesis en ella prevista, es decir, 
por hallarse el caso subsumido en la norma (laboral) : b) la condena de una 
de las partes, cuando no se limite a declarar acerca de la aplicabilidad de 
una norma, sino que la acompañe con una orden de ejecución, y c) la mo· 
dificación de situaciones o efectos jurídicos en atención a las circunstancias 
que se presenten (sentencia colectiva). De esas posibilidades hace derivar 
Zepeda el carácter decisorio del laudo, y de ellas emana también la clasifi· 
cación según sus efectos.2r. Además, la clasificación debe coincidir con la de 
las acciones, siempre que ellas triunfen, y, por tanto, habrá laudos declara· 
tivos, dentro de los que figuran los absolutorios,20 constitutivos (es decir, los 
que creen, modifiquen o extingan situaciones jurídicas) y de condena o pres· 
tación. Los laudos absolutorios liberan al demandado de las obligaciones que 
le eran exigidas y, por lo mismo, no van seguidos de ejecución, puesto que 
no se impone condena alguna -al menos en cuanto a la prestación princi­
pal o de fondo 27 - a ninguna de las partes. 

11. Habiéndonos ocupado en los capítulos anteriores del procedimiento 
.que a lo largo de diversas etapas va a desembocar en el laudo, trataremos 
ahora de la elaboración de éste. Una vez que las partes han entregado sus 
alegatos por escrito, o vencido el plazo para ello, y que la Junta, en su caso, 
las ha examinado, el presidente sustituto prepara un dictamen 28 que contie­
ne un extracto de la demanda y de la contestación, así como una considera· 
·ción sobre los hechos controvertidos y las pruebas rendidas, con la apre· 
ciación de que hayan sido objeto. Por lo general, se resume lo actuado y se 
finaliza con los puntos resolutivos (art. 535 LFT). Por intermedio del se­
cretario del grupo, los representantes del capital y del trabajo reciben cada 
uno una copia del dictamen, para que dentro del plazo de tres días formu· 
len su opinión, ya sea aceptándolo o bien desaprobándolo: en la primera 
hipótesis, lo suscribirán a su vez, pudiendo aducir otras razones en apoyo del 
mismo; en caso de discrepancia, expondrán por escrito los argumentos adver· 
sos, con objeto de facilitar su examen en la audiencia de resolución ( art. 
536 LFT). 

12. A nuestro entender, la circunstancia de que sea el presidente 
auxiliar quien formule el dictamen, aun cuando los demás representantes ten­
gan la posibilidad de no aceptarlo, lo coloca por de pronto en situación de 
superioridad respecto de los otros dos, rompiéndose así la idea de una repre­
sentación paritaria en igualdad de plano. Si tanto las actuaciones procesales 
como el laudo incumben a la Junta, que integrada por tres árbitros forma un 
colegio judicial, la preparación del mismo debería corresponder a los tres 
componentes quienes podrían llevar verbalmente a un previo acuerdo, antes 
de que se redactase por escrito; y si dicrepasen en sus puntos de vista, cada 
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?'.c:lt~~t~~~f:ffi~ff<íi1~,?~~ii~~,r~c~r, para luego discutirlos en la audiencia de reso-

?,:y:Jª,;;\El ,dictamen es un proyecto de laudo, que se convertirá en tal una 
v~zWcel~h'ra.aa:'da 'audiencia de resolución y después de que lo firmen los 
integr~~tes~~de la Junta que corresponda. Cuando el dictamen que se lleva 

'<·a disha audiencia recoja la opinión coincidente de los integrantes del grupo 
especia.1. todose reduce a que lo firme el presidente titular. A este propósito, 
es'absürdo que siendo el presidente sustituto el que conoce del asunto desde 
,el primer escrito o comparencia, hasta las alegaciones, e incluso aquel a quien 
laJey permite la redacción inicial del dictamen, no firme el laudo, sino que 
lo haga el presidente titular, por ser él quién, según el legislador integra la 

· Jl.lnta;c)pero todavía más extraño resulta la fórmula cuando es el presidente 
lifolar quien, por no haberse puesto de acuerdo los componentes del grupo, 

. vqfa Ja resolución de un asunto de que no ha tenido más conocimiento que 
~el· suministrado por los resúmenes de lo actuado, puesto que al procederse 

. . . así, se conculca el fundamental principio de inmediatividad o inmediación.2° 

.·.·· > .. :.·> 14. La audiencia de resolución sirve para dilucidar los asuntos sorne­
.·. ; Ctidos a debate por no haber recaído acuerdo entre los integrantes del grupo. 

. . Se celebra con la é\sistencia de éstos y del presidente titular, aunque con-
.. curren también el presidente sustituto y el secretario del grupo, que es quien 

engrosa el laudo. La audiencia se inicia con la lectura del dictamen y de las 
objeciones formuladas por los representantes; y una vez discutidos los ar­
gumentos respectivos, se tomará la votación por el secretario del grupo, sin 
que con posterioridad a la audiencia puedan modificarse los votos emitidos 
(art. 539 LFT). La resolución así adoptada constituye el laudo, que repre­
senta la manifestación de voluntad del órgano colegiado, tanto si recayó por 
unanimidad como por simple mayoría. Por consiguiente, cuando la Junta 
no se integra, la decisión no es válida, según ha sostenido la Suprema Cor.­
te en repetidas ocasiones como en la ejecutoria que dice: "El legislador ha 

-'querido que la Junta solamente pueda dictar resoluciones en los asuntos so­
metidos a su consideración, previa la audiencia en que cada uno de los re­
presentantes que la integran, expongan las razones que tengan para formu­
lar su opinión; y no podría ser de otra manera, ya que tratándose de un 
tribunal colegiado, en el que están representadas cada una de las clases 
en conflicto y en el que, además, interviene un representante del poder 
público, no puede decirse jurídicamente que tal tribunal haya actuado legal­
mente en el. momento de resolver, en tanto no se reúna y obre con estricta 
observancia de las disposiciones respectivas":~º La ley se contradice posterior­
mente, y a nuestro entender, permite que la resolución final se tome aun 
sin estar integrada la Junta, con lo que se rompe el principio de colegialidad. 
Para aemostrarlo, a continuación transcribimos el articulo 540, acompaña­
do de nuestras acotaciones a los pasajes que lo exigen: "En el caso de que 
no asistan a la votación del negocio con el Presidente uno o ambos represen­
tantes" -comienza diciendo....-: al expresarse así, evidentemente se refiere 
a su inasistencia a la audiencia de resolución (puesto que el artículo anterior 
habla de la emisión de votos y de la irreformabilidad de éstos), la ley admi­
te entonces la posibilidad de que dicha audiencia se celebre sin la presencia 
de alguno o de los dos representantes, y con objeto de subsanar su ausencia, 
se autoriza que se tome como voto la opinión escrita que dio cuando se le 
entregó la copia del dictamen redactado por el presidente auxiliar; de ahí 

177 



que el precepto prosiga en la siguiente forma: "pero que hubieren formulado 
su opinión por escrito en 'los tér~ninos del artículo 536, dichas opiniones se· 
tendrán por reproducidas en la expresada audiencia y se tomarán en consi} 
deración como voto". Más aun: la propia Suprema Corte incurre en seme­
jante error, cuando al querer afirmar la garantía de tal audiencia, sostiene 
que "en el artículo 540 de la Ley, el legislador reafirma su deseo de que 
todo negocio sea resuelto en la audiencia donde los representantes expongan 
las razones que tengan para formular su opinión, y hasta en el caso de que 
los representantes no concurran a la audiencia, ésta habrá de efectuarse con 
sólo la presencia del presidente, siempre y cuando los ausentes hayan for­
mulado su opinión por escrito en los términos del artículo 536".31 Por otra 
parte, si el dictamen formulado por el presidente sustituto no es definitivo, 
tampoco pueden serlo las opiniones que respecto de él emitan los otros re­
presentantes; y por consiguiente, al disponer como lo ha hecho, la norma 
criticada les está negando la posibilidad, no de opinar ..-como dice la ley-. 
sino de decidir tras haber discutido el asunto, según les corresponde en su 
cualidad de integrantes de la Junta. Hallamos aqui un nuevo argumento para 
que los presidentes sustitutos sean quienes, con los otros dos representantes, 
decidan los asuntos, y de ese modo quedarán satisfechos a la vez los princi­
pios de inmediatividad (supra, nota 29), al relacionarse de manera directa 
el juzgador y las partes, y el de economía procesal. al quedar relevado el pre­
sidente titular de quehaceres que le restan tiempo y que contribuyen al rezago 
existente. 

15. La abstención de cualquiera de los representantes en cuanto al 
voto, no significa que Ja Junta no se integre y sí sólo que el asunto se resol­
verá por mayoría. Si ésta no se logra, también tendrá nuevas dimensiones, 
basta conseguir el acuerdo mayoritario, y sin que mientras tanto pueda dic­
tarse resolución alguna: ello demuestra que el presidente titular no goza 
de voto de calidad, sino que actúa como tercero en discordia en caso de empate. 
Los votos se entregan al secretario del grupo, quien dentro de los cinco días 
siguientes deberá "engrosar" a!! el laudo y a continuación recoger las firmas de 
los representantes. La negativa de alguno de los representantes a firmar 
el laudo determina que, una vez firmado por los otros dos, se le requiera 
para ello por el secretario del grupo, cuando se trate de los del capital o del 
trabajo, y por el secretario de la Junta, si lo fuese el representante del go­
bierno. Si no obstante el requerido persistiese en su negativa, se asentará así 
para c¡ue el laudo surta sus efectos como si estuviese firmado por el renuen­
te (art. 543 LFT). En ningún caso ni por ningún motivo podrán cambiarse 
los votos emitidos en la audiencia de resolución ( art. 539) ,ªª sin perjuicio de 
que se agregue al expediente el voto .. particular en discrepancia emitido por . 
cüalquiera de los representantes ( art. 541). Lo actuado durante dicha au­
diencia se asentará en un acta. 

16. Examinaremos ahora la . es~ructu1;p.'?el laudo. Según Trueba Ur-. 
bina, .el laudo ha de reunir requisitos' irt~mosy externos (materiales) .3'1 Los 
internos sedan: a ),,clélridad,y,pre,~i_siQ#Lk Lc:ongru~ncia; es decir, el laudo habrá 
dé resolyere?·~tendóri á los.p'untos·litigioso~;Y ~las' pretensiones deducidas 
por. las partes, sin q~e.Jll. Jt1n~aj?úeda -~e:cipir~obre hechos !'.> cuestiones dife­
rentes; .e) ápr~ci~ció.n e11:' c,oi1ci~Il;ciéL:·de,Jos ihechos y de las pruebas: ª5 y d) 
decisión arbitral que condene o absuelvá. ª~ ·!·Los externos son: a) expresión 
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de lugar. fecha y Junta que pronuncie el laudo: nombres, domicilios, ocupa­
ción de las partes y carácter con que litiguen, o nombre de sus abogados o 
procuradores, y objeto del pleito: b) expresión de los puntos de derecho 
fijados por las partes, de los fundamentos legales o de equidad que proce­
dan, y de las apreciaciones doctrinales y legales pertinentes, y e) expresión 
de los puntos resolutivos. 37 En conclusión: aun cuando la Ley Federal del 
trabajo exima a las Juntas de las formalidades propias de las sentencias de 
derecho común, no las exceptúa del cumplimiento y respeto de las garantías 
individuales ni consistente la violación de los procedimientos conespondientes. 

17. D) EJECUCIÓN DE LAS RESOLUCIONES LABORALES. Desde el mo~ 
mento en que son verdaderos tribunales (de trabajo), las Juntas tienen la 
potestad, tanto de arbitrar. como de hacer que se ejecuten sus resoluciones, 
fundamentalmente los laudos, mediante los que se da cima a la fase procesal 
de convencimiento. Cuando la condena decretada en el laudo no se cumple 
voluntariamente por el vencido.38 entonces se inicia la fase de ejecución, con 
posibilidad de valerse en ella de medios de coerción o de constreñimiento. A 
diferencia de la voluntaria, la ejecución forzosa significa, pues, la potestad 
del órgano jurisdiccional de emplear la fuerza para el cumplimiento de sus 
resoluciones y, a la vez, para afirmar su autoridad. 

20. Si la ejecución procesal no existiese, la fase de convencimiento 
en que se hubiera pronunciado una condena quedaría como una declaración 
platónica o entrañaría graves peligros si se tradujese en un permiso al ven­
cedor para hacer efectivo su derecho en la forma que se le antojase. Aca­
bamos de indicar que sólo las resoluciones de condena son susceptibles de 
ejecución, ya sea de manera voluntaria por parte del vencido (supra, nota 
39). ya en forma forzosa, en defecto de aquella. En cambio, ni las declara­
tivas ni las constitutivas tienen esa derivación,30 sino que se contentan con 
los efectos de cosa juzgada y, a lo sumo. con determinar ciertas actuaciones 
complementarias de la decisión recaída, pero no estrictamente ejecutivas. 40 

21. Para Couture, "la ejecución es el conjunto de actos dirigidos a 
asegurar la eficacia práctica de la sentencia":11 Como regla, la ejecución for­
zosa se encomienda al mismo juzgador que ha decidido en la fase de conven­
cimiento:12 En consecuencia, en materia laboral la ejecución de las resolu­
ciones corresponde a los Presidentes de las Juntas, que tienen la obli¡:¡ación 
de "proveer a la eficaz e inmediata ejecución de los laudos" (art. 584 LFT), 
procurando a tal fin que dentro de las siguientes setenta y dos horas las 
partes se pongan de acuerdo acerca del modo en que la decisión haya de 
cumplirse. La ley prevé un plazo de ocho días para que el cumplimiento ten­
ga lugar, pero permite a las partes ampliarlo, previa fianza, fijada por la 
Junta, que constituye al condenado, siempre que la suspensión no ocasione 
perjuicios a la parte actora:13 Si terminando el mencionado plazo no se ha 
llevado a cabo el cumplimiento, se procede a la ejecución, es decir, se dicta 
]a orden correspondiente y se requiere al deudor para que la obdezca, o sea, 
le brinda una postrera oportunidad antes de acudir a los medios de apremio. 

22. La ejecución procede contra el deudor o contra el fiador cuando 
Jo hubiere. A tenor del artículo 587, párrafo final, el fiador "no gozará de 
beneficio alguno", disposición que estimamos sobremanera injusta y que nos. 
obliga a· decir unas palabras acerca de la fianza relativa a la ejecución de re­
soluciones laborales: Trátase de una modalidad de fianza muy difícil de 
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obtener, por la situación de desventaja en que se coloca al fiador, a quien 
no se concede beneficio alguno: el de excusión se le niega, puesto que el 
acreedor puede dirigirse, según prefiera, contra el deudor o contra él,47 y 
tampoco se le concede el de orden, ni goza del de división, cuando sean dos 
o más los fiadores. Llegamos a esta conclusión ante los tajantes términos 
del artículo 587 LFT, que al usar la forma de "beneficio alguno", evidentemente 
quiso referirse a los de excusión, orden y división consagrados por el códi­
go civil en sus artículos 2814 a 2823 y 2837 a 2840, sin darse cuenta de 
que al eliminarlos deja al fiador laboral en condiciones tan desfavorables, que 
nadie querrá asumir semejantes riesgos, a menos de que se cubra contra ellos 
mediante cláusulas verdaderamente leoninas. 

23. El capítulo sobre "ejecución de los la~1dos" de la Ley Federal 
del Trabajo .-es decir, el octavo y último del título noveno (art. 584 
617) ..- adolece de graves defectos, comenzando por el epígrafe, que se re­
fiere específicamente a los laudos, cuando debiera haber hablado, en términos 
genéricos, de resoluciones. Falta, además, en él, la indispensable continui­
dad normativa, a menudo sustituida por saltos e intercalaciones indebidos. 

24. En la exposición de la materia, la Ley Federal del Trabajo co­
mienza por indicar cómo se ha de cumplir el laudo que ordena el pago de 
cantidad líquida ( art. 599), con la perspectiva de que hayan de embargarse 
bienes del deudor o del fiador para lograr la ejecución. Con tal motivo, se 
ocupa de los diferentes extremos concernientes o relacionados con el em­
bargo (bienes sobre los que puede recaer, señalamiento de los mismos, de­
signación d depositario, etc.) y señala que únicamente se podrá despachar 
ejecución cuando haya condena al pago de cantidad líquida, o sea respecto de 
obligaciones de dar. A éstas se refiere también el artículo 605, cuando habla 
de "las obligaciones de entregar alguna cosa" en cuyo caso se librará el 
correspondiente mandamiento para desapoderar de ella al obligado o, no 
siendo posible, exigiendo la entrega de su precio. Las obligaciones de dar 
pueden, por tanto, convertirse en el pago de una suma en dinero y, en con­
secuencia, su incumplimiento conducir al embargo. En cuanto a las obliga­
ciones de hacer que impongan las resoluciones, pueden ejecutarse por medio 
de tercero (siempre que no sean personalísimas) , pero a costa del condenado, 
o bien su incumplimiento se traducirá en el pago de los daños y perjuicios 
inherentes al incumplimiento. Un caso especial de obligación de hacer lo 
tenemos en el artículo 604: cuando el laudo condene a firmar un convenio o 
escritura y el obligado se niegue a ello, el presidente de la Junta lo hará en 
su lugar:rn En cuanto a las obligaciones de no hacer, su incumplimiento por 
parte del condenado faculta al acreedor para optar entre pedir que se repon~ 
gan las cosas al estado en que se hallaban, si fuese posible, y a costa del 
deudor, o a que se le indemnicen daños y perjuicios ( art. 603). 4n Entre las 
disposiciones a que acabamos de referirnos, la Ley Federal del Trabajo in­
tercala la referente a la negativa patronal de someterse al arbitraje o de 
aceptar el laudo emitido por la Junta y a las responsabilidades que acarrea 
tal actitud ( art. 600; supra, capítulo VI. N9 18). 
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NOTAS AL CAPITULO XI 

articulos 220 CFP y 79 CPC. 
t"''11HH'rS. Op, cit., P• 105, 

:1 Cfr. arts. 11 Const. ,y 19 CC. 
• " ... el vocablo sentencia deberia reservarse siempre para la de derecho, y, en cambio 

laudo para la de equidad, con independencia de que aquélla o este provengan de juez 
público o de juez privado": Alcalá-Zamora, La regulación temporal de los actos proce­
sa/es en el cócligo de 1932 pnra el Distrito Federa/, cit., nota 132. 

11 Cfr. art. 628 CPC que a propósito del arbitraje de equidad habla de "amigable compo­
sición o de fallo en conciencia". Ln citnda amigable composición no ha de confundirse, 
con la "composición amigable" del articulo 20, frac .. VII del título sobre justicia, que es 

una forma de concilinción intraprocesal. 
ti Ln caracteristicn del laudo no es aprobada unánimemente, Fix Zamudio, por ejemplo lo 

considera una sentencia; por reunir los mismos elementos que las sentencias judiciales; 
y si acaso el elemento de la libre apreciación de los hechos pudiera imprimirle tal ca~ 
racteristica a las decisiones de las Juntas, se convierte el sistema en el de sana critica. 
Sin cmbnrgo, defendemos su carácter por medio del criterio funcional. (sttpra capitulo 
VI, núms. 11 y ss.) Cfr. Fix Zmnudio, Panornnws de los clcrcclios ... cit., pp. 17-8. , 

i Véanse, por un lado, el articulo 16 LFT. y por otro, el 628 CPC. 
11 Véase el contraste que entre el proceso declarativo y el dispositivo o de equidad esta-· 

blece Crirnelutti en su Sistcmn. cit., t. l. pp. 157-60. 
u Cfr. Couture, Fundamentos. , cit., pp. 172-3. 

10 Cfr. Carnelutti, Sistema, cit., t. l. p. 159. 
11 Cfr. Del Vecchio, Filosofía del Derecho. trad. española, Barcelona, pp. 335. 
12 Cfr. sus Instituciones de Derecho Romario, trad. española, Madrid, 1929, p. 7, cit. por 

Castán Tobeiiris, La iclca de equidad y su rclnción con otros coriccptos, en "Revista 
Gencrnl de Lcgislrición y Jurisprudencia", septiembre de 1950, p. 715. 

1:i Cfr. Cristiin Tobeñas, La iclca de cquicfacl. cit., p. 725. 
H Filosofía del derecho, trad. española, Madrid, 1930, p. 90, cit., por Castán Tobeñas en 

La formulnción jurídica del Dcrcclto, en "Revista General de Legislación y Jurlspru· 
dencia", junio de 1953 p. 285. 

1:1 En "Recucil Gcny", t. III. p. XV. cit .. por Castiin Tobeñas, La formufación jurídica. 
cit., p. 286. 

111 Cfr. Trucha Urbina, Derecho Procesa/ del Trabajo. cit .. t. ll, p. 241 y Tratado Teórico 
Práctico ele Der. Proc. clcl Trabajo. la .. ed .. Porrúa, S. A.", 1965 p. 442. 

11 Véase el articulo 825 del código procesal civil vi!]l'ntc. 
111 Alvarez del Castillo, La jurisdicción lnboral en México. su competencia y sus órganos, 

en "Revista Mexicana del Trabajo", diciembre de 1956, p. 15. ,' . 
111 Cuando el proceso ha recorrido varias instancias, la regla suele ser que se .encomleni:le 

la ejecución al juzgador que haya conocido en la primera: cfr. arts. 501-3 CPC. o,,, ,. •·· 
20 Cfr. los artículos 629. 631-4 y 636 CPC. 

~~ ~¡;ª~~:!0:~~~¡~~:~~.~~1~;~~t1~~~~~~"~l~ .. ~~:~i: cit .• pp. 116-1. ,, · . c .. 5,~IXL; .:·z.·,.· " .. 
:N Cfr. Cnrnclutti, Sistema. cit., t. l, pp. 270-1 y 305-6: Couturc Nóciotíes\Hlrécl10,\proéúa[ ~ 

trabajo, cit., pp. 121-5; Trucha Urblna, op. cit.; t; III,. pp.) ?~~205. •SI' bien ,CoE~~re'.,.': · 
explica In ra::ón dl' ser de la ·sentencia colectiva por. motivos de .. l!l:()t10mi~"'pr9ccsaVrio.:. .... '. . . · ·· 
sotros entendemos que aquélla obedece a la politica proteccionista, inspiradora 'de'•I¡\ · 
lcgislnción laboral mexicann. En otro sentido, la· sentencia colectiva vfoné a; sér. el reverso 
de la ley privilegiada: Cfr. Alcalá-Zamora. Proceso~ autocomposición,' dt; .p, 120 .. , · 

!!n Zcpcdn. El (nudo_. arbitral. Méxi~o. 1963, p. 133.· -
:w Huelga decir que una resolución declarativa puede ser tanto estimatoria como desestima- , 

torla de 1<1 pretensión deducida. En cambio, cuando la resolución desestima una preten­
sión constitutiva o una de condena, entonces aquélla es siempre declarativa: Cfr;, Cbio~ 
venda. Acciones 11 sentencias de dcclaració11 de mera certeza. en "Ensayos de ·derecho 
procesal civil", vol. L. Buenos Aires, 1949; pp. 133-4. Por tanto. la corrcspondcncln en­
tre pretensión y decisión . únicamente se da cuando la segunda sea estimatoria de la ·· 
primera. Ha de· t~nerse; además, en cuenta que la sentencia podria ser parcial y no 
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plenamente estimatoria: Cfr. Alcalá-Zamora, Derecho 
27 Puesto que podría serlo en cuanto a las costas, de 

110 CPC), e incluso sin serlo, en los ordenamientos que las 
que lo será el actor cuando se rechace su pretensión. 

28 Aun cuando en realidad no lo es, sino un "proyecto de resolución", conforme a la 
terminología de la Ley de Amparo {cfr. sus arts. 182, 184 y 186), o una ponencia 
según la denominación otros textos (cfr. arts. 335 y 336 de la ley de enjuiciamiento 
civil española). 

211 Cfr. Alcalá-Zamora, Principios técnicos y políticos de 111m reforma procesal. {Teguci­
galpa, 1950), p. 20. 

:io E. S.J.F. tomo XLIII, p. 1612, y tomo XLIV, p. 1645, en Legislación Andradc, p. 491, 
a1 E. S.J.F., tomo XLIII. p. 1612, (final del considerando tercero), en Legislación Andra­

de, p. 492. 
32 "Usar la palabra engrosar por redactar, es un barbarismo que debe proscribirse": Berrón 

Mucel, Código de procedimientos civiles para el Distrito y Territorios Federa/es: Biblio­
grafía, concordancias, jurisprudencia y notas (México, 1934), p. 56. 

33 Cfr. Alvarez de Castillo, Apuntes, cit., p. 109. 
34 Véase su citado Derecho Procesal de/ Trabajo, t. II, pp. 430-1 
aG En definitiva, este sistema se convierte en uno de sana critica (supra, capitulo IX. núms. 

29 y ss.). 
30 Véase, supra, nota 26. 
37 Trueba Urbina, op. cit, V. II pp. 432. 
as Cfr. arts. 586 LFT, 401 CFP y 506 CPC. 
au Las primeras se limitan a poner término a una situación de incertidumbre, y de ahi su 

nombre italiano: accertamcnto; las segundas, crean, modifican, o extinguen un estado 
jurídico, pero tampoco implican una prestación que haya de satisfacer el obligado. 

·IO Por ejemplo: una sentencia de divorcio, tipicamente constitutiva, requiere ser anotada 
en los registros civiles a que se refiere el articulo 682 CPC. Y en materia penal puede 
darse el caso de que una sentencia absolutoria requiera ejecución a saber: cuando el ab. 
suelto esté sujeto a prisión preventiva: cfr. Alcalá-Zamora, Derecho procesa/ penal, cit., 
t. m. p. 130. 

41 Couture, Fundamentos, cit., p. 
-12 Véase supra, nota 19. L. A. 
43 Articulo. 
44 La excusión se menciona expresamente como excepción dilatoria por la fracción Vil del 

articulo 35 CPC. 
•ü Estamos aquí ante un ejemplo típico de condena a la emisión de una declaración de 

voluntad: cfr. Alcalá-Zamora, Síntesis, cit., pp. 58-9 y nota 370. 
4U El acreedor cuenta, pues, a su favor con una norma procesal dispositiva, es decir, de las 

que permiten a las partes escoger entre las varias posibilidades que el derecho objetivo 
brinda: cfr. Alcalá-Zamora, Derecho procesal penal, clt., t. l. p. 131-3. 
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CAPÍTULO XII 

EXPOSICION COMPARATIVA DEL PROCESO LABORAL 

A)· Introducción.- B) Familia romano-germanista: 1) Europa, a) Alema• 
nia (República Federal) b) Bélgica: e) España: d) Francia: 2) América: 
a) Argentina; b) Brasil; e) Colombia: d) Chile: e) Panamá.- C) Familia 
del common law: 1 ) Reino Unido: 2) Isla de Mauricio: 3) Estados Unidos: 
4) India.- D) Países socialistas: 1) Alemania (República Democrática): 
2) Cuba: 3) Checoslovaquia; 4) Hungría: 5) Unión Soviética; E) Africa: 

1 ) Gabón: 2) Guinea; 3) Sudán. 

l. A) INTRODUCCIÓN. En el examen comparativo del proceso laboral 
seguiremos el criterio del insigne comparatista René David, cuando agrupa 
los distintos ordenamientos por familias, a saber: la romano-germanista, la 
del common law. la de los países socialistas y la de los derechos religiosos 
o tradicionalistas. 1 

2. La familia romano-germanista comprende los Estatutos que se ba­
san fundamentalmente en el derecho romano, como sucede en Europa con 
Alemania Occidental, Bélgica, España, Francia e Italia, entre otros: en Amé­
rica, con las naciones latinoamericanas, exceptuando hoy en_ día a Cuba, 
que en la actualidad debemos incluir como país socialista y en Africa algunas 
antiguas colonias en las que no obstante la independización rigen textos le­
gales influidos por los de las antigüas metrópolis, como en el caso de Argelia. 

3. La familia del common law, basado históricamente en normas con­
suetudinarias y precedentes judiciales, aun cuando hoy en día en la misma 
Inglaterra la legislación escrita se vaya difundiendo con intensidad creciente, 
tiene su origen en la mencionada nación y de ella se propagó a sus colonias 
y dominios, como Estados Unidos (aunque su derecho se aparte ya en no 
pocas e importantes direcciones del inglés) y Canadá (aquí con la salvedad 
de la provincia de Quebec) a varias de sus posesiones de Asia y de A frica, 
como la India, aunque en ésta haya a la vez que tomar en cuenta factores 
religiosos y tradicionalistas. 

4. Dentro de la familia de los países socialistas hay que diferenciar 
los pertenecientes al sector propiamente comunista, como la Unión Soviética, 
y el grupo de las democracias populares, en el cual Checoslovaquia, por 
ejemplo, ha alcanzado un mayor grado de socialización que Hungría, Bul­
garia, etc. 
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. 5. B) FAMILIA IWMANO-GERMANISTA. Trataremos primero el enjuicia­
miento laboral de distintas naciones de Europa y luego el de unas cuantas de 
América y respecto de ambos continentes seguiremos en la exposición del 
orden alfabético de países. 

6. a) ALEMANIA (REPÚBLICA FEDERAL). Alemania fue uno de los pri­
meros países europeos que en el siglo pasado creó tribunales especiales para 
conocer de litigios laborales. Fue en Aquisgrán donde en 1808 se implantó 
un Consejo de Prudentes, que más tarde se extendió a algunas otras provin­
cias del Rin anexadas por Francia. Posteriormente, el 21 de julio de 1890 
se promulgó la ley sobre jurisdicción del trabajo en la industria, y el 6 de 
julio de 1904 la relativa a jurisdicción del trabajo en el comercio. El 26 
de diciembre de 1926 se dictó la nueva ley, la cual bajo el régimen nacional-so­
cialista redujo su competencia al conocimiento tan sólo de los conflictos in­
dividuales y, a cuyo teilor, la jurisdicción laboral quedó integrada por juzga­
dos y tribunales de trabajo, más un Tribunal de Estado que funcionaba co­
mo una sala del Tribunal Supremo. En la actualidad, los tribunales laborales 
se rigen por la ley de 3 de septiembre de 1953, publicada en el Bundesgese..i 
tzblatt de 4 de septiembre del propio año (Parte l. N9 57, p. 1267), muy 
parecida a la de 1936 y modificada ligeramente por la de 2 de diciembre de 
1955 ("Bundesgesetzblatt", 3 de diciembre de 1955, parte l, N11 144, p. 2743.2 

7. Los tribunales laborales son de tres grados: 19 Los Arbeitsgerichte, 
órganos de primera instancia, con asiento en cada provincia y para cuya 
creación se tienen en cuenta los grupos de trabajadores y de patrones de la 
región, a iniciativa de la autoridad provincial principal: su presidente es nom­
brado por el Poder Ejecutivo. Los arbeitsgerichte se componen de diferen­
tes cámarns, que tiene el carácter de salas sentenciadora ( Spriichkorper), 
integrada cada una con un presidente y dos jueces y cuya actividad se divi­
de según profesiones o actividades. Conocen tanto de conflictos individuales 
como colectivos, y el procedimiento de que se valen se basa en el civil ordi­
nario, pero se desenvuelve con mayor rapidez, y de ahí que los plazos para 
comparecer o para interponer recursos sean más cortos. Ante ellos, las partes 
deben comparecer personalmente, y sólo si el asunto excede de trescientos 
marcos y el tribunal lo considera conveniente, se autoriza la defensa me­
diante abogado. La conciliación es obligatoria, el proceso comienza con una 
tentativa de avenencia dirigida por el presidente y cabe promover la misma, 
de nuevo en cada una de las etapas del proceso, hasta la clausura de los de­
bates. El examen y apreciación de las pruebas corre a cargo de todos los 
miembros del tribunal, que son asimismo quienes emiten la sentencia, sus­
ceptible de ejecución provisional, dado que contra ella se admite apelación. 

8. 29) Los Landesarbeitsgerichtc son juzgadores de segunda instan­
cia, es decir, tribunales de apelación, cuyo establecimiento obedece a criterios 
similares a los expuestos respecto de los Arbeitsgerichte. Se componen de un 
presidente, de jueces vocales y de jueces legos ad honorcm, éstos últimos co­
mo representantes paritarios. Al igual que los de primera instancia, estos 
tribunales funcionan divididos en • cámaras especializadas, y el procedimien. 
to desenvuelto ante ellos, es también casi idéntico al civil ordinario. Desta­
quemos que el apelanté nó. Pt1ede;:.~du~ir:;c;iu.eyo~ hechos o nuevas pruebas, 
si no lo haée .ene! esc~it9 intel:'pcínienc1o la apela~ión;. () si se trata del apela-
tivo en la primera• éludienciá; • •. · · ·· · · · · · · · · 



9. 311) El Bundesarbeitsgericht o sea el Tribunal Federal Laboral, 
es el órgano supremo de la jurisdicción del trabajo, con sede en KasseL 
Está formado por Scnate, cada uno con un presidente, dos magistrados fe­
derales (profesionales) y dos jueces del trabajo (legos) nombrados por los 
trabajadores y los patrones. Existe, además, una sala mayor ( Gross Senat), 
cuyo presidente es el magistrado federal más antiguo y que cuenta con cua­
tro jueces federnles y cuatro del trabajo. La actividad de esta sala mayor se 
limita a decidir sobre los asuntos que los Senate le sometan, por considerarlo 
más conveniente o por existir el riesgo de un cambio en la jurisprudencia uni­
forme. Como atribución fundamental del Bundesarbeitsgericht destaca la 
de conocer en Revisión ª de las decisiones dictadas por los Landesarbeitsge­
richte y, excepcionalmente, de las emitidas por los Arbeistgcrichtc. 

1 O. En orden al procedimiento, hay que diferenciar al ordinario ( Urteils­
versfahren) y al especial ( Beschusverfahren). Este último, de carácter su­
mario, rige respecto de los conflictos colectivos de orden jurídico y, sobre 
todo, cuando el litigio se refiera a la capacidad de una asociación para ce­
lebrar un conflicto colectivo o a los problemas suscitados por la aplicación 
del reglamento fundamental de una empresa;' Los tribunales de trabajo 
de Alemania Occidental conocen exclusivamente de conflictos jurídicos, sin 
que la división de los mismos en individuales y colectivos trascienda más 
que a la forma del procedimiento. En todos los grados los órganos son cole­
giados y de composición tripartita. 

11. La comparecencia de las partes, que como regla, es personal en 
primera instancia (supra, NQ 7), debe efectuarse mediante abogados tanto 
ante los Landesarbeitsgerichte como ante el Bundesarbeitsgericht. Finalmente, 
las partes pueden someter sus conflictos al arbitraje, como ocurre cuando 
median convenios colectivos.r. 

12. b) BÉLGICA. Pese a desarrollarse en un país pequeño, la industria 
belga tiene gran importancia entre las naciones europeas, principalmente co­
mo productora de hierro, acero, plomo y cobre. Ese poderío ha hecho que des­
de comienzos del siglo XIX se haya preocupado por la solución de los con­
flictos laborales. Vemos así como en 181 O se establece en Gante el primer 
Conseil de Prud'hornmes, al que sigue el de Bruselas en 1813. La legitimi­
dad de tales consejos fue muy discutida ,hasta que en 184 7 el Parlamento 
aprobó una ley para su creación.11 Más tarde, una ley de 9 de julio de 1926, 
varias veces modificada (la última, el 12 de julio de 1960), estableció la ju­
risdicción de los Consejos de Pntdentes. Dicho texto se ocupa de los si­
guientes puntos: l. Misión e institución de los Consejos de Prudentes: 11. 
Composición de los Consejos de Prudentes: III. Competencia: IV. Procedi­
miento: V. Disposiciones diversas: VI. Elección de los miembros, y VII. 
Consejos de Prudentes en apelación. 

13. Los Consejos de Prudentes de primera instancia, además de con­
ciliar y de juzgar, se encar¡:¡an también de adoptar medidas tendiente·s a Ja 
conservación de la propiedad de diseños y modelos industriales y de aconse­
jar al Gobierno. cuando éste los llame, sobre proyectos de trabajo (art. lo.). 
Su competencia se fija en atención a la naturaleza del liti¡:¡io, la cual se de­
termina ,a su vez, por la relación de trabajo existente entre los empleadores 
y sus empleados u obreros, y se extiende también a los conflictos que surjan 
entre empleados y obreros o entre ellos mismos.7 En cambio, no puede cono-

185 



acciones que pretendan indemnizaciones por riesgos profesionales,11 

:contiendas referentes a empleados y obreros de la administración 
Los Consejos de Prudentes son jurados mixtos cuya jurisdicción 

la totalidad de las controversias laborales, puesto que junto a ellos 
hay otros juzgadores con atribuciones más específicas, como el Consejo de 
Prúdentes de Fléron, instituido por la ley de 1 O de octubre de 1908 para los 
conflictos en la industria del carbón, y los constituidos por la ley de 5 de ju­

·. nio de 1928 para entender de los asuntos relativos al trabajo marítimo y que 
aplican procedimientos distintos de los de aquellos. Se componen los Conse­
jos de Prudentes de dos cámaras: una formada por obreros y empleadores 
(de seis a doce) y otra por empleados y empleadores (de cuatro a ocho) , 
siempre en igual número y con los respectivos suplentes. Existe, además, la 
posibilidad de crear alguna cámara especial destinada a una cierta actividad 
o profesión, pero sin que sea indispensable. Cada Consejo está presidido por 
dos doctores en derecho designados por el rey y cuenta con el auxilio de un 
asesor jurídico y de un secretario, 

14. Los Consejos de Prudentes de primera instancia, tienen competen­
cia para conocer de los asuntos señalados por los articulas 43 y 44 de la ley; 
pero para su mejor funcionamiento, dentro de cada cámara actúan dos salas, 
una para conciliar y otra para juzgar. La sala de conciliación se compone 
de un consejero empleado y de otro empleador, o bien de uno de éstos y un 
consejero obrero, según a quienes afecte el asunto ( art. 50) .Dicho comité 
de conciliación puede ser sustitu~do por uno especial, cuando el conflicto sea 
entre obreros, entre empleados o entre unos y otros,n y cabe, además, que 
lo integren técnicos, siempre que la índole del asunto lo requiera.10 De acuer­
do con el artículo 49, se puede prorrogar la competencia siempre que las par­
tes . coincidan en presentarse ante un Consejo que, en principio, no sea com­
petente . para conocer del asunto, declaren su voluntad de valerse de sus 
buenos oficios y manifiesten al presidente o al vicepresidente que, en caso 
de no conciliarse, aceptan que el litigio se resuelva mediante arbitraje por 
los mismos consejeros conciliadores, debiéndose entonces sujetar al comité 

.· a. los artículos 1003 y 1021 del código procesal civil. 11 

15. Según se desprende del artículo 55, la conciliación es obligatoria, 
· ya que ningún asunto puede enviarse a la sala competente, si antes las par­
tes ·no fueron emplazadas ante el comité conciliador, y, a la vez, la sala 
C:ompetente no puede juzgar mientras no se haya agotado la vía conciliatoria. 
La·. audiencia de conciliación es verbal, y los acuerdos a que lleguen las 
pártes tienen fuerza de convenciones privadas. Antes de que la ley fuese 
reformada, la representación en la citada audiencia sólo se permitía cuando, 
de existir un impedimento, acudiera como representante una persona con la 
inisma calidad de empleador, empleado u obrero, que tuviera el representado; 
pero desde su modificación, se admite la representación mediante abogado 
debidamente inscrito o mediante delegado de una asociación profesional. Los 
comités de conciliación tienen la potestad de dirimir en (mica instancia los 
conflictos no conciliados cuya cuantía sea inferior a mil quinientos francos. 
Si es superior a dicha suma y no se logra la avenencia, pasarán a la sala en­
cargada de juzgar,. para que los resuelva mediante juicio sumarísimo. La 
conciliación ha alcanzado tanta importancia, que el decreto de 27 de julio 
de 1964 1 ~ estableció nuevos cargos de conciliadores sociales,t:' los cuales, 
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misión decidir los conflictos res- · 
,pecto de los:·qtie h.~Ya'frace·sado)a vía conciliadora. Por razón de la cuantía 
son··coinpeterites para ,coiíocer. en única instancia de litigios que no excedan 
de diéz: mi_! francos, si·, es éntre empleados y empleadores; de dos mil qui­
nientos, si lo es entre·· obreros y empleadores, y de mil quinientos, cuando 
entre empleados y obreros. De los demás asuntos conocen en primera ins­
tancia, y sus sentencias, por tanto, son susceptibles de apelación. El proce­
dimiento a seguir, regulado por la ley a que nos estamos refiriendo, es suma­
mente sencillo, hasta el punto de preverse la posibilidad de que los conflictos 
se resuelvan en una sola audiencia. Los plazos son muy breves y, además, el 
artículo 60 faculta a los consejeros para reducirlos. 

17. En el proceso laboral belga pueden ser partes las personas que ten­
gan algunas de las siguientes cualidades: a) empleadores, conforme al ar­
tículo 2o. comprensivo tanto de personas físicas como jurídicas,1·1 b) obreros, 
a tenor del artículo 30.1ri y c) emp'leados, de acuerdo con el artículo 40.16 

Dentro de las dos últimas categorías no se incluyen los ocupados por cuenta 
de un familiar ni los obreros o empleados de la administración pública. La 
determinación de las mencionadas categorías de litigantes, tiene importancia, 
tanto para establecer In competencia del Consejo de Prudentes, e incluso la 
de las Salas, como para In formación de las listas electorales en vistas al' 
nombramiento de los jurados. 

18. Las audiencias ante los comités de juzgadores se desenvolverán an­
te dos consejeros como mínimo y cuatro como máximo, pertenecientes en 
número igual a las dos categorías que se enfrenten. En esas cifras no se 
cuentan, ni al presidente, o vicepresidente, ni tampoco, en su caso, al asesor 
jurídico o técnico llamado a intervenir.17 La participación de quien presida, 
así como la del secretario y la del secretario adjunto, es indispensable, a di­
ferencia de la del asesor técnico, cuyos servicios únicamente se requieren en 
Jos asuntos que exijan conocimientos especializados, siempre que no haya 
consejeros que los posean, pues de haberlos, serán convocados de preferen­
cia, conforme al artículo 34. 

19. Las resoluciones se toman mediante votación de Jos consejeros, sin 
que en ella participen el presidente ni el vicepresidente, y en cuanto al asesor 
jurídico, sólo en ca.so de empate ( art. 42, párrafo 3o.). Las sentencias se 

· dictarán, a más tardar, en la primera audiencia ordinaria ( art. 76). Su 
redacción corre a cargo del secretario, pero las pronuncia el presidente o el 
vicepresidente que haya dirigido los debates o bien uno de los consejeros 

.. que. lmya asistido a. los mis111os. Llevarán la firma del presidente o vicepre­
sidente, la del asesor jurídico y la del secretario, a quien, además, correspon ... 
de inscribirla en el registro de sentencia. 

20. La notificacióll de la sentencia a la parte vencida va acompañada 
de una fórmula ·ejecutoria,. qüe surte efecto veinticuatro horas después. La 
ejecución debe ir precedida . de fianza, salvo cuando la suma principal no 
exceda de- las siguientes cantidades:<a)yl,250fran~os en litigios entre em­
pleadores y obreros; b) 800. respecto ae;cm1tiendas entre empleados, entre 



obreros, o entre empleados y obreros, y c) 2.500, en conflictos entre 
empleadores y empleados, en los que cabe ordenar la ejecución provisional, 
sin perjuicio de que se apele. 

21. Los Consejos de Apelación se componen también por dos cámaras, 
formadas asimismo por empleados, obreros y empleadores, en número igual 
de cuatro a seis, más sus correspondientes suplentes. La elección de los con­
sejeros se hace por los que integran la primera instancia, pertenecientes a 
la demarcación del respectivo Consejo de Apelación. Cada uno de estos se 
encuentra presidido por dos doctores en derecho, de nacionalidad belga, 
mayores de 30 años, y dos presidentes suplentes. Su funcionamiento es simi­
lar a los Consejos de primera instancia. Entre los cambios, más salientes, 
destacaremos que el plazo para dictar sentencia, es de un mes, y que la re­
dacción se encomienda al presidente que haya dirigido los debates. 

22. Para intervenir en la elección de consejeros es necesario ser de 
nacionalidad belga, tener más de 21 años y pertenecer a la categoría de 
empleador, empleado u obrero, seg(m se trate.18 Tratándose de personas 
jurídicas, el derecho a voto se confiere así: en las compañías colectivas, un 
voto a cada uno de sus miembros, en las en comandita, uno a cada socio 
comanditario; en las anónimas. al gerente, administrador, director o con 
funciones anúlogas; en las sociedades civiles, al asociado que se encargue 
de la administración, y si son varias, al más anciano o al que designen los 
interesados.111 La permanencia en el cargo es de seis años 20 y la elección, 
que es obligntoria, se rige por el código electoral. Una de las características 
del sistema belga, es que pueden ser elegidos consejeros los empleadores, 
empicados y obreros retirados o jubilados, siempre que se encuentren en el 
pleno uso de sus facultades ( art. 16). 

23. A mnnera de recnpitulación comparativa diremos que el enjuicia­
miento laboral belga es mús sencillo que el mexicano, aun cuando desde 
el punto de vistn orgúnico los Consejos de Prudentes y nuestras Juntas de 
Conciliación y Arbitraje presenten semejanzas acusadas. A primera vista, 
el régimen belga da la impresión de responder a una integración bipartita 
(empleadores. por un lado, y empleados u obreros por el otro), a diferencia 
de la tripartita adoptada en México; pero aquel cuenta también con uno o 
dos presidentes designados por el Ejecutivo, y si bien no desempeña funcio­
nes jurisdiccionales. si realizan otras muy importantes, como vigilar la actua­
ción de lns Cúmnras o de los Consejos. A los consejeros no se les exige 
preparación profesional alguna. pero junto a ellos se encuentran los asesores 
jurídicos, que tienen, en caso de empate, voto de calidad, y eventualmente 
disponen también del asesoramiento técnico necesario. Las consideraciones 
precedentes nos llevan a pensar que los Presidentes titulares de nuestras Jun­
tas sólo deberían vigilar las actividades de los grupos especiales a fin de que 
los conflictos se resuelvan conforme a legalidad y a justicia, con la consi­
rruiente clisminudóil .en )¡;¡ cifra de violaciones de fondo o de procedimiento. 
En cuanto a los ásesores técnicos, son indispensables, y de ahí que se re­
quiera m10 .por Jo menos en cada grupo especial. a reserva de que las partes 
nombren otros, si así les conviene. 

24. c) ESPAÑA. La ley de 19 de mayo de 1908 autorizó el estableci­
miento de .T.ribi11111/es 111dust1·ia/cs en las cabezas de partido judicial ( art. 
1 O); Se coi11poí1ían del juez de primera instancia como presidente; de tres ju-



y un suplente, designados ·por el litigante obrero entre los que figura­
sen en la 'lista elegida por los patronos, y de tres jurados y un suplente, de­

. signados por el litigante patrono entre los que figurasen en la lista elegida 
por los obreros ( art. 3o.) Una segunda ley de igual fecha creó Consejos 
de Conciliación y Arbitrajf! para solucionar pacíficamente las cuestiones en­
tre obreros y patronos, es decir, huelgas, paros, etc. El 22 de julio de 1912 
se promulgó una nueva ley de tribunales industriales, integrados por el juez 
de primera instancia y por dos jurados y un suplente, patronos, y otros dos 
jurados y un suplente, obreros designados mediante sorteo para cada litigio 
entre los incluidos en las listas correspondientes (cfr. arts. Jo. y 27). El 
Código del Trabajo de 23 de agosto de 1926 reabsorbió en su libro IV, con 
diversas modificaciones, la citada ley de tribunales industriales de 1912, pero 
junto a estos adquirieron gran relieve los comités paritarios, que aunque 
anteriores a la Dictadura de Primo de Rivera ( 1923-30). fue durante ella 
cuando tuvieron mayor predicamento. Proclamada la República, la ley de 
27 de noviembre de 1931 creó los Jurados Mixtos Profesionales, a saber: a) 
del trabajo industrial y rural: b) de la propiedad rústica, y e) de la produc­
ción y las industrias agrarias. Los de la propiedad rústica fueron suprimidos 
por la ley de arrendamientos rústicos de 15 de marzo de 1935; los de la pro­
ducción y las industrias agrarias intervenían en las diferencias entre pro­
ductores (por ejemplo de uvas, aceitunas y remolacha) y fabricantes (de 
vino, aceite, o azúcar respectivamente) con ocasión del sumnistro de mate­
rias primas a las industrias transformadoras, por último, los del trabajo 
industrial y rural determinaron una dualidad jurisdiccional con los tribunales 
industriales del código del trabajo, a la que puso término la ley de bases de 
16 de junio ele 1935. que suprimió dichos tribunales y transfirió sus atribu­
ciones a los reorg¡rnizados Jurados Mixtos, a la vez que creó un Tribunal 
Central en el Ministerio del Trabajo para conocer de los recursos de apela­
ción, por encima del cual quedaba la Sala Sa., o de Cuestiones de Derecho 
Social. en el Tribunal Supremo, instituida por decreto de 16 de mayo de 1931 
como órgano ele casación.21 En plena guerra civil, el decreto de 13 de mayo 
de 1938 suprime los jurados mixtos e implanta en su lugar las Magistraturas 
del Trabajo, que, como rasgo más característico, significan la baja de la re­
presentación paritaria a que tanto aquéllos como los tribunales industriales 
respondían. Mús tarde, la ley de 17 de octubre de 1940 restablece el Tribu­
nal Central ele Trabajo, reorganizado por la de 22 de diciembre de 1949. 
que lo coloca bajo la presidencia del Director General de Jurisdicción del 
Trabajo y lo divide en dos salas, una de "reclamaciones generales" y otra 
de "despidos". Una segunda ley de 22 de diciembre de 1949 regula el proce­
dimiento de los recursos de suplicación, ante el Tribunal Central, y de ca­
sación, ante la Sala de lo Social del Tribunal Supremo. 

25. La pluralidad y dispersión de la normas procesales del trabajo ha 
dado lugar a tres sucesivos textos refundidos del procedimiento laboral. ca­
da uno de los cuales derogó al inmediatamente anterior, a saber: el de 4 de 
julio de 1958.~~ el de 17 de enero de 1963 y el de 21 de abril de 1966, que 
es el que se encuentra en vigor y de cuyos lineamientos fundamentales pasa­
mos a dar cuenta. El decreto de 1966 consta de cuatro libros y 230 artículos, 
más las disposiciones finales y transitorias. Dentro del libro primero, com­
prensivo de la "parte general". merecen señalarse las siguientes: el 9o., a 
tenor del cual, los trabajadores de ambos sexos, mayores de dieciocho años, 
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podrán comparecer como litigantes en causa propia ante las Magistraturas 
del Trabajo; el 1 Oo. que autoriza la comparecencia personal o bien por medio 
de representante y que convierte en facultativa la intervención de procura­
dor y de abogado, salvo la del segundo ante el Tribunal Central de Trabajo 
y ante el Tribunal Supremo, en los que es necesaria; el 120., al establecer que 
la justicia se administrará gratuitamente hasta la ejecución de la sentencia y 
al regular la concesión del llamado beneficio de pobreza, y el 580. cuando a 
propósito de las demandas en materia de Seguridad Social exige la reclama­
ción previa ante la entidad correspondiente, con finalidad análoga al intento 
conciliatorio. El libro segundo se ocupa del proceso ordinario y de los espe­
ciales: el primero se descompone en una fase de conciliación y otra de juicio. 
De lograrse la avenencia, se procederá a la ejecución de lo convenido, como 
si se tratase de una sentencia, salvo que el magistrado estime que exista le­
sión grave para alguna de las partes, en cuyo caso ordenará se lleve a cabo 
el juicio. En cuanto a éste, si bien de tipo oral y concentrado y con mayor ini­
ciativa del juzgador, responde a los cánones de la ley de enjuiciamiento civil. 
Junto al proceso ordinario se regula un número excesivo de procedimientos 
especiales, es decir, los relativos a despidos y sanciones, despidos especiales, 
procesos en materia de seguridad social, procedimientos de oficio (los surgi­
dos a consecuencia de certificaciones de actas de infracción levantadas por 
la Inspección del Traba jo o equiparadas a ellas). contiendas entre agentes y 
empresas ferroviarias, responsabilidades en el trabajo, reclamaciones infe­
riores a mil quinientas pesetas (deducibles ante el juez comarcal o munici­
pal o ante el delegado sindical del domicilio del actor) y conflictos colectivos 
(iniciado por la autoridad laboral correspondiente, que se dirigirá con tal 
fin a la magistratura del trabajo). El libro tercero está consagrado a los 
recursos: a) reposición, contra providencias y autos; b) el de aclaración;23 

c) el de suplicación que es un híbrido de apelación y de casación, a resolver, 
sin escritos ni alegaciones de las partes, por el Tribunal Central: d) el de 
casación, tanto por errores in iudicando (infracción de la ley o de doctrina 
legal) como in procedendo (quebrantamiento de forma), ante la Sala de lo 
Social del Tribunal Supremo; e) el recurso en interés de ley, que no es sino 
una modalidad de casación al sólo efecto de establecer jurisprudencia y que 
se da ante la citada Sala de lo Social contra sentencias del Tribunal Central; 
f) el de revisión contra sentencias firmes (o sea con autoridad de cosa 
juzgada).. también a substanciar por la Sala de lo Social; g) el de queja, 
frente. a Ja inadmisión de los recursos de suplicación o de casación; lz) la 
exigem::i,a' de'~respon~aJ,ilidad,_civil a los ma\'.jistrados del trabajo, que de re­
curso· ro.· tiene más que el 11ombre,2·1 e i) el recurso de alzada en conflictos 

•-··colectivos;. a resolver •. ¡)or í.t11a.$ftla. 'Especial del Tribunal Central. Finalmen­
. . .. te,;el\libro, cuarto .. reg_t1l~ _lqs! ~jecuciones, con un título para la de sentencias 

. y. otro para los. de carácter: j:ii;oviSfonal; dentro de cada uno de los cuales 
se· contemplan. diferentes mádaHdades. ·. 

·,· ' 26: d) FRANCIA• O tirante el siglo XIX funcionaron en ella los Consejos 
de Prúdeiltes (o· de .Hombres. Buenos,. como. también se les llama), instituidos 
por 1'Japoleón Bonaparte (supra, cap .. III, N9 20) y que son el antecedente 
-o por lo me1i61;'.' uno de Jós más destacados/e itiínediatos- de la jurisdic­
ción del trabajo. En Ja evolÚción del derecho laboral francés hay que dife­
renciar tres. periodos: El primero de ello~,; qUe<se .desarrolla a lo largo del 
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sigfoxr~~'.~\!(sc~~rolonga hasta 1936, responde a la división de los conflictos 
- en jurídicos y económicos, individuales y colectivos. Al segundo de los men­
cioiiádós criterios de clasificación obedece la creación de organismos diver­
sos para conocer de unos y otros: los Conseils de Prud'hommes y los Orga­
nismos de Conciliación y Arbitraje. Los Consejos, establecidos por decreto 
uno en cada ciudad, se componen de cuando menos dos trabajadores y otros 
tanto patrones, es decir, tienen naturaleza paritaria.2n Funcionan como Co• 
misiones de Conciliación o como Tribunales de Decisión: en el primer su­
puesto actúan con un representante obrero y otro patronal; la comparecen­
cia ha de ser personal. aunque se admite el asesoramiento de un abogado, y 
la audiencia se desenvuelve en forma oral. muy brevemente y sin formalida­
des; en el segundo caso, intervienen, también de manera paritaria, para re­
solver los litigios respecto de los que no se logró la avenencia, mediante pro­
cedimiento oral. siendo la sentencia en él recaída susceptible de los recursos 
previstos por el derecho com(m, de conformidad con su cuantía. En cuanto 
a los Organismos de Conciliación y Arbitraje. llamados a conocer de los 
conflictos colectivos, se descomponen asimismo en Comité de Conciliación 
11 Consejos de Arbitraje. El segundo período pertenece a la legislación de 
León Blum de 1936, caracterizada por implantar la conciliación y el arbitraje 
obligatorios en los conflictos colectivos y por desarrollarse la primera a lo 
largo de tres instancias.20 Este período se interrumpió por la ocupación de 
Francia por los ejércitos de Hitler, volviendo a implantarse a la terminación 
de la guerra. Y el tercero período, que perdura actualmente, se inicia con 
la Constitución de 1946, conforme a la cual. la conciliación y el arbitraje vuel­
ven a ser voluntmios respecto de los conflictos colectivos,27 en tanto que los 
individuales siguen sujetos a los Consejos de Prudentes, re¡:rulados por la 
ley de 27 de marzo de 1907 y sus posteriores modificaciones.28 Estos Con­
sejos de Prudentes funcionan como tribunales civiles de primera instancia, de 
estructura bipartita y paritaria, y conocen no sólo de la, conciliación relativa 
a conflictos individuales, sino que también pueden juzgar.20 

28. La or¡:ranización y actuación de los Consejos de Prudentes es ob­
jeto del Libro IV, título í111ico, del Código de Trabajo francés y se distribu­
ye entre los siguientes capítulos: 1.-De las atribuciones y de la institución 
de los Consejos; 11.-De la organización de los Consejos de Prudentes; 
HI.-De la elección de los Prudentes: IV.-De la disciplina de los Consejos 
de Pmdentes; V.-De la oficina de conciliación y de la oficina de juz}la­
miento; VI.-De! procedimiento ante los Consejos de Prudentes; VII.-De 
la composición de los -Consejos y de las vías de recursos contra sus decisio- -
nes: VIII.-De las recusaciones: IX.-De los emolumentos, indemnizaciones 
y derechos permitidós a. los secretarios; ujieres y testigos; X.-De los gas­
tos de_ !os .\:,Ol}!'i~jqs; _d_e_.Prudentes. 

·· 29: Los-Cc)11sejos·se compone11 de igual número de representantes, per­
tenecientes a dos cámaras, una de patrones y otra de empleados y obreros,30 

en cada una. de las·· cuales·· debe haber por lo menos dos ptud'hommes. Los 
representantes. son . ele¡:ridos por los que corresponden a la categoría del res­
pectivo pl'Ud'homme. La presidencia·_. y la vicepresidencia corresponden al­
terna.tivamente a los repr::sentantes obreros o empleados y a los patrones, 
siguiendo un reglamento de rotación. La conciliación, implantada como vo­
luntaria ( art. 62 CT) , debe ser atendida por lo menos con un prud' homme 
de cada sector, bajo la presidencia de uno de los dos. Las audiencias se 
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desenvuelven oralmente y en privado; Es necesario la comparecencia per­
sonal, y sólo en contados casos se permite la representación.31 La audiencia 
de conciliación se realiza conforme a los artículos 54 y 55 del código. el pri­
mero de los cuales autoriza al actor a cumplir en ella su demanda y al de­
mandado a contestar lo que a sus intereses convenga, debiéndose mencionar 
el desacuerdo, si lo hubiere. A su vez, el artículo 55 consiente que una parte 
defiera el juramento a la otra, previa autorización judicial. pero sin que la 
negativa a prestarlo signifique rehusarse al intento conciliatorio.32 Aun 
cuando la conciliación es voluntaria, el hecho de que una parte presente un 
asunto a fin de que se celebre aquella, se interpreta como interposición di­
recta de la demanda. La incomparecencia del actor produce la suspensión de 
la audiencia, y sólo hasta transcurridos ocho días es posible volver sobre 
el negocio. En cambio, la incomparecencia del demandado se reputa como 
fracaso del intento conciliatorio. Y cuando el demandado no acepta el arre­
Jlo inmediato, el extracto del acta de la audiencia equivale a una sentencia 
no susceptible de apelación, sea cual fuere la suma. Si el demandado no 
comparece, el asunto se remite a la oficina de sentencia,ªª aun cuando la 
corte de Casación ha establecido que "la demanda debe haberse sometido 
a la oficina de conciliación, y si no se ha modificado su objeto, las partes pue­
den presentar válidamente, ante la oficina de juzgamiento, nuevos medios 
en apoyo de la demanda".ª 1 El artículo 1003 del código procesal civil auto­
riza a cualquier persona para comprometer en árbitros los derechos respecto 
de los cuales tengan la libre disposición. Tanto el menor como la mujer ca­
sada necesitan, según los artículos 70 y 71 del código del trabajo, la autori­
zación de los padres o tutores o la del marido, en los respectivos casos, para 
llegar a una conciliación; pero cuando los obligados a darlos la nieguen, el 
Consejo tiene facultad de otorgarla. 

30. Para poder funcionar, la oficina de juzgamiento ha de contar con 
dos prud'hommes y sus decisiones se adoptan por mayoría absoluta, tras 
la oportuna deliberación.a;, En caso de empate, será el juez de paz corres­
pondiente quien lo resuelva.ª11 Los procedimientos a seguir ante los Conse­
jos de Prudentes se rigen por el código del trabajo, en el título de que ya 
hablamos (supra, N"' 28), cuyo artículo 74 especifica las disposiciones del 
código procesal civil a que se debe acomodar el proceso laboral. a saber: el 
5 y el 7, relativos a la comparecencia de las partes; del 10 al 15, que estable­
cen las disposiciones a que las partes habrán de ajustarse durante las audien­
cias y las sanciones por su incumplimiento; de 128 al 43, pertenecientes a los 
títulos V a VIII, sobre las sentencias no definitivas y su ejecución, acciones 
en garantía, investigaciones,:17 inspecciones y valoraciones; el 46 y el 47, en 
materia de recusaciones.:1s 

31. La competencia de los consejos se circunscribe a los conflictos la­
borales surgidos en el ámbito del comercio, la industria o la agricultura y 
comprende tanto los suscitados entre empleadores y trabajadores como los 
que se originen entre unos u otros, siempre que se refieran a relaciones de 
trabajo. Se fija la competencia en atención al establecimiento en que se rea­
lice el trabajo, y si éste se lleva a cabo fuera de aquel, se determina por el 
lugar en que se haya celebrado el contrato. Los Consejos se dividen por sec­
tores, que se especializan y son competentes para conocer de cierta clase 
de conflictos. Intervienen como juzgadores de primera instancia respecto de 
asuntos derivados de contratos de trabajo. La vía impugnativa abarca los 
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.•.. ;i¿ó~~r,~~~'~t1.·t;6n;·/guc se ·acomoda 'a;·J6S d;;;~~i~i ~~5~;ª: 4~ij~~f ;f §J1ef i,t•• ··· · ' 
¡n:ócesal,;ci\lil;·y :de casación, en virtud d~ ·ex·Ceso de poder~o de;yiOla~ión'de·: ·-·· · 
.ley (súpra; nota 28). Ademús, cuando la sentencia se· haya dictado,en últiin~ 
instanciél y. no sea ya susceptible <le oposición, podrá, sin erpba.r:go; ser:re-· 

'voca<la mediante requerimiento de parte, ·siempre que se. encuentreien algu'.". 
no delos casos en que el articulo 480 del código procesal civil permite. hacer'.'. 
lo;. Finalment·e, si conforme al artículo 442 del expresado código, los tribuna-
les.·. de comer:cio no pueden proceder .a la ejecución de sus senteneias, y si 
dicho precepto es t1plic;1ble a. la esfera lélboral. ·a consecuenciaide la remi~ 

· i;ión que él él hnce el susodicho élrtículo 74 del código del trabujo ha de·en~ 
tenderse, mwlógamente, que tampoco los Consejos· de Prudentes· e.stán fa- · 

.. cuitados ·para ejecutar sus sentencias, sino que· habrán de dirigirse éÜ:taldin, 
~9mo.a~uéllos; a los tribunales civiles. . . .. ... . •.. ·.. ;.<·;· 
, .. 32.· e) ITALIA. Producida en .1870.la unidad nacional italiana, la Co~; 

. misión nmnb1·ada el 3 de febrero de 1878 para indagnr las causas/de Jas . ' 
.··huelgas.y. brindarles remedio. presentó·. en marzo de. J 879. una expósicié>11. en. -~· .•· 
· la:que., pl'oponía n la creación de colegios de prudentes (pl·Obiviri) T qife:ftle~·u . ·· 

· ronjmplantmlos años más tarde mediante la ley de 15 de . enero de J 893, ;fe'.'. ' .·· • 

fo1.:1nada varias veces .antes del advenimiento del fascismo. Junto á·,·eUa;d.di..:S· •·.• 
veí:sOs ·textm; regulaban .relaciones laborales especiales y; el funci()na1ni~ñfci·::.F ···· ·•· 
de orgnnismos llamados a resolver los conflictos inherentes a ellas,. como~el · -
decreto ele lo. ele agosto de 1907 sobre las comisiones de conciliación' refe~ 
rentes a los arrozales o el también decreto de .9 .de :febrero de 1919.(acei:ca .···. 
de !ns comisiones mixtas instituidas en las Cámaras de Comercio paracon(l~ • · 
cer como ói·gnnos ele conciliación y arbitraje acerca de las ·controversias re-
lativas a los co11tratos de empleo privado. . ·. . . ·. . .. 

· 33. Bajo el fascismo; y antes a Cm de que se promulgase la· Corté· del 
l..woro de 30 de abril de 1927, lil'!ey ele. 3 'de abril de 1926 se ·ocupó de los 
conflictos colectivos, cuyo conocimiento atribuyó a ·las Cortes de Apelación, 
erigidas ·en ... · Mngist:rnturas del Trnbajo .• así;..C:()!ll().Jél111.~ién elde la segunda 
iifstníiCia •f reTltc-·él las acCisiol'ics'cmlffdas-respecto ·de ··conflictos individuales 
pc:it'·los .Consejos de probioit'i o por' lns ·Coniisiones del empleo privado, su~ 
primiclos unos y otrns por ·el decreto de 26 de febrero de 1928, que trans~ 
füió .sus facultndes n los p,·etores o a los trib1111ali, en atención a la cuantía 
de la reclnmación, y c¡ue .modificó el procedimiento de primer grado hasta 
eút9nces aplicado il los citados litigios.:m . · .. , · . .. . · 

· 3•1 ;, Una tercera etapa estft representada por la promulgación, eL28 de 
octubre cle]910, y por la entrada en vigor, el 21 de abril de 1942; del actual 
cósligb ·de procedimiento civil. Así como el código civil substantivo de 1942 
reabsor.be en su libro V las disposiciones concernientes al trabnjo, así tam­
biéil' el· código pr:ocesal incluye en el título IV del libro II (arts. 409-473) las 
"i1ormas parn las controversias en materia corporativa". El título ·en cuestión 
se dividía en cuatro capítulos: el primero, sobre las controversias colectivas, 
quedó derogado a .ki célida del fascismo. por lrnllarse vinculado con la orga­
nización sindical que implantó dicho régimen; el segundo se ocupa de las 
contro\rersias 'individunlcs; el tercero de· 1ns controversias en materia. de pre­
.visión y de asistencia obligatoria, y el cuarto, de las controversias individua­
les en nrnterias reguladéls por normas comparativas (Este último ha perdido, 
no del todo,. pero sí en gran pmte su razón de ser, como consecuencia de léi 
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· mencionada•s~tpresi~~.de la organización sindical fascista). Aun cuando de­
rogado .. 'diremos::algo acerca del proceso colectivo: encomendando su cono­
cimfonto·a:fa·-Mftgistratura del Trabajo, abarcaba tres clases de controversias, 
a saber:.Jas:relativas a la aplicación de los contratos colectivos y de normas 
a ellos.;{.eqfüpa~agá~ ~Jas peticiones de nuevas condiciones de trabajo y a los 
acuerdo.s':(¡2,yg•.relaeiones colectivas de carácter económico (cfr. art. 409 
cód;'proc/:.Lciy;)¡•;•Tanto en la primera audiencia como en cualquie mo­
meht9<eri.Jqí.1e~se··manifestase la oportunidad para ello, el presidente de la 
Corté ~le~Afielaciém debía intentar la conciliación entre las partes. En caso 

·-aeT~rmiiiaf:{eF:'pfoceso mediante sentencia, ésta era susceptible de los recur­
sós.de casélción·(por los mismos motivos que las sentencias civiles en estric­
tótsentidot," de revocación (por las causas del artículo 395) 40 y de revisión, 

. é:úaiidó' sobrevenga un importante cambio en el estado de hecho y lo pro­
. niüévari la parte interesada o el ministerio público (cfr. arts. 425-8 cód. proc. 
ci\T.). 
. 35. El proceso individual, que continúa en vigor, con excepción de los 
··preceptos relativos a la intervención de las asociaciones sindicales, se aplica 
alas controversias enumeradas por el artículo 429, comprensivas de relacio­
nes no sólo laborales y de empleo, sino también de algunos contratos agra­
rios, como el de aparcería. La competencia cuantitativa se distribuye entre el 
pretor (asuntos inferiores a cien mil liras) y el tribuna'le, con la particulari­
.dad de que ante el primero la demanda puede proponerse de palabra (arts. 
434 y 437). Los poderes instructores del juzgador son amplísimos, ya que 
puede ordenar de oficio cuantos medios de prueba considere oportunos ( art. 
439). Prevé el código tanto el tránsito desde el rito ordinario al laboral, como 
al .revés, para cuando emprendido uno de ellos se advierta que no es el pro-

. cedente-" (cfr. arts. 445-6). Las sentencias son susceptibles de los recursos 
de apelación, ele casación, éste último tan sólo por el motivo 3o. del artículo 
360jes decir, por violación o falsa aplicación de normas de derecho, inclu­
yelldo. entre ellas las disposiciones de los contratos colectivos o equiparadas 
a.los misnios (cfr. arts. 450 y 545). Junto al procedimiento descrito se re­
gulan otros de índole individual. o sea el arbitraje por medio de consultores 
técnkos, en número de uno o de tres, cuando se trate de controversia que 
tenga carácter pt·edominantemente técnico, en cuyo caso los árbitros decidi­
rán seg(m equidad (cfr. arts. 455 y 456). 

36. f) Portugal. El decreto-ley de 23 de septiembre de 1960 41 insti­
tuyó .. _Comisiones Coq1orativas, llamadas a intervenir principalmente en los 
conflictos colectivos. Sólo en el apartado último del artículo 11, que determi­
naJa competencia de tales comisiones, se les atribuye la facultad de procu­
rar In. conciliación en los conflictos laborales individuales. Dicho trámite es 
obligatorio, cuando lo estipule nlgún convenio colectivo o cuando así lo 
ordene el Ministerio de Corporaciones y Previsión Social. La composición 
de lns Comisiones Corporativas no la puntualiza el decreto-ley, sino que la 
fija cnda convenio colectivo, pero, en todo caso, han de ser paritarias, tanto 
respecto de titulnrcs como de suplentes, y su presidencia corresponde al re­
presentante del Instituto Nacional de Trabajo y Previsión. Solicitada por 
las partes ·la actividad de una Comisión Corporativa, deberán comparecer 
personalmente ante la misma, una vez que sean llamados por ella. Del re­
sultado obtenido se levantará un acta, en la que se expresarán las circunstan-
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cias y términos del acuerdo a que se llegue o los motivos que impidieron el 
arreglo conciliatorio. Si el desenlace es positivo, esas actas constituyen el tí­
tulo ejecutivo ante los tribunales de trabajo, una vez homologadas por el 
Presidente de la Comisión. 

37. 2) AMÉRICA. Con excepción de Cuba. perteneciente hoy en día 
al ámbito de los países socialistas, y del Estado. Libre Asociado de Puerto. 
Rico, donde se amalgaman el derecho español y el norteamericano, en la~ 
demás naciones del continente rige el sistema romanista, que se manifiesta 
también en el campo de las relaciones laborales. Y como debido a esa co­
mún ascendencia, el enjuiciamiento del trabajo presenta en ellas semejanzas 
acusadas, seguiremos en la exposición el orden alfabético de los Estados que 
van a ser objeto de nuestro examen. 

38. a) ARGENTINA. El proceso laboral se desenvuelve en ella en dos 
instancias: con la primera encomendada a juzgadores monocráticos, por con­
siguiente, sin composición tripartita ni paritaria. Estos tribunales uniperso­
nales42 actúan como órgano jurisdiccional de única instancia cuando el mon­
to del asunto no excede de diez mil pesos argentinos: pero de penetrar en 
la fase de juzgamiento por el conflicto ha de ser sometido a conciliación, la 
cual se intenta en una junta convocada al efecto. ~orno juzgador de segunda 
instancia, actúa la Corte de Apelación del Trabajo. integrada por siete jue­
ces y que conoce de los recursos contra sentencias dictadas en primera ins­
tancia, así como contra laudos arbitrales dictados en conflictos económicos. 
El procedimiento es similar al ordinario, pero más rápido y concentrado, y 
puede impulsarse por las propias partes o por el sindicato a que pertenzcan, 
siempre que éste cuente con estatuto corporativo especial. que le permita re­
presentar tanto los intereses individuales de sus afiliados como los de índole 
general o sindical. Legitimados para intervenir como partes, se hallan los 
trabajadores y los empleadores, sin que la legislación argentina haga la cla .. 
sificación de obreros y empleados.43 

39. b) BRASIL. Su jurisdicción laboral es competente para conocer tan­
to de los conflictos individuales como colectivos, y lo mismo económicos que 
jurídicos, y se ejerce por medio de juntas de conciliación y arbitraje, muy 
parecidas a las mexicanas, y. por tanto, de composición tripartita, con un juez 
de trabajo como presidente. Dichas juntas son órganos de primera instancia 
y se establecen en cada distrito judicial. Cuando en un lugar no exista junta, 
los conflictos podrfm someterse a los jueces de paz. La nación se encuentra 
dividida jurisdiccionalmente en regiones, en las cuales funcionan los tribu­
nales denominados régionales, órganos de segunda instancia, asimismo de 
composición tripartita, pero no paritaria. Tales tribunales se dividen en: de 
primera categoría, integrados por siete jueces de trabajo, de los cuales, 
uno representa a los trabajadores y otro a los empleadores: y de segunda 
categoría. con sólo cinco jueces, e igualmente con representación patronal y 
obrera. Como juzgador de tercera instancia actúa la Corte Superior de Tra­
bajo, integrada por once jueces, de los cuales dos representan a los emplea­
dores y dos a los trabajadores. 

Los tribunales de trabajo forman parte del sistema judicial general del 
Brasil. y su jurisdicción no se extiende a los litigios relacionados al trabajo 
agrícola. 

Los sindicatos tienen facultades para representar a sus miembros ante 
los tribunales de trabajo, incluso en funciones de procurador: y, por exigen-
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· cía ·de Ja· ley tienen 
los trabajadores:1·1 

40. e) COLOMBIA. En· la jurisdkción en régimen 
de doble instancia, de los conflictos jurídicos. indiv~duales como co-
lectivos. La primera de esas instancias está encomendada a los juzgados mu­
nicipales, establecidos en los distintos municipios, y que entienden de ímica 
instancia de los litigios que no excedan de tres mil pesos colombianos. Trá­
tase de órganos jurisdiccionales monocráticos, y cuando no los hubiere en 
el lugar del coriflicto, las cóntroversias podrán someterse a los juzgadores or-
dinarios; si bien· dando aviso· al juez de trabajo más cercano. Los jueces te-· 
rrit(lriales tienen la misma competencia que los· municipales en los corregi­
mieútos intendencia les y comisariales que señale el correspondiente Tribunal 

:)Superior del Oistrifo Judicial. La segunda instancia incumbe a lós Tribunales 
: Sl.íperiores de<Jos Distritos Judiciales, constituidos en sala laboral; intervie-

. : ne11 respecto de . asuntos decididos en primera instéincia por los jueces muni~ 
. ci¡)alcs, así como en las apelaciones y recursos de hecho ·1" interpuestos en 

cUestiol'l.es 'de competencia , y en la homologación de laudos arbitrales dicta~ 
dos coúforme al artículo 14 L del código procesal del trabajo. En cuanto a la 

. safo,de Casación•'d~ la Corte Suprema de Justicia; su nombre indica ya 
· cuaLes .. su principal· cometido, junto al cual figuran también el conocimiento 
'de' los,recursos de'hecho contra los autos en que se denigue el recurso de 
casadón y:,la hoínologación de los laudos arbitrales conforme al artículo 
113 ~_el}ita~O código procesal. Decide, además, las cuestiones de competen­
cia cnti·c e lc:ís tribunales de dos o' más distritos, y entre los juzgados per­
tenecientes.a distintos distritos. El código procesal del trabajo estima que el 
'intento ·conciliatorio puede realizarse en· todo momento, antes o después de 

__ J~{Q.einanda einduso en cualquiera ·de las instancias, siempre que lo solici-
.· teri;Ias'pa'ftés; En cprincipío, di.~ho intento parece tener carácter obligatorio, 

puesto que el Inspector de Trabajo, ante quien puede solicitarse. está fa­
culta.do para apremiar a las.partes· a' fin de que concurran a la audiencia 
respectiva~ : ,. ·· · ,; •.... · .. · .• ·. ·· , 

. Sitrembargo, la inasistené:ia al mismo se considera tan sólo como ausen­
cia.:de fuiímo conciliatorio!(j\ tal audiencia, igual que a las que se celebren 
en' única instancia; las partes pueden concurrir personalmente. El procedi-
miei1to se 'rige por· los principios de oralidad, publicidad y gratitud. La valo­
raciói1 · de . las . pruebas no se somete al régimen ordinario, sino que deben 
apredarse conforme a los principios científicos. La ley determina en qué ca~ 
sos"ha de·mediar sole111nidád. La jurisdicción laboral constituye, en realidad. 
un poder jtídicial espcciril,' distinto de los otros poderes. El arbitraje laboral 
voluntario estú autorizado en Colombia, previa cláusula compromisoria, y los 
laudos que en virtud de él ·se dicten habrán de ajustarse, en lo posible. a las 
sentencias de los jueces de ·trabajo. Los laudos producen efectos de cosa 

.·juzgada, pero están sujetos ,al recurso de homologación;w de carácter ex~ 
traordinario, que se interpone ante. Ja sala laboral del Tribunal Superior, a 
menos que se trate de arbitraje' obligatorio, en cuyo caso se deducirá ante la 
sala laboral de la Corte Suprcma~·1 7 •. · 

11. d) CHILE. Lo misn1o que e11 (:olombia. la juri~dicción laboral se· 
circunscl'ibe a los conflictos Jurídicos;,. sean·.· indJyi~uales o colectivos. Los 
juzgéldos de primera instancia ·son .Uniperso~ales,:y~~·se'[diyiden en de primera, 
de segunda y de tercera categoria;·18" iSe '~allari esfáblecidos en los departa~ 
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mentas y localidades en que sean necesarios y conocen en umca instancia 
de asuntos cuya cuantía no pase de diez mil pesos chilenos. 49 Como juzga­
dor de segunda instancia actúan las cortes de trabajo, instaladas en distin­
tas ciudades: e integradas por tres ministros y tres vocales, uno de éstos 
designado por los empleados, otro por los obreros, y otro por los empleado­
res,n0 con la particularidad de que la asistencia de los vocablos es facultativa. 
Existe, además, el Tribunal Especial de Apelación, conmpuesto en la misma 
forma que las Cortes de Trabajo. El procedimiento presenta ciertos rasgos 
inquisitivos, y así en materia de prueba, el juez es quien señala los puntos 
sobre que haya de recaer, y designa a uno o dos peritos, cuando se re­
quiera su intervención. Los sindicatos pueden representar a sus afiliados. 
siempre que estos les otorguen mandato al efecto o les dirijan una solicitud 
para que asuman dicha representación. De ésta puede encargarse tambif:n 
un abogado en ejercicio, cuando la cuantía litigiosa sea superior a diez mil 
pesos. 

La legislación chilena prevé una conciliación extrajudicial, de la que 
se encarga la Dirección General del Trabajo por medio de sus inspectores, 
o bien las juntas p¡:!rmanentes de conciliación o los tribunales arbitrales. El 
acuerdo conciliatorio se llama finiquito y tiene valor probatorio. Iniciado el 
proceso laboral y contestada la demanda, puede nuevamente intentarse la 
conciliación. "1 

42. e) PANAMÁ. Para resolver los conflictos jurídicos cuenta con una 
jurisdicción especial. que se compone de varios grados. El peldaño inferior 
está constituido por los tribunales divisionales del trabajo, establecidos para 
grupos de cinco o más provincias (dado que éstas son muy pequeñas) y que 
conocen exclusivamente de conflictos jurídicos. Lo mismo que en Chile, si 
en el lugar donde surja el litigio no existe juzgador del trabajo, pueden inter­
venir los jueces ordinarios, siempre que se de aviso al tribunal laboral más 
próximo. Como órgano de segunda instancia actúa la Corte Superior de 
Trabajo, integrada por un juez .independiente, un representante de los em­
pleadores y otro de los trabajadores. Los tribunales de primer grado cono­
cen en imica instancia cuando el asunto no exceda de cincuenta balboas. Las 
apelaciones se presentan ante la citada Corte Superior, y todavía, cuando la 
cuantía litigjosa exceda de quinientos balboas, se admite un recurso o~dina­
rio de apelación ante el tribunal de lo Contencioso-Adiministrativo. La Juris­
dicción laboral panameña goza de independencia. puesto que según el ar­
tículo 342 del código del trabajo. los jueces que la integran sólo están suje­
tos a Ja Constitución y a la ley. En el proceso Jabral panameño, la concilia­
ción habrá de intentarse después de presentada la demanda, y el fallo debe­
rá recaer dentro de los cinco días de interpuesta la misma. En orden a la 
prueba testifical. no se permiten más de cuatro testigos por cada punto a 
aclarar, y esa cifra puede ser reducida por el juez. Cuando hayan de decla­
rar personas que no habiten en el lugar del juicio, podrán rendir su testimo­
nio ante autoridades del sitio en sue se encuentren, con el consiguiente aho­
rro de tiempo y de dinero. Como regla, las pruebas habrán de presentarse 
en Ja misma audiencia, y únicamente pueden posponer!)e por veinticuatro 
horas. Los sindicatos pueden, como en otros países, representar a sus afilia­
dos. Además. el Instituto de Vigilancia y Protección del Niño puede inter# 
venir en los litigios. en que un menor trabajador sea parte, y para ello. cuenta 
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;b~fg~~x~~~~fü~>'i~~:t~ito~de asistencia .. social, agregado al Ministerio de Tra-

.·. ;>;;~1~~:o,1c'é)_~;;;]3.i\M1LIA DEL COOMON LAW. 1) REINO UNIDO. En Inglaterra, 
eL¡:í~íS\Originador del common law, no existe distinción en cuanto a la solu­

/ció11'..:pe,:;~lC)s Conflictos laborales, entre los jurídicos y los económicos. Las 
· >ci:.(estiones de trabajo na se resuelven generalmente por medios predispuestos 

pC)r}as•propias partes en los convenios colectivos, y de preferencia por obra 
·. d~Ja negociación colectiva.r. 1 Si los sistemas particulares no dan resultado 

·-satisfactorio, entonces el Estado puede intervenir, de acuerdo con los métodos 
··. que a continuación exponemos. Pese a la existencia de diversos procedimien­

tós, los conflictos se solucionan casi siempre mediante la conciliación y el 
arbitraje previstos en los convenios colectivos, o bien a través de los orga­
nismos instituidos para ello por la administración pública a distintos niveles 
(local, regional o de distrito, nacional) .r.5 En torno a las contiendas labora­
les se ha creado la conciencia de que deben resolverse en la primera instancia 
a que sean sometidas. 

H. Cuando se trata de conflictos individuales, el procedimiento se 
suele iniciar por gestiones que el capataz realiza ante la empresa, una vez 
que ha hecibido la reclamación del trabajador. Si sus gestiones no dan re­
sultado, el organismo mixto que debe existir en la empresa, intentará un 
arreglo conciliatorio y, por último, el asunto puede llevarse ante una instan­
cia superior. Cuando el arbitraje está previsto entre las partes como medio 
de resolver sus divergencias laborales, el sindicato intervendrá a través de 
sus delegados, los cuales, a su vez, tratarán del litigio con los delegados de 
la empresa. Recientemente se ha propugnado por diversos autores la im­
plantación de un sistema único de arbitraje independiente, merced al cual 
se solucionarían definitivamente los asuntos en una sola instancia.56 En ta­
les circunstancias,57 la intervención del Estado es meramente subsidiaria, 
puesto que sólo presta sus servicios cuando los sistemas particulares han fra­
casado, en cuyo caso permite a las partes acudir a los mecanismos legales, 
creados por la Ley de conciliación de 1896, por la de las cortes laborales 
de 1919 y por algunas otras disposiciones sobre arbitraje obligatorio dictadas 
al comienzo de la Segunda Guerra Mundial.58 

45. La mencionada ley de conciliación permite que las partes solici­
ten la intervención del Estado. A tal fin, presentarán una petición a un fun­
cionario dependiente del Ministerio del Trabajo, cuya función consiste, pre­
cisamete, en investigar y conocer el estado y marcha de las relaciones la­
borales, para prevenir los conflictos. Se extienden asimismo sus actividades 
a su posible participación en organismos bipartitos y, desde luego, a actuar 
como conciliadores y mediadores. Además, por mandato legal, el ministro 
del trabajo tiene facultades para promover la reunión de las partes, perso­
nalmente o por medio de sus representantes, con objeto de que, presididas 
por una persona que designen aquellas o el propio ministro, se proceda a un 
intento conciliatorio. 

46. Las recomendaciones de lo que se conoce como comisión Whitley, 
desembocaron en la ley de 1919 que creó la corte laboral, con un presidente 
que designa el ministro del trabajo, y representantes de los trabajadores y 
de los empleados. La corte funciona cuando previo acuerdo de las partes, 
y ante el fracaso de cualquier otro procedimiento, el ministro decide enviar el 
asunto a su conocimiento. La misma ley prevé la integración de una junta 
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de. arbitraje •. · co·mpucsta ·•·rol\ p~~&g~ris'.'.;.~~~ig~'h'd~s'.cp6~"1~s.··partes y presididás 
por .una .nombrada. p()r el•mjhi~t~o.; E,ri:;Jas últi1~as··•décadas se ha ampliado la 
competencia de la corte; a la .que,Y~riás leyes haú ·Conferido atribuciones para 
entender de determinados conflictos,< como los relacionados con el transporte 
por carretera o ferroviario (1930.:.3) ~ con la industria azucarera ( 1936 y 
1956) , con la industria cinematográfica ( 1938 y 1948) , con el transporte 
de mercancías por carretera ( 1938) , con la aviación civil ( 1949) . Los pro~ 
ceclimientos están exentos de forma\idades; y aun cuando las partes se hacen 
representar con cierta frecuencia por las organizaciones a que pertenecen, 
rara vez se nsesoran por abogados. Los laudos dictados por la Junta o por 
la Corte, necesitan, para ser obligatorios, que las acepten las partes, lo que 
sucede casi siempre. En un gran número de convenios particulares se estipu~ 
la que la Corte Laboral intervengan como juzgador de última instancia en 
los litigios a que den lugar . 

. 47. 2) ISLA DE MAURICIO. Esta isla." 11 dependencia británica, creó en 
1944 tribunales de trabajo para conocer de todo lo relativo a asuntos labora~ 
les, inclusive los delitos cometidos con ocasión de las relaciones de trabajo. 
La avenencia prejudicinl se intenta ante el magistrado a cuyo cargo esté el 
tribunal de trabajo, quien puede ordenarla motu propio. cuando lo considere 
conveniente, o bien a petición de parte. Los tribunales de trabajo conocen 
en primera instancia de los conflictos laborales, sea cual fuere su clase, de 
acuerdo con los procedimientos establecidos por el Tribunal Supremo, ante 
el cual pueden ser apeladas las decisiones de aquéllos. Hemos recogido, a 
título de ejemplo, el sistema vigente en la Isla de Mauricio, para mostrar las 
diferencins entre el régimen de common larv inglés y el de sus colonias o 
dependencias en materia de enjuiciamiento laboral. 

48. 3) ESTADOS UNIDOS. A excepción de Luisiana, donde prevalece 
la influencia romanista a través de España y de Francia, en las demás en~ 
tidades federativas de Estados Unidos, país cuya importancia y relieve mun~ 
diales no es necesario ponderar, rige un sistema de derecho que se ha dado 
en denominar no escrito, aun cuando sí lo esté, que se basa en los prece~ 
dentes y en las instituciones del common larv anglosajón. 

49. En materia de controversias laborales, la política estadounidense 
consagra la libertad contractual entre las partes, es decir, arranca del arreglo 
previo que determine el camino a seguir, según se infiere de la Ley Landrum 
Griffin de 1959 sobre relaciones laborales.00 No existe diferencia de condi­
ción entre los conflictos individuales y los colectivos. El primer paso, en 
caso de litigio individual, es una queja al capataz para que éste la transmita 
al empleador. Una gran mayoría de los procediminetos de queja aceptados 
por las empresas, prevé un sistema de arbitraje ad lioc, no permanente y aco­
modado a la spautas de los Labor Arbitrntor Rcports. Como regla, los jrbi­
tros son tres 01 y sus laudos se llevan a ejecución por medio de los tribuna­
les ordinarios. Como la mayoría de los traba ja dores se encuentran afiliados 
a organizaciones sindicales, los problemas surgidos con motivo de las rela~ 
dones laborales se suelen resolver por medio de negociaciones colectivas,62 

en las que se advierte también la preferencia por el arbitraje voluntario. En 
cuanto al arbitraje obligatorio, no se ha llegado a implantar, pese a que di~ 
versos autores lo consideran conveniente; pero no ha logrado todavía impo­
nerse en el ánimo de los obreros y de los empleadores, salvo en el ámbito de 
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'.~1rit1~:~;~1~i;~~a~.·;~e .servicios públicos."ª y a propósito de los conflictos eco­
nómkos,'y:a,u? en.ellós, ·Con tendencia a desaparecer.º~ 

. 50. Cuando fas partes no han establecido un sistema o medio para re­
solver; sus;prciblemas ·de trabajo, o bien cuando fracase la solución particu­
lar, el Estado tiene previsto que acudan a'nte los tribunales ordinarios, la 
Jünta'. Nacional de Relaciones Laborales, el Servicio de Mediación o Ja Junta 
Ferroviaria Nacional de Sindicatos. El Consejo Federal de Mediación y 
Conciliación fue establecido primeramente en 1880 para la industria ferro­
viaria; pero en vista ~de sus resultados, se ha creado en las industrias y em­
presas de,.•cierta 1m1gnitud, comités paritarios para que arreglen los conf.lic­
tos (jtte nos ocupan; ·.· 

·.· ..... · . SJ;CEI sistema: <l,e common 'law no conoce, como dijimos (supra, N•1 
.'.49) ;¡a'."distincióJ1' dei:J()s conflictos laborales en individuales y colectivos, y 
j>opeJél. solüC:ión~de:unos•yotros en manos de las propias partes. Semejante 

···· · fórn.mla·no suscita serias•dificultades mientras se trate de los individuales de 
· -· S:~¿i}!~1é~i:~j~,.ridi~?';<~~ p~r9~~~r:_:.9{rece graves inconvenientes respecto de los colee~ 

)iv,os·.dl'.}índole.' ecoiiómicU, y año tras aiío, las huelgas ocasionan cuantiosas 
cj)éfdidas; .•............ ·•.·.······. •. ··.·.·· : ... . •. ' 

· 5 < ·52; · 4) lNoiA~ Su derecho. clasificado antaño como perteneciente a los 
.sisté1nas religiOsós y tradicionalistas. a causa de los estrechos nexos en ella 
existentes ·entre religión, moral y derecho, tiene en la actualidad que ser in­

"di.1ido bajo el sigilo de common law, debido a la gran influencia sobre él 
. ejercido por CI de Inglaterra durai1te los años en que la India estuvo someti-

'dé1<1'( la misma. La moderna legislación hindú presenta caracteres especiales, 
pues paralelo el propósito unificador se manifiesta en ella el afán de reno­
vación, es decir, de reformar !ns relaciones fundamentales de la vida social. 
Las· modificaciones introducidas no han dejado, sin embargo, de recibir in-

.Jlujoscreligiosos y tradicionalistas.u¡¡ Las leyes aplicadas· a las castas hindús 
•se denominaron, precisamente por ello, derecho hindií: pero para diferenciar­
lo de él, el nuevo derecho, que· se aplica a todos y tiene carácter básico, re­
cibe el CéÍlificativo de "indiano" .ai; La mayor parte del nuevo derecho pro­
viene del inglés, cuyas bases han sido estrictamente recibidas; pero dentro 
de clse inanifiesta la corriente codificadora, dentro de la cual no se diferencian 
cómmon law y cquity, sino que se fusionan sus principios rectores.67 El 
sistenrn indiano ha. servido· de modelo, a su vez, para algunos paises africa­
nos que con ánterióridad fueron colonias inglesas, como el Sudán ( infra, N9 
90) .: . 

· .53; Enmateria JélboraV tampoco se conoce la distinción de los coflic­
tos por raz~Íl de su 'categoría. Desde el punto de vista orgánico, el sistema 
instituido . en la India para .. resolver las controversias de trabajo es bastante 
c.o_mpJi.~~clo/scg(m 0pasamos a exponer. He aquí los diferentes organismos 

·· · que intervienen en la administración de· justicia laboral. 
·. ' · ·.1. Comité{qe Empresas, cuya implantación se ordena por el Gobierno 

1;espectivo.<al emp!ead6r que hubiese tenido en su establecimiento más de 
cien trabajridor~s 'dúrante los 'doce últimos meses.' Se componen. en forma 
paritaria; de representantes de los trabajadores y de los empleadores, y su 
¡:)~incipal' fuúd~n consiste en manterier las buenas relaciones inter-empresa­
dales, así eonicí . en prevenir los conflictos, solventando de' la mejor manera 
·ras dis'crepancias que se produzcan. 
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.......... · •. 2 . .(:;'ó~cizi1adres:~de~l~naclos-en cada región industrial o para deter~ 
minadas industrias; con carúcter permanente o durante periodos limitados. 
. 3, /w1tas dé Concíliación, integradas por un. presidente y dos o cua~ 

tor vocales e11 repi·esentación de las partes en conflicto, y cuya misión es 
resolver los conflictos laborales. 

4; · Comisiones de Encuesl'a, destinadas a estudiar las circunstancias en 
que se desenvuelven los conflictos y en cuya composición no entra un núme~ 
ro fijo ·de miembros. 

5. Audiencias Laborales. Compuestas por .un solo presidente, nombra~ 
do por el Gobierno respectivo. La designación recae entre quienes son o han 
siclo jueces. Les corresponde resolver los problemas relacionados con: la opor~ 
tunidad o legalidad de lns órdenes dadas por los empleadores en virtud del 
reglamento de la empresa: la aplicación e interpretación de dicho reglamento; 
el despido o licenciamiento de trabajadores, su reintegro al empleo o el pago 
de indemniznciones a los i1fjUStamente licenciados; la supresión de cualquier 
concesión o privilegio consüetudinario; la ilegalidad eventual de una huelga 
o de un cierre patronal, y toda.s las cuestiones no comprendidas en el anexo 
III, del mtículo 7? que correspoilde a los tribunales de trabajo. 

6. Tribuna'lcs de Trabajo. a .. los que compete el conocimiento de los 
asuntos mencionados en el nú1nero precedente y, además, los que señala el 
citado nnexo lII. a saber: salarios, inclusive el periodo y la forma de pago; 
indemnizaciones y subsidios; .horas de trabajo y pausas de descanso; vaca~ 
ciones pagadas y días feriados; primas, participación en los beneficios, fon~ 
do de previsión y gratificaciones;. trabajo por equipo, en forma distinta de 
la prevista en el reglan;iento de la empresa; clasificación por grados; normas 
disciplinarias; nacionalización; despido de trabajadores por reducción de 
plantilla o cierre del establecimiento, y otras cuestiones que especifiquen. Son 
también organismos unipersonales: pero pueden nsesorarse por dos personas, 
cuando el Gobiemo lo estime necesario. 

7. Trilnmalcs Nacio11alcs de Trabajo. Su composición y funciones son 
similares a la de los enunciados en el número anterior. Conocen de los 
conflictos laborales que el Gobierno Central considere de importancia nacio~ 
na!. 

54. Los conflictos pueden ser sometidos a los organismos expresados, 
sin que medie petición de parte. es decir, de oficio y sin necesidad de acudir 
jerúrquirnmente a ellos. El arbitraje voluntario se da cuando las· partes lo 
recaban de una audiencia laboral o de un tribunal de trabajo, fijan el núme~ 
ro de árbitros que haya de actuar y prevén el nombramiento de un tercero 
en discordia para el caso de empate. La conciliación es obligatoria cuando el 
negocio afecte a un servicio de utilidad pública. Si en tal caso no se llega a 
un acuerdo, el conciliador ordenará una encuesta acerca de las circunstancias 
del caso y remitirá el resultado de la misma· al Gobierno respectivo, para 
que éste decida si el asunto debe encomendarse a las Juntas. Audiencias o 
Tribunales. Cuando las Juntas o comisiones hubiesen estudiado el asunto e 
intentado nuevamente sin éxito la conciliación, deben enviar al , Gobierno 
una exposición con las recomendaciones para que se finiquite el conflicto. 
El plazo de que disponen lns comisiones para rendir sus investigaciones es 
de seis meses. 

55. Tanto los laudos como las sentencias son obligatorias y ejecutorias 
treinta días después de su publicación. La ejecución puede quedar sin efecto, 
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en el conflicto hubiese sido parte el Gobierno respectivo y opinarse 
que no procede llevarla a cabo, por afectar a la economía nacional o a la 
justicia social, o bien cuando la sentencia provenga de un Tribunal Nacional 
y el Gobierno Central así lo estime. Los acuerdos, inclusive los realizados 
fuera de actos conciliatorios, obligan conforme a los términos estipulados en­
tre las partes. Las partes obligadas en virtud de una sentencia, pueden pedir 
que se reconsidere el periodo de validez de la misma, que, como regla, es de 
un año, cuando se haya operado un cambio en el fondo de las circunstancias 
que condujeron a su emisión. Semejante reconsideración corresponde a las 
audiencias o a los tribunales de trabajo. 

56. El sistema que acabamos de exponer es sobremanera complicado, 
con interferencias de unos organismos en las actividades de los otros y con 
un procedimiento que en la práctica ha de resultar muy lento, en contra de 
las exigencias de rapidez consubstanciales con la justicia laboral: baste pen­
sar en el plazo de seis meses que se concede a las comisiones para que infor­
men cuando fracase la conciliación en conflictos relativos a servicios públi­
cos. Además, aún cuando el legislador hindít repute funcionarios judiciales 
a los integrantes de los organismos mencionados, lo cierto es que desempeñan 
actividades que no siempre son jurisdiccionales, sino administrativas, espe­
cialmente los comités de empresa y las comisiones de encuesta. 

57. D) PAÍSES SocIALISTAS. Antes de exponer el enjuiciamiento laboral 
de diversos países comunistas, indicaremos que en varios de ellos se han 
instituido, en fábricas y explotaciones industriales, los llamados tribunales de 
camaradas, cuya función principal es reprimir los comportamientos que el 
Gobierno considere antisociales. Ejercen en realidad, una jurisdicción disci­
plinaria, depositada en manos de los trabajadores por ella afectados. Dichos 
tribunales no están sujetos a autoridad alguna, dependen directamente de 
la ley y tienden a satisfacer los fines de la política gubernamental. Son, por 
tanto, instrumento de la clase gobernante, destinados a asegurar el dominio 
de la misma y a proteger sus intereses.08 

Surgidas con el. propósito de pone~ en práctica los postulados marxistas, 
las democracias populares se vienen desenvolviendo principalmente bajo la 
influencia de la Unión Soviética.69 

58. 1 ) ) ALEMANIA (REPÚBLICA DEMOCRÁTICA). El sistema vigente en 
Ja República Democrática Alemana, está contenido en el Código del Trabajo 
de 12 de abril de 196 I.7º cuyos doce primeros capítulos establecen las con­
diciones de desarrollo del trabajo conforme a los principios de la moral so­
cialista, mientras que el último contiene las disposiciones para la solución de 
los conflictos laborales, es decir, crea los organismos llamados a conocer de 
ellos y consagra los principios rectores del procedimiento. 

59. La legislación substantiva distingue entre el contrato colectivo, que 
constituye la regla, y el individual, que sólo celebran los intelectuales, previa 
aprobación del órgano estatal competente, y merced al cual disfrutan de 
ciertos privilegios. Sin embargo, surgido un conflicto, su solución se enco­
mienda a los mismos órganos, sin que medien diferencias a causa de su ca­
rácter jurídico o económico, individual o colectivo. Los aludidos organismos 
no sólo tienen la función de resolver los litigios y, en general. los conflictos, 
sino que les incumbe, además, la delicada misión de prevenir las contiendas 
y las infracciones a la moral socialista, con objeto de garantizar al trabaja-
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· dar los derechos que le pertenezcan, de desarrollar y consolidar en él la 
·conciencia socialista y de aumentar la productividad del trabajo. · 

60. Los órganos en cuestión son los siguientes: 
A) Comisiones de conflictos de trabajo. Modificada su reglamentación 

en diversas ocasiones, actualmente se rigen por la instrucción de 30 de marzo 
de 1963, sobre elecciones y funcionamiento de las mismas.71 Están forma­
das por miembros que los trabajadores eligen entre los candidatos propues­
tos por el sindicato de empresa. Las empresas nacionalizadas, las asimiladas 
sujetas a intervenciones estatal y las instituciones socialistas de higiene, 
cultura y formación del pueblo, pueden también designar sus comisiones. Por 
lo general, se elige una sola comisión, pero su actuación requiere un mínimo 
de cincuenta trabajadores y un máximo de trescientos. Cuando una empresa 
no cuente con el citado mínimo de trabajadores, pero sí con sindicato, éste 
podrá nombrar la comisión. Ahora bien: los sindicatos se encuentran divi­
didos en secciones, cada una de las cuales tiene sus órganos sindicales pro­
pios, que pueden designar comisiones para resolver los conflictos que surjan 
en ellos, y así, cuando el número de trabajadores exceda de trescientos, ca­
da sección cuenta con su comisión. Además, la sección de aprendizaje debe 
tener también su comisión. 

61. Las comisiones se componen de ocho a doce miembros, pero bastan 
cuatro para deliberar. Sus integrantes designarán un presidente y un vice­
presidente. La competencia de las comisiones se circunscribe a conocer de 
las siguientes cuestiones: infracciones a la moral socialista, principalmente en 
orden al trabajo; reclamaciones del trabajador contra las medidas discipli­
narias de la empresa: conflictos entre los trabajadores y la empresa acerca de 
los derechos y obligaciones inherentes a las relaciones laborales y de las 
prestaciones de la empresa respecto del seguro social; conflictos entre la ca­
ja de ayuda mutua y sus miembros sobre reintegración de préstamos: pe­
queñas infracciones de los trabajadores en el cumplimiento de disposiciones 
de los órganos de encuesta, d~J ministerio público, de un tribunal, del comité 
o ,del servicio de la Inspección de Obreros y Campesinos. En asuntos civiles, 
los asuntos de poca importancia pueden ser resueltos mediante conciliación. 
Por razón del territorio, son competentes las comisiones del lugar en que se 
encuentre la empresa o la sección de la misma a que corresponde el asunto, 
y si el trabajador hubiese cambiado de residencia, la de éste. En cuanto a las 
cuestiones de competencia, deben decidirse por el tribunal distrital de trabajo. 

62. Las comisiones funcionan a instancia de parte,72 mediante presen­
tación de la demanda por el interesado a uno de sus miembros para que la 
hagan llegar al presidente. Dentro de los catorce días siguientes se celebra­
rá la audiencia,7ll con asistencia de por lo menos cuatro miembros de la co­
misión, más los trabajadores que desearen participar, siempre que pertenez­
can a la jurisdicción de la sección sindical y fueren designados por el presi­
dente de la comisión, de acuerdo con los otros miembros. Se procurará, ade­
más, que el delegado sindical exponga su opinión. La ley alemana considera 
que en atención a las circunstancias en que se realiza la deliberación, la deci­
sión del jurado deberá ser por unanimidad -resuitando que, dicho sea de 
paso, estimamos dificil de lograr-, y en su defecto, por mayoría.74 Las de­
cisiones de las comisiones pueden ser recurridas ante los órganos sindicales, 
quienes pueden anularlas y encargar a la comisión que conozca nuevamente 
del asunto, en cuyo caso la decisión será definitiva. 
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. 63. B) Comisiones de Recursos en materia de Seguros Sociales de 'la 
Federación de Sindicatos Alemanes Libi·es. Conocen de Jos asuntos mencio­
nados en el epírgafe, cuando 110 hayan sido resueltos por las empresas o por 
las administraciones del seguro social dependientes de las presidencias de 
distrito de la Federación. Dichas comisiones se dividen, en sentido ascenden­
te, en de distrito, departamentales y Comisión Central. 

64. C) Tribunales distritales y departamentales de trabajo. Se rigen 
por la ordenanza de 29 de junio de 1961.'ió En cada distrito y en cada depar­
tamento 7n existe un tribunal de trabajo, integrado por un juez de trabajo, 

. y dos consejeros jurados. Los tribunales de distrito conocen en primera ins­
tancia de todos los litigios laborales y, además, funcionan como comisión de 
conflictos, siempre que una empresa bajo su jurisdicción no cuente con ella. 
Sus resoluciones son apelables ante el tribunal departamental de trabajo 
que corresponda. 

65. D) Sala de Litigios Laborales del Tribunal Supremo. Como último 
medio impugnativo se da el recurso de casación contra las sentencias defini­
tivas. De él entiende la Sala de Litigios Laborales del Tribunal Supremo, 
compuesta de un Presidente que debe ser magistrado de la categoría supe­
rior) de un segundo magistrado y de tres jurados, elegidos todos ellos por 
la Cámara Popular a propuesta de la Federación de Sindicatos. 

66. Características del procedimiento, La solución de los conflictos la­
borales ·en la República Democrática Alemana, carece de etapa conciliato· 
ria y separa la solución en dos fases: una que se desenvuelve ante organis· 
mos administrativos, a saber: las comisiones de conflictos y las de recursos 
en materia de seguros sociales:77 y otra que se desarrolla ante órganos ju­
risdiccionales, es decir, los tribunales distritales y departamentales de traba­
jo y la Sala de Litigios Laborales del Tribunal Supremo. El procedimiento 
ordinario se inicia ante las comisiones mencionadas y, en general. se rige por 
los principios de concentración, sumariedad, oralidad y publicidad. Las partes 
pueden hacerse representar ante los tribunales de distrito: el trabajador, por 
un funcionario sindical o, excepcionalmente, por un trabajador mayor de 
edad, y las empresas, por alguno de sus miembros. Ante los tribunales de­
partamentales, la representación, tanto de los trabajadores como de las 
empresas, puede asumirla un abogado. Las soluciones que adopten los tri· 
bunales laborales deben emitirse en presencia de los jueces de trabajo y de 
los consejeros jurados que hayan asistido a las audiencias, las cuales se ce­
lebrarán publicamente, a menos que el interés social pueda perturbarse, en 
cuyo caso se efectuarán a puerta cerrada; Las resoluciones deben extenderse 
por escrito, con separación entre puntos de hecho, y de derecho. Los sindi­
catos están siempre facultados para intervenir en los conflictos laborales, 
tanto para informar pormenorizadamente a las autoridades, como para de­
fender a los trabajadores. a quienes pueden representar inclusive en los 

·-recursos de casación. Finalmente, los jueces de trabajo y los consejeros ju-
rados están sometidos a una fuerte disciplina de moral socialista, a la que 
deben ajustarse en todas sus actividades: y las recusaciones de que sean ob­
jeto se decidirán por el tribunal a que pertenezcan. 

67. 2) CuBA Los conflictos laborales se rigen en ella por la ley número 
1022, de 27 de abril de 1962, 78 y se substancian primeramente ante las Co~ 

· misiones de Reclamaciones, integradas por un presidente en representación 
del Ministerio del Trabajo y que se designa de común acuerdo entre la 
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sección sindical y la empresa; un representante de los trabajadores del co­
rrespondiente centro laboral, que a la vez desempeña las funciones de se­
cretario, y un representante de la empresa.711 Los centros de trabajo con más 
de veinticinco trabajadores deben contar con una comisión, y los que no 
lleguen a esa cifra, se asociarán con otros para designar su comisión. 

68. Las Comisiones de Reclamaciones conocen de los conflictos tanto 
individuales como colectivos y ya se trate de los jurídicos o de los económi­
cos, sin excluir· los relacionados con la seguridad social. Fuera de su compe­
tencia quedan las controversias que surjan entre las organizaciones de tra­
bajo o entre éstas y los trabajadores, sobre contratos colectivos; las cuestio­
nes relativas a calificación, registro, distribución, selección y promoción ·de 
la mano de obra, así como al aumento, equiparación o disminución de los 
salarios individuales o colectivos, todas las cuales son objeto de procedi­
mientos especiales. Recibida la reclamación correspondiente, en forma oral o 
escrita, por la comisión, ésta citará a las partes para una fecha próxima a fin 
de celebrar una ·sesión pública, en la que de palabra expongan sus puntos 
de vista y en la que se recibirán y practicarán las pruebas pertinentes ofre­
cidas por las partes y las que la comisión ordene.80 Dentro de los cinco días 
siguientes a la última diligencia, los miembros de la comisión decidirán, me­
diante votación conforme a lo justo y equitativo. Cuando no se reúna mayoría 
de votos, la decisión será tomada por la Comisión de Apelaciones, así · lla-
mada en atención a los recursos de que conoce.81 · · 

69. Las Comisiones de Apelación funcionan en cada municipio, según 
las ramas de actividad organizadas sindicalmente, y se 'componen de cinco 
miembros; un presidente en representación del Ministerio del Trabajo, nom­
brado por la correspondiente local de la central de trabajadores de Cuba Re­
volucionaria y el conjunto de organismos económicos estatales del lugar;· dos 
representantes de la misma local, uno de los cuales actuará como secretario, 
y otros dos que representen a los organismos económicos estatales del lugm. 
Como órgano, en cierto modo, de primera instancia intervienen. como dijimos 
hace un instante, cuando ante las comisiones de reclamaciones no se consi­
gan los votos necesarios para que r~caiga decisión; y como juzgador de· se·­
gundo grado, conocen de las apelaciones. También en las Comisiones de 
Apelación se requiere mayoría por lo menos para resolver. Los debates se 
celebran sin que sea necesaria la presencia de las partes; pero a éstas se les 
notificará el resultado. 

70. La Co11tisió11 de Revisión se compone de cinco miembros asimisw'l. 
a saber: el ministro del Trabajo, que la preside; un primer vocal, designado 

por el conjunto ele organismos económicos estatales; uno segundo, por la 
Central de Trabajadores de Cuba revolucionaria; como tercero, nombrado de 
com(m acuerdo por los grupos que acabamos dé mencionar, y el último, que 
actúa como secretario. no es sino el funcionario responsable de la Dirección 
de Procedimientos Laborales en el Ministerio de Trabajo. Como su nombre 
revela, la Comisión resuelve acerca de los recursos de revisión deducidos 
contra las decisiones de las Comisiones de Apelación y conoce también de los 
asuntos respecto de los cuales no se haya logrado mayoría ante los mencio­
nados juzgadores de segunda instancia. 

71. Las disposiciones generales de la Ley de 1962 indican la forma en que 
deben actuar los organismos jurisdiccionales, llamados a buscar fórmulas con-
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ciliatorias y a procurar siempre la justicia social. No existe separación entre 
el procedimiento conciliatorio y el contencioso, puesto que la avenencia pue­
de interesarse y producirse en cualquier momento del proceso. Como acaba­
mos de exponer, se ha instaurado un régimen de triple instancia, fórmula que 
no reputamos conveniente, si bien como compensación, el procedimiento es 
oral y son muy breves los períodos previstos para su desarrollo. Otro rasgo 
acusado del enjuiciamiento laboral cubano consiste en que de no lograrse 
mayoría en las votaciones, los asuntos pasan a la comisión superior, es decir, 
a la de Apelación o a la de Revisión, según el caso. 

72. 3) CHECOSLOVAQUIA. Las relaciones y condiciones del trabajo y la 
solución de los conflictos laborales se encuentran reglamentados en ella por 
el reciente Código del Trabajo de 15 de junio de 1965,82 que consta de los 
siguientes seis títulos: el primero, de disposiciones generales; el segundo, de 
las relaciones laborales (iniciación, término, etc.); el tecero, del aprendizaje; 
el cuarto, de los contratos de que nacen las relaciones laborales; 83 el quin­
to, de las disposiciones generales, y el sexto, de las finales. Es en la última 
parte del título segundo donde se trata de la solución de los contratos labo­
rales. 

73. A diferencia de otros países, el sistema checoslovaco no se basa en 
la distinción de los conflictos en jurídicos y económicos o en individuales 
y colectivos, sino que atiende al concepto de relaciones laborales. De acuerdo 
con semejante enfoque, relaciones laborales son las que se establecen, por un 
lado, entre una organización social o del Estado, una cooperativa o un orga­
nismo que contribuya al desarrollo de las relaciones socialistas y, por otro, 
un individuo mayor de quince años (contrato individual), siempre que haya 
finalizado los estudios de instrucción obligatoria y sea de nacionalidad che­
coslovaca, puesto que los extranjeros y los apátridas sólo pueden participar 
en relaciones laborales cuando el Estado les otorgue permiso para residir en 
la República. Pueden asimismo establecerse relaciones laborales con una or­
ganización a la que pertenezcan quienes vayan a trabajar, como sucede con 
los escolares y estudiantes durante ciertas épocas. De ese modo, un mismo 
organismo conoce no sólo de conflictos individuales (los del primer sector), 
sino también de aquellos que conforme a· nuestro criterio serían colectivos. 

74. Como sistema de solución de los conflictos funciona, ante todo, el 
arbitraje, precedido de intento conciliatorio, respecto de los asuntos en que 
la reclamación se formule sin que la relación laboral se haya suspendido, 
excepto en los siguientes casos: a) cuando la organización presente una 
reclamación singular contra dos o más trabajadores, y uno de ellos aún ten­
ga relaciones laborales; b) cuando se trate del contenido de los certificados; 
c) cuando el litigio verse sobre gratificaciones por inventos, sugerencias de 
mejoras o proyectos técnicos. En cuanto a los conflictos sobre seguridad so­
cial o terminación de labores, no pueden someterse al procedimiento arbitral 
(cfr. art. 208 cod. trab.). Se someten a los tribunales los asuntos que se 
refieran a la terminación de las relaciones laborales, así como también aque­
llos acerca de los cuales hubiese fracasado el arbitraje, a fin de iniciar res­
pecto de los mismos un segundo juicio, y, finalmente, las cuestiones que las 
partes les sometan directamente por no ser obligatorio que se lleven ante los 
órganos de arbitraje. 

75. Como órganos arbitrales actúan los sindicatos que el Consejo Cen­
tral de Sindicatos designe. al efecto. El procedimiento ante ellos se inicia por 
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una tentativa de conciliación, que es obligatoria, pese a que el texto legisla­
tivo no parece atribuirle mucha importancia. Si el intento de avenencia fra­
casa, se celebra una audiencia, a la que asistirán las partes y cuantas perso­
nas puedan ayudar en el esclarecimiento de los hechos. Las resoluciones de­
ben dictarse durante las audiencias; y si transcurridos treinta días desde la 
presentación de la demanda no se hubiese dictado resolución alguna, las 
partes quedan facultadas para llevar su asunto ante los tribunales. Las reso­
luciones arbitrales pueden ser recurridas dentro de los quince días siguientes 
a la notificación respectiva. La interposición del recurso indica que la solu­
ción arbitral no prosperó, y ante su fracaso, es el tribunal quien debe conocer, 
y ante él se substancia de nuevo el litigio. En esas condiciones, estimamos 
que las resoluciones élrbitrales carecen de fuerza y constituyen tan sólo un 
medio de que se vale el Estado, desde el momento en que basta la incon­
formidad de una de las partes, para que el asunto vuelva a ser juzgado. Ade· 
más, las decisiones de los árbitros pueden ser modificadas, incluso dentro del 
tercer año de haber sido dictadas, cuando la autoridad sindical superior con­
sidere que la resolución es contraria a las disposiciones legales. En igual for­
ma puede proceder el órgano arbitral, pero con anuencia de la autoridad 
sindical superior. En el desarrollo de las relaciones laborales, las organiza­
ciones se hacen representar por sus autoridades o por los trabajadores que 
para ello facultan, o bien, lo mismo que los trabajadores, pueden nombrar 
procurador mediante documento que así lo acredite. 

76. Aun cuando no podemos calificarles de imparciales, es indudable 
que las disposiciones sobre relaciones laborales tienen la ventaja de exigir 
al trabajador el cumplimiento de sus obligaciones, es decir, la protección se 
extiende con más intensidad a las organizaciones sociales, o sea al patrón, 
quien, a fin de cuentas, es el propio Estado. En ningím momento somos par~ 
tidmios de la autoprotección estatal, cuyo rigor se deja sentir sobre la clase 
trabajndora; pero esta circunstancia lleva a considerar que la superprotec­
ción del obrero, como la que a grandes pasos se dirige nuestra legislación, 
tiene el inconveniente de hacer perder al trabajador el sentido de responsa­
bilidad. 

77. Indicaremos, por último, que el Consejo Central de Sindicatos debe 
señalar qué asuntos deben someterse a los órganos arbitrales: procede a la 
designación de éstos y es la autoridad sindical superior, la que puede modi­
ficar las resoluciones. A su vez, la Federación Central de Cooperativas dis­
pone detalladamente las reglas de procedimiento y fija qué autoridades de 
las cooperativas debe dirigir las actuaciones y cuáles pueden revocar las 
resoluciones finales. 8·

1 

78. 4) HUNGRÍA. La legislación húngara anterior a la vigente, o sea 
la de 1950 preveía tres vías para la solución de Jos conflictos laborales: la 
conciliación, la segunda ante los tribunales y la administrativa. Esta última, 
que todnvía persiste, se reserva para el conocimiento de los conflictos en los 
organismos de trabajo, y en tales casos el asunto se tramita ante el superior 
jerilrquico de quien haya adoptado la medida causante del conflicto. El 
mencionado procedimiento hace pensar en la necesidad de que en nuestra 
legislación laboral se instituya un grupo o junta especial que resuelva los 
conflictos entre la empresa y los empleados de confianza, que no por serlo 
quedan a cubierto de posibles divergencias o litigios con la misma: pero de-
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jan do por ahora pendiente este problema (sobre el que volveremos en el 
capítulo de conclusiones); proseguiremos con el examen del derecho húngaro. 

79. El régimen a que acabamos de referirnos fue reformado por el de­
creto-ley número 29 de 1964 del Presidium de la República Popular.8" A 
tenor suyo, la solución de los conflictos laborales se encomienda a las Co­
misiones de Arbitraje, que han venido a sustituir a las de conciliación. Se 
componen de tres miembros, y tanto su constitución y organización como el 
procedimiento a que han de acomodarse son fijados por el Consejo de Mi­
nistros.8n Las comisiones de arbitraje actúan a instancia de parte, y sus deci­
siones, que se toman por mayoría de votos 87 pueden ser recurridas ante la 
Comisión Regional de Arbitraje, salvo si se trata de pérdidas de material. 
daños en la vida, salud o integridad física del trabajador, o reparación de 
daños causados por delito del trabajador, casos en los cuales puede presen­
tarse al tribunal de distrito una demanda de revisión contra las decisiones de 
la comisión de arbitraje. Como regla, en cada departamento existe una Co­
misión Regional de Arbitraje, formada por tres miembros: un juez-árbitro 
de trabajo, que la preside, y dos vocales designados por los órganos sindica~ 
les que indique el Consejo Nacional de Sindicatos Profesionales. En líneas 
generales, el procedimiento es similar al civil, con las excepciones que el 
Consejo· de Ministros marque. Las decisiones de las comisiones de arbitraje 
o del superior jerárquico deben cumplirse dentro de los quince días siguien­
tes a la notificación de las mismas, a no ser que se hubiere interpuesto algún 
recurso o solicitado revisión. Sin embargo, si el Consejo de Ministros consi­
dera que la decisión es firme, puede ordenar su inmediata ejecución, y una 
vez realizado el cumplimiento se dicte sentencia ejecutoria. Las decisiones 
firmes, en realidad no lo son, puesto que si alguna de las que fueron parte en 
el litigio presentan nuevos hechos o nuevas pruebas a su favor, cabe que pro­
mueva un nuevo proceso, en las condiciones que el Consejo de Ministros es­
tablezca a tal fin. El nuevo enjuiciamiento laboral húngaro ha prescindido 
de la conciliación, que antes desempeñaba importante papel, como lo revelan 
las comisiones destinadas a lograrlas, y ahora sustituidas por las de arbitra­
je. 

80. En cuanto a los asuntos agrícolas, la Orden gubernativa número 
4079, de 1948,88 consagra un procedimiento conciliatorio ante unas comisió­
nes integradas cada una por dos miembros, uno designado por el sector obre­
ro de la Federación Nacional de Campesinos y Trabajadores de la Tierra, 
y el tercero será el jefe de la administración municipal o departamental. o 
un funcionario por ellos designado, o designado por el alcalde; 

Como presidente actúa uno de los representantes obreros. y como se­
cretario un funcionario de la administración municipal. El compromiso con­
traido ·a consecuencia de la conciliación es obligatorio, y su cumplimiento 
puede exigirse por la vía de apremio. Si la conciliación fracasa, la comisión 
debe enviar Ja documentación correspondiente al Consejo Municipal. si se 
tratare de un Ayuntamiento y la cantidad en disputa excediere de mil flori­
nes; si rebasa esta suma, se re1.nitirá al jefe administrativo de la demarcación, 
y en las ciudades, al alcalde. En los Ayuntamientos, el comité municipal se 
compone del presidente y de un miembro del consejo municipal y del nota­
rio de la demarcación. Las decisiones pueden ser recurridas ante el funciona­
rio jefe del municipio.80 
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8 l. 5) UNIÓN Sov1ÉTICi\. ~11 ella,00 lo mismo que en Bulgaria,1H los 
conflictos laborales son resueltos por los Tribunales de Camaradas, compues­
tos por . miembros elegidos por la colectividad de obreros y empleados,112 
quienes en asamblea general designan a mano alzada. Estos tribunales son 
organismos públicos establecidos en las empresas, instituciones, organizacio­
nes y granjas cooperativas, mientras que en las aldeas y en las ciudades 
funcionan tribunales locales. Los tribunales de camaradas son comoetentes 
para conocer de todos los asuntos y problemas relacionados con el' desem~ 
peño del trabajo.Oª Propuesto el caso al tribunal, uno de sus miembros. de~ 
signados por el presidente, hará averiguaciones acerca de los hechos. y con 
tal objeto puede solicitar de cualquier empresa, organización, etc. los datos 
necesarios, documentos e informaciones. El resultado a que llegue se da a 
conocer al demandado, y el Tribunal señalará las personas· que deban pre~ 
sentarse como testigos. El plazo para exponer el resultado de la investigación 
y citar para la audiencia es de quince días. La audiencia, siempre pública,1,.. 

se desenvolverú ante el presidente y dos miembros del tribunal nombrados 
por aquel. El demandado y los testigos rendirán sus declaraciones, y sí el 
primero no compareciere. deberá interrogarse el motivo. fijándose nueva fe~ 
cha para lá audiencia, y si nuevamente dejare de acudir. se seguirá el juicio 
en rebeldía. El tribmrnl de camaradas examinará las declaraciones del de­
mandado y de los testigos, y previa autorización, las de otras personas que 
quiera expresar su opinión. así como las demás pruebas. Las personas pre.: 
sentes a la audiencia podrán formular las preguntas que deseen y alegar y 
opinar, pero siempre que lo hagan con el propósito de alcanzar la verdad. 

82. Las decisiones se tomarán por mayoría de votos. y en ellas se ex­
presar[m por escrito los detalles de la infracción y las medidas de presión 
social decretadas, o bien la absolución del demandado. Una vez firmadas, 
se publican: 11 ~· su cumplimiento es forzoso, y la ejecución queda a cargo de 
Ja persona responsable en el lugar del trabajo.Uº Puede. sin embargo, dene~ 
garse la ejecución en virtud de auto dictado por el juez popular, cuando 
considere que la decisión contraría la ley, y entonces el asunto volverá a ser 
examinado, por recomendación del juez a la organización sindical o al comité 
comunal (municipal o de aldea). el cual. a su vez, lo recomendará en el mis-
mo sentido al tribunal de camaradas. · 

si No se permiten la representación de las partes ni la asistencia de un 
abogado. Ello obedece .a que siendo un trabajado1· quien ha faltado a sus 
obligaciones y a la disciplina, se desea que sean los propios camaradas que 
han podido observar la conducta del acusado, los motivos y las circunstan­
das de la misma. que conocen el manejo y los problemas de la organización 
y también a su compañero, quienes lo juzguen. La ley únicamente prevé In 
falta de los trabajadores y no también la de las organizaciones, todas ellas 
sometidas a intervención del Estado, que de este modo se autoprotege contra 
posibles condenas que contra él llegasen a dictar los tribunales de camara­
das. 

84. A propósito de la conciliación. el artículo 11 de la ley sobre tribu­
nales de camaradas, dispone que éstos podrán limitarse al examen público 
del caso o bien imponer alguna forma de presión social. entre los que figura 
en segundo lugar la de "formular una advertencia amigable". En cuanto a 
las otras sanciones o medidas de presición social. preferimos no mencionar-
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las, porque su mera· indicadón resulta ofensiva para· la dignidad humana y 
el sentimiento de lo justo. . · 

85. E) AFRICA. En general. los nuevos países africanos han mezclado 
su derecho tradicional y consuetudinario y el que las naciones colonizadoras 
les llevaron. Han surgido en aquéllos nuevas ramas de relaciones jurídicas, 
referente sa cuestiones que antes de ser colonizados no contaban con regla~ 
mentación alguna, como las concernientes al comercio o al trabajo, este se~ 
gundo no sujeto a ningún estatuto, como consecuencia del régimen de escla­
vitud: o bien a la situación de los indígenas respecto de los colonizadores, 
etc.U7 Según los territorios, el derecho de los Estados Africanos independi­
zados recoge el influjo del sistema germano-romanista, el de common law 
e incluso, como en el Sudán, acoge íntegramente el derecho inglés. 

86. Las instituciones laborales de estos nuevos países ofrecen especial 
interés, porque la solución que brindan a los consiguientes problemas se pro­
yectan sobre la situación política, económica y social del respectivo Estado 98 
Por lo que hace a los conflictos individuales, suelen ser objeto de arreglos 
informales y voluntarios entre las partes, mientras no se haya suspendido 
la relación de trabajo, puesto que si ello ocurre. entonces interviene el Es­
tado.119 En los Estados de habla francesa, las reclamaciones se representan 
a los delegados trabajadores, que son quienes tratan el asunto con el em­
pleador, y si su gestión no prospera, con el inspector del trabajo, a quien 
se encomienda la conciliación. El sistema ha dado excelentes resultados, aca­
so por la sencillez de la tramitación y por la categoría que al inspector se 
reconoce. 100 A su vez, en los territorios de habla inglesa, la solución de los 
conflictos laborales se encomienda a los contactos existentes entre las partes, 
aun cuando se prevea un procedimiento para formular reclamaciones y. des­
de luego, la posibilidad de que intervengan organismos como las comisiones 
mixtas de empresa, la facultad de recurrir al arbitraje o la intervención del 
Estado tanto en éste como en la conciliación. 

87. 1) GABÓN. Su Código del trabajo ha creado una jurisdicción la~ 
boral especinl. sin distinguir entre conflictos individuales y colectivos.101 

El tribunal de trabajo se compone de un asesor empleador, de otro trabaja­
dor y del . secretario de la jurisdicción interesada. presididos por el presi­
dente del tribunal de Gran Instancia. Pese a ser un organismo colegiado, 
cabe que el presidente resuelva por sí mismo, cuando los demás miembros 
no se reunieren y siempre que las partes asi lo acuerden y que se consigne 
en autos. La conciliación se desenvuelve ante la Inspección del Trabajo, de­
biendo las partes interesadas concurrir a las audiencias que con tal objeto 
se celebren. El acuerdo a que se llegue constituye título ejecutivo, siempre 
que se haya presentado ante el tribunal correspondiente y sea firmado por 
el presidente del mismo, haciéndolo constar en autos. 

88. El procedimiento ante el tribunal se inicia mediante el ejercicio de 
la acción por ln parte n quien corresponda, ya sea por escrito o verbalmente, 
ante el secretario del mismo. quien emplazará a los litigantes para promover 
nuevos intentos conciliatorios. Si no se consigue la avenencia, el secretario 
examinará el nstmto, para que sea sometido a debate, al cual sigue la deli­
beración del tribunal. efectuada a puerta cerrada. La sentencia se dicta en 
la misma audiencia. La resolución puede ejecutarse sin fianza alguna, cuan· 
do vaya acompañada de una orden al efecto. El tribunal de apelación cono-
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ce de las que se interpongan contra sentencias cuya cuantía sea superior a 
cincuenta mil francos, así como, con abstracción del monto, cuando se re­
fieran a cuestiones de competencia. Las sentencias dictadas en última instan­
cia pueden ser conocidas por el Tribunal de Casación. 

89. 2) GUINEA. Su Código del Trabajo de 30 de junio de 1960 l0·1 

estableció la jurisdicción laboral, ejercida por tribunales instituidos por el 
Presidente de la República mediante decreto expedido a propuesta de los 
ministros de Trabajo y Asistencia Social y de Justicia. Este ultimo designa 
un magistrado para que presida el tribunal, y junto a él actúan dos aseso­
res empleadores y otros dos trabajadores. La conciliación es voluntaria y co­
rre a cargo de la Inspección del Trabajo. El proceso es similar al vigente 
en Gabón.102 

90. 3) SuoÁN. En 1960 fueron en él creados organismos especiales para 
resolver los conflictos de trabajo.103 Como trámite previo ha de intentarse 
la conciliación: y si ésta no da resultado satisfactorio, las partes pueden pre­
sentar ante el comisario de trabajo una solicitud de mediación para que se 
intente dentro de los diez días siguientes. Si tampoco se logra la mediación, 
se expondrán detalladamente los motivos del fracaso a la junta de concilia­
ción. Esta se compone de un juez-presidente designado por el Presidente del 
Tribunal Supremo: de dos conciliadores nombrados por el comisario de tra­
bajo: de un representante del empresario, propuesto por éste y designado por 
el comisario, que es también quien nombra al representante del sindicato o 
de los trabajadores que tomen parte en el conflicto. Fijada la fecha para la 
celebración de la audiencia, la decisión habrá de dictarse dentro de los vein­
tiún días siguientes. De no llegarse a un acuerdo total o parcial, se informará 
al comisario del trabajo para que, con el consentimiento de las partes, someta 
el asunto al Tribunal de Arbitraje,103 el cual está integrado por un juez 
nombrado por el presidente del Tribunal Supremo: por un representante del 
empleador y otro del trabajador, propuestos por ellos al comisario de traba­
jo para que los designe, y de dos personas ajenas al conflicto y nombradas 
por el ministro de Información y del Trabajo.104 Tanto el Tribunal de arbi­
traje como la Junta de Conciliación están facultadas para ordenar las di­
ligencias necesarias a la emisión del laudo, que deberá dictarse conforme a 
los reglamentos o precedentes, y a falta de éstos, de acuerdo con la equidad 
y las condiciones económicas y sociales de la región. El laudo adquiere la 
validez de un decreto desde la fecha en que sea notificado a las partes. 
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NOTAS AL CAPITULO Xll 

·1 'Rcné David; les Gr1111cls Systemcs de Droit Co11tempor.1incs "Librairie Dalloz", 1964, 
pp. 18-26.' 

2 Los tribunales de trabajo conocen exclusivamente de los conflictos jurldicos, mientras 
que Jos económicos se resuelven ante organismos especiales de conciliación y arbitraje. 

:1 La Revisión alemana, aunque con características propias, se parece más a la casación 
·francesa que a la revisión española, y nada tiene que ver con la revisión de oficio del 
derecho mexicano (cfr. arts. 258 CFP y 716 CPC). . 

4 Cfr. Ledesma, Luis, O. Organización y procedimic11tos de la justicia laboral e11 la Re· 
p¡jb/ica Federal Alemana !/. Berlin Occidental, en "Cuaderno núm. 9 del Instituto de 
Derecho del Trabajo" (Tucumán, Argentina, 1966), pp. 309 y 331. Véase también 
Gnrralda Valcárcel. 

1í Cfr. Kisch, Derecho procesal civil, cit., pp. 79-80 y Schonke Derecho procesal civil, 
cit., pp. 390 y ss. 

41 Cfr. de la Cueva, Derecho ele/ Trabajo, cit., pp. 895-6. 
7 La legislación mexicana no contempla la posibilidad de conflictos entre los propios tra· 

bajadores · e inclusive entre los patrones. En el primer caso, habrán de resolverse me· 
diante la equidad, ante las Juntas de Conciliación y Arbitraje; en el segundo es remota 
la perspectiva de que los patrones comparezcan ante las Juntas, puesto que Jos co­
merciantes e industriales cuentan con sus cámaras o asociaciones, mediante cuya Inter­
vención se suelen resolver tales conflictos. Acerca de los litigios entre trabajadores, ni 
la Constitución ni In Ley Federnl del Trabajo dicen una palabra, y habría que pre· 
verlos, comenzando para ello por reemplazar la rúbrica de conflictos "obrero-patrona· 
les" por la más amplia de "laborales" y disponiendo que en tales casos intervengan 
unn Junta especial compuesta por su Presidente y los representantes ele los trnbajadores 
enfrentados. 

~ Las acciones relativns a riesgos · profesionales, · deben dirigirse a los jueces de paz, 
quienes están facultados para conocer dichos asuntos. Si !ns empresas están afiliadas 
o Cajas de Seguridad, éstas pueden establecer en sus estatutos que para dirimir tales 
conflictos intervendrá una comisión arbitral, en primera o en única instancia, pero 
siempre dándose a conocer a su existencia a los trabajadores y procediéndose conforme 
a la ley de 24 de diciembre de 1903 sobre reparación de daños provenientes de accl· 
tientes del trabajo. Dichas comisiones de arbitraje se componen de uo magistrado, nom· 
brado por el primer presidente del Consejo de Apelación y es quien la preside, de un 
jefe de empresa y de un obrero. 

~1 Completando lo dicho en la nota 7, agregaremos que los organismos llamados n conocer 
de los problemas o conflictos entre trabajadores deben contar con una sala o comité 
especial de conciliación. 

10 El artículo 34 de la ley mencionnda en la nota 8, dispone la creación de una Comisión 
·Técnica de Accidentes del Trabajo, compuesta por quince miembros, entre los cuales 
ha de haber, por lo menos, dos actuarios, un médico, dos representantes de los jefes 
de empresns y otros dos de los obreros, elegidos unos y otros por el Consejo Superior 
de Trabajo; un representante de las Cajas Mutualistas delegadas y otro de las socieda· 
des dclcgnclas Para las indemnizaciones por enfermedades profesionales, existe un Fon· 
do de Previsión, regido por un Consejo directivo compuesto por tres representantes 
del Gobierno. uno de los empleadores y otro de los obreros designados por el rey a 
bnse de !ns propuestils presentndas por el Ministerio ele Industria, Trabajo y Previ· 
sión Soci¡¡l. Funciona con el auxilio ele un Comité técnico. La intervención de asesores 
técnicos es sumamente útil, ya que los juzgadores podrian no conocer las peculiaridades 
de ciertos conflictos. A propósito, por ejemplo, de los riesgos profesionales, considera­
mos indispensable la creación de tribunales médicos para que ante ellos se ventilen )¡¡s 
reclamaciones correspondientes o, mejor dicho, la incorporación de especinlistas en me­
dícinn del trabajo a los órganos que ejerzan la jurisdicción laboral. 

11 Es decir, a los preceptos que en él se refieren a la capacidad para comprometer en 
ilrbitros y para transigir. 

ti! Cfr. "Moniteur Belge-Belgische Staatsbland" 1-VIIL1964, núm. 156, p. 8759. 
111 Nótese que ya no se les llama conciliadorcs'/abora/cs, sino sociales. 

· H Segím el. articulo 2o., de la ley sobre jurisdicción laboral . belga,. por empleador ha de 
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entenderse en términos generales la persona que en la explotación de una empresa (con 
excepción de las agrícolas o forestales) o en el ejercicio de una profesión ocupe ha• 
bituahnentc uno o más obreros o empicados, sea durante todo el año o en ciertas 
épocas del mismo. La mencionada ley habla de preferencia de "empleadores" y no de 
"patrones", 

lG A tenor de él, se consideran obreros quienes efectúan habitualmente, por cuenta de un 
empleador un trabajo manual, durante todo el año o en ciertas épocas. 

JO Se entiende ·por tales los que efectúan habitualmente, por cuenta de un empleador, un 
trabajo intelectual, durante todo el año o en ciertas épocas. 

La diferencia que el legislador belga establece entre obreros y empleados está e11 
consonancia con la distinta clase de i;ontrato que unos y otros celebran, de obra, si 
predomina el trabajo manual, y de empleo, si prevalece el intelectual. Semejante dis­
tinción, muy discutida, ha suscitado problemas en los Consejos de primera instancia y 
ha obligado a los de Apelación a puntualizar, en vía judicial, las categorías de ambos. 

11 Tanto los consejeros jurados, como los asesores, sean juridicos o técnicos, son recusables. 
18 La ley belga no distingue en cuanto a los requisitos de los representantes de las diversas 

categorías, en contraste agudo con la legislación mexicana, en la que mientras los tra­
bajadores menores, mayores de 16 años, tienen plena capacidad, no sucede con los 
patrones, que adquieren conforme a derecho común. 

111 En nuestra legislación, los electores deben pertenecer a una agrupación que preste ser­
vicios efectivos, o bien estar sindicalizados, aun cuando no se ajusten a las condiciones 
indicadas, siempre que hubieren tenido trabajo durante más de seis meses en el año 
anterior. Los trabajadores no sindicalizados, sólo podrán ser electores si no hubiere 
sindicatos en el lugar de trabajo: En cuanto a los patrones, para que puedan nombrar 
a los representantes, deben tener a su servicio una agrupación de trabajadores. Es de­
cir, se requiere poseer la calidad de patrón o de trabajador, para ser elector; en cambio 
para ser representantes. no se exige la circunstancia de ser trabajador o patrón. A este 
propósito, destaquemos que en México se conculca la libertad sindical desde un ángulo 
negativo, es decir, el derecho de un trabajador a no pertenecer a ningún sindicato y a 
permanecer como obrero independiente, coarta su libertad, ya que no puede nombrar 
delegado que lo represente, lo cual seria muy complicado, pero si debiera permitirse que 
en grupos de veinte o más se nombrara a un delegado, corno se le permite a los tra­
hjadores libres de los lugares donde no haya sindicatos, según el articulo 369, fracción 
III. LFT. 

20 Mientras que en México sólo es de dos. Consideramos este plazo demasiado corto, y 
por los motivos expuestos en el capitulo 111, estimamos que debe aumentarse. También 
deberia ser obligatoria. 

21 Véase Alcalá-Zamora, Adiciones al "Derecho Procesal Civil" de Goldschmidt, Barce­
lona, 1936, pp. 526-30. 

22 Acerca de éste, véase Alcalá-Zamora. Decreto ele 4 de julio de 1958 que refunde las 
disposiciones sobre procedimiento laboral. en "Boletín del Instituto de Derecho Com~ 
parado de México", núm. 34. enero-abril de 1959, pp. 131-7. 

2:1 Conforme al articulo 188 del decreto, funciona sólo a instancia de parte, pero a su vez 
el articulo 91 permite que la aclaración la haga también de oficio el juzgador. 

24 Cfr. Alcalá-Zamora, Síntesis, cit., p. 115. 
2ú Antes de 1848, la representación patronal superaba el número de los representantes 

trabajadores. 
26 Cfr. De la Cueva, Derecho del trabajo, cit., pp. 892-5. 
27 La ley núm. 50-205, de 11 de febrero de 1950 contiene las normas para resolver los 

conflictos colcc!ivos. Establece la conciliación obligatoria ante Comisiones (Regiona­
les o Nacional) de Conciliación, con representación tripnrtita. El fracaso conciliatorio 
desemboca en el nrbitraje, de derecho cuando se trate de interpretación de leyes, conve­
nios, cte .. y de equidad, respecto de cuestiones distintas, como las condiciones no fijadas 
en el contrato. Se ha creado además la Corte Superior de Arbitraje para conocer de los 
recursos por exceso de poder o violación de la ley, (infra, núm. 31). 

28 Cuando en el lugar del conflicto no haya Conseil ele prucl'hommcs. será competente el 
juzgado de paz. 

2U Cfr. el volumen de la Organización Internacional del Trabajo Tribunales de Trabajo 
en América Latina, (Ginebra, 1936) p. 6 Los consejos de Prudentes belgas se Inspira-
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. ron .en los franceses, P,ero un orden alfabético nos ha conducido a comentarlos antes de 
Jos que sirvieron de modelos. 

so Al Igual que la ley belga, la legislación francesa distingue entre obreros y empleados, 
pero no habla de patrones, sino de empleadores, y menciona especificamnte a los 
aprendices. 

31 El articulo 69, modificado por la ley número 49-265, de 26 de febrero de 1949 (J. O. 
27-11-1949) indica los casos en que puede ser representada una de las partes ante Jos 
Consejos. 

32 Civ. 17 juill. 1810 R. vis obligat. 5183 Conciliat, 34-6 Domar. 5 jan. 1854 O.P. 54.2.135. 
Cass. Civ. 2o., oct 1930. Gaz. Pal. 30.2.705: Cass. Civ. 17 juin 1933, Gaz. Pal 
33.2.493, p. 227. 

33 Existe la posibilidad de que el juicio se siga en rebeldía, pero en tal caso, la notifica­
ción habrá de ser conforme al articulo 156 de) código procesal civil (reformado el 
2-VIll-1960). 

3• El artículo 73 del código procesal civil prevé Ja ampliación de los plazos respecto de 
las personas que residan fuera de la Francia metropolitana. 

3r. Véase, supra, capitulo .XI, acerca de la diferencia entre mayoría relativa y absoluta. 
311 En Bélgica corresponde al secretario: en México al presidente de Ja Junta. 
117 Regulada por el titulo VII, de cuyos siete artículos, Jos tres primeros (34-36) rigen 

en la actualidad conforme al texto de 2 de agosto de 1960, en tanto que los cuatros 
restantes ( 37-40) fueron derogados cJ 22 de diciembre de 1958. 

llH El articulo 47 se acomoda hoy a la redacción de 22 de diciembre de 1958. 
30 Cfr. Pergolessi, Diritto processuale del lavoro (Roma, MCMXXIX) pp. 59-60, 70·1, 

78-9 y 97-103. 
•O La rcvocnzione italiana nada tiene que ver, con la mexicana, y si con el recurso de 

revisión de derecho francés o del español. Cfr. Alcalá-Zamora, Odiciones al Sistema 
ele Camclutti, cit., t. 111, pp. 713-6. 

'1 Número 43179, publicado en el "Diario do Governo" de 23 de septiembre de 1960, núm. 
222. p. 1987. 

42 La caracterización de un juzgador unipersonal como "tribunal" resulta paradójica (co• 
mo lo es también en México, la de los tribunales "unitarios" de circuito), puesto que 
el tribunal en sentido estricto es un órgano jurisdiccional colegiado (cfr. Alcalá-Zamo· 
ra, Aciertos terminológicos e i11stit11cio11alcs del derecho procesal liispánico) en Revista 
de la Escueln Nacional de Jurisprudencia", núm. 38, abril-junio de 1948. pp. 59-60). 

4:1 Decreto núm. 8946 de 3 de septiembre de 1962. B. O. 6 de septiembre de 1962, núm. 
19917, p. l. 

44 Cfr. La solución de los conflictos de trnbajo en los paises de América Latina. O.I.T. 
(Ginebra, 1949) pp. 23-5. 

•5 La denominación "recurso de hecho", se corresponde con el recurso de queja de las 
lcgislnciones cspnñoln y mexicana, cfr. Alcalá-Zamora, El nuevo código procesal civil 
de Guatenmla, en "Boletín del Instituto de Derecho Comparado de México", núm. 52, 
enero-abril de 1965, p. 182. 

•11 l~esultn harto dudoso que el trámite de la homologación constituya un recurso. 
47 Cfr. Solución conflictos ... , cit. pp. 24 y 55. 
•H Así como en la notn 42 pusimos de relieve que la expresión "tribunal personal" resul­

taba paradójicn, aquí señalaremos que hablar de juzgado unipersonal es redundante, 
puesto que los mismos son de composición monocrática: véase Alcalá-Zamora, op. y lug. 
cit., en la nota 42. 

•D Es decir, diez csc11dos conforme a la nueva unidad monetaria. 
llll La legislación chilena pertenece, por tanto, al reducido sector de las que desde el pun­

to de vista de la representación de unos y otros en los tribunales laborales distinguen 
entre empicados y obreros. 

111 Cfr. Solución conflictos ... , cit., pp. 24 y 55. 
r.2 Código del Trabajo, de 11 de noviembre de 1947. (G. O. nño XLIV, 26 de noviem­

bre de 1947, núm. 10459, p. 1 ). 
11:1 Por cuestión de trabajo debe entenderse "toda diferencia conflicto, reclamación, pro­

puesta, demanda, objeto de investigación u otro asunto que surja o esté relacionado 
con los salarios o las condiciones de trabajo o empico en las minas de carbón y que 
afecte a las partes del sistema o a tocio trabajador miembro del sindicato". Cfr. Conci• 
linton Proccclure in the Coalmining lndustry (London, "National Coa! Board, "s. f.), 
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. .,: 5~,i@!~,t.~i.¡;;;,"º""' . 
• Ginéora,c't96L p; 95. 

M Cfr; i~¡¡ sit~ú1'ción' sindical. dt., p; 95. : .. 
iír. Cfr~·--op/¡hl11g.' éit.; en la nota ·anterior.· 
r.u Cfr.Ln situación 'simlicn/, cit., p. 98. 

,;;1 Existen otros asuntos que cuentan con procedimientos aparte, h1stituidos por el Estado, 
conio' sucede, por e]emplo, con los referentes a salarlos· agrícolas, f!]ados· por las co­
·r~espondlentes juntas, y que en caso de originar litigios permiten a los trabajadores 

.. acudir ante . la· jurisdicción civil. · · ' 
· ii!f Elarbitraje obligatorio sólo se cono'ce respecto de conflictos colectivos en que se discu~ 
· . tnn condiciones que había ya aceptado o dict:1das en virtud de un laudo precedente, o 

· bien cuando participan en el· conflicto organismos de trabtijadores· o de empleadores. 
r.11 Véase "Revista lntcrnncional del Trabajo", vol. XXX, ·núm. 6 (Ginebra, diciembre 

de 1944) (Informaciones socinles) pp. 887-8. 
uo Vcase, Ser; Leg. 1959, 1961. Ley Landrum Griffin de 1959 sobre Relaciones Laborales. 
IU Cfr. 1-forzo¡¡ y Morris Stone, El nrbitr11je voluntario en Estndos Unidos ele Nortearné­

··rica, en "Revistn Internacional de Trabajo", vol. LXII. núm. 4 (Ginebra, octubre de 
1960) pp. 36'1-5. . 

',:n:i Por negocinción colectiva se entiende "un proceso dinámico e Ininterrumpido encami­
nndo a resolver los problemas que plantean las relaciones obrero-patronales": Harold 
D. Dnway, Contcmpornry Cul/ective B11rgni11ing (New Jersey Prentice Hall, 1955), p. 
h., cit., por 'vy. John Kettner, El Servicio Federa/ ele Medinció11 y Conciliación de 
E.U.A. como cntn/iznclor ele la· negociación co/ectitni, en "Revista Internacional de 
Trabajo", vol. LXVIII, núm. 5. (Ginebra, noviembre de 1963) p. 549. 

na Herzo11 y Morris Stone, op. cit .. pp. 368-72. 
:u1 Cfr. "Thc Economist", vol. I, núm. 5, 14 de julio de 1967,: p. 3. 
nr, Cfr. René Dnvid, op. cit., pp. 486-500. 

·un Cfr. René David, op. cit .. pp. 502. 
01 Cfr. René David, op. cit .. p. 510. 
ns Cfr. Vishinski. cit. por René David, op. cit., p. 242. 
tJU René David, op. cit.. p; 276. · . . . ......... . 

• 111 Publicado en "Gesctzblntt der Deutschen Demokr'atischen ~epuoHk",.parte J, : 17-V~t961. 
núm. 5 p. 27. --- ~·-~;, - -- . . . ·-~.e 

·n Reglnmcntndas antes por el código de trabajo¡' desenvueltas por I¡¡ instrucción de 26· 
· V-1961 y por In ordenanza de 1-VI~l961 (Cfr. Gesetzblatt cit., parte 11. 23-IV~1963, 

nt'un. }~. p. 237., , .· . . . 
7~ Lns demandas pueden ser p1·esentadns por los asalariados de _la empresa o por el órgano 

sindical de éstn, así como cualquier ciudadano. ajeno a la empresa, por los órganos del 
Es.tado o poi· una organización socialista, siempre que se produzca una violación n la 
moral fuera de In emprcsn pern. en relación con ella.,, . . . : · 

'7:S Las vistas· deben . celebrarse públicamente, fuera . de las horas· de .. trabajo y con asisten­
cia obligatoria de las partes interesadas en el conflict()'. .. ··· ... · -· 

H No cspedficn la ley si la nmyoria debe sér relativá:~ ,n~soluta,>.ni soluciona el caso 
de empate.. __ .. ·-· _-· __ ,:._,;.>:;,·,, ... ·',."!: .. ·.· 

,., Publicado en "Gesetzblntt der Deutschen Deniokriitischcri"'¡Repüblik'',. parte 11; ·10-VII~ 
1961. nt'un,.12. p. 271. . _ ... ·· , ·. : '.• .<;> . 

711 Puede lníbú u11 tribunal· depurtnmcntal que n~arqué"varlos .distrifos, si;lo considera con­
vcmlente el Presidente del Consejo. Depnrtan1.1:11.~¡¡l.;;y_)n;i]u1ga Directiva de la Federación 
de Sindicntos Alemanes Libres.. · '': "'/• ,·> · ·- · ~ ·- ·· ·· · 

77 Los problemas o conflictos laborales se ve11tüán·a;ltc. fos. comisiones y los litigios pro­
piamente dichos ante los tribunales. La mención especifica acerca de los asuntos rela­
l"ivos a srguridad social, obedel:e a que, de. ella. entienden también otros organismos es­
pecinles. 

7N Con anterioridnd, vénnse las· leyes de 11 de marzo de 1960 y de 28 de febrero de 
1961; y ricerca de ellas, Alcalá-Zamora, Ley cubana de procedimiento laboral (en 
Boletín del Instituto de Derecho Comparado de México, núm. 39, septicmbre-clicicmbre 
de 1960, pp. 95-99) y Nueva ley cubana de procedimiento laboral y seguridnd social 
(Boletín cit., núm. +!, mayo~agosto de 1962, pp. 357-61. 

711 Las empresas pueden ser estatales, p1·ivadas o mixtas. 
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Hll En caso de que la prueba no pueda desahogarse en la misma sesión, se suspenderá ésta 
por un periodo breve. 

Ht Cuando no se logre la unanimidad de votos, el representante que disienta puede ex· 
presar por escrito su opinión y los motivos de la misma. · 

li:t Cfr. "Sbirka Zákonu", 30-VI-1965. 
lill Existen contrntos de trabajo que no originan relaciones laborales, como seria un tip() 

de actividad lucrativa para cuya ejecución resultase inadecuada e ineficaz el estable~ 
cmicnto de relaciones laborales ( art. 232, núm. 2 a). 

IH Cfr. "Sbirka Zñkonu" cit 
Hlí Inserto en "Ma11yar Kozlony" de 18 ele febrero ele 1964, núm. 78, p. 677. 
HU Por desgracia no hemos podido localizar los decretos que lo establecen pero creemos 

que no difcrirún mucho del que regulaba el código del trabajo de 1951. 
~7 No pueden 111odificnr la decisión que dicten parn resolver un asunto, salvo oposición 

del procurador. 
H8 Cfr. "Magyar Kozlony" de 8 el.e junio de 1949. 
s11 Orden Gubernativa m'un. 4079-1949 (M.K. 8-VI-1949, núm. 118, p. 848) Decreto-ley 

núm. 29 de 1964 .(M.K. 18-XII-1964,d1ú111. 78 p. 677). Decreto-ley núm. 7 de 1951 
. (M.K. 31-1-1951 nt'un. 17-18 p;.55)<Decrcto-Jcgislativo núm. 25 de 1953 (M.K. 28-
1-1953, núm. 62 p. 381) ·· · · 

uo El reglamento de Jos Trlhunale.~ de Camaradas de la Unión Soviética, se promulgó el 
3 de julio de 1961. mediante r1case del Presidium del Soblet Supremo de la RSFSR 
("Vedomostl Verjovnovo Sovieta RSFSR", 6NIII-1961, núm. 26, texto núm. 371), 
y derogó el Reglmnento del Comité Central Ejecutivo de Rusia y del Congreso de 
Comisarios del Pnchlo de la RSFSR de JO de octubre de 1930, sobre tribunales públi· 
con rurales ("Sobrm1ie Uzakovienl RSFSR", 1930, núm. 51, p. 629, núm. 49, p. 368). 

111 Donde los tribunales de ca111arndas fueron regulados por el decreto nt1mero 244. de 
22 de junio de 1961: cfr. "Izvetiya Prezldiuma na Navodnoto Sobranie", 23-Vl-1961. 
núm. 54, p. l. 

!J!! Se supone que una colectividad tiene más de cincuenta personas. 
oa Aun cuando en ntención n la nrnterla de nuestro estudio circunscribamos la referencia 

a su intervención en relaciones y conflictos de trabajo, aclai·aremos que los tribunales 
de cmnarndas son tnn1bil~n competentes para conocer de otras cuestiones, como asuntos 
conyugnles, educación de los hijos, clelltos, cte. 

111 Snlvo cuandn por trntnrse de casos .que ofcndmt In moral pública o de asuntos delica-
dos, se celebre a puerta cerradn. . · · · 

u:i La representación en lo.~ tribmrnles de carnnradas es tripartitn, pero 110 paritaria. Dichos 
juzgnclorcs no pertenecen ni poder judicial. 

un Si se trnta de otros asuntos corresponde a . un agente judicial. 
117 Cfr. René David, op. cit.. pp. 545-70. 
118 Cfr. La solución de los conflictos de trnbnjo en algunos paises africanos. En 

Internacional del Trnbajo, vol. 71, núm: 2 (Ginebra, febrero de 1965) p. 119. 
1111 Cfr. La solución de los conflictos de trnbajo. . . cit., p. 121. . 

100 Cfr. La solución de los conflictos de trabajo .•. cit., p. 124, notn 2. : . : . 
101 Vénse In ley mim 88/61, de 4 de enero de 1962, en el Journal Offlciel de la RepubHqtle 

Gabcnalse", I-llT-1962 núm. 5. g!ipecLialmente p. 189. . . e•·.·.'<;/:·.· 
10!!. Véase b ley núm. 1 A. N./60 ,Jer ... eg. 1960 Gul. 1 enero-febrero de 1962. .• .• ··:.?::<: >. 
10:: Vénse "Rcpublic of the Sudnn Gazctte", núm. 6, 16-11-1960, núm. 943,:c,suplemeiito 'º • 

_-_- IC{Jl_slatiVo cspccinl, p. 1 O. __ - ·:-:-'.~-~~~:)::<~:.::~.-.: __ . <· 
HH El acuerdo no rs necesario en los siguientes casos: cmmdo el conflicto afecte '.'a . una. 

industria escncinl; cuando se parte el Estado: cuando exlstn peligro -de ;'tjúc"ºsc?:1Jterc -
el orden público, o ctmndo ~e trnte de servicios públicos. . ·. ,,:.· ,,;e[,:•.: :7;;''': · , 

111r. Las· partes pueden lmccrse rcpi;escntar por abogndos ante el tribunal ~e t1rb1tfaje~ > ·.· · .... 
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CONCLUSIONES 

Aun cuando toda investigación científica implica unas determinadas con­
clusiones, a fin de cumplir con el requisito reglamentario que exige en las 
tesis de licenciatura la formulación de una lista de ellas, a continuación men­
cionamos las que consideramos más importantes. 

l '> La denominación de nuestra disciplina ha sido muy discutida, y 
diversos nombres han pretendido caracterizarla: pero hoy en día las dos que 
suman más sufragios son Derecho del Trabajo y Derecho Laboral. Hemos 
optado por la segunda, tanto por ser quizás la que en la actualidad se halle 
más generalizada, como por expresar con más exactitud su contenido. . 

2'> La autonomía del Derecho Procesal Laboral se manifiesta principal­
mente en la institución de una jurisdicción especial. y como consecuencia del 
propósito de coordinar el aspecto adjetivo y el sustantivo. 

3'> Por conflicto laboral debe entenderse la pugna de intereses nacida 
~n el seno de las relaciones laborales, cualesquiera que sean las categorías 
enfrentadas, e inclusive si ambas pertenecen a una misma. 

41) La división jurisdiccional laboral que acoge la legislación mexicana 
discrepa del carácter eminentemente federal que posee la Ley Federal del 
Trabajo. 

51) Las Juntas de Conciliación Y Arbitraje son verdaderso tribunales, 
que actúan a veces como de derecho, y otras como de equidad, según la cla­
se de conflicto de que se trate. 

6'> La especialización por los grupos dentro de las Juntas, constituye un 
acierto y por ello consideramos necesario estudiar detenidamente la idea de 
crear un grupo especializado en riesgos profesionales, con la intervención de 
médicos especialista~ en la materia. 

71) Mencionamos en el capítulo de Derecho Comparado, Ja posibilidad 
de crear un grupo especial que conozca de los asuntos de trabajo en que se 
mezclen Jos intereses de los llamados por nuestra Ley Federal del Trabajo, 
empleados de confianza, por la especial condición que éstos guardan respec­
to del empleador, a quien en ocasiones llegan a representar ante los mismos 
tribunales. 

81) Nuestra legislación pasó por alto la diferencia entre empleado y obre­
ro, mediante la refundición de ambas categorías en la de "trabajador". En 
cambio, aún habla de patrón, concepto éste que implica sumisión y vasallaje, 
por lo que creemos más apropiada la denominación de empleador, como ya 
hacen muchos países, y la misma Oficina Internacional del Trabajo. 
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91,1 Resulta absurdo señalar como edad m1111ma y mayoría de edad de 
los trabajadores las de 14 y 16 años, respectivamente. Por las razones ex­
puestas en el capítulo correspondiente, debería fijarse en 16 y 18 años otor­
gando plena capacidad a los mayores de esta edad, en consonancia con el 
resto de la legislación mexicana (Constitución Política, Código Civil, Códi­
go Penal) , al menos respecto de los menores casados. 

1 O·~ La recusación y . sus efectos debieran extenderse a los secretarios y 
actuarios, dada la importancia de sus funciones y su repercusión sobre los 
laudos. 

11 '' Sin discutir ahora la conveniencia o inconveniencia de la reperesen­
tación de las partes en la audiencia de conciliación, lo cierto es que la prohi­
bición afecta sólo a las partes que sean personas físicas, puesto que las mora­
les o jurídicas suelen hacerse representar por un abogado. 

12'·' El arbitraje voluntario constituye sin duda, un sistema adecuado, 
c¡ue propicia el buen entendimiento entre trabajador y empleador, pero como 
las instituciones se deben implantar estudiando previamente las circunstan­
cias del medio, creemos que en el nuestro no daría buen resultado. De ahí 
que, por lo menos transitoriamente, deba subsistir el arbitraje forzoso. 

13~ Debe determinarse el carácter de las resoluciones de las Juntas de 
Conciliación y Arbitraje a fin de establecer la procedencia o improcedencia 
del· amparo. · 

14'' La ausencia de alguno de los representantes a la audiencia de re­
solución, que se intenta subsanar con la opinión por escrito, que del dicta­
n1en hubiera presentado dicho representante, no puede, en manera alguna, 
sustituirse mediante esa opinión: por escrito, y por tanto, cuando no esté 
integrada la Junta no deberf1 emitil'sc resolución alguna. 
· 15'' ·Sin desconocer la importancia de la fianza en materia laboral. con­

sideramos que ésta se regula injustamente, al no conceder ninguno de los 
beneficios que consagra nuestra legisbción. Por lo menos el de excusión, 
propio de c·uestiones basadas en equidad, debiera reglamentarse, y con ello 
se facilitaría apenas el otorgamiento de las mismas. 

16a. Del examen de las legislaciones extranjeras se infiere que México 
es uno de los pocos países que adopta el sistema de única instancia, que no 
establece dualidad de orqanismos respecto de las diferentes categorías de 
conflictcs l<1borales. En Europa, los países ahora llamados occidentales han 
establecido la conciliación, al igual que los países latinoamericanos, previo al 
procedimiento contencioso, otorgándole la importancia que se merece. No así, 
en cambio, en algunos de los socialistas (a excepción, por ejemplo, de Che­
coslovaquia), que no han considerado la posibilidad de una avenencia entre 
las partes enfrentadas. Como regla, tampoco estas legislaciones han diferen­
ciado entre conflictos jurídicos y colectivos, para eilcomendar su solución 
a· organismos jurisdiccionales distintos. Por otra parte, el sistema de Common 
Law tampoco conoce semejante divergencia y ami cuando se manifiestan 
diforencias ·entre los países que siguen este sistema jurídico, en ellos alcanzan 
grnn importancia l.os convenios y acuerdos entre las partes mismas, y solo 
ante el fracaso de las negociaciones directas interviene el Estado. 

l . '. ' 
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